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Este libro parte de la consideración de la familia como uno 
de los pilares fundamentales del bienestar, situándola en el 
centro del análisis para reconocer su relevancia social y su 

contribución al sostenimiento de la vida cotidiana.

La obra reúne 24 capítulos y más de 40 autores procedentes de 
disciplinas diversas, entre ellas la ciencia política, la sociología, el 
trabajo social, la economía, el derecho, la educación y la traduc-
tología. Todos ellos convergen en una misma preocupación: com-
prender qué necesitan hoy las familias para afrontar los desafíos 
de contextos sociales cada vez más complejos.

El campo de las políticas familiares cuenta con una literatura con-
solidada, tanto en el ámbito internacional como en el español. 
En este contexto, el libro constituye una aportación que reúne a 
investigadores noveles y consolidados en torno al estudio de la 
familia como eje transversal para comprender la realidad social 
contemporánea.

Desde una concepción plural y relacional, se reconoce que no 
existe un único modelo familiar, sino una diversidad de formas de 
convivencia y de vínculos que comparten su condición de espa-
cios de interdependencia, cuidado y responsabilidad mutua.

Asimismo, la obra aborda las políticas familiares desde una pers-
pectiva transversal que permite analizar el conjunto del Estado del 
bienestar. El bienestar de las personas está estrechamente vincu-
lado al bienestar de las familias; de ahí la importancia de diseñar 
y adecuar políticas públicas capaces de responder a los desafíos 
cambiantes del siglo XXI y de reforzar su capacidad para cuidar, 
proteger y generar bienestar.
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INTRODUCCIÓN

ESTHER RAYA DIEZ, ANA Mª VEGA GUTIÉRREZ Y 
DOMINGO CARBONERO MUÑOZ

Universidad de La Rioja

1. LA FAMILIA EN EL CENTRO: PUNTO DE PARTIDA

La familia sigue siendo uno de los espacios centrales de la vida social. En 
ella se organizan buena parte de los cuidados, se transmiten aprendizajes y 
valores, se comparten recursos económicos y se amortiguan los efectos de 
las crisis personales y colectivas. Esta centralidad no es solo una percepción 
ciudadana ni una construcción académica: tiene un reconocimiento norma-
tivo explícito. La Declaración Universal de Derechos Humanos afirma que 
«la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene dere-
cho a la protección de la sociedad y del Estado» (art. 16.3), y la Constitución 
Española encomienda a los poderes públicos asegurar «la protección social, 
económica y jurídica de la familia» (art. 39.1). En el ámbito internacional, 
Naciones Unidas ha insistido en la importancia de integrar la perspectiva 
de familia en las políticas públicas y ha vinculado el apoyo a las familias con 
los objetivos de la Agenda 2030 en materia de pobreza, salud, educación e 
igualdad de género, reducción de las desigualdades, trabajo decente, soste-
nibilidad y fortalecimiento institucional (Naciones Unidas, 2015).

Ese reconocimiento convive, sin embargo, con profundas transforma-
ciones demográficas, económicas, culturales, tecnológicas, ecológicas y 
normativas que alteran las condiciones en las que las familias desempeñan 
sus funciones: el envejecimiento de la población y el aumento de las nece-
sidades de cuidado de larga duración, la baja fecundidad, el retraso de la 
emancipación juvenil, la diversificación de las formas de convivencia, la 
incorporación de las mujeres al empleo sin un reparto equivalente de los 
cuidados, la precariedad laboral y residencial, y nuevos riesgos vinculados 
a la digitalización o a la crisis ecológica. En el caso español, estas transfor-
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maciones se producen en un sistema de bienestar de tradición familista, en 
el que la familia –y, dentro de ella, sobre todo las mujeres– ha asumido una 
parte sustancial de la protección social, y en el que las políticas familiares 
explícitas se desarrollaron tarde y con menor intensidad que en otros países 
europeos (Flaquer, 2000).

Situar a la familia «en el centro» significa, en esta obra, algo más que re-
conocer su importancia. Significa tomarla como punto de observación desde 
el que analizar políticas públicas que habitualmente se estudian por separa-
do –la protección social, los cuidados, la educación, la salud, la vivienda, la 
fiscalidad, la protección frente a la violencia, la energía– y preguntarse qué 
condiciones ofrecen esas políticas para que las familias puedan cuidar, prote-
ger, educar y sostener a sus miembros, y a qué coste. El campo de las políticas 
familiares cuenta con una literatura consolidada, tanto internacional como 
española, y este volumen no pretende cubrir un vacío. Su aportación está en 
otra parte: en reunir escalas de análisis (internacional, estatal, autonómica 
y local), disciplinas (ciencia política, sociología, trabajo social, economía, 
derecho, educación, traductología) y objetos de estudio diversos en torno a 
un mismo eje, la familia como eje transversal de la acción pública.

2. ENFOQUE DE LA OBRA: FAMILIA, POLÍTICA FAMILIAR Y 
FUNCIONES FAMILIARES

La obra parte de una concepción plural y relacional de la familia. No exis-
te un único modelo familiar, sino una diversidad de formas de convivencia y 
de vínculos –familias biparentales y monoparentales, reconstituidas, homo-
parentales, adoptivas y acogedoras, familias con personas con discapacidad o 
en situación de dependencia, familias migrantes o transnacionales, personas 
que viven solas pero sostienen redes familiares– que comparten el hecho de 
constituir espacios de interdependencia, cuidado y obligaciones mutuas. Esta 
perspectiva no niega la especificidad de la familia como institución, pero 
evita identificarla con una forma concreta y obliga a preguntarse por las des-
igualdades que se producen dentro de ella y entre distintos tipos de familias.

Con la expresión funciones familiares nos referimos a las tareas que las 
familias realizan de hecho y que la sociedad espera de ellas: el cuidado de 
las personas en situación de dependencia a lo largo de la vida (infancia, 
enfermedad, discapacidad, vejez); la socialización y la educación; la pro-
tección frente a riesgos; el sostén económico y la provisión de vivienda; el 
apoyo afectivo y emocional; y la cohesión y solidaridad entre generaciones. 
Utilizamos el término en un sentido descriptivo y analítico, no normativo: 
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estas funciones adoptan formas diversas según las estructuras familiares, los 
momentos del ciclo vital y las circunstancias sociales, por lo que no se trata 
de establecer qué deben hacer las familias ni de medir si «cumplen», sino de 
examinar en qué condiciones pueden desempeñar esas funciones, qué apoyos 
reciben para ello y qué ocurre cuando esos apoyos faltan. Buena parte de 
los capítulos muestra, precisamente, que la expectativa de que la familia lo 
sostenga todo es una de las fuentes de desigualdad –de género, de clase, de 
origen o territorial– que atraviesan la vida familiar. 

Estas funciones no corresponden exclusivamente a las familias ni deben 
interpretarse como una privatización de responsabilidades colectivas. Su 
desempeño se produce en interacción con el Estado, los servicios públicos, 
el mercado y las redes comunitarias, de modo que el análisis debe atender 
también a cómo se distribuyen entre estos actores las responsabilidades de 
provisión del bienestar.

Entendemos la política familiar en un sentido amplio. Incluye las medidas 
explícitamente dirigidas a las familias –prestaciones, permisos, servicios de 
atención a la infancia, beneficios fiscales–, pero también aquellas políticas 
que, sin nombrar a la familia, condicionan de forma decisiva sus posibilida-
des: la vivienda, la ordenación urbana, la atención a la dependencia, la garan-
tía de ingresos, la protección frente a la violencia o la transición energética 
(Kamerman y Kahn, 1978). Para analizar el papel que el Estado asigna a las 
familias resulta útil la distinción entre políticas que refuerzan la responsabi-
lidad familiar (familiarización) y políticas que la comparten o la sustituyen 
mediante derechos individuales y servicios públicos (desfamiliarización), 
así como entre un familismo «por defecto», que deja a las familias sin alter-
nativas, y un familismo «apoyado», que las respalda con recursos (Leitner, 
2003; Saraceno y Keck, 2010). Varias contribuciones de la obra utilizan este 
marco, explícita o implícitamente, para interpretar la situación española.

3. PREGUNTAS QUE ATRAVIESAN EL VOLUMEN

Aunque cada capítulo tiene su propio objeto, el conjunto de la obra res-
ponde a un número reducido de preguntas comunes que conviene hacer 
explícitas porque constituyen su hilo conductor:

a) ¿Cómo están modificando las transformaciones demográficas, 
económicas, culturales, tecnológicas y ecológicas las necesidades, 
relaciones y capacidades de las familias?
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b) ¿Qué funciones sostienen hoy las familias, con qué recursos y con 
qué apoyos públicos, y cuáles de esas funciones quedan sin respaldo 
institucional suficiente?

c) ¿Qué desigualdades –de género, clase, origen, discapacidad, orien-
tación sexual, edad o territorio– atraviesan el desempeño de esas 
funciones, y en qué medida las políticas públicas las corrigen o las 
reproducen?

d) ¿Cómo se articulan los distintos niveles de gobierno (internacional, 
estatal, autonómico y local) y los distintos sectores de la acción pú-
blica en torno a las familias, y qué efectos tiene su fragmentación?

e) ¿Qué papel desempeñan la intervención profesional, especialmente el 
Trabajo Social, y los instrumentos económicos y fiscales en el apoyo 
a las familias?

f) ¿Qué distancia existe entre el reconocimiento normativo de los de-
rechos y su realización efectiva en la vida cotidiana de las familias?

4. ORGANIZACIÓN DE LA OBRA

La obra se organiza en siete bloques que van de lo más general a lo más 
específico: de los marcos analíticos y de gobernanza a las etapas vitales, los 
cuidados, la diversidad, las situaciones de vulnerabilidad, la intervención 
profesional y, por último, los instrumentos presupuestarios, fiscales y de 
garantía de ingresos.

4.1. Políticas familiares: cuestiones preliminares

El primer bloque establece las bases conceptuales y analíticas. María Elisa 
Alonso y Beatriz Onandia defienden la necesidad de un enfoque interdiscipli-
nar para estudiar las políticas familiares y proponen incorporar la traducto-
logía al análisis politológico: la circulación transnacional de conceptos como 
la conciliación o la parentalidad positiva implica procesos de traducción 
que transforman su significado al llegar a contextos institucionales y cultu-
rales distintos. Dory Merino, Elías Said-Hung y Pavel Sidorenko analizan la 
escasa presencia de las políticas familiares en los medios de comunicación, 
a partir del estudio de la cobertura informativa en La Rioja durante 2023, 
y relacionan esa invisibilidad mediática con su débil posición en la agenda 
pública. María de las Olas Palma-García, Javier Pacheco-Mangas y Rafael 
Arredondo Quijada cierran el bloque con una reflexión sobre la gobernanza 
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local del bienestar familiar: la transversalidad, el enfoque de derechos y la 
resiliencia organizativa se presentan como condiciones para que la acción 
municipal ofrezca respuestas integradas en lugar de una sucesión de dispo-
sitivos desconectados.

4.2. Familia, maternidad, infancia y adolescencia

El segundo bloque se centra en las primeras etapas de la vida. Adoración 
Merino-Arribas y Arantxa Azqueta plantean la familia como proyecto para el 
bien común y repasan los obstáculos estructurales que han impedido en Espa-
ña una política familiar sólida, así como los principales desafíos pendientes. 
Sofía Montenegro Leza, Cecilia Serrano-Martínez y Andrea Gutiérrez García 
estudian, a partir de grupos de discusión con madres y entrevistas a profe-
sionales en La Rioja, la distancia entre una atención perinatal organizada en 
episodios clínicos y una experiencia de la maternidad que se vive como un 
proceso continuo. Isabel Carrillo Flores defiende la universalización de la 
educación desde el nacimiento como una política de infancia con perspectiva 
de familia, fundamentada en el enfoque de derechos y en la intersecciona-
lidad. Jesús Rivera Navarro, Ignacio de Loyola González Salgado y Ángel 
Martín Gómez, a partir de un estudio cualitativo en centros de secundaria 
de Madrid y Bilbao, muestran cómo el nivel socioeconómico condiciona la 
influencia familiar en la alimentación adolescente y proponen líneas de ac-
tuación desde la política educativa.

4.3. El reto de los cuidados

El tercer bloque aborda uno de los ejes centrales de la obra. Almudena 
Moreno Mínguez analiza la paradoja de unas políticas de conciliación e igual-
dad que han avanzado de forma notable –en particular, los permisos por na-
cimiento iguales e intransferibles– sin que se haya transformado en la misma 
medida el reparto de los cuidados dentro de las parejas, lo que describe como 
un «familismo ambivalente». Vicente Marbán Gallego y Gregorio Rodríguez 
Cabrero examinan el lugar de los cuidados informales en el Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia y proponen reformas para reconocer 
derechos propios a las personas cuidadoras en un contexto de desinstitucio-
nalización. Sara Moreno-Colom y Matxalen Legarreta Iza advierten de que 
la desinstitucionalización de los cuidados de larga duración, en un contexto 
familiarista, puede derivar en su refamiliarización, y proponen desplazar 
el debate hacia una reinstitucionalización que refuerce la responsabilidad 
pública y la democratización de los cuidados.
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4.4. Familias y diversidad

El cuarto bloque se ocupa de realidades familiares con frecuencia invi-
sibilizadas o insuficientemente atendidas. Antonia Sánchez Alcoba, Manuel 
Hernández Pedreño y Olga García Luque comparan, con datos armonizados 
europeos, las condiciones de vida y la protección social de los hogares con 
personas con discapacidad en España y en la Unión Europea. Mercedes 
Serrato Calero, Eva Moral Cabrero y Mónica Otaola Barranquero analizan 
cómo el capacitismo atraviesa las políticas sociales y convierte a las fami-
lias en el principal soporte de las personas con discapacidad, y reclaman 
un Trabajo Social orientado a la autonomía y a los derechos. Alejandro D. 
Hernández-Melián examina la dimensión familiar de la diversidad sexual y de 
género a través del marco multinivel de políticas públicas –europeo, estatal 
y autonómico– y extrae claves para la intervención social con las familias.

4.5. Dificultades familiares

El quinto bloque aborda situaciones en las que la familia no protege o 
no puede hacerlo. Ana Alcázar-Campos, Lorena Valenzuela-Vela y Marta 
Fuentes-Herreros analizan cómo una concepción tradicional de la familia 
sigue operando en la respuesta institucional a las violencias machistas, con 
especial atención a la violencia vicaria y al uso del falso síndrome de alie-
nación parental. José Manuel Díaz González, Nuria Fustier-García y María 
Virginia Matulič Domandzič muestran la interrelación entre violencia de 
género y exclusión residencial, así como la invisibilidad estadística y polí-
tica del sinhogarismo femenino y familiar. José David Gutiérrez Sánchez y 
Rafael Arredondo Quijada estudian la exclusión residencial en Andalucía y 
los factores que condicionan la integración del pueblo gitano, con atención 
a las políticas de vivienda y familia.

4.6. Apoyo social en procesos familiares

El sexto bloque se centra en el acompañamiento profesional. Marta Ru-
bio Chavarría, desde la práctica de los servicios sociales municipales, pone 
nombre al «daño relacional» que sostienen muchas familias y defiende el 
acompañamiento del vínculo como una forma de política social. Esther Raya 
Diez y Ana Belén Cuesta Ruiz-Clavijo analizan el papel del Trabajo Social en 
dos transiciones del ciclo vital –la juventud y el envejecimiento– y la tensión 
entre las funciones de control y de apoyo. María del Pilar Ruiz Rodríguez, 



Introducción 17

Domingo Carbonero Muñoz, Rafael Alcázar Ruiz y Eva Ruiz Berges presen-
tan dos instrumentos para la valoración del desequilibrio económico en los 
procesos de divorcio desde el Trabajo Social forense, orientados a visibilizar 
las desigualdades de género generadas durante la convivencia. Elena Ferri 
Fuentevilla, Teresa Gómez Rasco y Octavio Vázquez Aguado incorporan una 
perspectiva ecosocial y muestran, a partir de experiencias en Huelva, cómo 
el Trabajo Social puede contribuir a una transición energética justa para las 
familias vulnerables.

4.7. Presupuesto, fiscalidad y renta garantizada

El último bloque analiza los instrumentos económicos. Miguel Ángel 
Sánchez Huete examina la exigencia constitucional de un gasto público 
equitativo con enfoque de familia y el valor jurídico del informe de impacto 
en la infancia, la adolescencia y la familia que acompaña a los Presupues-
tos Generales del Estado. Ana María Vega Gutiérrez compara el uso que 
hacen las comunidades autónomas del tramo autonómico del IRPF como 
herramienta de política familiar, con un análisis específico del modelo de 
La Rioja. José Ignacio Ruiz de Palacios Villaverde completa este análisis 
con la comparación de las deducciones autonómicas en las comunidades 
uniprovinciales. Lucía Martínez Virto y Maite Huerta Tardío cierran la obra 
con el estudio, a partir de entrevistas en profundidad, de la experiencia de 
las familias perceptoras de la Renta Garantizada de Navarra y del significado 
que atribuyen al programa.

5. NATURALEZA DE LAS CONTRIBUCIONES

Como es propio de una obra colectiva e interdisciplinar, los capítulos no 
comparten un mismo tipo de aportación, y conviene explicitarlo para orien-
tar la lectura. Un primer grupo presenta investigación empírica con datos 
propios, cuantitativos o cualitativos: el análisis de la cobertura informativa, 
los estudios cualitativos sobre la atención perinatal, la alimentación adoles-
cente y la Renta Garantizada, y la elaboración y contraste de instrumentos 
de valoración en el ámbito forense. Un segundo grupo explota fuentes esta-
dísticas y administrativas secundarias: series sobre permisos, excedencias 
y usos del tiempo, datos del sistema de dependencia, estadísticas europeas 
sobre discapacidad, registros de demanda de vivienda protegida o catálogos 
de deducciones fiscales. Un tercer grupo ofrece revisiones teóricas, análisis 
críticos y estudios jurídico-normativos que sistematizan debates y marcos de 
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referencia. Finalmente, varios capítulos presentan experiencias y propuestas 
de intervención profesional nacidas de la práctica.

Esta diversidad es una fortaleza, porque permite abordar un mismo pro-
blema desde ángulos complementarios, pero también exige cautela. Algunos 
resultados proceden de muestras pequeñas o intencionales, propias de los 
diseños cualitativos, y algunos instrumentos se presentan como propues-
tas aún pendientes de validación sistemática. Los capítulos señalan estas 
limitaciones y distinguen entre la evidencia empírica, la interpretación y la 
propuesta profesional. Esta heterogeneidad no responde únicamente al ca-
rácter colectivo de la obra, sino también a la diversidad de los interrogantes 
planteados: no todos requieren el mismo método ni producen el mismo tipo 
de evidencia. La combinación de aproximaciones permite, además, poner 
en diálogo el conocimiento académico, el análisis de las políticas públicas y 
la práctica profesional. 

6. APORTACIÓN Y DESTINATARIOS

La principal aportación de la obra es mostrar que la familia no puede 
estudiarse como un ámbito aislado, sino en relación con el sistema de bien-
estar en su conjunto: los cuidados y la dependencia, la educación y la salud, 
la vivienda y el territorio, la fiscalidad y la garantía de ingresos, la diversidad 
y la violencia, la intervención profesional y la transición ecológica. Al reunir 
estas miradas, el volumen permite identificar problemas que se repiten en 
ámbitos muy distintos –la fragmentación institucional, la distancia entre 
derechos reconocidos y derechos efectivos, la sobrecarga de las mujeres, la 
desigualdad territorial– y que difícilmente se perciben cuando cada política 
se analiza por separado.

El libro se dirige a quienes investigan en el campo de las políticas sociales 
y familiares, a responsables públicos de los distintos niveles de gobierno, a 
profesionales del Trabajo Social, la educación, la salud y los servicios socia-
les, y al alumnado de estas disciplinas. Esperamos que contribuya al debate 
sobre cómo reforzar las políticas públicas y las prácticas de intervención 
para que las familias puedan desempeñar sus funciones en condiciones de 
igualdad y sin que ello suponga cargas desproporcionadas para ninguno de 
sus miembros.
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INTRODUCCIÓN

El estudio de las políticas públicas diseñadas para las cuestiones familia-
res debería ser abordado desde una perspectiva interdisciplinar, puesto que 
cuando se analizan desde una única disciplina, se corre el riesgo de perder 
matices esenciales. Esto es lo que se va a analizar en este texto, la importan-
cia de incluir la traductología para estudiar las políticas públicas enfocadas 
a las familias, sobre todo, aquellas que parten de marcos internacionales o 
modelos adaptados de otros contextos. La ciencia política puede describir 
los mecanismos de decisión que están en el origen de una ley de permisos 
parentales o un sistema de prestaciones por hijo a cargo, por ejemplo, pero no 
es la disciplina adecuada para explicar los significados culturales que hacen 
que dicha ley sea percibida de forma diferente en contextos nacionales que 
parecen similares (Hantrais, 2004). En este sentido, la sociología y la ciencia 
política tienden a analizar las políticas como variables independientes cuya 
lógica interna no requiere explicación. 

Esta fragmentación en el análisis de las políticas públicas en general res-
ponde a la lógica de especialización que ha guiado la producción académica 
durante los últimos años, contribuyendo al sesgo analítico. Sin embargo, la 
complejidad del objeto de estudio que constituye, por un lado, la familia como 
institución social, jurídica, económica y cultural, y por otro, las políticas 
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públicas que se le destinan cuestionan la pertinencia de los enfoques unidis-
ciplinares (Klein, 1990). Como señala Daly (2010), las políticas familiares 
son simultáneamente políticas de reconocimiento de derechos y políticas de 
redistribución, lo cual requiere incorporar enfoques analíticos que van más 
allá del análisis convencional de políticas.

Teniendo en cuenta estas cuestiones, es imprescindible sumar el análisis 
riguroso de una disciplina como la ciencia política y la comprensión textual 
y contextual de la medida, gracias a la traductología. Ante este desafío, la 
perspectiva interdisciplinar no es una opción estilística, sino una necesidad 
epistémica y del conocimiento, que constituye a su vez la única vía para ob-
servar las políticas y su complejidad. 

El problema se intensifica al introducir la dimensión comparativa y 
transnacional. En las últimas décadas, los marcos conceptuales elaborados 
en contextos anglosajones como las tipologías de regímenes de bienestar 
de Esping-Andersen (1990), las categorías de policy transfer elaboradas por 
Dolowitz y Marsh (2000), o los indicadores de conciliación de la OCDE han 
sido utilizados como marcos de referencia de estudios tanto en el ámbito 
académico como institucional, en contextos culturalmente diferentes. Con-
trariamente a lo que parece, esta transmisión y circulación no es neutral 
puesto que implica un ejercicio de traducción, lingüística y cultural, que a 
su vez adapta los conceptos y los principios en función de las circunstancias 
que rodean su futura implementación. 

Stier y Marín-Lacarta (2022) han demostrado empíricamente que la 
transferencia de conceptos clave de los Estados de bienestar está supeditada 
a procesos de traducción que no son inocentes, porque cada re-contextuali-
zación del propio concepto implica una selección semántica que puede ser 
imparcial y comportar interpretaciones sesgadas. 

Para examinar esta dicotomía interdisciplinar, este análisis se va a articu-
lar en función de una pregunta que va a constituir la problemática principal 
de esta reflexión: ¿por qué la traductología puede enriquecer el análisis de 
la circulación transnacional de conceptos y políticas familiares?

Este capítulo se estructura en función de esta pregunta. De esta forma, en 
el primer epígrafe se analiza la ciencia política como una de las principales 
disciplinas de análisis de las políticas públicas familiares, analizando tanto 
sus herramientas analíticas como sus límites explicativos; en el segundo epí-
grafe se estudia el papel de la traductología y sus aportes al objeto de nuestro 
análisis y en la sección 3 se articulan las implicaciones metodológicas de esta 
interdisciplinaridad. 
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1. LA CIENCIA POLÍTICA COMO PUNTO DE PARTIDA PARA EL 
ESTUDIO DE LAS POLÍTICAS FAMILIARES

La ciencia política proporciona el marco léxico propio al ámbito institu-
cional y los marcos de análisis de la acción estatal y de sus políticas públicas. 
Estos son necesarios para llevar a cabo una investigación sobre políticas 
familiares y que esta establezca límites para evitar entrar en debates sobre el 
análisis sociológico de la familia en un sentido más amplio del concepto. No 
se puede obviar que las políticas públicas, incluidas las que abordan temas 
sobre la familia, son medidas diseñadas, implementadas y evaluadas por el 
Estado. Y es precisamente la ciencia política la disciplina que mejor teoriza 
esa intervención del Estado y sus instituciones (Moran, Rein y Goodin, 2006).

La familia, como concepto universal, no es una cuestión propia de la 
política pública, sino un objeto construido políticamente. Los Estados no 
intervienen sobre la familia, entendida como algo genérico y abstracto, sino 
sobre configuraciones específicas, como la familia nuclear biparental, la 
familia monoparental o la pareja de hecho, que han sido definidas, norma-
lizadas y jerarquizadas por una serie de actores institucionales, mediante 
dispositivos jurídicos, estadísticos y discursivos (Foucault, 1978; Théry, 1998). 
Sin embargo, hay que destacar que esta construcción no es neutral porque 
refleja valores, intereses y relaciones de poder que varían históricamente y 
entre contextos nacionales.

En este sentido, el institucionalismo histórico ha demostrado cómo las 
trayectorias dependientes (path dependencies) de los sistemas de bienestar 
condicionan y limitan las opciones disponibles por las administraciones 
para realizar reformas o implementar medidas. Por ejemplo, los países con 
una tradición de familiarismo tienden a desarrollar políticas familiares más 
restrictivas en lo que respecta a servicios públicos, incluso cuando se produ-
cen cambios demográficos o culturales que presionan en sentido contrario 
(Pierson, 2000). 

La tipología de regímenes de bienestar elaborada por Esping-Andersen 
(1990) constituye el principal punto de referencia de este debate, puesto 
que establece una distinción entre el régimen liberal, socialdemócrata y 
conservador-corporativista (y posteriormente el régimen 

mediterráneo o familista) que ha constituido la base de la investigación 
comparada sobre política familiar. Sin embargo, como señalaron Orloff 
(1993) y Lewis (1992), esta categorización tiene límites y los regímenes de 
bienestar han de analizarse incorporando a su vez, el grado de desfamiliari-
zación. Es decir, la medida en que las políticas públicas contribuyen a reducir 
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la dependencia económica de las mujeres con respecto a la familia, entendida 
esta como institución económica. 

Más allá de los enfoques comparados sobre regímenes de bienestar, la 
ciencia política, entendida como la ciencia que estudia la administración 
pública, ha desarrollado metodologías de investigación y análisis específicas 
para el estudio de las políticas públicas como un proceso. Este proceso in-
cluye etapas que comienzan con el diseño, la implementación y por último, 
la evaluación de resultados. El modelo que constituye el ciclo de las políticas 
públicas y que incluye según Howlett, Ramesh y Perl (2009) la definición del 
problema, la agenda-setting, la formulación, la implementación y evaluación 
nos va a servir para profundizar en los límites de la ciencia política en la 
cuestión que nos ocupa. 

Así, el análisis de agenda-setting ha mostrado cómo fenómenos demográ-
ficos como el descenso de la natalidad o el envejecimiento de la población 
solo se convierten en cuestiones de interés político y se traducen en medidas 
o políticas públicas, cuando copan titulares en los medios de comunicación 
(Bleich, 2002). Especialmente importante es el modelo de las corrientes 
múltiples (multiple streams) de Kingdon (1984) porque alude al aumento de 
interés por implementar y elaborar políticas públicas para la reforma del 
marco administrativo y político de la familia, dependiendo de la convergencia 
coyuntural entre una corriente de problemas, una corriente de soluciones y 
una corriente política. Esto depende principalmente, de la inclusión de los 
temas en la agenda que marca la actualidad informativa. Este modelo ha 
demostrado su vigencia en análisis recientes sobre los permisos de paterni-
dad equiparados en los países del sur de Europa (Escobedo, Navarro-Varas 
y Wall, 2020).

En otro sentido, en la fase de formulación, el enfoque de los marcos 
normativos (policy frames) permite analizar cómo los actores implicados en 
el diseño de políticas familiares construyen representaciones del problema 
que a su vez pre-seleccionan determinadas soluciones y excluyen otras. Te-
niendo en cuenta a Bacchi (2009), cabe preguntarse no solo qué medidas se 
proponen, sino qué representación de la familia, del género y de la respon-
sabilidad del cuidado están implícitas en esas propuestas sesgadas desde su 
formulación. Entman (1993) va más allá y afirma que los marcos normativos 
no son meros dispositivos retóricos, sino que al seleccionar ciertos aspectos 
de la realidad y destacarlos en detrimento de otros, constituyen a su vez un 
problema y contribuyen a la perpetuación de las desigualdades. 

Por último, la fase de implementación entendida como aquella en la que 
los diseños de las medidas se trasladan a la práctica y se convierten en me-
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didas administrativas concretas. Los estudios sobre la implementación han 
mostrado que las street-level bureaucracies, es decir, el personal burocrático 
(los trabajadores sociales, los funcionarios, los técnicos de servicios de aten-
ción a la familia, entre otros) ejercen un poder discrecional a la hora de poner 
en práctica las políticas, que puede ampliar, distorsionar o neutralizar los 
efectos de las medidas formalmente aprobadas (Lipsky, 1980). 

Como se ha observado, la ciencia política como ciencia que estudia el 
papel del Estado ofrece instrumentos de análisis imprescindibles para es-
tudiar las políticas familiares como proceso institucional. Sin embargo, sus 
límites se evidencian cuando se plantean cuestiones sobre los significados 
(además de sobre los mecanismos) de esas políticas. ¿Por qué la misma polí-
tica de permisos parentales tiene resultados diferentes y opuestos en Suecia 
y en España? ¿Qué hace que el concepto de «conciliación» sea percibido 
como un problema de las mujeres en unos contextos y como un asunto de 
corresponsabilidad en otros? Estas preguntas no se pueden responder des-
de la óptica de la ciencia política si esta se limita a analizarlas únicamente 
con sus herramientas metodológicas. Es aquí donde la interdisciplinaridad 
se hace imprescindible, adaptando el análisis a la sociología de género, 
los estudios culturales y, aunque parezca menos evidente, los estudios del 
lenguaje y sobre todo, la traductología. Es precisamente la legitimación de 
la traductología como instrumento de análisis de las políticas públicas, el 
centro de esta reflexión. 

2. LA INCORPORACIÓN DE LA TRADUCTOLOGÍA Y LOS ESTUDIOS 
DEL LENGUAJE AL ESTUDIO DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
FAMILIARES

A partir de los años ochenta, las ciencias sociales han incluido como in-
dicador de análisis de las políticas públicas, el lenguaje. Entendido como un 
canal de comunicación que no es neutro y a través del cual no solo circulan 
descripciones de la realidad, sino que es además un elemento constitutivo de 
esa realidad (Laclau y Mouffe, 1985; Fairclough, 1992). Desde esta perspec-
tiva, los textos legislativos, los informes de organismos internacionales y las 
declaraciones de actores políticos no son meras traducciones de realidades 
sociales preexistentes, sino dispositivos discursivos que construyen, fijan y 
normalizan significados sobre la familia, el género, el cuidado y la respon-
sabilidad.

El análisis crítico del discurso (ACD) ofrece una metodología para estudiar 
estos procesos de construcción discursiva. Este análisis se aplica al campo de 
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las políticas familiares permitiendo identificar diferencias interpretativas de 
un mismo concepto. Por ejemplo, cómo el término «conciliación» en los textos 
de política de la Unión Europea interpreta el «cuidado» como un concierto 
entre la vida laboral y familiar, responsabilidad de carácter personal, más 
que como un derecho social colectivo (Stratigaki, 2004). Del mismo modo, 
el análisis de los textos legislativos sobre permisos parentales en España ha 
mostrado cómo el marco de la «corresponsabilidad» está vinculado a las re-
presentaciones implícitas de la maternidad como responsabilidad femenina 
(y no compartida). Como consecuencia de esta visión vinculada a los roles 
tradicionales, los efectos igualitarios de las reformas sobre corresponsabili-
dad se diluyen y no consiguen alcanzar todos sus objetivos (Bustelo, 2016).

La propuesta metodológica de Bacchi (2009) constituye una contribución 
especialmente importante en este campo. Bacchi propone desplazar el foco 
del análisis desde las soluciones hacia las representaciones de las propias 
soluciones que se plantean, para analizar las exclusiones y las subjetividades 
que conllevan los diseños de las políticas públicas. Este enfoque conecta el 
ACD con el análisis normativo y de diseño propio de la ciencia política y abre 
la puerta a la incorporación de la traductología como marco complementario 
de estudio.

Si partimos de los estudios culturales, estos han demostrado que la legiti-
midad y el éxito de una política familiar depende principalmente de la capaci-
dad que tenga de conectar con los imaginarios sociales colectivos dominantes 
en un contexto sociopolítico determinado. Los imaginarios sociales (Taylor, 
2004) son las representaciones compartidas por los individuos y a través de 
las cuales las personas conciben su sociedad, las normas que la rigen y las 
expectativas que orientan sus prácticas. En este sentido, en el ámbito de las 
políticas familiares, los imaginarios sobre qué es una «buena madre», un 
«padre responsable» o una «familia normal» condicionan la formulación de 
las políticas y su recepción por parte de la ciudadanía.

En este sentido, no hay que olvidar que la cultura mediática tiene un papel 
central en la producción y reproducción de esos imaginarios. Según Juffer 
(2006) y Brook (2011) las investigaciones sobre la representación de la ma-
ternidad en los medios de comunicación occidentales han mostrado que el 
discurso mediático construye un ideal de «maternidad intensiva» fundamen-
tada en el rol tradicional de la mujer como madre. Esto contrasta a su vez, 
con las políticas de incorporación laboral de las mujeres y genera tensiones 
que las políticas de conciliación no habían previsto y que deben gestionar 
a pesar de que no abordan estas cuestiones explícitamente. Esta dimensión 
cultural no es un objeto de estudio desde la ciencia política y es aquí donde 
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se incorporan disciplinas como los estudios culturales y del lenguaje para 
completar las investigaciones. 

La incorporación de la traductología en el análisis de las políticas fami-
liares constituye la apuesta más innovadora de este capítulo. La traductolo-
gía, entendida en su sentido amplio que va mucho más allá de la traducción 
lingüística y que estudia los procesos de transferencia, transformación y 
re-contextualización de textos, conceptos y conocimientos entre sistemas 
culturales, lingüísticos e institucionales distintos (Bassnett y Lefevere, 1998; 
Snell-Hornby, 2006).

Para entender esta propuesta, se parte del concepto de policy transfer, de-
sarrollado en la ciencia política por Dolowitz y Marsh (2000) y profundizado 
posteriormente por Evans (2009) y Peck y Theodore (2010), que describe el 
proceso por el que los gobiernos aprenden de la experiencia de otros y adap-
tan, a sus propias circunstancias, políticas desarrolladas en otros contextos. 
Sin embargo, la literatura sobre policy transfer ha prestado escasa atención 
a las dimensiones lingüísticas y culturales de ese proceso. Si bien, autores 
como Stier y Marín-Lacarta (2022) han propuesto precisamente incorporar 
la traductología y plantear el policy transfer como un proceso de traducción 
en el sentido técnico del término e incorporar técnicas propias de la traduc-
tología a sus análisis. 

Si aceptamos esta propuesta, entonces es necesario tener en cuenta las 
referencias conceptuales de la traductología e incluirlas como instrumentos 
de análisis centrales para los estudios de las políticas públicas, sobre todo 
de la transferencia de los conceptos en los sistemas de bienestar. Por ejem-
plo, el concepto de equivalencia dinámica de Nida (1964), que analiza si un 
concepto traducido se desarrolla de igual forma en el contexto de destino; 
la noción de domesticación y extranjerización de Venuti (1995), que permite 
identificar si la transferencia implica asimilación al marco de referencia de 
destino o mantenimiento de la especificidad del contexto de origen; la teoría 
del escopo de Reiss y Vermeer (1984), que se plantea cuál es el propósito de 
dicha transferencia. 

Se puede ilustrar esta perspectiva si se observa el concepto de «paren-
talidad positiva» (positive parenting), desarrollado en el ámbito anglosajón 
a partir de los trabajos de Baumrind (1966) e incorporado al marco del 
Consejo de Europa en 2006. Este concepto ha sido adoptado en los sistemas 
de política familiar de numerosos países europeos, mediante un proceso 
de adaptación semántica que ha desvirtuado el objetivo inicial del propio 
concepto: en los países del norte de Europa, el concepto se inscribe en un 
marco de corresponsabilidad de género y de igualdad, que incluye explícita-



MARÍA ELISA ALONSO Y BEATRIZ ONANDIA30

mente la implicación paterna; en los países del sur, tiende a ser interpretado 
en clave maternalista y a ser asignado principalmente a programas sobre 
maternidad (Martínez Herrero, 2018). Esto permite observar que no se está 
únicamente frente a una diferencia de implementación, sino que es un reflejo 
de las diferencias en los imaginarios de género, en los marcos jurídicos de la 
responsabilidad parental y en la traducción del concepto, para aplicarlo en 
sistemas de significado distintos.

Y precisamente para analizar las pérdidas y transformaciones del signi-
ficado de los conceptos en un proceso de transferencia y reapropiación, que 
incorporamos la traductología. La traductología puede explicar las razones 
del aparente fracaso del planteamiento de las políticas de permiso parental 
en España. Cuando el concepto escandinavo de föräldraledighet (el permiso 
parental como derecho individual e intransferible de cada progenitor) es 
traducido al español como “permiso de maternidad/paternidad”, se pro-
duce una pérdida semántica significativa del concepto de origen. Esto es 
así porque desaparece la concepción del cuidado como derecho individual 
desvinculado al sexo biológico. El mismo concepto se percibe en el contexto 
español de forma distinta porque al contrario que el concepto primigenio, 
refuerza la asociación entre maternidad y cuidado que el concepto original 
quería eliminar. Esta pérdida de significado no es un error de traducción, 
sino que es el resultado de reajustar un concepto a los marcos normativos 
preexistentes en el contexto receptor.

3. IMPLICACIONES METODOLÓGICAS DE LA 
INTERDISCIPLINARIEDAD

Según Klein (1990) la colaboración entre disciplinas puede hacerse te-
niendo en cuenta tres tipos de relación: multidisciplinariedad (la yuxtaposi-
ción de perspectivas disciplinares que no se integran), interdisciplinariedad 
(el diálogo de métodos y marcos conceptuales que genera conocimiento 
nuevo no producible desde ninguna disciplina aislada) y transdisciplina-
riedad (la construcción de un marco conceptual común que trasciende las 
disciplinas de origen). Este capítulo propone articular tanto marcos teóricos 
como metodológicos de las dos disciplinas (ciencia política y traductología) a 
través de planteamientos y problemáticas que no se pueden resolver desde la 
óptica de una disciplina de forma aislada. Es decir, se plantea la colaboración 
desde la interdisciplinaridad. 

Esto tiene implicaciones metodológicas importantes porque necesita 
plantear diseños de investigación que combinen multiniveles de análisis y 



La interdisciplinariedad de la investigación sobre políticas públicas familiares... 31

observación que sean complementarios. En este sentido, nosotros propone-
mos tres niveles: nivel institucional, nivel discursivo y nivel traductológico.

El nivel institucional, propio a la ciencia política, se centra en el análisis 
del ciclo de políticas y el modelo de corrientes múltiples de Kingdon, que 
permiten reconstruir los procesos de agenda-setting, formulación e imple-
mentación, identificando los actores, las coaliciones y las ventanas de opor-
tunidad que han configurado el diseño de una política pública. En este nivel, 
la metodología cuantitativa sería el objeto central de las investigaciones. 

El nivel discursivo, tiene como objeto de análisis el propio discurso y la 
metodología propuesta por Bacchi. Esto permite analizar textos legales y 
jurídicos (legislación, documentos programáticos, informes de organismos 
internacionales, debates parlamentarios) para identificar las representacio-
nes del problema, los marcos normativos que lo estructuran y las exclusiones 
que se presentan. Para este nivel se impone una metodología cualitativa de 
análisis de textos que se complementa con el nivel institucional, al ir más allá 
de analizar el proceso de tomar las decisiones e incluir el análisis discursivo 
que analiza el significado de lo que se decide.

Por último, el nivel traductológico que incorpora el estudio comparado 
de la circulación transnacional de conceptos y de los marcos legislativos y 
jurídicos. Este nivel permite analizar las transformaciones semánticas que 
los conceptos sufren al adaptarse a diferentes contextos culturales e institu-
cionales. Este tercer nivel se articula en torno a una metodología vinculada 
a la comparación textual y el análisis del discurso en diferentes idiomas.

4. CONCLUSIONES

La interdisciplinaridad es una perspectiva de análisis necesaria para el 
estudio de las políticas familiares porque permite evitar sesgos y abordar la 
investigación desde múltiples ópticas. Articular los conceptos de la ciencia 
política, como disciplina mater del análisis de políticas públicas con la com-
paración discursiva y perceptiva de la traductología, constituye además una 
transformación en la mirada del investigador o investigadora. No se trata 
aquí de sumar disciplinas, puesto que la interdisciplinaridad supone adoptar 
una percepción multimetodológica del objeto de estudio, que evita sesgos 
reduccionistas. 

Las disciplinas que se proponen en este capítulo constituyen elementos 
esenciales para el análisis de las políticas familiares, sobre todo en un contex-
to de globalización de medidas y de transferencia de experiencias transnacio-
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nales. El diálogo interdisciplinar evita límites que el análisis unidisciplinar 
impone a la observación. 

La complementariedad se hace evidente, puesto que la ciencia política 
proporciona el vocabulario institucional y los modelos de análisis propios 
de las políticas públicas. Es la ciencia que estudia la acción del Estado. Sin 
embargo, no tiene en cuenta los significados culturales que podrían expli-
car las causas de que diseños institucionales similares producen resultados 
diferentes y en numerosas ocasiones, inesperados. La traductología y el 
estudio de los discursos permiten complementar este análisis politológico, 
demostrando que los discursos reflejan y construyen realidades diferentes. 

La traductología aporta a esta interdisciplinaridad el instrumental con-
ceptual necesario para analizar la circulación transnacional de conceptos 
como proceso de transformación y no como mero canal de difusión. 

Esto nos permite afirmar que para analizar las políticas públicas familia-
res es necesario aproximarse al diseño técnico, incluyendo una observación 
de la concepción simbólica de los términos y textos, que sobrepase la esfera 
de lo público, para considerar también la esfera privada e incluso interna-
cional. 
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1. INTRODUCCIÓN

La familia continúa siendo, en la España contemporánea, la institución 
más valorada, la más resiliente y la que actúa como principal red de apoyo 
emocional, económico y social. Este peso simbólico y funcional, ampliamente 
documentado en múltiples estudios sociológicos (Ayuso y García Moreno, 
2024; León Llorente, 2024), contrasta de manera llamativa con la escasa 
atención que las políticas familiares reciben, tanto en la agenda pública, 
como en el debate mediático. 

Además, este contraste es aún más significativo en un país donde las trans-
formaciones demográficas, sociales y tecnológicas están reconfigurando de 
manera profunda las necesidades y el papel de las familias.

Precisamente, este importante aspecto justifica que en el Proyecto Impac-
to Familia de La Rioja se analice la cobertura noticiosa de la familia riojana 
en todos los medios informativos del año 2023, para conseguir establecer 
cómo ha sido la cobertura mediática en toda la extensión que se refiere a la 
realidad familiar.

Tal y como figura en la Memoria del citado proyecto, la principal aporta-
ción será un modelo replicable en cualquier comunidad autónoma española 
para integrar la perspectiva familiar en las políticas públicas, con transpa-
rencia y rigor.
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El proyecto, promovido por el Gobierno de La Rioja con la participación 
de la Universidad Internacional de La Rioja (UNIR) y la Universidad de La 
Rioja (UR), se concibe como una estrategia integral de diseño, implemen-
tación y evaluación de políticas públicas desde la óptica de las funciones 
sociales, educativas, económicas y afectivas de la familia. 

En su objetivo general se diseña una política familiar autonómica trans-
versal, integradora e integral, orientada tanto a la promoción del bienestar 
físico, mental y social de las familias riojanas como al afrontamiento del reto 
demográfico.

Para eso se definen como objetivos específicos: diagnosticar el impacto 
familiar de las políticas públicas existentes/crear un sistema de indicadores 
para monitorizar la realidad familiar/elaborar un Plan Director para las Fa-
milias de La Rioja que funcione como hoja de ruta coordinada entre todas 
las áreas gubernamentales.

Esta aproximación supera la tradicional visión morfológica centrada en 
«tipos» de familia, y adopta una metodología funcional, reconociendo la di-
versidad familiar y la multiplicidad de funciones asignadas por la sociedad 
a los hogares contemporáneos.

1.1. Un silencio mediático estructural sobre las políticas familiares

Lo que se constata en las investigaciones académicas referentes a la cober-
tura noticiosa de las familias en España, es que, pese a la importancia social 
de la familia, las políticas públicas dirigidas a ella casi no aparecen en la 
prensa española. Lo que sí muestran los estudios es una pauta consistente: la 
agenda mediática española se organiza en torno a dinámicas de polarización 
política, relegando temas sociales como la familia a posiciones marginales.

En primer lugar, investigaciones recientes sobre consumo mediático 
demuestran que los principales medios españoles –tanto televisión como 
prensa digital– priorizan contenidos vinculados a conflicto partidista, per-
sonalización política o controversias virales (CrespoMartínez et al., 2024).

La razón es estructural: cuanto más polarizante es un contenido, mayor 
es su capacidad de atención, difusión y rentabilidad. 

En segundo lugar, el Digital News Report del Reuters Institute confirma 
que España es uno de los países europeos con menor confianza en las noti-
cias y menor interés en la información política estructural, lo que empuja a 
los medios a reforzar el enfoque emocional o confrontativo en detrimento de 
debates de políticas públicas (Reuters Institute, 2024). 
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Por ello, la prensa española dedica recursos desproporcionados a cubrir 
conflictos, crisis políticas y disputas entre partidos, mientras reduce el espa-
cio para políticas públicas no conflictivas, como pueden ser las familiares.

En tercer lugar, un análisis longitudinal sobre cómo la prensa española 
construye los temas prioritarios demuestra que entre 2016 y 2024 ha crecido 
la centralidad del encuadre «polarización», desplazando otros ámbitos de 
política social (Teruel Rodríguez, 2025). El estudio revela que la estructura 
narrativa de medios generalistas españoles (ABC, El País y El Mundo) está 
orientada a interpretar la vida pública en términos de «bloques enfrentados», 
lo que reduce la visibilidad de políticas que requieren consenso, evaluación 
técnica o perspectiva a largo plazo. 

A esto se suma el hecho de que la prensa española opera en un sistema 
altamente competitivo y marcado por una correlación directa entre sesgo 
ideológico y baja fiabilidad informativa (Garrigues Giménez, 2019).

Se puede argumentar, por lo tanto, que las políticas familiares –que no 
son fácilmente instrumentalizables en términos partidistas– quedan fuera 
de estas lógicas editoriales y, por lo tanto, su aparición en prensa es muy 
escasa. 

Como resultado, las familias y los desafíos que las atraviesan aparecen 
en los medios casi exclusivamente en forma de historias individuales, casos 
extremos o debates moralizados, pero no como un tema estructural de po-
lítica pública. 

Esta ausencia contribuye a que la ciudadanía perciba las políticas fami-
liares como algo inexistente, irrelevante o secundario, reforzando el círculo 
vicioso: si no aparece en prensa, no entra en la agenda política; si no entra 
en la agenda política, no aparece en prensa. Precisamente, los resultados 
del trabajo que se lleva a cabo en el Proyecto Impacto Familia en La Rioja 
corroboran esta conclusión.

1.2. Retos demográficos: entre la urgencia social y el silencio 
mediático

España enfrenta uno de los escenarios demográficos más desafiantes de 
Europa: fecundidad mínima histórica, envejecimiento acelerado, hogares 
multigeneracionales y aumento de la soledad no deseada. A pesar de su gra-
vedad –ampliamente documentada por autores como de Iglesias de Ussel 
(2024)– estos temas apenas alcanzan cobertura audiovisual o digital más allá 
de picos informativos puntuales.
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1.3. Igualdad de género, conciliación y cuidados: un debate 
académico vivo, pero mediáticamente invisible

Los estudios de Flaquer (2000) y Meil (2025) muestran con claridad que 
la igualdad real en el uso del tiempo, la crianza y la vida profesional está en 
el núcleo de la sostenibilidad familiar. Sin embargo, tanto la prensa digital 
como la televisión priorizan polémicas en torno a leyes identitarias o con-
flictos partidistas, dejando de lado debates esenciales como:

 permisos parentales,

 reorganización del tiempo de trabajo,

 servicios de atención infantil,

 corresponsabilidad real,

 teletrabajo y riesgo de refamiliarización desigual.

Todo ello reduce la posibilidad de que la ciudadanía acceda a informa-
ción rigurosa sobre políticas familiares basadas en evidencia, pues estas no 
generan el tipo de clics o retención que las redacciones priorizan.

1.4. Juventud y precariedad: una crisis profunda con escasa narrativa 
pública estructural

A pesar de que España es uno de los países con mayor retraso en la eman-
cipación juvenil y más precariedad entre jóvenes (Moreno Mínguez, 2024), 
la prensa aborda este tema generalmente como un problema laboral o de 
vivienda, pero no como una cuestión de política familiar. Esta desconexión 
conceptual impide comprender que la emancipación tardía condiciona di-
rectamente la fecundidad y la formación de nuevos hogares.

1.5. Un círculo vicioso: la invisibilidad mediática alimenta la 
ausencia política

El escaso desarrollo de políticas familiares en España se debe, en gran 
medida, a su falta de presencia en la agenda pública (Ayuso y Bascón, 2021). 
Sin presión mediática ni social, los partidos políticos no sienten incentivos 
para convertir las políticas familiares en un eje de acción sostenido.

Esta dinámica se agrava por un sistema mediático que, como demuestran 
los estudios mencionados, opera principalmente en clave de conflicto, polari-
zación y espectáculo político, dejando poco espacio para temas estructurales 
que requieren consenso técnico o análisis a largo plazo.
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2. ¿CÓMO CUBREN LOS MEDIOS LA POLÍTICA DE FAMILIA? 
ANÁLISIS EN LA RIOJA

España necesita urgentemente políticas familiares explícitas, robustas, 
evaluables y basadas en evidencia. Sin embargo, mientras estas políticas sean 
invisibles para los medios –y por tanto para la ciudadanía– seguirán siendo 
políticamente marginales. La investigación es unánime: la familia es central 
para el bienestar social, pero no lo es en la agenda informativa.

La sostenibilidad demográfica, la igualdad de género, la conciliación y la 
lucha contra la soledad dependen de un cambio profundo que no solo debe 
darse en la acción pública, sino también en la cultura comunicativa que 
construye lo que entendemos como «debate público».

La familia continúa siendo, en la España contemporánea, la institución 
social más valorada, tanto por la ciudadanía como por la investigación so-
cial, y constituye un elemento esencial de cohesión, bienestar y estabilidad 
social (Ayuso, 2019). Sin embargo, esta centralidad social contrasta profun-
damente con la invisibilidad política y mediática de las políticas familiares, 
cuya presencia en la agenda pública sigue siendo secundaria, fragmentada 
o directamente residual en comparación con otros temas más polarizantes. 
La prensa, como muestran investigaciones recientes, estructura sus conte-
nidos prioritariamente en torno al conflicto y la confrontación, relegando 
a un segundo plano debates estructurales –como la política familiar– que 
requieren continuidad, consensos técnicos y una mirada de largo alcance 
(CrespoMartínez et al., 2024; Reuters Institute, 2024). 

Esta falta de visibilidad mediática tiene efectos directos en la formula-
ción de políticas: aquello que no aparece en la prensa difícilmente adquiere 
relevancia política, impidiendo que la ciudadanía conozca los recursos dis-
ponibles y que los responsables públicos impulsen estrategias integradas de 
apoyo a las familias. El debate mediático en España se encuentra así marcado 
por dinámicas de «agenda negativa», donde predomina la narración de la 
polarización política y se invisibilizan áreas clave de bienestar como la con-
ciliación, la igualdad en la crianza, la emancipación juvenil o los cuidados 
intergeneracionales (Teruel Rodríguez, 2025). 

Frente a esta ausencia, los estudios académicos revelan que los desafíos 
familiares actuales son múltiples: fecundidad sostenidamente baja, fuerte 
envejecimiento, retraso en la emancipación juvenil, desigualdades persis-
tentes entre mujeres y hombres en el uso del tiempo, nuevas formas de vul-
nerabilidad asociadas a la soledad no deseada y un impacto creciente de la 
digitalización en todas las esferas de la vida familiar. España comparte estos 
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retos con otras sociedades europeas, pero en nuestro caso la respuesta insti-
tucional ha sido más débil, más fragmentada y con menos continuidad en el 
tiempo (OCDE, 2022). A ello se suma que la fortaleza histórica de la familia 
mediterránea –basada en redes de apoyo informales e intergeneracionales– 
ha servido en ocasiones como excusa implícita para limitar el desarrollo de 
políticas públicas explícitas.

En este contexto nacional complejo y marcado por la ausencia de un 
sistema robusto y articulado de políticas familiares, resulta especialmente 
relevante observar experiencias innovadoras desarrolladas desde ámbitos 
autonómicos, como el caso del proyecto Impacto Familia en La Rioja (2025), 
una iniciativa pionera que busca justamente subsanar esa carencia mediante 
herramientas de diagnóstico, evaluación, diseño y gobernanza alineadas 
con la realidad social de las familias riojanas. La memoria del proyecto 
constituye un ejemplo de cómo una administración pública puede poner en 
marcha mecanismos sistemáticos para incorporar la perspectiva familiar en 
las políticas públicas.

El paquete de trabajo del Proyecto Impacto Familia que analizó la cober-
tura noticiosa de la familia en La Rioja, en todos los medios informativos del 
año 2023 se alcanzó, a partir de los siguientes objetivos específicos.

- OE1: Establecer los rasgos generales de las noticias de familia y de 
los medios de comunicación que cubren estos temas en La Rioja.

- OE2: Identificar los rasgos macroestructurales asociados a las noti-
cias de interés para este trabajo. 

- OE3: Establecer los rasgos microestructurales asociados a esas no-
ticias.

- OE4: Determinar el nivel de pluralismo informativo en las noticias 
de familia divulgadas por los medios de comunicación. 

El estudio partió de un enfoque cuali-cuantitativo de análisis, en el que: 

- Se identificaron la totalidad de noticias asociadas a temas de familia 
publicadas en los medios informativos españoles, desde el 1 de enero 
de 2023 al 31 de enero de 20231.

 - De este total, se analizaron solo aquellas noticias directamente re-
lacionadas con temas de familia en La Rioja, las cuales conforman 
la muestra final analizada en este paquete de trabajo.

1 N=16.182 noticias, accesibles en https://docs.google.com/spreadsheets/d/1ocdeQ_
mxRtbge6KA2dTE-C6ldMwQUber/edit?usp=drive_link&ouid=100138863337674085164&
rtpof=true&sd=true 
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El estudio parte de la metodología planteada por Del Moral (2007), apli-
cada en estudios como los realizados por Said-Hung et al. (2021), en el que 
cada una de las dimensiones de análisis asociado a las noticias, a partir de 
una ficha técnica que sirvió para el registro de cada una de las variables y 
categorías de análisis, extraídas a nivel de cada una de las noticias que inte-
gran la muestra estudiada: 

Tabla 1. Variables y/o categorías consideradas en estudio

Variables y/o categoría Indicadores

Datos generales de la noticia y el medio

Titular de la noticia
Fecha de publicación (DD/MM/AAAA)
Nombre del Medio
Ciudad sede del medio
Tipo de medio – Soporte dominante (TV, pren-
sa impresa, web, radio)
Cobertura del medio (Nacional, Regional, 
Provincial, Local)
Percepción ideológica asociada al medio in-
formativo (CIS, 2023)
Abordaje de la noticia sobre temas de familia 
(Sí/No)
Abordaje del tema de familia a nivel de La 
Rioja (Sí/No).

Macroestructura asociada a la noticia

Autor de la noticia (Agencia, redacción, perio-
dista, otro) 
Sección donde se publicó la noticia (Nacional, 
Economía, Educación, Sucesos (tribunales), 
entre otros)
Relevancia de la noticia (Actualidad, tópico, 
intemporal)
Contenido dominante (Recursos económicos, 
medidas judiciales, sanidad, educación, otros)
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Variables y/o categoría Indicadores

Pluralidad informativa

N.º de protagonista dentro de la noticia
Protagonista principal de la noticia (Mujer, 
Menores, mayores, otros)
Perfil del protagonista principal (personalidad 
pública, ciudadano anónimo, otra)
Tipo de intervención del protagonista princi-
pal de la noticia (contextualizada, pertinentes, 
asertivas, oposición, acusación, contundencia, 
apelación, sentimentalismo)
Fuentes informativas (implícitas, explícitas, 
originaria, implicada o interesada, consulta-
da, equilibrada, experta, encuestados)
Tipo de fuente en la noticia (primaria, secun-
daria)
Criterios de interés (actualidad, proximidad, 
rareza, conflicto, notoriedad pública, alusión 
a lo personal, interés formal, concienciación 
social)
Enfoque (enfrentamiento, conjetural, histó-
rico, perspectivista, consensual, competitivo, 
denunciador, documental, reactivo, interés 
humano)
Basada en hechos o conjeturas
Carácter sensacionalista de la noticia (Sí, No)
Carga sentimental de la noticia (Positivo, ne-
gativo, ponderado)
Noticia promocional (Sí, No)
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Variables y/o categoría Indicadores

Análisis microestructural

Imágenes (La noticia tiene o no una imagen 
que le acompañe)
Relación de la imagen con la noticia (Sí/No/
No aplica)
N.º de ideas
N.º de párrafos
N.º de palabras
N.º de sílabas
N.º de frases
N.º de palabras connotativas
Grado de connotación (N.º de palabras con-
notativas / N.º de palabras totales)
Densidad (N.º de ideas/N.º de frases)
Uso de citas (Ausencia, citas indirectas, citas 
directas)
Índice de perspicuidad/comprensibilidad. 
(https://legible.es/)
Nivel de perspicuidad/comprensibilidad (muy 
difícil, árido, bastante difícil, normal, bastante 
fácil, fácil, muy fácil)

El proceso de análisis de toda la información planteada en este trabajo se hizo 
a partir de la conformación de un equipo, integrado por un analista de contenido 
y el personal investigador a cargo de la elaboración de este informe (figura 1). 

Figura 1. Proceso de trabajo realizado para elaboración de informe

Fuente: Elaboración propia.
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El equipo a cargo del análisis de noticias aplicó un enfoque metodológico 
cuali-cuantitativo que permitió: la revisión y análisis manual cada una de las 
16.182 noticias; así como la identificación de aquellas noticias publicadas en 
medios informativos de La Rioja. 

3. APROXIMACIÓN NOTICIOSA DE LA FAMILIA. RESULTADOS 
ASOCIADOS A LA RIOJA

Tal como se muestra en la figura 2, podemos observar la cobertura gene-
ral, en los medios informativos españoles respecto a los temas asociados a 
«Familia». El resultado señala que casi un 3% de la totalidad de las noticias 
del año 2023 en España cubren algún aspecto relacionado con la familia, a 
nivel nacional, y estas informaciones se recogen principalmente a través de 
dos tipos de soportes: Web y Prensa. 

Figura 2. Cobertura noticiosa de la familia en España

Cobertura de noticias en temas de familia Fuente de la noticia 

Fuente: Elaboración propia.

En el caso de la prensa de La Rioja, se identificaron un total de 99 noti-
cias, de las cuales, como se aprecia en la figura 3, el 9,2% abordan temas de 
familia. Todas ellas están publicadas en medios impresos. Por lo que pode-
mos señalar que, si bien, el tema de familia duplica la cobertura en La Rioja, 
respecto a todo el país, esta se divulga principalmente en medios impresos, 
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sin aprovechar otras fuentes o canales de exposición de este tipo de noticias, 
como, por ejemplo, internet, radio o TV. Lo que estaría atomizando la visibi-
lidad del tema, de acuerdo con un perfil concreto de potenciales ciudadanos, 
que acceden a este tipo de medios informativos. Sobre todo, si tenemos en 
consideración el tiempo dedicado al consumo de medios de comunicación 
dispuesto en España, donde la prensa en papel apenas es consumida por 
el 5,7% de la población (Statista, 2023). Por tanto, habría que hablar de un 
marco de cobertura noticiosa de la «Familia» que, a pesar de duplicar el 
observado a nivel nacional, no estaría llegando a un número de ciudadanos 
residentes en La Rioja, si tenemos presente que la prensa impresa, no está en 
los primeros puestos de consumo de medios del riojano, según los datos del 
AIMC (2024), a saber: la televisión convencional, la prensa online y la radio. 

Figura 3. Cobertura noticiosa de la familia en La Rioja

Noticias de familia, en general Noticias de familia enfocada en La Rioja

Fuente: Elaboración propia.

Más allá de lo expuesto, también la figura 3 nos muestra un contexto de 
cobertura noticiosa de la familia en los medios riojanos donde la aproxima-
ción de este tema, desde un enfoque autonómico, es minoritario, respecto a 
enfoques más generalistas o nacionales.
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3.1. Dimensiones de análisis asociados a la cobertura noticiosa en La 
Rioja

Al analizar las noticias de Familia con el titular y el enfoque riojano, desde 
un nivel de su macroestructura, como botón de muestra, es preciso destacar la 
que recoge el diario La Rioja, con el titular: «Tres de cada diez hogares riojanos 
están integrados por una sola persona», que se puede observar en la siguiente 
página. Aparece en la portada del medio riojano publicado en papel, el sábado 1 
de julio de 2023. Por lo tanto, queda de manifiesto su actualidad e importancia. 
Va firmada por la periodista Carmen Nevot, quien recoge datos del INE y enfoca 
la información así: «Cada vez son más las personas que deciden vivir solas». La 
noticia incluye una foto de un periodista del propio medio, donde se observa a 
un hombre mayor, solo, cuidando unas plantas en su casa. Por lo tanto, el con-
tenido dominante está compartido entre temas sociales, económicos o familia. 

3.2. Aproximación cualitativa de las noticias de familia con enfoque 
autonómico

Según la Cadena SER, un estudio de la Universidad de La Rioja presen-
tado en marzo de 20232 reveló que las mujeres en La Rioja siguen siendo las 
principales responsables de las tareas domésticas y de cuidados, lo que afecta 
su conciliación laboral y personal. Esta desigualdad en la distribución de 
tareas puede debilitar la estructura familiar, generar tensiones y conflictos, 
y afectar la calidad de las relaciones de pareja, poniendo de manifiesto la 
necesidad de políticas de protección y acompañamiento. 

Figura 4. Estudio de la UR presentado en 2023 

Fuente: Cadena SER.

2 véase https://bit.ly/4eC3phX
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El 1 de julio se advertía en el diario La Rioja3 la desigualdad en el acce-
so para poder conseguir una vivienda, destacando cómo la mayoría de las 
casas de la comunidad riojana, estaban habitadas por personas que vivían 
en solitario. Esta noticia es relevante, porque en España, y también en La 
Rioja, el acceso a la vivienda (tanto de los jóvenes como de los mayores) es 
uno de los principales problemas. Según esta noticia, La Rioja se pone a la 
cabeza de las comunidades españolas en hogares unipersonales, poniendo 
de manifiesto el auge de la soledad. Aunque la comunidad riojana también 
registra problemas de acceso a una casa, desequilibrio en el parque de vi-
viendas y exclusión social.

Figura 5. Noticia publicada en el diario La Rioja

Fuente: Elaboración propia.

El proyecto «Ciudadanas», presentado el 22 de octubre de 2023 en La 
Rioja4 busca desafiar los roles de género tradicionales promoviendo una 
distribución más equitativa de las responsabilidades de cuidado. Busca em-
poderar a las mujeres y fomentar una mayor participación de los hombres 
en el cuidado, con el objetivo de crear un cambio duradero hacia estructuras 
familiares más igualitarias. 

3 véase https://bit.ly/3CHiOjF
4 véase https://bit.ly/3ZiJuQK
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Figura 6. Proyecto «Ciudadanas» 

Fuente: Cadena SER.

El 3 de diciembre de 2023 en el diario La Rioja se puso en valor cómo 
actualmente el proceso de envejecimiento de muchos ciudadanos, especial-
mente de la región riojana, les confinaba a un retiro en soledad, siendo la 
distensión de los lazos familiares y sociales la principal causa5 y el 12 de 
diciembre de 2023, es decir, una semana después, trascendió en el mismo 
medio la advertencia de Cáritas en esa entidad, del aumento de familias en 
riesgo de pobreza, destacando el aumento por encima del 70% que dicha 
organización ha destinado en ayudas para tales fines después de 20206.

Este dato resulta curioso, teniendo en cuenta que los resultados de este 
estudio apuntan a una diversidad de criterios a la hora de clasificar y dar 
visibilidad a las noticias que aluden a la familia en el ámbito riojano. La co-
bertura y tratamiento del tema pasa por las secciones de Sociedad/Actualidad 
o estrictamente como información regional, lo que dificulta la dimensión de 
su importancia.

5 véase https://bit.ly/3YYWLfQ
6 véase https://bit.ly/3ZgpLRr
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Figura 7. Nube de palabras de los titulares de las noticias analizadas

Fuente: Elaboración propia.

Los titulares mencionan aspectos asociados a los hogares y los cuidados, 
pero el término «familia» no parece ser central. Esto puede dar la impresión 
de que el concepto se aborda de manera fragmentada (familias en riesgo, 
hogares unipersonales, tareas domésticas) o implícita.

Asimismo, la prensa alude a situaciones específicas como hogares uni-
personales, mujeres como cuidadoras y familias en riesgo de pobreza, pero 
no exploran la diversidad y complejidad de lo que significa «familia» en su 
conjunto, o cómo los problemas que destacan afectan al respecto.

Por lo tanto, hay un énfasis en problemas, sin propuesta de soluciones ni 
consulta a autoridades correspondientes, así como una perspectiva de género 
limitada, destacando principalmente a la mujer como eje o víctima.

4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Solo 3 noticias destacan el tema «familia», desde una perspectiva centrada 
en La Rioja, en un año de estudio (2023). Lo que es un claro ejemplo, del am-
plio margen de mejora que puede hacerse, en cuanto a dar visibilidad a esta 
temática, desde una perspectiva riojana, tanto a nivel del tipo de contenido 
expuesto, como de los canales informativos empleados para posicionar esta 
temática a nivel de la sociedad residente en La Rioja. 
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Es importante destacar que los temas centrales de las noticias detectadas 
en La Rioja no son exclusivos de la Autonomía, sino que se dan en muchas 
otras partes del mundo, y muy en especial en España. Sin embargo, La Rioja 
es una región con recursos y antecedentes en el desarrollo de iniciativas para 
abordar estos retos y mejorar la calidad de vida de las familias. Ciertamente, 
las noticias lejos de ser esperanzadoras son evidencia de un cúmulo de situa-
ciones y problemas que deben ser interpretados por la administración local y 
regional como una oportunidad para mejorar las políticas existentes, y poner 
foco específico en la atención social, delimitándose problemas concretos, así 
como también mejorar su comunicación sobre el manejo del tema.

La escasa cobertura y la limitada trascendencia de temas afines a la 
«Familia» en los medios autonómicos hacen necesario avanzar en el diseño 
de un plan de comunicación desde los responsables públicos, dirigido a 
posicionar noticias donde se aborde este tema, desde enfoques que ayuden 
a dar relevancia social a las acciones llevadas a cabo desde Ayuntamientos 
y Gobierno Autonómico, a favor de la mejora del bienestar de las familias 
riojanas. Sobre todo, si lo que se quiere es posicionar narrativas, a nivel de 
la opinión pública de La Rioja, que ayuden a dar relevancia a la «Familia», 
como uno de los ejes de acción claves para el desarrollo de la región. 

Se recomienda trabajar con los medios, desde los diferentes departamen-
tos de comunicaciones de las instituciones públicas involucradas en temas de 
«Familia», para trabajar estrechamente con los medios locales. Esto incluye 
proporcionar información relevante, datos actualizados y facilitar el acceso 
a fuentes confiables, lo que ayudaría a mejorar la visibilidad de las acciones 
promovidas por estas y otros agentes sociales aliados en ellas, e incentivar 
a los medios locales para que cubran temas relacionados con la familia, 
desde enfoques autonómicos, destacando su importancia para el desarrollo 
regional. Además, diversificar los canales de difusión usados hasta ahora; 
aprovechando las redes sociales y Web propios y de los medios informativos 
riojanos. Sin dejar de lado otras posibles acciones que ayuden a: 

- Abordar enfoques más integrales, que refleje la diversidad y com-
plejidad del concepto de Familia en La Rioja.

- Incluir perspectivas que vayan más allá de los problemas y presentar 
historias positivas o soluciones concretas relacionadas con políticas 
públicas, iniciativas comunitarias o casos de éxito.

- Incorporar entrevistas y declaraciones de expertos, autoridades 
locales, organizaciones sociales y familias mismas para enriquecer 
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los contenidos. Esto permitiría dar mayor profundidad a las noticias 
y generar un impacto más significativo en la opinión pública.

- Ampliar la perspectiva de género para incluir también el papel de 
los hombres en el cuidado familiar y promover una narrativa más 
igualitaria.

- Generar una mayor diversidad temática en las noticias sobre familia, 
en temas asociados con, por ejemplo: Políticas públicas dirigidas al 
bienestar familiar; Proyectos comunitarios que fomenten la cohe-
sión social; o retos actuales como el envejecimiento poblacional o 
la conciliación laboral y familiar. 

- Publicar reportajes especiales o series temáticas sobre el bienestar 
familiar.

- Promover campañas educativas y culturales que resalten la impor-
tancia del bienestar familiar como eje central del desarrollo social.

- Organizar eventos públicos o foros donde se discutan estos temas y 
se fomente el diálogo entre ciudadanos, organizaciones sociales y 
autoridades.

- Realizar estudios periódicos para evaluar el impacto de las estrategias 
implementadas y ajustar las acciones según los resultados obtenidos.

- Analizar cómo evoluciona la percepción pública sobre los temas 
familiares en función de los cambios en la cobertura mediática.

Revertir la invisibilidad actual de la familia en la prensa regional no es 
solo una cuestión de volumen informativo, sino también de responsabilidad 
democrática y cohesión social. Lograr este cambio requiere un enfoque in-
tegral que armonice la diversificación de canales (adaptándose a los nuevos 
hábitos de consumo digital), una colaboración estrecha entre las instituciones 
públicas y los medios locales, y la construcción de una narrativa inclusiva 
que se aleje del asistencialismo y abarque de manera efectiva la diversidad 
de modelos familiares en La Rioja.

Este cambio de paradigma permitirá situar a la familia no como un tema 
secundario o coyuntural, sino como un elemento relevante del bienestar re-
gional. Al elevar la calidad y frecuencia de esta cobertura, no solo se fomenta 
una opinión pública más informada, sino que se impulsa una conciencia 
ciudadana capaz de transformar la preocupación en acción colectiva. En 
última instancia, una sociedad que se ve reflejada con rigor y esperanza en 
sus medios de comunicación es una sociedad con mayor capacidad para 
enfrentar sus retos demográficos y sociales, garantizando que el apoyo a las 



DORY MERINO ARRIBAS, ELÍAS SAID-HUNG Y PAVEL SIDORENKO BAUTISTA  52

familias pase de ser un titular escaso a una realidad prioritaria en la agenda 
pública riojana.
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1. INTRODUCCIÓN

El b ienestar familiar ha constituido tradicionalmente el eje central de las 
políticas sociales en España, respondiendo a un modelo en el que las familias 
y, sobre todo, las mujeres, han asumido la responsabilidad principal de la 
provisión de cuidados y de la protección de sus miembros. Este enfoque sigue 
siendo un soporte fundamental del sistema de bienestar, tal como se evidenció 
en la crisis de la COVID-19 (Rius & Salobral, 2024), mientras que en paralelo, 
muestra claras limitaciones estructurales ante las transformaciones sociales 
–envejecimiento demográfico, nuevas formas familiares, etc.– a las que nos 
enfrentamos como sociedad. Cierto es que en los últimos años, el debate sobre 
los cuidados ha trascendido a la esfera pública y política, reconociéndose 
como una responsabilidad social compartida que exige mecanismos públicos 
coordinados y equitativos. Sin embargo, tal como señalan Daly y Uzunalioğlu 
(2026) nos encontramos ante la persistencia de una “brecha de cuidados”, 
entendida como la distancia entre las necesidades reales de atención y la 
capacidad efectiva de respuesta que ofrecen los sistemas públicos, derivada 
tanto de la insuficiencia de recursos como de la fragmentación institucional 
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y la tendencia a la rigidez de las políticas sociales ante las complejidades 
reales de las vidas familiares.

Ante este escenario, resulta fundamental fortalecer la dimensión territo-
rial y la transversalidad de las políticas públicas, especialmente en el ámbito 
local. La proximidad social de las administraciones locales permite ofrecer 
respuestas integrales con implicación de todos los ámbitos relacionados 
con el bienestar familiar –vivienda, movilidad, ocio, seguridad, concilia-
ción y desarrollo comunitario–, situando a las familias en el centro de la 
acción pública desde una perspectiva multinivel y transversal. De acuerdo 
con Bouckaert et al. (2010), la transversalidad implica superar la lógica de 
compartimentos estancos, promoviendo mecanismos de coordinación ho-
rizontal y marcos estratégicos integrados. Este compromiso, más que una 
simple mejora administrativa, implica un cambio de paradigma centrado en 
el bienestar familiar desde una perspectiva de derechos y prevención que al 
mismo tiempo refuerza la resiliencia organizacional de las instituciones para 
asegurar la continuidad de su contribución al bienestar público (Lengnick-
Hall et al., 2011).

2. RESPUESTAS AL BIENESTAR FAMILIAR

Cuando hablamos de bienestar familiar nos referimos a un constructo 
multidimensional que no puede reducirse a la disponibilidad de recursos 
económicos ni a la suma del bienestar individual de quienes integran el hogar. 
Se trata de una realidad global y dinámica, en la que confluyen condicio-
nes materiales, vínculos afectivos, estabilidad emocional, posibilidades de 
cuidado, disponibilidad de tiempo, participación social y acceso efectivo a 
apoyos comunitarios e institucionales (Fernández González et al., 2015). Su 
abordaje requiere respuestas integrales, que garanticen la calidad de vida de 
todas las personas, teniendo en cuenta las desigualdades estructurales y de 
acceso a recursos, apoyos y servicios que se mantienen. Nomaguchi y Milkie 
(2020) han mostrado que el contexto económico, las normas culturales de 
crianza, la posición socioeconómica y las brechas de género condicionan de 
forma directa lo que una familia puede o no puede sostener. La calidad de 
vida familiar no depende solo de los recursos disponibles, sino de una com-
binación de factores materiales, emocionales, relacionales y organizativos 
(Casas, 1999; Cheng & Lai, 2023; Sardohan Yildirim et al., 2026).
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2.1. Bienestar familiar y necesidad de cuidados

La realidad de los cuidados forma parte de toda la vida, aunque se hace 
especialmente visible durante la infancia, la discapacidad, la dependencia y 
la vejez. Su presencia y cotidianeidad en la vida de las familias, condiciona 
de manera sustancial su experiencia de bienestar, de manera que la nece-
sidad de cuidados no puede entenderse únicamente como una cuestión de 
recursos, sino como el resultado de la creciente demanda de apoyos frente a 
la insuficiente redistribución social de las responsabilidades de atención. La 
cuestión central, por tanto, no es solo cuánto cuidado se necesita, sino cómo 
se organiza, quién lo presta y bajo qué condiciones de equidad (Durán, 2020).

En la actualidad, la organización social del cuidado continúa recayendo 
preferentemente sobre las mujeres. En España, dedican en promedio más 
del doble de horas diarias que los hombres al cuidado no remunerado, con 
efectos directos sobre su inserción laboral y su bienestar (European Institu-
te for Gender Equality, 2024). Cascella Carbó y García-Orellán (2020) han 
subrayado que esa distribución desigual amplifica las brechas de género en 
distintos planos de la vida social. Además, la provisión de cuidados de larga 
duración sigue estando fuertemente feminizada con efectos sobre la inserción 
laboral y los costes económicos (Gösenbauer et al., 2025), una situación que 
se hace especialmente visible en las dificultades de conciliación, sobre todo 
cuando la necesidad de cuidado se produce en contextos de vulnerabilidad 
(Seiz, 2023). Junto a esto, la insuficiencia de los apoyos disponibles puede 
generar una fuerte reorganización de la vida familiar en torno al cuidado, 
desplazando sobre los hogares costes económicos, de salud y de desarrollo 
profesional (Østerud et al., 2024; Carbonell et al., 2020).

Ante esta situación, en los últimos años se comienza a producir un cambio 
de orientación en las políticas públicas de cuidados. En España, la Estrategia 
estatal para un nuevo modelo de cuidados en la comunidad 2024–2030 sitúa 
en el centro un enfoque basado en derechos, autonomía, vida en comunidad 
y fortalecimiento de los servicios de proximidad (Ministerio de Derechos 
Sociales, Consumo y Agenda 2030, 2024). Lo relevante de este cambio es 
que desplaza la atención desde una lógica centrada exclusivamente en la 
respuesta asistencial hacia otra más atenta a la articulación entre apoyos 
institucionales, comunitarios y familiares. Las políticas de cuidados no cons-
tituyen, por tanto, un campo periférico dentro del bienestar familiar, sino 
uno de sus núcleos constitutivos. Al mismo tiempo, sus límites muestran que 
una aproximación centrada exclusivamente en los sistemas clásicos de pro-
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tección social resulta insuficiente para captar la complejidad de los factores 
que hacen posible o dificultan la vida cotidiana de las familias.

2.2. Bienestar familiar más allá de las políticas sociales

Reducir el bienestar familiar al ámbito de las políticas sociales y de 
cuidados resulta analíticamente insuficiente y políticamente limitante. Si 
el bienestar familiar es una realidad multidimensional, su configuración 
depende también de otros ámbitos de acción pública que condicionan de 
forma directa las posibilidades reales de cuidado, convivencia, autonomía 
y participación de las familias. El bienestar familiar no se construye solo a 
partir de prestaciones, servicios o apoyos especializados: también depende de 
la vivienda, de la accesibilidad a equipamientos, de la movilidad cotidiana, de 
la seguridad del entorno, de la calidad del espacio público, de la organización 
de los tiempos urbanos y de la existencia de redes comunitarias. Michaelson 
et al. (2021) muestran que los modelos contemporáneos más consistentes 
sitúan a la familia dentro de marcos ecológicos, atentos a la diversidad de 
contextos y a la interacción entre factores relacionales, comunitarios e ins-
titucionales. En la misma línea, la literatura sobre atención centrada en la 
familia ha insistido en que el bienestar depende también de la capacidad de 
los sistemas para reconocer el contexto de vida de las familias, favorecer su 
autonomía y sostener relaciones respetuosas y flexibles entre instituciones 
y hogares (Kokorelias et al., 2019; Ridgway et al., 2021; Mestre et al., 2024).

Entre esas condiciones, la vivienda ocupa una posición central. No solo 
porque constituye un recurso básico de seguridad material, sino porque in-
fluye directamente en la estabilidad emocional, en las relaciones familiares, 
en la crianza, en la salud y en la continuidad de los vínculos comunitarios. 
Hock et al. (2024) muestran que la inseguridad residencial, la precariedad 
habitacional y el hacinamiento tienen efectos profundos sobre el bienestar 
infantil y familiar, incluyendo problemas psicológicos, dificultades escolares 
y obstáculos para sostener rutinas y proyectos de vida estables. En el contexto 
español, la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda reconoce 
explícitamente la vivienda como un pilar central del bienestar social y el lu-
gar de desarrollo de la vida privada y familiar: la configuración del mercado 
residencial y la calidad del parque habitacional no son variables externas a 
la política familiar, sino condiciones estructurales de su posibilidad efectiva.

El entorno urbano y la configuración del espacio construido también 
influyen de manera significativa en la calidad de vida de las familias. Mou-
ratidis (2021) identifica varias vías a través de las cuales el entorno urbano 
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afecta al bienestar: la movilidad, el ocio, las relaciones sociales, las emociones 
y la salud. Factores como la proximidad a equipamientos, la existencia de 
espacios públicos inclusivos, la seguridad peatonal o el acceso al transporte 
público inciden directamente en la vida cotidiana de los hogares, y de for-
ma especialmente determinante para las familias con menores, personas 
mayores, dependencia o discapacidad. La Agenda Urbana Española, marco 
estratégico nacional de referencia hasta 2030, recoge esta lógica al vincular 
la igualdad de oportunidades por razón de género, edad y discapacidad con 
la ordenación del espacio urbano y la dotación de servicios básicos (Mi-
nisterio de Fomento, 2019): las decisiones de planificación territorial son 
también decisiones de política familiar, aunque raramente se formulen en 
esos términos. En la misma dirección, Alidoust et al. (2024) muestran que 
las políticas sociales de proximidad incorporan, con distinta intensidad, no-
ciones de bienestar comunitario vinculadas a la accesibilidad, la cohesión 
social, el entorno físico y las oportunidades de participación, lo que permite 
advertir que los gobiernos locales, incluso cuando no hablan expresamente 
de bienestar familiar, están configurando marcos de vida que pueden favo-
recerlo o limitarlo.

3. CLAVES DE GOBERNANZA PARA EL FORTALECIMIENTO 
FAMILIAR

Una vez comprendido que el bienestar familiar no depende únicamente 
de la atención a los cuidados, sino también de las condiciones materiales de 
vida y del contexto territorial en el que se desarrolla, el problema deja de ser 
solo sustantivo para convertirse en un desafío institucional. En consecuencia, 
el fortalecimiento familiar depende menos de la acumulación de programas 
sectoriales que de la existencia de una arquitectura de gobernanza capaz de 
convertir necesidades interdependientes en respuestas integradas, accesibles 
y sostenidas en el tiempo. Esta cuestión adquiere una especial relevancia en 
España, donde el sistema de cuidados mantiene diferencias significativas 
entre territorios en cuanto a cobertura, gestión y combinación entre servicios 
y prestaciones económicas (Díaz-Tendero & Ruano, 2024), y donde el diseño 
del copago en dependencia puede trasladar cargas económicas significati-
vas a los hogares según renta y territorio (del Pozo-Rubio & Jiménez-Rubio, 
2019). Las debilidades organizativas se hicieron particularmente visibles 
durante la pandemia, cuando los servicios sociales españoles respondieron 
en un contexto de sobrecarga, descoordinación y dificultades de adaptación 
institucional (Muñoz-Moreno et al., 2020; Hidalgo Lavié et al., 2021). 
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Por todo ello, la gobernanza no puede entenderse como un aspecto se-
cundario de la política social, sino como una condición necesaria para su 
eficacia. Partiendo de estas ideas, se destacan tres ejes clave para una polí-
tica local orientada al fortalecimiento familiar: el enfoque de derechos, la 
resiliencia organizacional y la transversalidad, todos ellos combinados para 
articular políticas públicas que sitúen a las familias en el centro de la acción 
local con eficacia y sostenibilidad. 

3.1. Enfoque de derechos en políticas para familias

El enfoque de derechos modifica el modo en que se conciben las políti-
cas dirigidas a las familias, situando el bienestar familiar en un marco de 
garantías públicas, orientado a asegurar condiciones efectivas de bienestar, 
cuidado, autonomía y participación. En España, esta orientación se ha veni-
do consolidando a través de instrumentos que reflejan un cambio de lógica 
relevante: la familia deja de aparecer exclusivamente como soporte informal 
del sistema y pasa a entenderse como un entorno relacional cuyos miembros 
deben contar con apoyos públicos suficientes para sostener su vida cotidiana 
en condiciones de dignidad. La Estrategia estatal para un nuevo modelo de 
cuidados en la comunidad 2024–2030 expresa esta reorientación al situar en 
el centro un modelo basado en derechos, autonomía personal y vida en co-
munidad (Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, 2024).

Este enfoque resulta especialmente importante en el contexto español, en 
el que la distribución del trabajo de cuidados ha operado de forma desigual 
y escasamente visible. Como ha mostrado Tobío (2012), las dificultades de 
conciliación y corresponsabilidad responden a un marco institucional y 
cultural que sigue desplazando sobre los hogares –y en particular sobre las 
mujeres– una parte muy importante del sostenimiento cotidiano de la vida. 
Siguiendo a Daly y Lewis (2000), una política de bienestar familiar debe 
concebirse como parte de una infraestructura de cuidados que distribuye 
responsabilidades y costes entre Estado, mercado, familia y sector voluntario, 
y que no afecta por igual a infancia, mujeres cuidadoras, personas mayores, 
personas dependientes o hogares en pobreza. En términos de gobernanza, 
ello implica universalidad de acceso, igualdad sustantiva, accesibilidad y 
continuidad de los servicios, participación efectiva y rendición de cuentas. 
La evidencia comparada muestra que los enfoques basados en derechos ge-
neran mayores efectos cuando se integran en marcos normativos, programas 
y dinámicas de acción comunitaria (Pace & Gatenio Gabel, 2025), lo que en 
el ámbito local obliga a revisar cómo se organizan las puertas de entrada 
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y hasta qué punto la intervención fortalece la autonomía de las familias en 
lugar de incrementar su dependencia burocrática.

3.2. Cultura organizativa resiliente

Incluso cuando existe un marco normativo adecuado, los resultados 
pueden verse seriamente limitados si las organizaciones encargadas de 
implementar las políticas no tienen capacidad para sostener respuestas 
coherentes en contextos de presión, cambio e incertidumbre. La resiliencia 
organizacional no debe entenderse únicamente como una respuesta frente 
a crisis excepcionales, sino como la capacidad institucional para anticipar 
tensiones, absorber perturbaciones y adaptarse de forma sostenida a con-
diciones cambiantes (Duchek, 2020). Este enfoque resulta especialmente 
útil para los servicios sociales y de cuidados de proximidad, donde muchas 
dificultades no proceden de un acontecimiento extraordinario, sino de pro-
blemas estructurales: presión de la demanda, escasez de personal para la 
atención, discontinuidad de programas o fragmentación interna entre los 
diferentes sistemas o dispositivos (Pacheco-Mangas & Palma-García, 2015).

La experiencia española reciente ofrece ejemplos claros de esta necesi-
dad. Los estudios sobre servicios sociales y de cuidados durante la pandemia 
muestran que la sobrecarga de trabajo, la dificultad de adaptación y la falta de 
coordinación condicionaron de forma significativa la capacidad de respuesta 
institucional (Del Pino et al., 2020). La calidad de la intervención no depende 
únicamente de los recursos disponibles, sino también de la capacidad de los 
servicios para reorganizarse, aprender y sostener una cooperación real bajo 
presión. La coordinación efectiva requiere liderazgo claro, mandos intermedios 
con capacidad de articulación, protocolos compartidos y mejora continua (Van 
Duijn et al., 2018). La resiliencia depende de liderazgo, cultura organizativa, 
información y redes de colaboración (Barasa et al., 2018), así como de la capa-
cidad de transformar la experiencia en conocimiento colectivo y revisar rutinas 
consolidadas (Evenseth et al., 2022). Una organización resiliente no es solo la que 
dispone de protocolos, sino la que favorece la cooperación interna, la confianza 
profesional y la posibilidad de elaborar colectivamente problemas complejos, 
condición especialmente decisiva en servicios que trabajan con familias.

3.3. Transversalidad como principio de eficacia y calidad

Si el bienestar familiar depende al mismo tiempo de los cuidados, de la 
vivienda, de la movilidad, de la salud, de la educación, del entorno urbano y 
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de la vida comunitaria, ninguna política sectorial puede abordarlo de forma 
suficiente por sí sola. La transversalidad exige diagnósticos compartidos, 
objetivos alineados, estructuras de relación estables y criterios comunes de 
actuación, lo que supone pasar de la mera yuxtaposición de intervenciones 
a la construcción de respuestas integradas. La complejidad del problema no 
genera por sí sola integración; esta debe ser producida institucionalmente 
(Bouckaert et al., 2010). En el caso español, los mecanismos de coordinación 
vertical y horizontal siguen siendo limitados: los intercambios de buenas 
prácticas entre administraciones se producen mayoritariamente de forma 
informal, persiste una marcada discontinuidad entre la atención primaria 
y la especializada, y el modelo descentralizado genera disparidades signifi-
cativas en el tipo y la calidad de los servicios disponibles según el territorio 
(OECD, 2022).

La falta de protocolos compartidos, la ausencia de visión común y los 
conflictos entre objetivos institucionales son algunos de los principales obs-
táculos para articular servicios sociales y sanitarios, mientras que la claridad 
de fines, la legitimidad interna y la confianza entre actores actúan como sus 
principales facilitadores (Alderwick et al., 2021). Allí donde el grado de in-
tegración es mayor, disminuye el riesgo de institucionalización, aumenta el 
recurso a la atención primaria y a los dispositivos de atención comunitaria, 
y se reducen determinados costes sociales y sanitarios; se ha estimado que 
un modelo integrado de atención domiciliaria tiene un coste sustancialmente 
inferior al de la atención hospitalaria para perfiles de necesidad equivalentes 
(Jiménez-Martín & Vilaplana Prieto, 2012). La heterogeneidad del sistema 
español de cuidados añade una dificultad estructural específica: la distinta 
combinación entre servicios y prestaciones económicas, las diferencias en las 
fórmulas de gestión y el desarrollo desigual de los dispositivos según territo-
rios generan un mapa de acceso fragmentado que compromete la equidad y 
dificulta la construcción de respuestas integradas (OECD, 2022; Llena-Nozal 
et al., 2022). Por ello, la transversalidad no puede pensarse solo a escala micro 
–coordinación interprofesional–, sino también como una articulación entre 
sectores, niveles de gobierno y modelos de provisión.

En el ámbito local, las familias viven su relación con los sistemas de 
protección como una secuencia de puertas, derivaciones, apoyos que llegan 
a destiempo y huecos que nadie cubre. Cuando cada dimensión opera por 
separado, sin diagnóstico compartido ni seguimiento coordinado, la carga 
de integrar la respuesta recae sobre el hogar: la falta de transversalidad 
deja de ser un problema interno de la administración y se convierte en una 
fuente directa de desigualdad y sobrecarga. La integración efectiva requiere 
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funciones definidas, liderazgo, mandos con capacidad de enlace, protocolos 
compartidos y evaluación continua (Van Duijn et al., 2018), y depende de la 
combinación entre estructura y relaciones: legitimidad interna, claridad de 
fines, recursos suficientes y confianza entre los actores implicados (Alderwick 
et al., 2021).

4. EXPERIENCIAS Y RECOMENDACIONES PARA UNA POLÍTICA 
LOCAL DE BIENESTAR FAMILIAR

El bienestar familiar no se fortalece solo ampliando prestaciones o 
creando nuevos recursos, sino mediante la capacidad de la acción pública 
para ofrecer respuestas coherentes ante problemas que son al mismo tiem-
po relacionales, territoriales e intersectoriales. En el contexto español, esto 
resulta especialmente relevante porque la descentralización ha generado 
una heterogeneidad territorial marcada –con autonomías que priorizan 
servicios, prestaciones económicas o modelos mixtos de gestión–, mientras 
persisten lógicas sectoriales que fragmentan la experiencia de las familias. 
Así, la articulación efectiva en la escala local determina en gran medida si los 
hogares perciben apoyos integrados o una secuencia dispersa de dispositivos, 
lo que convierte al ámbito municipal en un indicador directo para medir la 
efectividad de las políticas sociales.

A continuación, se examinan experiencias europeas y españolas donde la 
articulación intersectorial ha sido clave para superar estas fragmentaciones, 
para derivar, en un segundo momento, recomendaciones prácticas adaptadas 
al caso español.

4.1. Experiencias de articulación intersectorial en políticas de 
bienestar familiar

Se muestran diferentes experiencias de actuaciones diseñadas desde la 
articulación intersectorial de políticas en materias de bienestar familiar, 
mostrando cómo la coordinación transversal entre distintos sectores puede 
generar respuestas más integrales.

La primera es la Iniciativa de Ciudades y Comunidades Amigas de la 
Infancia (Child Friendly Cities and Communities Initiative, CFCI), impul-
sada por UNICEF y UN-Hábitat desde 1996 y hoy presente en decenas de 
países, con más de 30 millones de niños y niñas viviendo en ciudades adhe-
ridas (UNICEF, 2018). El marco de CFCI se apoya en la premisa de que el 
bienestar de la infancia es el indicador último de un hábitat saludable, una 
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sociedad democrática y una buena gobernanza local (UNICEF, 2018). El 
enfoque no se limita a los servicios sociales o educativos, sino que reclama 
que el conjunto de la acción municipal incorpore transversalmente los de-
rechos de la infancia en planificación urbana, presupuestos, participación 
y evaluación. El Handbook de CFCI define como requisitos mínimos para 
el reconocimiento por UNICEF la existencia de un plan de acción basado 
en derechos, un mecanismo de coordinación intersectorial con mandato 
formal, participación infantil en todo el ciclo de políticas y la vinculación de 
los compromisos a recursos identificables (UNICEF, 2018). La experiencia 
comparada recogida por UNICEF subraya que los avances más consistentes 
se observan allí donde el comité intersectorial tiene capacidad real de de-
cisión, donde los gobiernos regionales apoyan técnica y financieramente a 
los municipios pequeños y donde los planes locales se conectan con marcos 
más amplios de derechos de la infancia, como la Estrategia del Consejo de 
Europa 2022-2027. En España, la iniciativa se ha integrado en la Estrategia 
Nacional de Infancia, pero su fortaleza sigue dependiendo de la estabilidad 
de estas estructuras de coordinación, de la asignación de recursos específicos 
en los presupuestos locales (Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 
2023) y de la evaluación continua de su impacto en el bienestar integral de 
todos los niños y niñas (Palma-García, 2019). 

Una segunda experiencia de referencia es el giro hacia la “ciudad cuida-
dora” impulsado por el municipalismo feminista, cuyo caso más analizado 
es Barcelona (Kussy et al., 2023). Bajo el liderazgo de Barcelona en Comú, 
el Ayuntamiento ha desarrollado desde 2015 una agenda de “municipalismo 
de cuidados” que busca democratizar el cuidado como cuestión de justicia 
social, reconociendo a quienes cuidan –en especial cuidadoras familiares 
y trabajadoras de hogar– como sujetos de derechos y de política pública 
(Kussy et al., 2023). Los estudios sobre estas políticas identifican tres rasgos 
centrales: una narrativa explícitamente feminista del cuidado que cuestiona 
su invisibilización y feminización, nuevas formas de organizar los cuidados 
que combinan servicios públicos, economía social y redes comunitarias, y la 
construcción de infraestructuras sociales –equipamientos, espacios de en-
cuentro, dispositivos comunitarios– que sostienen esa reorganización (Kussy 
et al., 2023). Esta agenda se articula con iniciativas previas como el proyecto 
“Barcelona, ciudad amigable con las personas mayores” de la OMS, que ya 
había consolidado mecanismos de participación y planificación intersecto-
rial en torno al envejecimiento activo (Ayuntamiento de Barcelona, 2011). 
La literatura advierte, sin embargo, que la sostenibilidad de este modelo 
depende de que las innovaciones se institucionalicen en normas, estructuras 
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organizativas y financiación estable, más allá de los ciclos políticos concretos 
(Kussy et al., 2023).

Una tercera modalidad es la incorporación sistemática de la perspectiva 
de género en el diseño urbano, con especial atención a la movilidad vinculada 
al cuidado. El concepto de “movilidad del cuidado”, desarrollado por Inés 
Sánchez de Madariaga, muestra que los desplazamientos asociados a tareas 
de cuidado –acompañamiento de menores, compras cotidianas, apoyo a per-
sonas mayores o enfermas– tienen patrones distintos a los desplazamientos 
laborales convencionales y han sido históricamente infrarregistrados en las 
encuestas de transporte (Sánchez de Madariaga, 2013). Al visibilizar estos 
trayectos, la autora plantea que las políticas de movilidad y planificación 
urbana deben reequilibrar sus prioridades, otorgando a los desplazamien-
tos de cuidado un peso equivalente al trabajo remunerado si quieren ser 
verdaderamente igualitarias. En el contexto español, el Col·lectiu Punt 6 ha 
desarrollado desde 2005 metodologías de urbanismo feminista basadas en 
la experiencia cotidiana, con centenares de talleres y proyectos locales que 
utilizan mapeos participativos, auditorías de seguridad y diagnósticos de 
uso de espacios públicos para detectar desigualdades espaciales y orientar 
inversiones (Col·lectiu Punt 6, 2026). Experiencias en municipios de Cata-
luña y del País Vasco han mostrado que estos instrumentos permiten iden-
tificar “zonas prohibidas” o poco accesibles para mujeres, niñas y personas 
mayores, integrando esa evidencia en planes de movilidad, iluminación, 
equipamientos y uso del suelo. A escala europea, la Nueva Agenda Urbana 
de Naciones Unidas y su implementación en Europa insisten en enfoques 
urbanos “age- and gender-responsive”, mientras que la Agenda Urbana de 
la UE y los informes de seguimiento destacan que la igualdad de género y la 
accesibilidad universal deben incorporarse como criterios centrales de las 
políticas urbanas, aunque la brecha entre el reconocimiento normativo y la 
práctica sigue siendo considerable (UN-Habitat, 2022).

El examen de estas tres experiencias permite extraer algunas conclusio-
nes de alcance general. Las experiencias más sólidas se apoyan en visiones 
compartidas que trascienden los límites sectoriales y articulan de manera 
explícita los objetivos de bienestar infantil, igualdad de género y sostenibi-
lidad urbana en marcos estratégicos integrados. Su continuidad depende 
menos de proyectos puntuales que de la institucionalización de estructuras 
de coordinación intersectorial con mandato claro, recursos y mecanismos de 
rendición de cuentas. La dimensión comunitaria aparece como un criterio de 
calidad, combinando liderazgo institucional con participación significativa 
de familias, personas que cuidan y organizaciones de base logran diseños 
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más ajustados y mayor legitimidad social. Y, de forma transversal, estas 
experiencias muestran que la perspectiva de género es una condición para 
su coherencia interna y su capacidad para reducir las desigualdades en el 
acceso a cuidados, espacios y servicios urbanos.

4.2. Recomendaciones para políticas familiares integrales

A partir del conjunto de experiencias analizadas se formulan ocho re-
comendaciones para una política local de bienestar familiar. La primera es 
situar el bienestar familiar como criterio transversal de gobierno local, de 
modo que su impacto no quede confinado a los servicios sociales, sino que 
oriente también decisiones sobre vivienda, movilidad, educación y salud co-
munitaria. La segunda es reforzar la integración de apoyos domiciliarios y 
comunitarios, especialmente en el ámbito de los cuidados de larga duración, 
donde la evidencia muestra efectos positivos sobre permanencia en el hogar 
e institucionalización. La tercera es reducir la carga de coordinación que 
hoy asumen muchas familias, simplificando accesos y clarificando circuitos. 
La cuarta es reforzar la capacidad resiliente organizativa de los servicios so-
ciales comunitarios, revisando modelos de gestión y formas de colaboración 
entre profesionales. La quinta es incorporar a las personas cuidadoras y a las 
propias familias en el diseño de las intervenciones. La sexta es desarrollar 
dispositivos estables de coordinación intersectorial, evitando que la cola-
boración dependa de la voluntad de profesionales concretos. La séptima es 
tratar la desigualdad territorial como un problema de bienestar familiar y no 
solo de organización administrativa. Y la octava es evaluar mejor las expe-
riencias locales, no solo por número de usuarios o volumen de prestaciones, 
sino por su capacidad para producir coherencia, accesibilidad, continuidad 
y reducción de cargas sobre las familias.

5. CONCLUSIONES

La transversalidad no es una técnica de mejora administrativa aplicable 
al bienestar familiar, sino la condición estructural sin la cual ninguna polí-
tica dirigida a las familias puede aspirar a ser coherente, eficaz y justa. Es 
la consecuencia lógica de reconocer que las familias viven su bienestar o 
malestar de forma integrada –en  el cuidado, en la vivienda, en el espacio 
público, en los tiempos cotidianos, en las redes comunitarias– mientras que 
las administraciones que deben responder a esa realidad siguen organizadas, 
mayoritariamente, en lógicas sectoriales que reproducen fragmentación allí 
donde la vida exige coherencia.
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El bienestar familiar desborda el perímetro de los servicios sociales y de 
las políticas de cuidados, aunque estas sean su núcleo constitutivo impres-
cindible. Las políticas de vivienda, urbanismo, movilidad, educación, salud 
comunitaria y participación no son marcos de acción paralelos e indepen-
dientes: son dimensiones que interactúan sobre las mismas familias y los 
mismos territorios, con efectos acumulativos que pueden ampliar o restringir 
de manera decisiva las posibilidades reales de cuidado, autonomía y parti-
cipación. Ignorar esa interdependencia no es una opción neutral; es una 
decisión que tiene costes concretos sobre la calidad de vida de los hogares 
y que los recarga con la tarea de integrar, por sí mismos, lo que la acción 
pública no ha logrado articular.

La gobernanza local emerge como el espacio privilegiado para la articu-
lación, porque la proximidad de los municipios a las trayectorias familiares 
reales los sitúa en una posición estratégica para detectar necesidades interde-
pendientes, coordinar respuestas y construir vínculos entre servicios, comu-
nidad y territorio. En este aspecto, los modelos más eficaces no son los que 
actúan con mayor volumen de recursos, sino los que logran reorganizar los 
recursos existentes en torno a diagnósticos compartidos, estructuras estables 
de coordinación y orientaciones normativas claras. El enfoque de derechos, 
la resiliencia organizacional y la transversalidad son los componentes de un 
relato institucional que hace posible esa reorganización.

Esto tiene implicaciones directas para el diseño de políticas y para la 
investigación. En el plano de la política pública, apuntamos a revisar los 
instrumentos de planificación local para incorporar el bienestar familiar 
como criterio transversal de gobierno, a desarrollar mecanismos estables de 
coordinación intersectorial que no dependan de la voluntad individual de los 
profesionales implicados, y a evaluar las políticas no solo por su cobertura 
o su gasto, sino por su capacidad para producir coherencia y reducir cargas 
sobre los hogares. En el plano de la investigación, señalamos la importancia 
de avanzar en el estudio de las capacidades institucionales locales para la 
integración de políticas, en el análisis comparado de las modalidades de 
gobernanza familiar que producen mejores resultados en contextos de des-
igualdad territorial, y en el desarrollo de marcos evaluativos sensibles tanto a 
la dimensión de género como a la complejidad de las trayectorias familiares 
en situaciones de vulnerabilidad.

En último término, la transversalidad en las políticas locales de bienestar 
familiar no es solo una cuestión de eficiencia organizativa, sino una cuestión 
de justicia. Las familias que más necesitan apoyos son, con frecuencia, las 
que más sufren la fragmentación del sistema: las que tienen que construir 
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por sí mismas la coherencia de respuestas que la administración no ha sabido 
articular, las que consumen energía y tiempo navegando entre servicios que 
usualmente se encuentran desconectados. Avanzar hacia políticas locales más 
transversales, orientadas por derechos y sostenidas en culturas organizati-
vas resilientes es, en ese sentido, avanzar hacia un modelo de bienestar que 
no solo gestiona necesidades, sino que reconoce a las familias como sujetos 
con derechos, como protagonistas de su propia vida y como interlocutores 
legítimos de la acción pública.
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1. INTRODUCCIÓN: EL CONTEXTO FAMILIAR EN LAS SOCIEDADES 
MODERNAS

Las políticas familiares en España juegan un papel fundamental para re-
solver los desafiantes problemas que presenta la sociedad actual, teniendo en 
cuenta que la familia continúa siendo, en el contexto español, la institución 
más sólida de apoyo social, una estructura que sostiene la vida cotidiana, 
amortigua los efectos de las crisis y garantiza la cohesión intergeneracional 
(Ayuso y Bascón, 2021).

Esta centralidad familiar –que caracteriza históricamente a las sociedades 
mediterráneas– convive hoy con una profunda transformación social mar-
cada por el envejecimiento acelerado, la baja fecundidad, la diversificación 
de modelos familiares, la irrupción digital, los nuevos riesgos sociales y la 
redefinición de los roles de género. Todo ello exige repensar las políticas fami-
liares desde una perspectiva moderna, integral y coherente con los cambios 
del sistema de bienestar. 

Ayuso (2019) señala que, aunque la familia es un recurso imprescindible 
para la sostenibilidad de la sociedad, España no ha desarrollado políticas 
familiares explícitas a la altura de sus necesidades. Esta afirmación sigue 
vigente, tal y como se explica en uno de los capítulos de esta obra colectiva, 
donde se analiza la escasa y casi nula presencia de las políticas familiares 
en los medios de comunicación españoles. Y queda de manifiesto que las 
políticas familiares permanecen débiles o invisibles en la agenda pública, 
pese a la relevancia del fenómeno. 
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2. LA FAMILIA COMO GARANTE DEL BIENESTAR EN ESPAÑA

La familia en España se ha caracterizado históricamente por ser el princi-
pal soporte económico, emocional y de cuidados. Actúa como “amortiguador 
social” frente al desempleo, la vulnerabilidad económica y las situaciones 
de dependencia, y proporciona estabilidad afectiva y cohesión social. Según 
Iglesias de Ussel y Meil (2001), la familia es el mayor Ministerio de Asuntos 
Sociales de España. 

Esta capacidad protectora se ha mantenido incluso en un contexto de 
transformaciones profundas: mayor longevidad, nuevas formas familiares, 
cambios en valores y estilos de vida, participación masiva de las mujeres en 
el mercado laboral y aumento de rupturas de pareja.

Sin embargo, el hecho de que la familia siga sosteniendo una parte des-
proporcionada de las cargas de cuidados –especialmente las mujeres– evi-
dencia la insuficiencia del sistema institucional de bienestar y el retraso en 
la implantación de políticas familiares robustas.

3. TRANSFORMACIONES DEMOGRÁFICAS Y SOCIALES: LA NUEVA 
COMPLEJIDAD FAMILIAR

La llamada Segunda Transición Demográfica explica muchos de los cam-
bios actuales: caída de la fecundidad, retraso de la emancipación y de la ma-
ternidad/paternidad, aumento de hogares unipersonales, expansión de uniones 
no matrimoniales, divorcios y reconstitución de familias (Flaquer, 2021). 

Tabla 1. Fenómenos relevantes de la Transición Demográfica

Envejecimiento 
demográfico y 
longevidad

Soledad senior: reto 
emergente

Baja fecundidad y 
dificultades estruc-
turales

Diversificación de 
modelos familiares

El aumento de la 
esperanza de vida 
genera familias 
con cuatro y cin-
co generaciones 
convivientes, 
fenómeno inédito 
en la historia y de 
gran impacto en 
el cuidado.

La soledad de los ma-
yores, especialmente 
mujeres, es un fenó-
meno social de primer 
orden y emergen 
nuevas formas de vida 
afectiva en la vejez, 
así como el papel cre-
ciente de las mascotas 
como vínculo socioe-
mocional.

España presenta una 
de las tasas de fecun-
didad más bajas de 
la UE por diversas 
razones: precariedad 
laboral/dificultades 
de acceso a la vivien-
da/insuficiencia de 
servicios de cuida-
dos/falta de concilia-
ción/ penalizaciones 
de la maternidad.

El concepto de familia 
es plural: matrimo-
nios, parejas de hecho, 
familias monoparen-
tales, homoparenta-
les, reconstituidas, 
personas solas, etc. Se 
reconocen vínculos 
familiares más allá de 
la filiación biológica o 
matrimonial. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Flaquer (2021).
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4. OBSTÁCULOS ESTRUCTURALES PARA UNA POLÍTICA FAMILIAR 
SÓLIDA EN ESPAÑA

Aunque el marco jurídico nacional (art. 39 CE) y los compromisos inter-
nacionales subrayan la obligación del Estado de proteger a la familia, nos 
debemos preguntar por qué, en la práctica, las políticas públicas no han ex-
plotado este potencial. Tras el análisis de las políticas públicas sobre familia, 
no solo en La Rioja, sino también en el resto del Estado español, junto con las 
características que marcan la sociedad del siglo XXI, se pueden identificar 
algunos obstáculos determinantes:

A) Debilidad en la agenda pública. No existen grandes movimientos 
sociales demandando políticas familiares; ni la prensa ni los partidos 
han priorizado estas medidas.

B) Individualismo y fragmentación institucional. La sociedad tardó 
en superar la visión de la familia como asunto privado. Además, la 
multiplicación de niveles administrativos (Estado, CCAA, municipios) 
dificulta la coordinación.

C) Tensiones ideológicas. Ciertos enfoques feministas recelan de polí-
ticas familiares por considerarlas conservadoras, lo que ha dificul-
tado algunas reformas, pese a que no existe incompatibilidad entre 
igualdad de género y políticas familiares modernas.

D) Enfoque asistencialista centrado en pobreza. La sustitución de po-
líticas familiares universales por políticas contra la pobreza desde 
los años noventa estrechó el alcance de las intervenciones.

E) Nuevos retos del bienestar y necesidad de políticas familiares explí-
citas. Las transformaciones actuales exigen un cambio de paradigma: pasar 
de políticas sectoriales dispersas a una política familiar integral, basada en 
evidencia científica, perspectiva de género e inclusión social. 

Según las investigaciones sobre las políticas familiares en España, los 
desafíos urgentes son: 

1. Conciliación y corresponsabilidad

Tal como señala Meil (2025), la conciliación entre vida laboral y familiar 
no puede quedarse en una responsabilidad exclusiva de los hogares, pues 
los permisos parentales, los horarios y la corresponsabilidad siguen siendo 
factores decisivos para garantizar la igualdad real. El autor muestra que 
la ampliación y equiparación de los permisos parentales, junto con un uso 
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equilibrado por parte de ambos progenitores, incrementa la implicación 
masculina en el cuidado y reduce desigualdades estructurales en el tiempo 
de dedicación.

Asimismo, Caparrós (2024) subraya que los servicios de atención y edu-
cación infantil (0–3 años) son fundamentales en la gobernanza multinivel de 
la conciliación, mientras que, Llorente (2024) evidencia que la digitalización 
y el teletrabajo solo favorecen la igualdad si van acompañados de regulación 
y corresponsabilidad efectiva. Por ello, se requieren políticas que incluyan: 
permisos parentales igualitarios, racionalización horaria, teletrabajo regu-
lado, corresponsabilidad masculina y sistemas universales de cuidados.

2. Políticas para la infancia y bienestar infantil

El bienestar infantil, como recuerdan Casas et al. (2024), debe medirse a 
través de indicadores tanto objetivos como subjetivos. Su investigación sobre 
adolescentes muestra descensos preocupantes en satisfacción vital y destaca 
que el bienestar infantil está fuertemente condicionado por la calidad del 
entorno familiar y escolar.

Los datos del proyecto Children’s Worlds (2026) confirman la necesidad 
de políticas de apoyo a la crianza que combinen prestaciones económicas, 
acceso universal a educación infantil, prevención del acoso y participación 
activa de los menores en la vida pública.

3. Juventud y emancipación

El retraso en la emancipación juvenil, analizado por Mejías-Leiva (2024), 
constituye un síntoma estructural del modelo español. Más del 55% de jóve-
nes de 25 a 29 años permanecen en el hogar familiar debido a precariedad 
laboral, precios de vivienda inalcanzables y ausencia de políticas sólidas de 
transición a la vida adulta. Como advierte la autora, España continúa sin 
políticas de juventud consolidadas, a diferencia de los países centroeuropeos, 
donde estas estrategias son claves para facilitar autonomía y estabilidad vital.

4. Rupturas familiares y custodia compartida

La evolución de la custodia compartida debe interpretarse –como apuntan 
Flaquer (2021) y Cabello (2022)– en el marco de la transición hacia mayores 
niveles de igualdad de género. En Europa, la custodia compartida ha avan-
zado en los países con menor litigiosidad y mayor corresponsabilidad social. 
En España, su expansión requeriría:
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 mayor especialización judicial,

 mediación para reducir conflictos,

 evitar presunciones automáticas y

 situar el interés superior del menor como criterio rector.

5. Migraciones y diversidad cultural

Según Iglesias de Ussel (2024), el incremento de población inmigrante –en 
torno al 14%– introduce nuevas formas culturales de organización familiar 
que requieren políticas de integración sensibles a la diversidad, pero firmes 
en la garantía de derechos, igualdad y protección de la infancia.

6. Fiscalidad y apoyo económico

Madrid et al., (2024) demuestran que España se sitúa entre los países 
europeos con menor gasto público en apoyo a las familias. Las actuales de-
ducciones fiscales y prestaciones resultan insuficientes para compensar el 
coste de la crianza. Los expertos en fiscalidad defienden:

 transferencias universales,

 desgravaciones proporcionales,

 ayudas a la conciliación y dependencia,

 reconocimiento de cotizaciones por cuidado.

7. Políticas familiares en plural

La diversidad familiar –monoparentales, reconstituidas, homoparentales, 
jóvenes precarios, mayores solos o familias migrantes– exige medidas adap-
tadas y no un enfoque único.

8. Perspectiva de ciclo vital

Las intervenciones deben acompañar las necesidades propias de cada 
etapa: infancia, adolescencia, juventud, adultez y vejez.

9. Integración de actores

El bienestar familiar depende de la cooperación entre el Estado, el merca-
do laboral y empresarial, el tercer sector y las propias familias, donde queda 
de manifiesto cómo es el contexto familiar en las sociedades modernas y, por 
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ende, la urgencia de analizar cada una de las necesidades para informar y 
corregir al ritmo de esas necesidades:

 La realidad familiar en España atraviesa un momento decisivo, 
marcado por transformaciones profundas que afectan tanto a su 
estructura como a su funcionamiento cotidiano. Aunque las familias 
continúan siendo el principal soporte emocional, económico y social 
para la mayoría de las personas, se encuentran ante una combinación 
de desafíos demográficos, culturales, económicos y tecnológicos que 
ponen a prueba su capacidad de sostenerse y de seguir cumpliendo 
esa función central sin un respaldo institucional adecuado. La re-
ducción de la natalidad, el envejecimiento acelerado, la inestabilidad 
laboral, la dificultad de acceso a la vivienda, los cambios en los mo-
delos de convivencia y el impacto de las tecnologías emergentes son 
solo algunos de los factores que han intensificado la vulnerabilidad 
de los hogares.

 En este contexto, resulta imprescindible que España avance hacia una 
política familiar explícita, integral y coherente, capaz de responder 
a las necesidades reales de la ciudadanía. No basta con intervenir 
únicamente ante situaciones de pobreza o emergencia social; se re-
quiere una estrategia sostenida que reconozca el valor social de las 
familias como generadoras de capital humano, cohesionadoras de 
la vida comunitaria y garantes del bienestar intergeneracional. Esta 
política debe incorporar medidas que faciliten la conciliación entre 
vida laboral, personal y familiar; que promuevan la igualdad efectiva 
entre mujeres y hombres; que protejan a la infancia con recursos 
suficientes; y que atiendan las necesidades específicas tanto de los 
jóvenes que buscan autonomía como de las personas mayores que 
requieren cuidados y acompañamiento.

 Asimismo, es fundamental articular un marco de apoyos que englobe 
no solo ayudas económicas, sino también servicios públicos accesi-
bles, políticas de empleo sensibles a la realidad familiar y programas 
que fortalezcan las capacidades parentales, la corresponsabilidad y la 
cohesión social. La familia no puede seguir siendo el último recurso 
frente a las deficiencias del sistema de bienestar ni asumir en solitario 
responsabilidades que deberían ser compartidas colectivamente.

 Solo mediante una visión amplia y un compromiso político claro 
será posible construir un modelo de bienestar que reconozca a la 
familia como sujeto de derechos, agente activo del bienestar y pilar 
imprescindible de la cohesión social. Apostar por políticas familia-
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res sólidas no es únicamente una cuestión social: es una inversión 
estratégica en el presente y el futuro del país.
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1. INTRODUCCIÓN 

En países como España, convertirse en madre es hoy una experiencia 
atravesada por una intensa presencia institucional. Durante el embarazo y 
el parto, las mujeres mantienen contacto frecuente con el sistema sanitario, 
realizan controles periódicos y reciben seguimiento profesional continua-
do. Desde el punto de vista clínico, el proceso aparece cuidadosamente 
monitorizado y orientado a garantizar su evolución dentro de parámetros 
considerados normales.

Sin embargo, esta presencia no siempre se traduce en una vivencia de 
acompañamiento continuo desde la perspectiva de las madres. A lo largo de 
la transición a la maternidad emergen dudas prácticas, reorganizaciones 
cotidianas y necesidades de orientación que no se sitúan necesariamente en 
el plano médico. La atención recibida resulta suficiente para confirmar la 
normalidad biológica, pero no siempre para comprender la experiencia que 
se está atravesando.

Este capítulo analiza cómo se articula la relación entre atención sanitaria 
y vivencia cotidiana de la maternidad a partir de las experiencias relatadas 

1 Este trabajo ha sido posible gracias al apoyo y a la financiación del Instituto de Estudios Riojanos. 
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por madres recientes y profesionales sociosanitarias en La Rioja. El interés 
no reside en evaluar la calidad clínica del sistema, sino en observar qué tipo 
de apoyo proporciona y qué dimensiones del proceso quedan fuera de su 
marco de actuación.

En un contexto social donde las redes comunitarias han reducido su 
presencia cotidiana, la institución sanitaria se convierte en el principal refe-
rente durante el proceso perinatal. La cuestión que se plantea no es si existe 
atención, sino qué ocurre cuando un sistema organizado para controlar 
procesos biológicos se convierte también en el marco desde el que se intenta 
comprender una transición vital.

1. MATERNIDAD, MEDICALIZACIÓN Y ACOMPAÑAMIENTO 

La maternidad no constituye únicamente un acontecimiento biológico, 
sino un proceso social de aprendizaje y reorganización vital. Convertirse en 
madre implica adquirir competencias prácticas, redefinir identidades y mo-
dificar la relación cotidiana con el entorno. Diversos trabajos han descrito 
este tránsito como un proceso prolongado de socialización que comienza 
antes del nacimiento y continúa en los primeros meses de crianza (Imaz, 
2010; Beauvoir, 2017).

Tradicionalmente, esta incorporación se desarrollaba en entornos co-
munitarios donde la experiencia se transmitía a través de la convivencia 
cotidiana. Otras mujeres (familiares o personas cercanas) funcionaban como 
referentes prácticos y emocionales, proporcionando orientaciones situadas 
más que conocimientos abstractos (Paulina et al., 2008). El aprendizaje del 
cuidado se producía así dentro de relaciones continuadas.

La progresiva institucionalización sanitaria del embarazo y del parto ha 
modificado este marco. El control clínico ha reducido riesgos obstétricos y 
mejorado la seguridad materno-infantil, pero también ha reorganizado el 
modo en que se acompaña el proceso, situando el seguimiento principalmen-
te en la verificación de la normalidad fisiológica (Rodrigues, 2020; Llobera 
et al., 2019).

En paralelo, la reducción de redes comunitarias ha desplazado hacia la 
institución sanitaria funciones de orientación que anteriormente no le co-
rrespondían. El sistema pasa a ser no solo garante de la seguridad biológica, 
sino también principal fuente de interpretación de la experiencia, aunque 
su organización no esté diseñada para ofrecer acompañamiento continuo.
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La atención perinatal se estructura en torno a la detección del riesgo. El 
seguimiento se intensifica cuando aparece posibilidad de complicación y se 
reduce cuando el proceso evoluciona dentro de parámetros normales. Sin 
embargo, la normalidad clínica no elimina las necesidades prácticas. Inclu-
so en embarazos sin riesgo persisten demandas de orientación cotidiana, 
apoyo emocional y anticipación del cuidado posterior al nacimiento (Paz et 
al., 2016).

Se configura así una diferencia entre vigilancia y cuidado. La vigilancia 
busca confirmar que el proceso se ajusta a los parámetros esperados; el cui-
dado implica ayudar a comprenderlo e integrarlo en la vida diaria. Ambos 
pueden coexistir, pero responden a finalidades distintas: uno reduce riesgos 
biológicos y el otro reduce incertidumbre experiencial.

Analizar la maternidad permite observar cómo se relacionan dos dimen-
siones distintas: por un lado, un sistema sanitario que organiza la atención 
en episodios asistenciales (consultas, pruebas, parto, revisiones), y, por otro 
lado, la experiencia de las personas que viven la maternidad como un proceso 
continuo. El interés no se sitúa únicamente en la satisfacción de las madres 
con los servicios, sino en cómo se articulan estos dos planos durante la tran-
sición a la parentalidad.

2. OBJETIVOS Y METODOLOGÍA

El capítulo se basa en una investigación cualitativa, desarrollada en La 
Rioja entre 2024 y 2025, orientada a comprender cómo se vive el embarazo, 
el parto y el posparto desde dos posiciones complementarias: quienes atravie-
san la experiencia y quienes intervienen profesionalmente en ella. El interés 
no fue evaluar servicios concretos, sino reconstruir el recorrido cotidiano 
de la maternidad y observar en qué momentos aparecen desajustes entre la 
atención institucional y las necesidades percibidas.

Participaron 17 madres con hijas/os menores de tres años, organizadas en 
cuatro grupos de discusión diferenciados por tipo de parto (vaginal, cesárea 
y mixto). Las conversaciones siguieron el orden temporal de la experiencia: 
embarazo, parto y primeros meses de crianza, favoreciendo que las parti-
cipantes explicaran qué ocurrió, cómo lo interpretaron en cada momento y 
qué apoyos habrían necesitado.

De forma paralela se realizaron 13 entrevistas semiestructuradas a profe-
sionales implicadas en la atención perinatal: matronas, trabajadoras sociales, 
ginecólogas, fisioterapeutas y psicólogas perinatales, procedentes tanto del 
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sistema público como del ámbito privado. Las entrevistas abordaron la or-
ganización del trabajo asistencial, los márgenes de actuación profesional y 
las situaciones que consideraban más difíciles de sostener.

Las sesiones fueron grabadas, transcritas íntegramente y analizadas me-
diante codificación temática apoyada en el software de análisis cualitativo 
Nvivo15 (Beekhuyzen y Bazeley, 2024; Mortelmans, 2025). El análisis se 
centró en identificar coincidencias en la forma de describir la experiencia y 
en los momentos en los que madres y profesionales señalaban dificultades 
similares. Más que medir opiniones individuales, se buscó comprender cómo 
se organiza la experiencia a lo largo del proceso y cuándo la presencia insti-
tucional deja de percibirse como acompañamiento.

3. RESULTADOS

A continuación, se muestran los resultados siguiendo la secuencia tempo-
ral del proceso perinatal. En primer lugar, se analizan las experiencias duran-
te el embarazo, seguidas de las relativas al parto y al posparto. Finalmente, 
se examina la relación entre atención pública y privada para comprender 
cómo se articula el acompañamiento a lo largo del proceso.

3.1. Embarazo

Los relatos sobre el embarazo muestran un alto grado de confianza en 
el seguimiento sanitario. Las mujeres describen un proceso fuertemente 
estructurado por controles periódicos y pruebas diagnósticas que permiten 
verificar la evolución fetal. La presencia institucional es continua y genera 
una percepción clara de seguridad: mientras los indicadores clínicos se man-
tengan dentro de la normalidad, el embarazo es considerado correctamente 
atendido.

Sin embargo, esta seguridad no elimina la incertidumbre, sino que la des-
plaza. Las dudas que permanecen no se refieren tanto al estado biológico del 
embarazo como a su significado práctico: cambios corporales, anticipación 
del parto, toma de decisiones cotidianas o gestión emocional. Se produce así 
una diferenciación entre certeza médica e interpretación de la experiencia. 
Las mujeres disponen de información sobre el desarrollo fisiológico, pero 
no necesariamente de claves para comprender lo que les ocurre en términos 
biográficos.

En este contexto, la consulta sanitaria aparece organizada en torno a la 
verificación de normalidad. La interacción profesional se orienta prioritaria-
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mente a confirmar parámetros clínicos, lo que delimita implícitamente qué 
cuestiones pertenecen al espacio asistencial y cuáles quedan fuera. Cuando 
no existe indicio de riesgo, la demanda tiende a desplazarse hacia espacios 
informales o privados. El embarazo evoluciona correctamente desde el punto 
de vista médico, pero requiere elaboración fuera de la institución.

La figura de la matrona introduce una variación significativa en este es-
quema. Su intervención es valorada, no tanto por la información que aporta, 
sino por su función interpretativa: contextualizar el proceso y traducirlo a la 
vida cotidiana. Esto sugiere que la demanda principal no es más información 
médica, sino mediación entre conocimiento técnico y experiencia personal. 
Allí donde esta mediación se produce, la percepción de acompañamiento 
aumenta; donde no, el seguimiento se percibe suficiente pero impersonal.

Las profesionales describen un funcionamiento similar desde la organiza-
ción del trabajo. El tiempo de consulta está estructurado por tareas clínicas 
obligadas y la atención se prioriza en función del riesgo obstétrico. La dimen-
sión emocional o interpretativa depende de la disponibilidad temporal y de 
la iniciativa individual, no de un espacio asistencial definido. De este modo, 
el acompañamiento no desaparece, pero se vuelve contingente.

El embarazo aparece como un periodo en el que el sistema sanitario cum-
ple eficazmente su función preventiva, pero no necesariamente su función 
orientadora. La institución garantiza la normalidad biológica, mientras que 
la comprensión del proceso queda parcialmente externalizada. La diferencia 
no radica en la cantidad de atención recibida, sino en el tipo de necesidad 
al que responde: control del proceso frente a elaboración de la experiencia.

Este funcionamiento sugiere que el seguimiento sanitario no actúa única-
mente como dispositivo de control, sino también como marco de referencia 
desde el que interpretar el proceso. Cuando esa función interpretativa no 
está explícitamente incorporada a la consulta, las mujeres deben construirla 
por su cuenta. La seguridad médica no elimina la incertidumbre, sino que la 
desplaza hacia ámbitos prácticos que quedan fuera del espacio asistencial.

3.2. Parto 

Si durante el embarazo la tensión principal se sitúa entre seguridad clí-
nica e interpretación de la experiencia, durante el parto se desplaza hacia 
la comprensión de la intervención. El nacimiento constituye el momento 
de mayor intensidad asistencial y, al mismo tiempo, el momento en que las 
mujeres describen menor capacidad de comprender lo que ocurre.
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Los relatos muestran que la valoración global del parto no depende 
únicamente del resultado obstétrico. Incluso en situaciones clínicamente 
correctas, la experiencia puede ser vivida como desconcertante cuando las 
decisiones médicas no son entendidas en el momento en que se producen. 
La intervención sanitaria se desarrolla con rapidez, responde a criterios 
técnicos y prioriza la actuación sobre la explicación. Como consecuencia, la 
mujer puede situarse simultáneamente en el centro físico del proceso y en 
una posición periférica en términos de comprensión.

La demanda principal no es evitar la intervención, sino anticiparla y en-
tenderla. Las complicaciones, los cambios en el plan de parto o las cesáreas 
no previstas no se asocian necesariamente con una valoración negativa de la 
experiencia, lo que suele influir en esta percepción es la falta de información 
y de comunicación durante su desarrollo. Esto es, el malestar no se vincula 
tanto a lo ocurrido como a no saber por qué está ocurriendo. La experiencia 
del parto se organiza así alrededor del grado de inteligibilidad de la situación.

Las profesionales reconocen esta dificultad desde la lógica asistencial. El 
paritorio se rige por tiempos clínicos breves y por la prioridad de la actua-
ción inmediata. La explicación detallada queda subordinada a la urgencia 
potencial de cada decisión. En este contexto, informar pasa a ser una acción 
posterior o secundaria, dependiente de la disponibilidad del momento. El 
resultado es una asimetría temporal: la intervención ocurre en tiempo real, 
mientras que la comprensión llega, en muchos casos, después.

De nuevo, la presencia continuada de una matrona modifica parcialmente 
esta experiencia. Cuando existe una figura profesional estable que traduce lo 
que sucede, la intervención médica se integra dentro de un relato comprensi-
ble. Cuando no, el parto puede percibirse como una secuencia de actuaciones 
externas difícilmente ordenables por quien lo atraviesa.

El parto aparece como un espacio de alta tecnificación donde la prioridad 
organizativa es la seguridad clínica. Sin embargo, el grado de participación 
percibida no depende tanto de la capacidad de decisión como de la posibi-
lidad de comprender la situación. La diferencia relevante no se sitúa entre 
intervención y no intervención, sino entre intervención explicada e interven-
ción opaca. En este punto, la distancia entre control biomédico y experiencia 
vivida alcanza su mayor intensidad.

El parto concentra así la máxima capacidad técnica del sistema y, al mis-
mo tiempo, la menor posibilidad de elaborar la experiencia en tiempo real. 
La cuestión relevante no es la intervención en sí, sino su integración en un 
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relato comprensible. La participación percibida depende menos de decidir 
que de poder situar lo que ocurre dentro de un marco inteligible.

3.3. Posparto

El posparto aparece de forma consistente como la fase donde la distancia 
entre atención sanitaria y experiencia cotidiana se vuelve más evidente. Tras 
un periodo de intensa presencia institucional durante el embarazo y el parto, 
la intervención disminuye de forma brusca una vez confirmada la normalidad 
clínica del nacimiento. La lógica preventiva que estructuraba el seguimiento 
anterior pierde centralidad y la atención se reorganiza alrededor del control 
del recién nacido, no de la situación materna.

Las mujeres describen este momento como un cambio de marco asisten-
cial. La madre deja de ser paciente principal y pasa a ocupar una posición 
secundaria respecto al bebé. El sistema mantiene contacto frecuente con la 
familia, pero la interacción se centra en indicadores pediátricos y no en la 
adaptación física, emocional y organizativa de la mujer. La necesidad domi-
nante ya no es verificar la normalidad, sino aprender a sostener la vida coti-
diana, y esta demanda encuentra menos espacios institucionales definidos.

A diferencia del embarazo, donde la incertidumbre se relacionaba con 
la interpretación, y del parto, donde se vinculaba a la comprensión de la 
intervención, en el posparto la cuestión principal es la continuidad. Las mu-
jeres no describen ausencia total de recursos, sino fragmentación: consultas 
puntuales, ayudas condicionadas a demanda explícita y derivaciones a dispo-
sitivos especializados que requieren de la iniciativa individual. La atención 
existe, pero no articula un acompañamiento sostenido.

En definitiva, el posparto no aparece como ausencia de recursos, sino 
como cambio en la lógica de relación institucional. La intervención deja de 
organizar la experiencia y pasa a responder únicamente a demandas concre-
tas. La adaptación cotidiana se convierte entonces en un proceso gestionado 
principalmente por la propia persona.

3.4. Formas de atención: entre lo público y lo privado

Los relatos no presentan la atención pública y privada como modelos 
opuestos, sino como partes de un mismo recorrido asistencial. La diferencia 
principal no se sitúa en la calidad técnica, sino en la función que cada ámbito 
termina desempeñando dentro del proceso. Mientras el sistema público se 
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asocia al control clínico y a la garantía de seguridad, los recursos privados 
aparecen vinculados a la continuidad del acompañamiento.

Durante el embarazo, el ámbito público cubre el seguimiento obstétrico 
básico, pero muchas mujeres recurren a espacios complementarios para 
resolver dudas prácticas o anticipar situaciones futuras. En estos casos, la 
búsqueda de atención adicional no refleja necesariamente desconfianza, sino 
la percepción de que determinadas preguntas no encuentran lugar dentro 
de la consulta ordinaria. El recurso privado funciona como ampliación in-
terpretativa de la información médica.

En el parto, la diferencia no se relaciona con la intervención técnica, sino 
con la disponibilidad de tiempo relacional. Las mujeres no describen prácti-
cas clínicas radicalmente distintas, sino mayor previsibilidad comunicativa 
en contextos donde la continuidad profesional es más estable. La experiencia 
cambia cuando la interacción permite integrar lo que sucede en un relato 
comprensible, independientemente del procedimiento realizado.

Es en el posparto donde esta complementariedad se vuelve más marcada. 
La reducción de la intervención institucional tras el alta hospitalaria desplaza 
hacia la iniciativa individual la búsqueda de apoyo psicológico, recuperación 
física o espacios grupales de crianza. Los recursos privados pasan entonces a 
cubrir funciones que no sustituyen a la atención sanitaria, sino que prolongan 
su sentido en la vida cotidiana. La diferencia relevante no es la naturaleza 
del servicio, sino su continuidad temporal.

Las profesionales describen un funcionamiento convergente. El sistema 
público se organiza para responder a necesidades clínicas definidas, mien-
tras que el acompañamiento prolongado requiere estructuras más flexibles 
y tiempos de intervención distintos. El resultado no es un reemplazo entre 
ámbitos, sino una distribución funcional: uno garantiza seguridad biomédica 
y el otro aporta estabilidad relacional.

La experiencia de la maternidad se construye así mediante la combina-
ción de ambos espacios. No aparecen como alternativas excluyentes, sino 
como respuestas sucesivas a necesidades diferentes a lo largo del proceso. 
El recorrido asistencial se vuelve híbrido: institucional en su inicio, progre-
sivamente externalizado en su continuidad.

La combinación de ambos ámbitos no configura un sistema paralelo, 
sino una secuencia funcional. El seguimiento público asegura la normalidad 
clínica y el acompañamiento posterior se externaliza progresivamente. La 
continuidad del cuidado no depende tanto del dispositivo disponible como 
de su temporalidad dentro del proceso.
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4. CONCLUSIONES 

En lugar de señalar carencias concretas, los resultados muestran más 
bien una forma particular de organizar la atención. Esta se articula en torno 
a momentos asistenciales puntuales y claramente definidos, mientras que la 
maternidad se vive como un proceso continuo de adaptación y cambio. La 
distancia entre estas dos lógicas: la institucional y la experiencia cotidiana de 
las madres, ayuda a entender buena parte de las dificultades que aparecen.

Los resultados no evidencian un déficit general de atención sanitaria, sino 
un desajuste entre el modo en que la institución organiza el cuidado y la for-
ma en que se desarrolla la experiencia de la maternidad. El sistema responde 
de manera eficaz a su objetivo principal, que es garantizar la normalidad 
biológica del proceso, pero esa misma lógica produce intervalos en los que 
la experiencia queda sin un marco claro de acompañamiento.

La atención perinatal se estructura alrededor del riesgo clínico: se inten-
sifica ante la posibilidad de complicación y disminuye cuando se confirma 
la normalidad. Sin embargo, la transición a la maternidad no sigue esa tem-
poralidad. Las necesidades principales no desaparecen tras el nacimiento, 
sino que cambian de naturaleza: dejan de centrarse en la seguridad médica y 
pasan a situarse en la comprensión de lo vivido, la reorganización cotidiana 
y la incorporación progresiva al cuidado.

La consecuencia no es una ausencia de recursos, sino su discontinuidad. 
El sistema ofrece respuestas eficaces para episodios concretos, mientras que 
la experiencia requiere un marco sostenido de orientación. En ese intervalo 
emergen estrategias individuales, apoyos informales y recursos privados que 
no sustituyen a la atención pública, sino que prolongan funciones que esta 
no está diseñada para asumir.

Desde la perspectiva de las políticas familiares, el problema no se sitúa en 
ampliar la intervención clínica, sino en articular continuidad institucional 
más allá del momento asistencial. La maternidad aparece organizada admi-
nistrativamente en fases diferenciadas: embarazo, parto y posparto, mientras 
que socialmente se vive como un único proceso de adaptación. La respon-
sabilidad de conectar esos momentos recae actualmente en la capacidad de 
cada familia para buscar apoyos y coordinar información.

Los resultados sugieren la necesidad de incorporar al sistema funciones 
de acompañamiento, orientación y apoyo preventivo que no respondan úni-
camente a la aparición de dificultades. Más que crear dispositivos altamente 



SOFÍA MONTENEGRO LEZA, CECILIA SERRANO-MARTÍNEZ Y ANDREA GUTIÉRREZ GARCÍA92

especializados, se trata de reorganizar la intervención para acompañar tran-
siciones vitales y no solo eventos clínicos.

En este sentido, la atención a la maternidad se sitúa en la intersección 
entre el sistema sanitario y las políticas sociales. Garantizar la seguridad 
biomédica constituye una condición necesaria, pero insuficiente, para el bien-
estar maternal. La cuestión central no es aumentar la medicalización, sino 
ampliar el tipo de respuesta pública disponible: pasar de un modelo centrado 
en episodios de atención a otro capaz de sostener procesos de cambio vital. 
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1. NOTAS INTRODUCTORIAS SOBRE PERSPECTIVA DE FAMILIA Y 
POLÍTICAS DE INFANCIA

En las sociedades complejas y dinámicas del presente, la incorporación 
de la perspectiva de familia en las políticas públicas se ha ido consolidan-
do como imprescindible. Dicha perspectiva reconoce que las familias, en 
su diversidad de estructuras y trayectorias, son agentes fundamentales de 
socialización en la infancia. La atención y educación de niñas y niños en 
los entornos familiares requiere de apoyos para que las familias puedan 
desarrollar plenamente las funciones de cuidado y estimulación de saberes 
conceptuales, procedimentales y actitudinales que, vinculados a la cotidia-
neidad, contribuyen a un buen comienzo y a conformar una base sólida en 
la primera infancia, cuando todo empieza. 

Son diversos los documentos aprobados por organismos internacionales 
y nacionales de carácter normativo que establecen principios y recomenda-
ciones que orientan respecto a la incorporación de la perspectiva de familia 
en las políticas públicas de infancia. Por ejemplo, en el marco de Naciones 
Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (DUDH 
1948), en su artículo 16.3, reconoce que la familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad 
y del Estado. Asimismo, la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 
establece, en el artículo 18, el rol primordial de la familia en el desarrollo 
integral de la infancia, instando a los Estados a apoyar a las y los progenitores 
en sus responsabilidades de crianza. 
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En el contexto de la Unión Europea, mencionar la Carta Social Europea de 
1961 (revisada en 1996), en su artículo 16, reconoce a la familia como célula 
fundamental de la sociedad que tiene derecho a una adecuada protección 
social, jurídica y económica, para lograr su pleno desarrollo. En el 2017, el 
Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión aprobaron el documento Pilar 
Europeo de Derechos Sociales. En él se establecen directrices para la igualdad 
de oportunidades, condiciones de trabajo justas, y protección e inclusión so-
cial, tres pilares fundamentales para el fortalecimiento del bienestar familiar. 
De forma más concreta en España, la Constitución de 1978, en su artículo 39, 
es ejemplo de marco normativo que reconoce que los poderes públicos deben 
asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, y asimismo 
la protección integral de hijas e hijos, pues son iguales ante la ley. También 
establece el deber de las familias de prestar asistencia de todo orden a niñas 
y a niños para que puedan gozar de la protección prevista en los acuerdos 
internacionales que velan por sus derechos. 

Los ejemplos anteriores muestran cómo en las normativas la perspectiva 
de familia se ha ido abriendo espacio, al mismo tiempo que esta perspectiva 
ha sido fundamentada teóricamente por estudios que analizan la relación en-
tre políticas públicas, familia e infancia. Las aportaciones proponen políticas 
que no dañen, no generen dependencia, y no impongan modelos familiares, 
ni substituyan las funciones de las familias. Se recomienda que las políticas 
adopten, por una parte, una mirada ecológica, interinstitucional y de corres-
ponsabilidad en la protección y educación en la infancia. Por otra parte, que 
incorporen la valoración del impacto global de las intervenciones sociales 
(Minuchin, 1992). Otros estudios concluyen que, en sociedades en constante 
cambio, las políticas públicas no pueden concebirse desde planteamientos 
únicos y rígidos, sino que han de reconocer la pluralidad familiar. La familia 
ya no es una institución fija, sino cambiante, y además se ve afectada por 
situaciones de vulnerabilidad y desigualdad. Estos dinamismos exigen mayor 
flexibilidad para poder atender a la movilidad, los cambios demográficos, la 
individualización, la multiculturalidad, y las formas de convivencia plurales. 
Se trata de considerar estos factores no de manera aislada, sino relaciona-
da, con el fin de brindar apoyo a la conciliación y a la protección social de 
las familias, favoreciendo sus funciones y la parentalidad positiva (Beck y 
Gernsheim, 1995; Giddens, 2000; Arriagada, 2009).

Concebir la perspectiva de familia como un marco analítico y operativo 
permite a los Estados diseñar políticas más holistas, coherentes, eficaces, y 
con un buen impacto en el bienestar general de las familias y, en particular, 
en niñas y niños. Además, al mejorar las condiciones familiares, en todas 
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las esferas de vida, se contribuye a la cohesión social y al desarrollo de la 
comunidad. Señalar, en este punto, que en el diseño de las políticas públicas 
adoptar la perspectiva de familia no significa que la infancia quede relegada 
a un anexo, sino reconocer que el apoyo a las familias es necesario, pues a 
ellas corresponde la socialización primaria de hijas e hijos. 

La función de socialización primaria debe ser continuada, es decir, el 
acompañamiento de las familias tiene que ser sostenido y de calidad. Deberá 
darse en los procesos iniciales, aunando cuidado y educación, en colabora-
ción con otros servicios como son ejemplo los espacios de familia e infancia, 
escuelas infantiles 0-3, bibliotecas, ludotecas… Posteriormente, la familia 
acompañará y compartirá la escolarización, estará presente durante la mis-
ma, así como en los momentos de transiciones y cambios que pueden afectar 
a niñas y a niños. De igual forma, las familias participarán en otras experien-
cias formativas sociales, culturales, deportivas, lúdicas… que pueden vivirse 
fuera de la escuela. En estos procesos su obligación es conocer los recursos 
que ponen a su disposición las administraciones públicas. Al mismo tiempo, 
las familias tienen el derecho a disponer y acceder a recursos cercanos, y 
hacer un uso informado y responsable, sin trámites burocráticos arduos que 
pueden generar brechas.

A tal fin, las políticas públicas tienen la obligación de poner a disposición 
de las familias programas y recursos diferentes que atiendan a sus diversi-
dades, es decir, los recursos han de garantizar la equidad, entendida como 
igualdad de oportunidades equivalentes. La equidad es requisito para la 
inclusión y elimina los riesgos de exclusión (López Melero, 2012). En esta 
orientación las políticas públicas deben compaginar la redistribución con el 
reconocimiento (Fraser, 2008). Las políticas de redistribución ofrecen apoyo 
a las familias con recursos de los que carecen y necesitan para el bienestar y 
un desarrollo sano. Al mismo tiempo, las políticas han de promover estrate-
gias que reconozcan y den respuesta a la singularidad diversa de las familias, 
sus diferentes estructuras, así como las situaciones sociales y educativas 
particulares de la infancia. 

Lo expuesto lleva a poner de relieve que la incorporación de la perspectiva 
de familia en las políticas públicas para la infancia es requisito para garanti-
zar, sin exclusión, los derechos humanos de las niñas y los niños y de sus fa-
milias. La diferenciación de políticas de infancia (con perspectiva de familia) 
de las políticas de familia, no tiene la finalidad de disociar unas políticas de 
otras, pues ambas se entrelazan y deben diseñarse de forma alineada. En este 
texto se pone el foco en la infancia atendiendo a los informes de diferentes 
organizaciones que constatan la fragilidad de la infancia en las sociedades 



ISABEL CARRILLO FLORES96

del presente, y evidencian un progresivo debilitamiento de derechos que 
comprometen sus vidas. Las recomendaciones que se realizan en los informes 
permiten trasladar la infancia, como período vital en el crecimiento de niñas 
y de niños, de los márgenes a la centralidad de políticas públicas. Políticas 
que garanticen, desde el inicio, una base sólida de aprendizaje y desarrollo 
a través de la atención y la educación universal. 

2. POLÍTICAS QUE RECONOCEN LA INFANCIA

El reconocimiento de la infancia como una etapa diferenciada es resulta-
do de una larga trayectoria histórica de cambios en los modelos de produc-
ción, organización y división del trabajo; surgimiento de nuevas creencias 
y formas de relación comunitaria; y la consecuente vertebración de unos 
espacios específicamente infantiles (Carbonell Sebarroja, 1994). En esta 
trayectoria, las concepciones sobre la infancia, definida como período de 
la vida humana (Diccionario de la Lengua Española), también han experi-
mentado cambios: desde la consideración de una no existencia que dotaba 
de invisibilidad a la infancia, a ser considerada un período vital que requiere 
de cuidados y de protección. 

En el presente la infancia es concebida como una etapa con característi-
cas propias, que abarca de los 0 a los 18 años según lo dispuesto en el artículo 
1 de la Convención de los Derechos de niñas y niños de 1989 (Convención 1989) 
de la Organización de Naciones Unidas (ONU), y que requiere de políticas 
específicas en sociedades en que las funciones de las familias precisan de ser 
compartidas con otros agentes de atención y educación. La corresponsabili-
dad se enmarca en las transformaciones de las sociedades y en los cambios 
en las estructuras familiares. La diversidad de tipologías de familias son 
expresión de una evolución en los valores culturales y expectativas sociales; 
incorporan el debate sobre conciliación; y plantean una reevaluación de los 
sistemas de bienestar para garantizar la equidad, el apoyo a la crianza y la 
igualdad de género (Fernández-Vilas y Kreis, 2024). 

Comprender la infancia como primera etapa de la vida o primer estado 
(acepción que también recoge la definición del Diccionario de la Lengua 
Española), ha permitido significar esta etapa inicial en clave de período vital 
para el crecimiento. Un buen comienzo sienta las bases para sólidos apren-
dizajes y el desarrollo integral, siendo necesario para ello el reconocimiento 
de los derechos humanos de niñas y niños, entre ellos el derecho a la educa-
ción. Derechos que deben concebirse en su dinamismo generacional y en su 
carácter universal, indivisible e interdependiente (Pérez Luño, 1998). En esta 
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orientación, la infancia ya no puede quedar reducida a un periodo de espera, 
de preparación para las cosas importantes de la vida que depara el futuro, 
sobre todo de la mano de las personas adultas, sino que debe ser proyectada 
como un periodo de explosión del conocimiento y las habilidades que todas 
las niñas y todos los niños llevan dentro (Tonucci, 2019). La trascendencia 
de comprender la infancia como una etapa vital, no concebida como espera 
sino como espacio temporal donde se empieza a construir la biografía de 
cada niña y de cada niño, ya había sido explicitada en la primera parte del 
siglo veinte por las propuestas pedagógicas para una educación nueva. La 
infancia era concebida como la edad por excelencia, el primer grado del 
desarrollo del ser humano y la edad más apropiada para la educación por 
su plasticidad (Luzuriaga, 1960). 

De especial relevancia en el reconocimiento de la infancia son las apor-
taciones del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas. En la 
Observación General Núm. 7 de 2005, se establece que la primera infancia 
es un período esencial para la realización de los derechos de niñas y niños, 
y que este período de crecimiento y desarrollo es la base de su salud física y 
mental, de su seguridad emocional, de su identidad cultural y personal y del 
desarrollo de sus competencias. La Observación también se expresa respecto 
a las funciones parentales, indicando que la crianza y desarrollo es una res-
ponsabilidad compartida en igualdad. Apremia a los Estados a garantizar el 
apoyo necesario para el buen desarrollo de las funciones de las familias, y se 
propone la implementación de estrategias basadas en derechos, coordinadas 
y multisectoriales, a fin de velar por el interés superior de niñas y niños.

En el camino recorrido en la visibilidad y la presencia de la infancia y 
de sus derechos humanos en las agendas internacionales, es fundamental la 
aprobación el 20 de noviembre de 1989, de la Convención de los Derechos 
de niñas y niños, mencionada anteriormente, que continúa vigente en la ac-
tualidad. Los 54 artículos de la Convención 1989 se fundamentan en cuatro 
principios esenciales en la infancia: 1) No discriminación, todas las niñas y 
todos los niños tienen los mismos derechos, es decir, son iguales en derechos; 
2) Interés superior de la niña y del niño ante cualquier decisión, ley o política 
que les pueda afectar; 3) Derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo 
de todas las niñas y todos los niños para alcanzar su máximo potencial en la 
vida; 4) Participación infantil, niñas y niños tienen derecho a ser parte, ser 
voz escuchada en situaciones que les afectan y sus opiniones deben tenerse en 
cuenta. La Convención 1989 sitúa a niñas y a niños como sujetos de derechos 
al reconocer su agencia, pero sin olvidar que también deben ser objeto de 
protección. De interés especial en este texto, es el artículo 18 sobre las fun-
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ciones de las familias, que deben contar con el apoyo de los Estados para su 
desempeño, para un ejercicio responsable que garantice una buena crianza.

Lo dispuesto en la Convención 1989 no puede ser entendido como una 
simple declaración formal de intenciones, sino que exige que las políticas 
públicas sean definidas, como se ha indicado, en clave de infancia. Políticas 
con entidad propia que incorporan la perspectiva de familia con el fin de 
atender el interés superior y garantizar los derechos de niñas y niños. Por 
una parte, estos derechos, delimitados como valores o ideales éticos a los 
que aspirar, deben traducirse materialmente. Por otra parte, no hay que 
entenderlos desde intereses particulares, pues los derechos humanos son 
universales; aluden a necesidades básicas de los seres humanos; y tienen 
que ver con intereses generales y no con un interés estrictamente particular 
o particularizado (Rodríguez Palop, 2011). Es en esta orientación que la in-
fancia, período vital donde todo empieza, requiere de un inicio de protección 
y garantía de derechos. Un comienzo libre de desigualdades que generan 
necesidades, y que privan de bienes básicos e imprescindibles para aprender, 
para desarrollarse, para crecer. Las necesidades no pueden ser consideradas 
como hechos circunstanciales o situaciones temporales que solo precisan 
de políticas compensatorias puntuales. Las necesidades refieren a factores 
que forman parte del ser humano y son fundamentales para su desarrollo, 
y su reconocimiento es imprescindible en políticas públicas orientadas a la 
justicia material (Añón, 1994). 

3. POLÍTICAS SENSIBLES A LAS DESIGUALDADES 

La encuesta 2025 de Oxfam Intermón sobre desigualdades múltiples en 
España muestra las percepciones de injusticia ante el aumento de desigual-
dades globales en todos los ámbitos. La ciudadanía muestra preocupación 
intensa ante los conflictos armados, las violaciones de derechos humanos, 
la persistencia de la pobreza y las dificultades para acceder a una vivienda 
digna. En el contexto español, se manifiesta la percepción de la existencia de 
brechas profundas en las oportunidades de progreso, así como un descenso 
de la confianza en la posibilidad de movilidad social que encuentra barreras 
en el origen, etnia y grupo social. La población encuestada también expresa 
que las desigualdades pueden revertirse mediante políticas públicas que fo-
menten estrategias para combatirlas como por ejemplo el garantizar el acceso 
a una vivienda digna; elevar los ingresos y fomentar empleos de calidad; y 
el acceso a una sanidad y a una educación públicas universales de calidad. 



Universalizar la educación desde el inicio. Políticas de infancia en una perspectiva de familia 99

La comprensión contextualizada de las realidades familiares es necesaria 
para definir políticas públicas que incorporen la perspectiva de familia, así 
como el reconocimiento de la infancia. Es en esta orientación que no pueden 
minimizarse las percepciones de la ciudadanía sobre las desigualdades, ni 
considerar que son abstracciones y no vivencias que se materializan en el co-
tidiano, impactan en la infancia, y obstaculizan los derechos de niñas y niños. 
Pero junto a la consideración de las percepciones, es necesario identificar 
evidencias, es decir, la estructura social (instituciones, reglas, recursos…) que 
atribuye condiciones de vida desiguales a las personas en lugares y tiempos 
determinados (Adelantado, 2000). La estructura social es generadora de ejes 
de desigualdad como lo son, entre otros, género, edad, diversidad funcio-
nal, clase social, origen-etnia-cultura, lengua, salud, físico-canon estético... 
Estos rasgos diferenciales de las personas, que son objeto de desigualdades 
desde la primera infancia, requieren abordarse en cada contexto de manera 
situada e interrelacionada. Para ello es requisito un cambio en el enfoque 
de las políticas que consideren, por una parte, que las desigualdades son 
objeto de transmisión intergeneracional. Por otra, que es necesario cambiar 
el enfoque monofocal como respuesta a las desigualdades, por un enfoque 
holístico interseccional.

En la línea de lo expuesto hay que comprender que para atender las des-
igualdades el foco no puede situarse exclusivamente en las personas adultas 
afectadas. En los contextos familiares, las desigualdades adultas son vividas 
por niñas y niños, condicionan sus infancias, las ponen en peligro, e inclu-
so las niegan. La edad se configura como eje de desigualdad significativo. 
Ejemplo es el empobrecimiento de las familias que no puede disociarse de 
la pobreza infantil. El informe de 2025 de UNICEF El beneficio de hacer: 
el impacto de políticas concretas para revertir la pobreza infantil en España 
señala, entre otros datos, que un 29,2% de niños, niñas y adolescentes en 
España está en situación de pobreza monetaria (su hogar ingresa menos del 
60% de la mediana de ingresos). La viabilidad presupuestaria se expone como 
justificación de la limitación en inversión de políticas de infancia, pero nada 
justifica no atender la pobreza infantil. Los resultados del informe indican 
que desplazar este grave problema de las políticas presupuestarias es una 
vulneración de derechos y supone un coste del 5% del PIB para la sociedad 
española. Atendiendo a estos datos, UNICEF España recomienda medidas 
básicas para que las políticas públicas consideren la multidimensionalidad 
de la pobreza. Se propone el apoyo a la infancia mediante una Prestación 
Universal por Crianza; la complementariedad a la prestación universal con 
ayudas focalizadas, como por ejemplo prestaciones no contributivas a las 
familias vulnerables; el aumento de la intensidad laboral y la reducción de 
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la parcialidad, al mismo tiempo que se garantiza la conciliación; reforzar el 
acceso a los servicios esenciales como vivienda digna. Junto a las anteriores 
medidas, UNICEF insta a implementar la Recomendación (UE) 2021/1004 
del Consejo de 14 de junio de 2021 por el que se establece una Garantía Infantil 
Europea. Esta recomendación realiza propuestas para prevenir y combatir la 
pobreza infantil, romper su ciclo de transmisión intergeneracional, y fomen-
tar la igualdad de oportunidades equivalentes. La finalidad es garantizar, a 
niñas y a niños en riesgo de pobreza y exclusión social, el acceso efectivo y 
gratuito al conjunto de servicios básicos que incluyen educación y cuidado 
infantil, asistencia sanitaria, actividades extraescolares, vivienda adecuada, 
alimentación diaria saludable. Asegurar los servicios para un buen creci-
miento es requisito para romper el ciclo hereditario de las desigualdades.

Para implementar las medidas anteriores los enfoques monofocales que 
se centran en solo un eje de desigualdad, sin reconocer otros con los que se 
cruza y relaciona, no son efectivos. El enfoque interseccional es necesario en 
el abordaje de las desigualdades. Surge de estudios que en los años ochenta 
del siglo veinte pusieron el acento en las experiencias de discriminación 
que vivían las mujeres negras, al estar atravesadas simultáneamente por el 
racismo y el sexismo (Crenshaw, 1989). En ningún caso hay que invisibilizar 
la diferencia sexual, pues el sexo es el primer rasgo que se anuncia al nacer 
y, al asignarle un género, condiciona la historia de cada ser humano. Nadie 
nace neutro (Rivera Garreta, 2005). Como han demostrado los estudios que 
el sexo interacciona con otros rasgos que causan desigualdad. Desde la inter-
seccionalidad se entiende que todos los ejes de desigualdad se han de tener 
en cuenta, porque todos configuran la experiencia singular de cada persona, 
aunque la forma e intensidad de su materialización puede ser diferente según 
el contexto, lugar y tiempo. 

El Informe El Estado de la Pobreza 2025 en el contexto español, publicado 
por la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social, evidencia 
que la tasa de pobreza entre las mujeres es más elevada que entre los hom-
bres. Se aprecia una brecha de género de carácter estructural al prevalecer 
en las mujeres empleos más precarizados, peor remunerados, además de la 
perpetuación de los cuidados no retribuidos. La feminización de la pobreza 
persiste, siendo más grave en familias monoparentales (hogares en su mayoría 
sostenidos por mujeres). Sin embargo, también se evidencia que la pobreza 
infantil es mayor en hogares con personas adultas migrantes: un 40% de niñas 
y niños en pobreza relativa con una persona adulta migrante, aumentando al 
50% cuando ambos progenitores lo son. Atender a la justicia económica, como 
respuesta a la pobreza infantil, es reto de las políticas públicas. 
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En la línea de lo expuesto en la proyección de estas políticas ya no son 
suficientes los enfoques monofocales o diferenciales que se centran solo en un 
eje de desigualdad. Se requiere adoptar un enfoque interseccional que reco-
noce que todas las personas están situadas en todos los ejes de desigualdad, 
ninguna está exenta. En conexión con la interseccionalidad, una mirada más 
holista permite no separar las realidades de las familias de las realidades que 
viven las niñas y los niños que forman parte de una unidad familiar. 

4. POLÍTICAS QUE GARANTIZAN DERECHOS Y LA UNIVERSALIDAD 
DE LA EDUCACIÓN

La DUDH 1948 establece los derechos humanos que deben protegerse 
en el mundo, incluyendo los de primera generación –derechos civiles y 
políticos– y los de segunda generación –derechos sociales, económicos y 
culturales– (Pérez Luño, 2006). En su artículo 26 declara que toda persona 
tiene derecho a la educación, y que esta tendrá por objeto el pleno desarrollo 
de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales. Por su parte la Convención 1989, 
en su artículo 28, expone que los Estados deberán reconocer el derecho a la 
educación en condiciones de igualdad. Sin embargo, a nivel global, una de 
las consecuencias más graves de las cíclicas crisis de diferente índole es la 
precarización de la educación. La fragilización del derecho a la educación 
va acompañada del debilitamiento del conjunto de derechos, poniendo en 
riesgo la vivencia de la infancia. 

Declarar internacionalmente la educación como derecho humano ha con-
tribuido a su presencia en las agendas internacionales. Ejemplos son la Agen-
da 2015 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y la vigente Agenda 2030 de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible, cuyo Objetivo 4 (ODS 4) proyecta una 
educación de calidad, equitativa e inclusiva. El contenido y las metas del ODS 
4 se inspira en la Declaración de Incheon, adoptada en 2015, que afirma que 
la educación es un derecho humano fundamental y un derecho habilitador 
que favorece el desarrollo pleno de la personalidad humana y promueve el 
entendimiento mutuo y la paz. Como derecho humano, la educación es un 
bien común de la sociedad al que no se puede renunciar desde el momento 
de nacer y a lo largo de la vida pues es condición para que nadie quede atrás.

Incorporar el enfoque de derechos humanos en las políticas públicas de 
infancia exige reconocer el carácter de universalidad de todos los derechos, 
también del derecho a la educación. En coherencia con este enfoque de dere-
chos, el Informe de Save the Children de 2019 Donde todo empieza. Educación 
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infantil de 0 a 3 años para igualar oportunidades, orienta respecto a políticas 
que garanticen una educación infantil universal, pues es desde el inicio que 
se establecen las bases para igualar oportunidades. Siguiendo las directrices 
internacionales, se propone aunar educación y cuidado temprano a través de 
servicios y programas de y para la infancia para potenciar el desarrollo de 
habilidades cognitivas y socioemocionales; promover un mayor bienestar y 
salud integral; favorecer mejores trayectorias escolares, el desempeño aca-
démico y el éxito educativo; y reducir el riesgo de abandono prematuro que 
influye en la inserción laboral futura. Los resultados del informe evidencian 
que la inversión en atención y educación a la infancia sienta las bases del 
desarrollo y aprendizaje a lo largo de la vida; actúa de manera preventiva; y 
reduce las desigualdades educativas por origen social, proporcionando un 
entorno estimulante que substituye, en parte, su carencia en hogares más 
desfavorecidos. A largo plazo, resulta la inversión social más rentable. Su-
pone un ahorro en repeticiones de curso y refuerzos educativos, y sus costes 
son devueltos a la sociedad en beneficios sociales y también económicos, 
pues una mayor formación ofrece mejores opciones laborales y productivas. 
Se señala también que garantizar el acceso a servicios de cuidado infantil 
formal, regulados por las administraciones públicas, favorece la conciliación 
familiar, aumenta el empleo de las mujeres, reduce el riesgo de pobreza y 
fomenta la natalidad.

En el caso de España, la educación infantil de 0 a 6 años (primer ciclo 
0-3 y segundo ciclo 3-6) forma parte del sistema educativo, pero no está 
legislada como obligatoria. Aunque queda sujeta a la voluntariedad de los 
gobiernos y de las familias, las políticas públicas en el ámbito de la educa-
ción han consolidado el segundo ciclo (3-6) como gratuito y universal. Ello 
es positivo, pero queda aún pendiente garantizarla en el primer ciclo (0-3) 
para que la educación infantil sea asequible y accesible para todas las niñas 
y los niños, es decir, esté disponible desde las primeras edades con medidas 
de acción positiva para aquellos grupos que se encuentran en una situación 
de riesgo y vulnerabilidad. También hay que garantizar que las estrategias 
políticas que se implementen promuevan una educación aceptable, enten-
diendo que deberá ser de calidad tanto en sus infraestructuras, como en los 
materiales y otros recursos, así como en la formación de educadoras y edu-
cadores responsables, en sus estructuras organizativas y de gestión y en el 
clima relacional y de convivencia. Todo ello sin olvidar atender el principio 
de adaptabilidad, que exige una educación flexible y diversa que se aleja de 
formulismos uniformes y acompaña las biografías singulares de cada niña y 
de cada niño (Carrillo Flores, 2017).
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En este apartado es necesario mencionar el Informe Mundial sobre 
Atención y Educación de la Primera Infancia El derecho a una base sólida 
(UNESCO-UNICEF, 2025). Este informe responde al compromiso de la De-
claración de Tashkent y de los Compromisos de Acción para Transformar la 
Atención y Educación en la Primera Infancia (declaración adoptada el 16 de 
noviembre de 2022 en el marco de la Conferencia Mundial de la UNESCO 
sobre Atención y Educación de la Primera Infancia). El contenido del informe 
corrobora lo ya expuesto y señala los aspectos que hay que corregir, como 
son el hecho que los servicios de atención y educación a la primera infan-
cia están excesivamente fragmentados; la carencia de datos normalizados 
y contextualizados sobre su presencia y calidad; la falta de profesionales y 
de formación pedagógica de las y los profesionales; y una financiación muy 
baja, por lo que se necesitan mayores inversiones. Junto a ello expone que 
existen evidencias científicas de sus beneficios que justifican una inversión 
suficiente que permita garantizar el derecho a la atención temprana, ofre-
ciendo igualdad de oportunidades para el crecimiento y el éxito a lo largo 
de la vida. Aspecto relevante es la afirmación que las políticas favorables a 
la familia con programas de crianza mejoran el compromiso y bienestar de 
madres y padres. 

En el informe, en la línea de los anteriores, se ofrecen recomendaciones 
a los gobiernos y a la comunidad internacional para garantizar el derecho de 
niñas y de niños a una educación temprana que favorezca el desarrollo de una 
base sólida. Dichas recomendaciones urgen a actuar atendiendo a un conjun-
to de prioridades que incluyen a diferentes grupos y ámbitos de intervención. 
Por una parte, la infancia como grupo con características propias, debiendo 
asegurar una buena base, y estableciendo como prioridad el promover y ex-
tender el acceso a una atención y educación de buena calidad que prepara 
para aprendizajes básicos, con especial atención a las situaciones de mayor 
vulnerabilidad. Por otra parte, el grupo de padres y madres, y otras personas 
cuidadoras, como agentes de socialización que requieren de apoyo para el 
desarrollo de sus funciones. Hay que favorecer un entorno familiar positivo 
que ofrezca seguridad emocional, afecto y relaciones estables y atentas en un 
ecosistema más amplio que incluye escuelas y otros servicios para la infancia. 
A los dos grupos anteriores, hay que añadir el grupo de profesionales de la 
educación. Es necesaria la valoración de la profesión docente y la inversión 
en programas de formación que capaciten para crear entornos seguros, 
sanos y estimulantes. Ampliar el derecho a la educación desde las primeras 
edades, es decir, establecer como derecho legal la atención y la educación a 
la primera infancia, es un mecanismo que obliga a los Estados a garantizar 
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no solo el acceso a los servicios sino la buena calidad de sus infraestructuras 
y de la formación de profesionales.

Las recomendaciones expuestas no son posibles sin un compromiso firme 
en inversiones presupuestarias que permitan dar cumplimiento a las prio-
ridades señaladas, así como el apoyo a investigaciones sobre infancia que 
aporten conocimientos científicos útiles para políticas públicas más eficaces 
y adecuadas. Según el informe, invertir en datos, en particular los relativos 
al período 0-3 años, va a permitir comprender mejor los grupos de edad, la 
realidad de sus vivencias y los retos que deben afrontarse. El déficit de finan-
ciación en estudios y en el ecosistema de atención y educación de la primera 
infancia requiere aumentar y diversificar las inversiones. Es decir, hay que 
aumentar el gasto público y, al mismo tiempo, mejorar la coordinación de los 
esfuerzos y las colaboraciones internacionales para hacer frente a las crisis 
persistentes y las nuevas que afectan a la atención y la educación de la infan-
cia. La primera Relatora Especial sobre el Derecho a la Educación, Katarina 
Tomasevski (que desempeñó su mandato de 1998 a 2004), denunció que el 
principal obstáculo al derecho a la educación es su coste, observándose una 
baja inversión en políticas educativas, así como una progresiva substitución 
de la expresión derecho a la educación por acceso a la enseñanza básica 
obligatoria. Para la relatora, el derecho a la educación opera multiplicador. 
Cuando se invierte y se garantiza todos los otros derechos humanos se ven 
beneficiados. Pero cuando se niega, los otros derechos peligran y se anula 
su disfrute (Tomasevski, 2004). 

Señalar, por su interés y relevancia en materia del derecho a la educación 
universal, el informe de 2022, de la Relatora Especial Farida Shaheed. El 
contenido del informe se centra en la atención y la educación de la primera 
infancia y en el análisis del conjunto de servicios que reciben niñas y niños 
desde el nacimiento hasta que comienzan la educación primaria. Entre las 
recomendaciones, se exhorta a los Estados, y a las partes interesadas, a re-
conocer y adoptar una perspectiva basada en los derechos humanos con la 
finalidad de considerar las necesidades multisectoriales de niñas y niños y 
de las cuidadoras y cuidadores. Necesidades que precisan velar, desde las 
primeras edades, por la buena salud y la nutrición adecuadas, la educación a 
través del juego, el aprendizaje conductual y la interacción social que aporta 
diferentes beneficios. Entre las prioridades, se señalan las educacionales, 
pues se mejora el aprendizaje futuro; las sociales y culturales, que favorecen 
la inclusión social; y las económicas y de desarrollo, dado que se contribuye 
a mejorar los ingresos a lo largo de la vida. Invertir en estas prioridades 
aporta beneficios que son necesarios para todas las niñas y todos los niños, 
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y de manera específica para quienes están en situaciones de vulnerabilidad 
y dificultades adicionales en sus infancias. 

Lo expuesto lleva a afirmar que adoptar el enfoque de derechos requiere 
contemplar la diversidad de infancias y las desigualdades en las vivencias 
de la infancia. Ello exige evitar concebir a niñas y niños como un grupo 
vulnerable ya determinado, etiquetado, al que solo son aplicables medidas 
puntuales de asistencia, sin considerar las estructuras sociales y los ejes de 
desigualdad que atraviesan sus vidas, como ya se ha indicado anteriormen-
te. La vulnerabilidad no puede entenderse como un estado ontológico, es 
decir, una cualidad esencial, inherente, permanente y general. Esta con-
ceptualización omite la estructura relacional y situacional del término. Hay 
que entender que la vulnerabilidad es situacionalmente construida, pues se 
produce a través de una relación dialéctica entre una persona, un contexto 
específico y una amenaza potencial. Nadie es vulnerable en abstracto, ni la 
vulnerabilidad es una etiqueta absoluta, sino que se gesta en las relaciones 
específicas frente a amenazas concretas (Rey Marcos, 2026). Comprender la 
producción social, relacional, de la vulnerabilidad, es necesario para diseñar 
políticas públicas que se substraigan de concepciones estereotipadas limi-
tantes. Hay que entender que la vulnerabilidad nace en la interacción entre 
riesgos estructurales, el acceso a los recursos y las capacidades desiguales de 
las personas para afrontarlos (Castel, 1997; Chambers, 2006). Al producirse 
en el período de la infancia, la vulnerabilidad aumenta el riesgo de exclusión 
educativa y social, obstaculizando las oportunidades para el aprendizaje y 
el desarrollo plenos. Es, en este sentido, que se afirma que el ascensor social 
empieza en la escuela infantil, no siendo suficiente con ampliar la oferta 
dotando de más servicios. Si la educación es derecho humano, es necesario 
legislar una educación infantil universal que no solo corrige sesgos, sino que 
es de calidad, y lo es de manera global en términos de equidad e inclusión.

5. PRINCIPIOS PARA POLÍTICAS PÚBLICAS DE INFANCIA EN 
PERSPECTIVA DE FAMILIA

En este último apartado se presentan principios orientadores para polí-
ticas públicas de infancia que incorporan la perspectiva de familia. La fina-
lidad es ofrecer un marco estratégico que permita a gobiernos, instituciones 
y agentes comunitarios proteger y proyectar el bienestar y el pleno ejercicio 
de los derechos de niñas y niños desde la primera infancia. Garantizar el de-
recho a la atención y a la educación en la infancia no solo es necesario, sino 
urgente, tal y como señalan los organismos internacionales y nacionales en 
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sus informes. Un buen inicio requiere ofrecer cuidados afectivos y efectivos 
sensibles a las realidades diferenciales y a vivencias desiguales de la infan-
cia. Las acciones situadas brindan un buen comienzo y una base sólida que 
garantiza oportunidades equivalentes para que niñas y niños desarrollen 
todo su potencial y nadie sea objeto de exclusión ni se quede atrás. En esta 
orientación, se destacan cinco principios orientadores de las políticas públi-
cas de infancia que incorporan la perspectiva de familia. 

Primero. Perspectiva de familia en las políticas de infancia

Las políticas públicas no pueden abordarse de forma fragmentada. La 
perspectiva de familia, que reconoce la diversidad de estructuras familiares 
con trayectorias desiguales contextualizadas, debe integrarse en las políticas 
de infancia, dado que las condiciones de las personas adultas repercuten 
directamente en las vivencias de niñas y niños. Esta perspectiva obliga a 
incorporar medidas para la protección social y el apoyo a la parentalidad 
positiva como pilares del desarrollo infantil. Además, exige comprender que 
la familia no es una unidad aislada, sino parte de un sistema de influencias 
que las políticas públicas deben considerar con el fin de conformar redes de 
apoyo de atención y educación. La corresponsabilidad entre instituciones 
educativas, sociales, sanitarias, culturales…, es esencial para atender las 
necesidades multisectoriales de niñas y de niños garantizando el derecho a 
vivir la infancia.

Segundo. Centralidad de la infancia y enfoque de derechos

Las políticas públicas deben reconocer la infancia como un período vital 
único, caracterizado por una plasticidad decisiva para el desarrollo integral. 
Garantizar y proteger los derechos humanos de niñas y niños es condición 
para no obstaculizar su aprendizaje y crecimiento, tanto en el entorno fami-
liar como en otros entornos de socialización. Este reconocimiento implica 
no minimizar ni invisibilizar la infancia, sino trasladarla de los márgenes al 
centro de las agendas políticas, dotándola de una entidad propia, y situando 
el interés superior de niñas y niños como criterio rector. El enfoque de de-
rechos exige que las políticas reconozcan infancia y derechos, pero también 
la agencia de niñas y niños. Las medidas de apoyo a las familias deberán, 
por tanto, velar porque estas ejerzan sus funciones garantizando protección 
y, al mismo tiempo, la participación de niñas y niños en las decisiones que 
les afectan. 

Tercero. Enfoque que aúne equidad e interseccionalidad

El diseño de políticas públicas debe partir del reconocimiento de los 
múltiples ejes de desigualdad y situaciones de vulnerabilidad que se pue-
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den experimentar desde la primera infancia en los contextos familiares. La 
vulnerabilidad no puede ser concebida como atributo esencial de niñas y 
niños, o de sus familias, sino como una condición socialmente producida 
por la interacción entre riesgos estructurales, acceso desigual a recursos 
y capacidades para afrontarlos. En esta orientación se precisa un cambio 
de concepciones que permita eliminar las categorías estigmatizantes y, al 
mismo tiempo, posibilite diseñar respuestas a las desigualdades que no sean 
monofocales ni uniformes. En políticas públicas hay que adoptar un enfo-
que holista, que concilie redistribución y reconocimiento de diversidad de 
familias y diversidad de infancias. Un enfoque que, además, incorpore una 
mirada interseccional para comprender la inter-relación compleja de las 
desigualdades. El enfoque holista interseccional es necesario para el esta-
blecimiento de medidas que garanticen de manera plena la traducción de la 
justicia formal en justicia material. 

Cuarto. Universalidad de la atención y educación en la infancia en un 
ecosistema integrado 

El derecho a la educación en su carácter universal, indivisible e inter-
dependiente es derecho a la atención y a la educación infantil, debiendo las 
políticas públicas ser garantes de la asequibilidad, accesibilidad, aceptabili-
dad y adaptabilidad de los servicios para la infancia. Un derecho humano no 
puede ser concebido como una opción dependiente de la voluntad política 
o de la capacidad económica de las familias. Su provisión debe basarse en 
la calidad pedagógica, la formación docente y la adecuación de infraestruc-
turas. Además, las políticas públicas deben superar un modelo centrado 
exclusivamente en la escuela, para construir redes de atención y educación 
infantil comunitarias. La inversión en la creación de entornos protectores, 
seguros y estimulantes que articulen educación formal, no formal e informal, 
protege y garantiza derechos; al mismo tiempo fortalece la cohesión social 
y la inclusión desde las primeras edades.

Quinto. Conocimiento riguroso para políticas de infancia sostenibles 

La formulación de políticas públicas debe apoyarse en investigaciones 
específicas sobre infancia, evaluaciones sistemáticas y datos desagregados. 
Un conocimiento riguroso permite definir políticas públicas de infancia 
fundamentadas, estables, y protegidas frente a los vaivenes de las crisis. Las 
respuestas puntuales de carácter asistencial o compensatorio dirigidas a las 
familias y a sus hijas e hijos son necesarias ante determinadas urgencias y 
circunstancias, pero no pueden ser contenido único de las políticas dado que 
son parciales y no garantizan de manera permanente derechos universales. 
Hay que asegurar la sostenibilidad de las políticas públicas de infancia conso-



ISABEL CARRILLO FLORES108

lidando su presencia en los presupuestos. La inversión en educación infantil, 
salud, vivienda y servicios esenciales es una obligación ética y jurídica, no un 
gasto discrecional. Se trata de blindar la inversión en infancia, y en el apoyo 
a las familias, asegurando su ejecución real y su permanencia en el tiempo.
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1. INTRODUCCIÓN

La adolescencia es un período de pleno desarrollo físico, psicológico y 
social (Patton & Viner, 2007). Durante esta etapa, se establecen hábitos ali-
mentarios que pueden persistir hasta la edad adulta (Sawyer et al., 2012) e 
influir en la salud a largo plazo (Lattimore & Halford, 2003).

Instituciones sanitarias, como la Organización Mundial de la Salud 
(OMS), recomiendan dietas ricas en frutas, verduras, legumbres y cereales 
integrales, a la vez que limitan las grasas saturadas, los azúcares y la sal 
(WHO, 2024). Sin embargo, la adopción de patrones alimentarios poco sa-
ludables en la adolescencia aumenta el riesgo de sobrepeso, obesidad y otras 
enfermedades crónicas como la diabetes tipo 2 y la hipertensión (Mayne, 
Virudachalam & Fiks, 2020). Esta tendencia es particularmente pronunciada 
entre las personas adolescentes de bajo nivel socioeconómico (Miqueleiz et 
al., 2014).

En la literatura científica, los progenitores se constituyen como una de 
las mayores influencias en los comportamientos alimentarios de las personas 
adolescentes (Rathi, Riddell, & Worsley, 2016). Los progenitores se erigen en 
modelos a seguir y en promotores de una alimentación saludable, brindando, 
por ejemplo, información y consejos sobre la elección de alimentos (Gunther 



JESÚS RIVERA NAVARRO, IGNACIO DE LOYOLA GONZÁLEZ SALGADO Y ÁNGEL MARTÍN GÓMEZ112

et al., 2019; Park et al., 2014). Frecuentemente, ellos son los que eligen y pre-
paran los alimentos para las personas adolescentes (Wrottesley et al., 2021), 
siendo la comida casera un facilitador de la alimentación saludable (Islam et 
al., 2019). Además, se ha demostrado que las comidas familiares en el hogar 
pueden promover hábitos saludables, ya que ayudan a establecer rutinas, 
oportunidades de comunicación y conexión (Buru et al., 2021). 

Sin embargo, los progenitores también pueden actuar como influencias 
negativas si se producen acciones que dan lugar a la indulgencia parental, a 
saber: no tener reglas respecto a la alimentación, evitar hablar sobre temas 
relacionados con la salud, tener alta permisividad con los alimentos inge-
ridos y dar dinero para que las personas adolescentes coman fuera de casa 
(Rodríguez-Pérez et al., 2019). Además, algunos progenitores suelen comprar 
alimentos no saludables para complacer a sus hijos/as (Watts et al., 2015). 
Por último, la ausencia de supervisión parental durante las comidas también 
puede ser una barrera para la alimentación saludable (Seabi et al., 2021).

A pesar de que la familia es un factor fundamental en la alimentación de 
las personas adolescentes, las políticas sociales también pueden contribuir a 
facilitar a las familias que sus adolescentes puedan comer saludable, de esta 
forma, hay estudios que indican que centrarse solo en los comportamientos 
individuales o familiares no sirve de mucho sino se incide también en el en-
torno y en las condiciones en las que las personas viven y toman decisiones. 
Es decir, se deben estructurar los vecindarios, los hogares y los entornos 
institucionales para que los comportamientos saludables, incluyendo la ali-
mentación sigan las recomendaciones establecidas (Story et al., 2008).

En este trabajo, vamos a proponer líneas concretas en las políticas educa-
tivas para intentar paliar las diferencias estructurales de clase en la influencia 
familiar sobre las personas adolescentes, con relación a la alimentación, 
ya que no existen propuestas generales, que no sean parciales y se ciñan a 
localidades o colegios concretos. Se trata de orientar la influencia de las fa-
milias en el comportamiento alimentario de las personas adolescentes para 
que este sea positivo.

2. OBJETIVOS

Objetivo principal

Estudiar la influencia del entorno familiar en la alimentación de las 
personas adolescentes, teniendo en cuenta áreas de diferentes niveles so-
cioeconómicos.
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Objetivos secundarios

Articular diferentes mecanismos desde las políticas educativas para pro-
mover influencias positivas del entorno familiar sobre la alimentación de las 
personas adolescentes.

Proponer estrategias para reducir las diferencias sociales con relación a 
los hábitos alimentarios en el entorno familiar.

3. MARCO TEÓRICO

Los marcos teóricos que guían este proyecto incluyen el marco ecológico 
de Rasmussen (Rasmussen et al., 2006), el modelo de Angelo y la tipología 
de entornos propuesta por Swinburn, Egger y Raza (1999). Estos marcos 
conceptuales abarcan cuatro dimensiones relevantes –cultural, física, social 
e individual– que influyen en la dieta.

4. METODOLOGÍA

El trabajo, que presentamos en este libro, se basa en un estudio de caso 
cualitativo, que sigue el paradigma interpretativo/constructivista para buscar 
múltiples perspectivas. El proyecto, que ampara el estudio, fue financiado 
por el Ministerio de Ciencia e Innovación de España en 2021 y se llevó a 
cabo en Madrid y Bilbao hasta 2024. Elegimos estas dos ciudades porque 
implicaban dos dinámicas diferenciadas: Madrid podría representar una gran 
ciudad europea y Bilbao una ciudad de tamaño medio. Estas ciudades eran 
conocidas por el grupo de investigación y los miembros del proyecto habían 
realizado investigaciones cualitativas relacionadas con la desigualdad en 
salud (Gravina et al., 2021; Rivera-Navarro et al., 2019). Una de estas inves-
tigaciones utilizó criterios muy similares de selección de barrios a los de la 
investigación que se presenta en estas páginas (Rivera-Navarro et al., 2019).

4.1. Selección de barrios

Madrid, un municipio con una población de poco más de tres millones 
de habitantes, está organizado administrativamente en 21 distritos y 131 
barrios. Bilbao, con una población censada de casi 350.000 habitantes, está 
organizado administrativamente en ocho distritos y 40 barrios. Para mues-
trear los barrios, seguimos varios pasos:
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1. Clasificación de todos los barrios de Madrid (n = 131) y Bilbao (n = 
40) según su nivel socioeconómico (NSE). Se utilizaron indicadores 
relacionados con el desempleo o el nivel educativo. Estos datos los 
extrajimos de las páginas web de los ayuntamientos de Madrid y 
Bilbao. 

2. Construcción de un índice. Estandarizamos cada indicador median-
te puntuaciones Z, lo que permitió comparar datos con diferentes 
unidades de medida o escalas, y realizamos una suma lineal no 
ponderada para obtener una puntuación para cada barrio. A conti-
nuación, estratificamos los barrios de Madrid y Bilbao en terciles. 
El primer tercil incluye barrios con un NSE alto, el segundo tercil 
incluye barrios con un NSE medio y el tercero, barrios con un NSE 
bajo.

En primer lugar, preseleccionamos 13 barrios según su NSE en Madrid 
y 8 en Bilbao para asegurar la inclusión del máximo número posible de cen-
tros educativos. Esto se hizo para minimizar posibles sesgos de selección y 
rechazos a participar en el estudio (Perines, 2016). 

De los 13 barrios preseleccionados en Madrid, 5 fueron finalmente se-
leccionados para el estudio cualitativo: uno para el NSE bajo, 2 para el NSE 
medio y 2 para el NSE alto. De los 8 barrios preseleccionados en Bilbao, se 
escogieron 5 para este estudio de caso: 2 para el NSE bajo, 2 para el NSE 
medio y 1 para el NSE alto.

Los 5 barrios de ambas ciudades se eligieron debido a los centros de 
enseñanza secundaria que deseaban participar en el estudio (muestra de 
conveniencia), asegurando así la representación de todos los niveles socioe-
conómicos.

4.2. Selección de centros de enseñanza secundaria

Primero, seleccionamos al menos dos centros de enseñanza secundaria, 
por cada barrio para contactarlos, y luego incluimos a todos los centros 
dispuestos a participar en nuestro estudio. A continuación, una empresa de 
estudios sociológicos contactó con todos los centros seleccionados y explicó 
los objetivos y métodos del estudio a sus equipos directivos. Estos reclutaron 
participantes en los centros según los perfiles requeridos (por ejemplo, do-
centes o alumnado con determinadas características). Finalmente, incluimos 
12 centros de enseñanza secundaria (6 por ciudad).
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4.3. Técnicas de investigación

Se aplicaron, de forma combinada, entrevistas semiestructuradas (ES) 
y grupos de discusión (GD). Realizamos 12 ES con los equipos directivos 
de centros de enseñanza secundaria de escuelas (considerados informantes 
clave) entre abril y octubre de 2021. Entre abril de 2022 y diciembre de 
2023, realizamos 12 entrevistas con adolescentes –de 15 a 18 años– y 12 con 
progenitores, además de 24 grupos de discusión (seis con adolescentes, seis 
con progenitores y 12 con profesorado).

Tanto las ES como los GD con adolescentes se han diseñado según perfiles 
específicos determinados por los siguientes criterios: tipo de centro educativo 
(público o privado), sexo, edad, curso escolar, inmigración y grupo étnico. 
Los GD están compuestos por entre 5 y 8 participantes. 

Desarrollamos una guía común para las ES y el GD, con ligeras variacio-
nes según el colectivo con el que se trabajara (adolescentes, progenitores o 
docentes). La guía, de carácter semiestructurado, incluyó temas fijos como: 
datos sociodemográficos (edad, curso realizado; entorno familiar, composi-
ción familiar y nivel académico de los padres); características del barrio y 
el centro; hábitos alimentarios; influencia del grupo de iguales y de internet 
en la alimentación, etc.

4.4. Análisis de los discursos

Utilizaremos el análisis fenomenológico interpretativo (Gómez-Pérez 
et al., 2023) para analizar los discursos. En este análisis, damos prioridad 
a las experiencias de las personas que participaron en las ES y en los GD e 
integramos los resultados en categorías que nos facilitaron el análisis de los 
discursos. 

5. RESULTADOS

El análisis nos ha permitido construir tres categorías relacionadas con 
los entornos familiares y su influencia en el comportamiento alimentario de 
los adolescentes: 1) existencia de comidas y/o cenas familiares; 2) la impor-
tancia del desayuno; 3) socialización en el entorno familiar de buenas pautas 
alimentarias.
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5.1. La falta de protagonismo de comidas y/o cenas familiares

Los discursos recogidos muestran la existencia de una tendencia en los 
hogares de todos los NSE a que las familias no coman ni cenen juntos, como 
en el pasado, existiendo una individualización creciente. Sin embargo, esta 
dinámica tiene diferentes matices, según se produzca en un NSE o en otro, de 
esta forma, en el NSE bajo, el motivo de no compartir las comidas y las cenas 
en las familias se debe a la falta de tiempo de padres y madres, por sus horarios 
laborales; estas situaciones provocan que las personas adolescentes a veces 
tengan que comer y/o cenar solas, porque los progenitores salen muy temprano 
de casa a trabajar y, en algunas ocasiones, son los/as hermanos/as mayores los 
que se hacen cargo de todas las comidas en la casa, al menos los días de diario. 
En los NSE alto y medio, la disminución de las comidas familiares se debe a 
otros factores que no son económicos y que tienen que ver con la gestión de los 
horarios, la individualización (cada uno cena en su cuarto, viendo la televisión 
o el ordenador) y el cambio de las tradiciones y costumbres. 

Lo que comentaba antes G, que hay familias que tienen más de un trabajo 
R: claro porque no llegan con uno
B: tienen que trabajar en un sitio por la tarde y otro por la mañana y eso se 

traduce eso en que nuestros adolescentes están solos la mayor parte de...
M: algunas veces los mayores, eh, los, los hermanos mayores son los que se 

preocupan de, de pues cuidar, acompañar a...a los pequeños. De ir a buscarles 
al colegio e incluso llevarles. (Grupo de discusión, profesorado, NSE bajo, 
Madrid)

Y ya no suelen cenar con los padres, cosa que antes sí que pasaba.
¿No suelen cenar?
Los mayores no, o sea, yo te puedo hablar de la ESO.
Sí, eso es lo que nos interesa.
Pues no, muchos de ellos no cenan con los padres.
¿Y qué? ¿cenan solos?
Sí, es que algunas familias sí que cenan peor a mí me sorprende que se incre-

menta el que como cada uno quiere ver una cosa en la tele o tal, pues da igual, 
cenan a otra hora, viendo en su dispositivo su serie o su lo que sea… (Entrevista 
semiestructurada Informante clave, NSE medio, Madrid)

5.2. La supresión del desayuno

En todos los NSE, hay una tendencia en los hogares a suprimir el de-
sayuno, siendo uno de los caballos de batalla de los centros educativos, ya 
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que, en algunos casos, el profesorado y las direcciones de los centros han 
achacado bajo rendimiento y concentración por no ingerir alimentos por la 
mañana. Igual que sucedía en la anterior categoría, los factores por los que 
se producen la ausencia del desayuno están determinados por el NSE. En el 
caso del NSE bajo, la ausencia de los progenitores vuelve a ser el principal 
factor por el cual, las personas adolescentes van al colegio sin desayunar, 
es decir, la falta de supervisión tiene relación con las necesidades laborales 
de las personas adultas responsables del hogar. En el caso del NSE medio 
y alto, el factor principal es otro y es la dificultad organizativa para poder 
dedicar entre 20 y 30 minutos a desayunar lo que provoca que tampoco se 
desayune. Hemos encontrado factores indirectos a no desayunar, uno de ellos 
es el uso de las nuevas tecnologías (principalmente las redes sociales como 
Tik Tok) que quita horas de sueño al adolescente y hace que duerma poco. 
Otro factor, quizás menos señalado en los discursos recogidos, es la obsesión 
de las chicas por la belleza y la delgadez, y aunque no ha habido una alusión 
directa al desayuno en este sentido, sí, en ciertos discursos, se ha indicado 
una tendencia a comer menos, en general, por parte de las alumnas. 

y casi siempre es «no, no. Cené anoche pero hoy no he desayunado» «no me 
ha dado tiempo, no he podido, no he querido, no me entra». Digo, bueno, te lo 
llevas al camino si vienes andando, si no te ha dado tiempo para tomarte un...
pero, casi siempre, ¿qué preguntáis lo primero? 

M: muchas veces
1: yo creo que muchas veces porque papá o mamá o quien esté al cargo no 

está ahí, 
2: no están en casa (Grupo de discusión, profesorado, NSE bajo, Madrid)

K: desayunar no desayuna ninguno prácticamente 
O: suelen venir sin desayunar. A veces es porque los padres no están, porque 

se 
han tenido que ir a trabajar y otras por la mala organización de las prime-

ras horas del día, los chicos tienen sueño y prefieren dormir más (Grupo de 
discusión, profesorado, NSE medio, Bilbao)

5.3. Socialización en el entorno familiar de buenas pautas 
alimentarias

Igual que sucedía con las anteriores categorías, dependiendo del NSE, 
las pautas alimentarias con las que la población adolescente socializa son 
diferentes. En el NSE bajo, la ingesta de comida rápida y la ausencia de fruta 
y verduras en la dieta es evidente, mientras que, en el NSE medio y alto, hay 
una mayor presión para que exista un equilibrio en la alimentación. Estas 
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diferencias tienen que ver, por un lado, con la menor capacidad económica 
en el NSE bajo, que limita la diversidad dentro de la cesta de la compra y la 
falta de alimentos nutritivos y, por otro, por una información más distorsio-
nada respecto a la alimentación saludable, por ejemplo, la creencia de que 
antes de hacer deporte, hay que consumir bebidas energéticas. Sin embargo, 
debemos señalar que, a pesar de la existencia de buenas pautas alimenta-
rias en el NSE alto y medio, existen determinantes que pueden impedirlas, 
como, por ejemplo, el uso de las nuevas tecnologías (antes mencionadas) y 
su influencia o las adicciones a las bebidas energéticas. 

Pero, bueno, siempre intentamos que, por lo menos, haya dos o tres días de...
si no es por la comida, porque estamos en el cole, pues, un puré de verduras, 
pues, un pequeño bol con un purecito de verduras, o, pues, eso, yo que sé, un 
poquito de vainas, con patatas, ¿sabes? Entonces, siempre que haya verduras, 
que haya fruta y, luego, bueno, pues, que sea variada, pescado, que es mucho 
más complejo, eso, intentamos que sean dos días, al final suele ser uno, porque 
el pescado no… (Grupos de discusión, progenitores, NSE alto, Bilbao)

6. DISCUSIÓN

La influencia del ámbito familiar es clave para entender los compor-
tamientos alimentarios de las personas adolescentes. Sin embargo, dicha 
influencia viene atravesada por las diferencias socioeconómicas. De esta 
manera, la mayor o menor prevalencia de las comidas y/o cenas familiares 
viene determinado por la capacidad económica como así lo atestiguan dife-
rentes estudios (Skeer & Ballard, 2013), aunque también la tendencia a la 
individualización en la organización cotidiana de las familias sea otro factor 
en este sentido (Le Moal et al., 2021).

La supresión de los desayunos en las personas adolescentes es un tema 
recurrente en el ámbito educativo y en el que la familia tiene una gran in-
fluencia, atravesado también por el NSE. Igual que en nuestro estudio, la 
literatura indica que la supervisión que los progenitores ejercen sobre el 
desayuno de las personas adolescentes es fundamental (Pearson, Biddle & 
Gorely, 2009). En adicción, en el NSE bajo, la ausencia de los progenitores 
por necesidades laborales es el principal factor y en el NSE alto es la mala 
organización del tiempo (Van Kleef et al., 2016).

El aprendizaje de las buenas pautas alimentarias resulta también im-
portante en el comportamiento alimentario de las personas adolescentes, 
existiendo factores que tienen relación con la capacidad económica, las 
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expectativas positivas y la cultura alimentaria de las familias (Mackereth & 
Milner, 2007; Pedersen, Grønhøj & Thøgersen, 2015).

7. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Los entornos familiares son claves para que haya un comportamiento 
alimentario u otro en la población adolescente. Se han detectado tres deter-
minantes para que la influencia de dicho entorno conlleve una alimentación 
saludable, que están influidos, a su vez, por el NSE. La pervivencia de las 
comidas o cenas familiares, que se ven amenazadas, por un lado, por la ne-
cesidad de los progenitores de ausentarse de su domicilio en esas horas y, por 
otro, por la individualización que lleva a que las comidas no sean colectivas; 
la ausencia de los desayunos, también propiciados por dos factores, como 
son la no presencia de los progenitores y la mala organización del tiempo; 
y la socialización de las pautas de alimentación, influidas por capacidad 
económica, la información y las creencias culturales. 

Las políticas educativas deberían seguir concienciando a los hogares de 
la necesidad de comer, al menos una vez al día en familia, por la constatación 
de que esta dinámica ayuda a una alimentación más saludable y una mayor 
integración en la comunidad educativa de la población adolescente. Además, 
se debe seguir insistiendo en la necesidad de venir desayunado a los centros 
educativos, elaborando un plan de desayunos escolares para quienes vengan 
sin desayunar –en algunos casos ya se hace–. Por último, creemos que es 
relevante dar más importancia a los temas alimentarios, tanto a través de 
actividades académicas complementarias, como charlas, o salidas externas, 
como reforzando el contenido, en este sentido, de algunas asignaturas como 
Biología o Educación Física, en los que fácilmente podrían integrarse estos 
conocimientos. 
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INTRODUCCIÓN

El Estado del bienestar español se ha caracterizado tradicionalmente por 
lo que la literatura ha denominado “modelo familiarista”, en el cual la familia 
y concretamente la mujer, ha asumido el papel de protección social, la mayor 
parte del trabajo reproductivo y de cuidados. Este modelo institucional se 
ha basado en el modelo de “varón sustentador”, bajo la presunción de una 
estructura familiar heterosexual, biparental y normativamente funcional, 
además de estable económicamente. Los cambios familiares, resultantes 
de los cambios demográficos, culturales y laborales han dado lugar a una 
nueva configuración familiar más diversa que ha ido pareja a los cambios 
institucionales en las políticas familiares. Estos cambios han favorecido el 
cuestionamiento del concepto de familismo tradicional como una explica-
ción cultural simplista que obvia la interdependencia del cambio familiar de 
los procesos institucionales de las políticas públicas (Leon et al., 2021). De 
hecho, se han producido importantes avances en las políticas familiares en 
las últimas décadas en España, tanto en el ámbito redistributivo como en los 
permisos parentales y extensión de los servicios familiares. Sin embargo esos 
avances se han visto limitados en el ámbito privado familiar de los cuidados, 
con una clara sobrecarga del trabajo familiar de los cuidados en las mujeres 
(Domínguez Folgueras, 2022). La literatura feminista ha tratado de explicar 
esta paradoja a través de la teoría del “gender regime” (Walby,2020). Sylvia 
Walby define el régimen de género como un conjunto de relaciones sociales 
y de progresos institucionales de género interrelacionadas que constituyen 
un sistema. Según Walby (2020), la transformación de los regímenes de 
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género está determinada por la interacción dinámica entre cuatro tipos de 
ámbitos –economía, política, violencia y sociedad civil– en regímenes de 
desigualdad (principalmente, clase, género y raza/etnia). De acuerdo con 
este paradigma España habría evolucionado en el ámbito institucional de las 
políticas familiares, pero no tanto en lo referente a los valores de la sociedad 
civil. Por lo tanto podríamos decir que el régimen de género español se ha 
vuelto cada vez más progresista en lo público y se mantiene en un equilibrio 
inestable conservador en los valores culturales de género que reproducen la 
desigualdad de género ambivalente observada en las prácticas de cuidados 
en las familias (Moreno Minguez et al., 2019). 

El propósito de este capítulo es analizar desde una perspectiva de géne-
ro, a partir de los datos disponibles, qué impacto han tenido las políticas de 
compatibilización laboral y familiar en los tiempos de cuidado entre hom-
bres y mujeres, tratando de responder a la pregunta de si realmente se está 
produciendo una transformación real del modelo familiarista inequitativo 
de cuidados con el avance de las políticas familiares. 

1. SIGNIFICADO ENGAÑOSO DEL CONCEPTO DE CONCILIACIÓN

UNIDEF (2021) define las políticas de conciliación vida familiar-laboral 
como aquellas medidas e instrumentos que ayudan a equilibrar tanto la vida 
laboral como la familiar. La conciliación laboral y familiar es el conjunto de 
medidas, políticas y estrategias individuales y colectivas (como flexibilidad 
horaria, teletrabajo o permisos) que permiten a las personas equilibrar su 
desarrollo profesional con su vida personal y responsabilidades familiares. 
Generalmente se basan en tres tipos de recursos esenciales que necesitan 
los padres y los cuidadores de niños y adultos dependientes: tiempo, apoyos 
económicos y servicios. El problema que tienen estas medidas es que se con-
sideran destinadas a las personas y no al grupo familiar, lo que implica que 
el grupo familiar generalmente negocia y reproduce las pautas culturales 
basadas en los estereotipos de género desiguales presentes en las tareas de 
cuidado. Esta definición sortea el hecho de que la conciliación laboral y fami-
liar es un asunto colectivo que interpela a toda la sociedad y no solo un asunto 
de responsabilidad y dificultades individuales. Esta idea se fundamenta en el 
hecho de que el ámbito de los cuidados y la economía son interdependientes 
y no ámbitos separados. Los Estados de bienestar modernos se basaron en un 
modelo económico en el que los cuidados se inscribían en el ámbito privado 
de la familia, donde la mujer practicaba los cuidados con ayudas puntuales 
de las políticas sociales y familiares de los emergentes Estados de Bienestar 
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con el fin de que pudieran incorporarse al ámbito laboral. Las primeras polí-
ticas de conciliación tenían una dimensión claramente económica y estaban 
destinadas a favorecer el empleo femenino más que a favorecer la corres-
ponsabilidad en los cuidados dentro de las familias. Así en Estados Unidos, 
en la década de los años treinta durante la Gran Depresión se formuló la Ley 
de Seguridad Social de 1935 que se propuso incluir una Ayuda a la Infancia 
Dependiente. Esta Ley pagaba a las mujeres para que no trabajaran en lugar 
de favorecer su empleo. No fue hasta 1943 cuando la Ley Lanham estableció 
guarderías para niños de madres trabajadoras, independiente de su nivel 
de ingresos. En Estados Unidos ha costado entender que los cuidados son 
una responsabilidad de toda la sociedad (Goldin, 2024). En Europa la cons-
trucción de los Estados de bienestar originarios se fundamentó en una idea 
de bienestar familiar según la cual las políticas familiares debían favorecer 
el empleo femenino, pero nada o muy poco se decía de los cuidados. Estas 
políticas a la vez que favorecían el empleo femenino sobrecargaban a las 
mujeres con la doble jornada laboral y de cuidados en la familia. Mencionaré 
varios ejemplos que merecen ser destacados para evidenciar la confusión 
que supone la definición de conciliación laboral y familiar en la normativa 
y legislación.

La Unión Europea ha destacado en numerosos documentos y directrices 
la necesidad de la conciliación de la vida laboral y familiar. La evolución 
normativa de la UE en relación con los derechos de conciliación de la vida 
personal, familiar y laboral es amplia y en algunos casos contradictoria. En 
una primera etapa, las recomendaciones se vincularon con la igualdad de 
género y el reparto de las responsabilidades entre hombres y mujeres en el 
ámbito privado pero sin formulación normativa. En una segunda etapa, en 
los años 90, las directrices de conciliación se desarrollan a nivel normativo 
y se conectaron al mercado de trabajo y la competitividad empresarial. En 
una tercera etapa se vuelve a vincular la conciliación con la igualdad de 
género, apelando a la figura del padre y a la corresponsabilidad familiar en 
los cuidados (Cristóbal Roncero, 2024).

El espíritu de estas normativas europeas se ha proyectado sobre el diseño 
de las políticas familiares de conciliación con diferente ambivalencia depen-
diendo del contexto cultural de cada país, teniendo diferente efectividad en 
los resultados conseguidos. Cabe decir que el concepto de conciliación ha 
hecho recaer históricamente sobre el individuo, y concretamente sobre la 
mujer, la responsabilidad de buscar el ansiado equilibrio entre la vida laboral, 
personal y familiar obviando la responsabilidad colectiva y las trabas cultu-
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rales existentes para romper la trampa de la reproducción de los estereotipos 
de género presente en los cuidados. 

2. AVANCES EN POLÍTICAS FAMILIARES DE IGUALDAD DE 
GÉNERO VERSUS ESTANCAMIENTO DE LA EQUIDAD EN LA 
PAREJA

El desarrollo normativo europeo ha incidido sustantivamente en la regula-
ción jurídica de las políticas familiares de conciliación laboral y familiar que 
han proyectado los dilemas mencionados anteriormente en el diseño de las 
políticas. Prueba de ello son las modificaciones incorporadas en el Estatuto 
de los Trabajadores; en la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la 
conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras; en la 
Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres; en el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgen-
tes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres 
y hombres en el empleo y la ocupación; en el Plan Me Cuida. Art. 6 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo; en el RD 901/2020 de 13 de octubre, 
por el que se regulan los planes de igualdad y se modifica el Real Decreto 
713/2010; en el Real Decreto-ley 5/2023, de transposición de Directivas de 
la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de sociedades 
mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores. La Resolución de 19 de mayo de 2023, de 
la Dirección General de Trabajo, por la que se regula el V Acuerdo para el 
Empleo y la Negociación Colectiva que incorpora medidas de flexibilidad 
interna que faciliten la conciliación corresponsable de la vida personal, fa-
miliar y laboral de las personas trabajadoras Finalmente hay que destacar 
la aprobación de proyecto de la Ley de Familias el 28 de febrero de 2024, 
enfocado en reconocer la diversidad familiar, mejorar la protección social 
y facilitar la conciliación. Aunque el proyecto definitivo ha sufrido parali-
zaciones en el Congreso, medidas clave como nuevos permisos de cuidados 
entraron en vigor el 30 de junio de 2024, con actualizaciones de permisos 
retribuidos en 2025.

En este contexto jurídico regulador, las políticas familiares se diferencian 
entre las que tienen objetivos redistributivos (gasto social directo a familia, 
políticas fiscales) y las que tienen como objetivo liberar tiempo para el cui-
dado y el trabajo (permisos parentales, políticas de servicios de atención a la 
infancia y la dependencia; flexibilización de horarios). Las primeras tratan 
de reducir la pobreza infantil y la desigualdad intra e interfamiliar, mientras 
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que las segundas tratan de incentivar la corresponsabilidad y la conciliación 
laboral y familiar. En el caso español las primeras son claramente deficita-
rias en el contexto europeo. Tal y como se observa en la tabla 1 el gasto en 
familias e infancia de España es inferior a la media de la Unión Europea en 
relación a su PIB. España destina a infancia y familia un 1,6% de su PIB 
frente al 2,5% de la media europea, situándose muy lejos de los países del 
centro y norte de Europa. 

Tabla 1. Indicadores gastos sociales en familia 2023-2024

Gasto 
Familia (% 

PIB)

Gasto Social 
Total (% PIB)

Prestaciones 
Monetarias 

(%)

Prestaciones 
en Especie 

(%)
Media 
Unión 
Europea (UE-
27)

1,90% 26,70% 61,40% 38,60%

Alemania 3,40% 29,70% 68,20% 31,80%
Polonia 3,20% 22,50% 75,00% 25,00%
Luxemburgo 3,20% 22,50% 78,10% 21,90%
Austria 3,00% 29,70% 65,40% 34,60%
Francia 2,50% 31,30% 55,20% 44,80%
España 1,50% 25,10% 47,50% 52,50%
Italia 1,30% 28,80% 62,00% 38,00%
Malta 0,80% 13,20% 58,50% 41,50%

Fuente: Elaboración a partir de Eurostat (SESPROS) e INE.

En lo que se refiere a las políticas de tiempo España ha avanzado sus-
tantivamente en las políticas de permisos de maternidad y paternidad para 
favorecer la corresponsabilidad familiar. España es el país donde más se ha 
reducido la brecha de género en el uso de los permisos debido, fundamen-
talmente, a la igualdad, intransferibilidad y remuneración de los permisos. 
En 2024, España es el único país de Europa con una proporción equilibrada 
por sexo entre quienes toman un permiso por nacimiento: lo hacen un 44% 
de los padres y un 56% de las madres en 2024. En el gráfico 1 se puede ob-
servar cómo desde 2008, año en que se aprueba el permiso de 15 días para 
los padres, se ha ido igualando el disfrute del permiso entre padres y madres. 
A continuación siguen los países nórdicos, Portugal y Luxemburgo, donde 
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la proporción de padres supera el 20%, aunque no llega al 30% (Recio y 
Alcaide, 2025).

De acuerdo con Recio y Alcaide (2025), desde 2021, España es uno de 
los países europeos donde no hay desequilibrio en el derecho de tiempo de 
uso permitido en el permiso por nacimiento entre hombres y mujeres. Según 
los datos disponibles, en los países nórdicos, países donde tradicionalmente 
se ha favorecido desde la política familiar la participación del padre en los 
cuidados, el porcentaje de tiempo de permiso usado por los padres respecto 
al total de tiempo usado por padres y madres fue, en 2021, de un 11,1% en 
Finlandia, el 30,7%, en el Suecia 30,8% y en Noruega el 34,3%. En España, 
este indicador ha pasado de ser de un 11,1% en 2016, a un 31,4% en 2019, 
43,8% en 2020, y de un 52% en 2022 (Recio Alcaide et al., 2024). Estas evi-
dencias constatan que España, es el país con mayor proporción de padres 
usando el permiso al mismo tiempo que la madre, seguida de Portugal, Ho-
landa, Malta, Francia y Bélgica. 

La evidencia comparada sugiere que estas diferencias no responden tanto 
a “elecciones individuales” como al diseño de la política en cada país. En Es-
paña, donde el permiso por nacimiento es igual, intransferible y remunerado 
al 100% a través de la Seguridad Social, observamos una distribución mucho 
más equilibrada entre madres y padres entre quienes toman el permiso.

Las series longitudinales permiten constatar una tendencia en aumento 
del uso del permiso fraccionado a medida que la legislación ha ido amplian-
do la duración, tal y como se refleja en el gráfico 2. La explicación que se ha 
dado a este hecho se fundamenta en que el estereotipo e identidad asociado 
al padre como varón sustentador y madre como cuidadora está perdiendo 
relevancia en favor de la corresponsabilidad en el cuidado (Akerlof y Kran-
ton, 2010). 

El principal sesgo que tiene este diseño de los permisos es que no con-
templa la condición socio-económica y familiar, por lo que tiene sesgos que 
privilegian a aquellos padres que disfrutan de mejores condiciones socioe-
conómicas frente los padres en desventaja. Para fomentar la implicación 
del padre en el cuidado, como condición para avanzar hacia la igualdad de 
género y fomentar el rol cuidador de los padres, la evidencia muestra que 
es necesario eliminar o reducir significativamente del diseño de los permi-
sos los elementos que obligan o favorecen el uso simultáneo (Alcaide and 
Castellano, 2025). A pesar de la igualdad en los permisos de nacimiento, la 
brecha de género se mantiene en las excedencias para el cuidado de hijos, 
donde las mujeres siguen asumiendo la mayor carga. En los datos de 2025, 
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las mujeres representan el 83,2% de las excedencias tramitadas, frente al 
16,8% de los varones.

Gráfico 1. Evolución del uso de los permisos por sexo 2008-2024

0,00% 20,00% 40,00% 60,00% 80,00%100,00%120,00%
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Nota: El porcentaje de hombres es mayor porque la estadística mide “prestaciones contribu-
tivas”. Muchas madres no llegan al mínimo de cotización y reciben subsidios no contributivos 
(que no entran en este cálculo), mientras que la mayoría de los padres sí cumplen los requisitos 
para la prestación estándar.

Fuente: Elaboración propia a partir del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migra-
ciones, 2008-2024.

Estos datos constatan que se ha producido un desarrollo legislativo 
sustantivo en las políticas de tiempo para favorecer la corresponsabilidad 
laboral y familiar, aunque estos avances no se trasladan en el mismo grado 
a las prácticas cotidianas de cuidado por género en la familia. 

Los estudios han tratado de evidenciar cómo el incremento de la implica-
ción paterna en el cuidado de los menores reduce la brecha de desigualdad 
en ingresos y empleo asociados con la maternidad para las mujeres promo-
viendo la igualdad de género, tanto en el hogar como en el mercado laboral 
(Farré et al., 2024; Hupkau and Ruíz Valenzuela, 2021). Sin embargo los 
escasos estudios existentes han evidenciado que los resultados esperados no 
son homogéneos para todos los hogares familiares, ya que la composición 
educativa y ocupacional de los hogares asociada a la dualidad del mercado 
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laboral español condiciona el uso del permiso de paternidad reproduciendo 
la desigualdad de género preexistente (Farre et al., 2025; Moreno Mínguez 
et al., 2023; Marinova et al., 2025). Por otro lado, también hay evidencias 
de que el uso del permiso de paternidad no siempre significa que los padres 
incrementen su compromiso de cuidado con los hijos, incluso en el período 
en que dura el permiso (Eckhoff y Nix, 2024; Guirola y Hospido, 2024). 

En la tabla 2 podemos apreciar la brecha de género existente en los tiem-
pos dedicados al cuidado a pesar de los avances producidos en las políticas 
familiares de tiempo. Tal y como se observa en la tabla se mantiene la brecha 
de la sobrecarga familiar en los cuidados de las mujeres. Aunque los hombres 
han incrementado su participación desde la pandemia, las mujeres siguen 
dedicando casi el doble de tiempo diario al cuidado de hijos (6,7h vs 3,7h). 
Esto se traduce en una carga de 780 horas extra al año para la mujer, el equi-
valente a trabajar 4 meses más a jornada completa que el hombre en tareas 
no remuneradas. Los datos también parecen constatar que se ha alcanzado 
el techo de la corresponsabilidad insuficiente y que no hay avances significa-
tivos. El dato más preocupante es la percepción de responsabilidad habitual. 
Mientras que el 37,1% de las mujeres asume el cuidado “siempre”, solo el 
5,6% de los hombres lo hace. Esto indica que, aunque el hombre “ayuda” o 
participa más tiempo en los cuidados, la gestión y organización mental del 
cuidado sigue siendo mayoritariamente femenina. Los datos también ponen 
de manifiesto el impacto negativo que tienen los hijos en la carrera profesio-
nal de las mujeres. El hecho de que en 2025 el 84,1% de las excedencias sean 
solicitadas por mujeres confirma que son ellas quienes sacrifican su progre-
sión laboral o salario para cubrir las necesidades de cuidado que el sistema o 
la pareja no asumen. Finalmente se observa que la pandemia fue un espejismo 
para la corresponsabilidad en los cuidados. La comparativa muestra que el 
confinamiento fue un pico de implicación masculina en los cuidados (4,9h), 
pero tras la vuelta a la presencialidad, esa cifra ha caído un 25% hasta las 
3,7h actuales. Los factores culturales asociados a las propias características 
de la estructura social tiende a reproducir los roles tradicionales a pesar de 
los avances puntuales producidos, tanto en los comportamientos como en 
los avances sustantivos en las políticas de tiempo.
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Tabla 2. Indicadores de tiempo dedicado a cuidados por sexo

 
Mujeres 
(Pande-

mia)

Hombres 
(Pande-

mia)

Mujeres 
(2023-
2024)

Hom-
bres 

(2023-
2024)

Fuente 
Principal

Tiempo diario cuidados (hijos) 8,2 h 4,9 h 6,7 h 3,7 h
CIS / La 

Caixa
Tiempo diario tareas hogar 3,8 h 2,4 h 3,0 h 2,0 h CIS 2024
Responsabilidad “Siempre” - - 37,10% 5,60% CIS 2024

Carga extra anual (vs otro) +810 h 0 h +780 h 0 h
Fundación 
la Caixa, 

2023

Excedencias por cuidado hijos 88,90% 11,10% 84,10% 15,90%

Min. In-
clusión / 
Seg. So-

cial, 2025

3. BUSCANDO LA EXPLICACIÓN DE LA INEQUIDAD DE LA PAREJA 
EN EL RÉGIMEN DE BIENESTAR MEDITERRÁNEO

Las democracias occidentales han desarrollado sus regímenes de cuida-
dos en base a los conceptos de bienestar y de igualdad de género presentes 
en sus políticas públicas en lo que la literatura ha conceptualizado como 
“Estados de bienestar” y “regímenes de género”. En países como Suecia, 
muy sensibilizados con los cuidados infantiles y su reparto equitativo entre 
mujeres y hombres, donde el Estado, ha individualizado la protección y los 
derechos de cuidados en la familia. Aunque es un modelo que no está exento 
de problemas y contradicciones como la soledad, ha conseguido las pun-
tuaciones más elevadas en los índices de igualdad de género del European 
Institute for Gender Equality (2025). Por el contrario países del denomina-
do “modelo mediterráneo” como España, el Estado de bienestar optó por 
proteger mediante las políticas públicas al modelo de familia denominado 
“varón sustentador”, que dio lugar a un modelo demográfico de reducida 
fecundidad y ambivalente familismo (Moreno Minguez, 2007). Modelo que 
está en proceso de revertirse con el desarrollo de políticas familiares de 
compatibilización laboral y familiar tales como los permisos parentales, 
aunque aún no están consiguiendo los efectos esperados en lo que se refiere 
a la corresponsabilidad de los cuidados en la pareja. De hecho la inequidad 
observada en los tiempos dedicados a los cuidados en la pareja en España no 
es equivalente a los progresos que se han producido en las políticas familiares 
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de tiempo focalizadas en favorecer la corresponsabilidad entre trabajo y cui-
dados. El caso español se contextualiza en un modelo de Estado de bienestar 
denominado “familiarista”, según el cual el Estado de bienestar de los años 
ochenta diseñó las políticas de protección a la familia nuclear en base a un 
régimen de cuidados heteronormativo y asimétrico en el que la mujer era la 
principal proveedora de cuidados y el padre el principal sustentador econó-
mico, instaurando así un modelo de contrato sexual que se ha reproducido 
culturalmente a través de la generaciones (Pateman 1995). La introducción 
de los cuidados como un asunto público y clave para la corresponsabilidad y 
la igualdad de género en los modernos Estados de bienestar es relativamente 
moderno a pesar de que Gilligan (1985) apremió hace treinta años a que se 
asumiera socialmente e institucionalmente el hecho de la interdependencia y 
de la injusticia existente en la práctica de los cuidados a sabiendas de que la 
autonomía es ilusoria y que las vidas de las personas están interrelacionadas 
y son dependientes (Gilligan 2013: 45).

 Los hogares familiares han evolucionado hacia una equiparación eco-
nómica en los patrones laborales de hombres y mujeres y mayor diversidad 
en la forma de corresidencia y de formar y disolver parejas, lo que ha contri-
buido a resignificar el valor normativo e institucional de los “cuidados”. Al 
mismo tiempo las políticas familiares han pasado de ser asistencialistas (Meil, 
2005) a ser políticas de tiempo para favorecer la implicación de los padres 
en el cuidado y, por tanto, potenciar la corresponsabilidad y la igualdad de 
cuidados. Sin embargo las políticas familiares de tiempo no han conseguido 
romper el techo cultural de la distribución inequitativa de los cuidados que se 
reforzó durante la pandemia (Domínguez Folgueras et al. 2022). Tal y como 
se ha evidenciado en este capítulo las políticas familiares redistributivas y de 
tiempo no han sido suficientes para romper con los mandados de género que 
imperan en las tareas de cuidado dentro de la familia (Rius y Salobral, 2023).

Alguna de las explicaciones que se recogen en la literatura científica a este 
fenómeno se refieren a la combinación de factores tales como la segmenta-
ción y precarización del mercado laboral que sigue primando el empleo y 
los salarios masculinos, el elevado conflicto entre empleo y cuidados para 
las mujeres, las expectativas de cuidado que siguen recayendo sobre las mu-
jeres (Domínguez Folgueras, et al., 2022; la penalización de la maternidad 
(De Quinto et al., 2021). La interdependencia de estos factores explicaría en 
parte las características del modelo de Estado de bienestar mediterráneo en 
el que la tradición familista (Leon et. Al., 2021) se debilita pero coexiste con 
un mercado laboral segmentad que condiciona las posibilidades de conciliar, 
fundamentalmente a las madres, y con una política familiar de tiempo que 
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trata de regular la corresponsabilidad familiar a través de la extensión de 
los permisos de paternidad y la flexibilidad laboral horaria. Sin embargo los 
avances en las políticas familiares de igualdad son muy lentos debido a la 
experiencia y expectativas diferenciadas entre hombres y mujeres respecto 
al trabajo de cuidados. De hecho los discursos y la cultura organizacional 
del trabajo y los cuidados refuerza y reproduce las expectativas tradicionales 
estereotipadas de género con respecto a los cuidados. En definitiva la tran-
sición del modelo familiar cultural de un solo sustentador y cuidador a dos 
sustentadores económicos y dos cuidadores revela importantes tensiones y 
conflictos en el que los avances estructurales en las políticas de tiempo para 
favorecer la conciliación corresponsable y equitativa coexisten con las ba-
rreras culturales y normativas estereotipadas de género que reproducen la 
desigualdad de género en los cuidados y el trabajo, dando lugar a un modelo 
ambivalente de conciliación en el modelo familiar mediterráneo en el que los 
cuidados siguen recayendo fundamentalmente en las mujeres a pesar de los 
avances institucionales producidos en las políticas familiares de conciliación 
laboral y familiar. Estos resultados avalan la perspectiva interpretativa de 
que la complejidad existente en la interdependencia entre el lento cambio de 
los valores familistas y los progresos producidos en las políticas familiares 
de conciliación en España han dado lugar a un modelo de cuidados basado 
en lo que podemos denominar “familismo ambivalente”, según el cual se 
avanza en las expectativas y aspiraciones de corresponsabilidad igualitaria 
entre hombres y mujeres en el ámbito de las políticas institucionales, pero 
no así en las prácticas habituales de cuidados que siguen ancladas en valores 
tradicionales de género que sobrecargan las agendas laborales y familiares 
de las mujeres.
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INTRODUCCIÓN 

Los cuidados informales son un pilar fundamental en la sostenibilidad 
de los sistemas de cuidados de larga duración (CLD) europeos (European 
Commission, 2022). El valor de las horas de cuidados prestadas por personas 
cuidadoras no profesionales es equivalente al 2,5 % del PIB de la UE, una 
cifra superior al gasto público en cuidados de larga duración (1,7%). El cui-
dado informal, según un reciente informe del Parlamento Europeo (Goodger 
and Kennedy, 2024), además no se circunscribe solo a las personas mayores 
de edad sino también a los jóvenes menores de 18 años que prestan cuidados 
regulares y apoyo emocional a otro miembro de la familia y que represen-
tan, al menos, entre el 4% y el 10% (entre el 60% y 70% son mujeres) de la 
población infantil europea.

Los cuidados informales1 también ocupan un lugar central en el actual 
sistema de atención a las personas dependientes en España, basado en un 
modelo de cuidados altamente feminizado e intensivo en tiempo de cuidados. 
El perfil predominante de la persona cuidadora informal en el SAAD es el 

1 Según la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) existe una doble definición 
de cuidador o cuidadora informal: aquellas personas que prestan cuidados a amigos o familiares o 
pueden hacerlo como parte de un trabajo voluntario no contractual, sobre las cuales nos centraremos 
en este capítulo y a las personas cuidadoras no declaradas que reciben un salario o una compensación 
económica por los cuidados que no está registrada oficialmente a efectos fiscales ni contributivos. No 
obstante, conviene matizar que, aunque lo informal alude a algo no reglado, en la práctica, los cuidados 
informales sí están sometidos a un alto grado de organización horaria (comidas, cuidados, visitas al 
médico) y de alta intensidad del trabajo. 
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de una mujer de mediana edad, habitualmente hija o cónyuge de la persona 
dependiente. Esta realidad pone de manifiesto la persistente brecha de género 
en la distribución de las responsabilidades de cuidado en el hogar.

Dentro del marco de la UE27, España es uno de los países donde las per-
sonas cuidadoras informales dedican más horas de cuidados a las personas 
dependientes. Según la Comisión Europea, en 2019 la proporción de per-
sonas cuidadoras informales de 45-64 años que prestan más de 20 horas de 
cuidados a la semana (equivalentes casi a tres horas diarias de trabajo que, 
en general, es no remunerado) es abrumadoramente superior a la media eu-
ropea: representa el 39,7 % entre los hombres y el 44,5 % entre las mujeres 
(UE27: 13 % y 19,9 % respectivamente) (European Commission, 2025) Esta 
alta intensidad de tiempos de cuidados junto a las previsiones de aumento 
en la población potencialmente dependiente (de 2,1 millones en 2022 a 3,1 
en 2050; European Commission and Economic Policy Committee, 2024) y 
al empeoramiento de la relación entre potenciales personas dependientes 
y potenciales personas cuidadoras, implicará una sobrecarga de tiempos 
de cuidados entre la población española que requerirá de más servicios de 
respiro para las personas cuidadoras y de una amplia oferta y cobertura de 
servicios sociales. 

La sobrecarga de cuidados informales tiene consecuencias negativas en 
la salud mental, la actividad profesional y los ingresos actuales y futuros de 
las personas cuidadoras, especialmente las mujeres, que son quienes pres-
tan el grueso de esta actividad. Se trata de vulnerabilidades como ansiedad 
y depresión, agotamiento, aislamiento, malestar generado por la obligación 
moral de cuidar, y sentimiento de culpa de no poder atender las demandas de 
cuidado de familiares cercanos, mayor riesgo de pobreza y dificultades para 
permanecer en el mercado laboral (European Commission 2021; European 
Commission, 2022). Las personas cuidadoras informales suelen reducir o 
prescindir de las relaciones sociales, de la progresión profesional y del auto-
cuidado, con un impacto significativamente mayor entre las mujeres. Según 
la Encuesta EDAD 2020, el 35,7% de las mujeres cuidadoras declaran sentir-
se deprimidas frente al 26,9% de los hombres. El 18,7% de las mujeres han 
tenido que ponerse en tratamiento frente al 9,7% de sus homólogos varones. 
El 28,5% de las mujeres cuidadoras ha tenido que dejar de trabajar frente al 
20% de los varones. Además, el 35,1% de las mujeres cuidadoras han tenido 
que reducir su jornada de trabajo y el 29,3% tiene también problemas para 
cumplir con sus horarios (IMSERSO, 2022).

Por lo tanto, el cuidado a las personas cuidadoras resulta imprescindible 
como estrategia preventiva del impacto cognitivo y emocional asociado a 
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la sobrecarga de cuidados o a problemas de salud física y mental (como el 
síndrome de agotamiento profesional).

Las familias no siempre pueden asumir solas las responsabilidades de 
cuidados debido a las dificultades de conciliación entre la vida laboral y fa-
miliar y a las restricciones en el acceso a recursos de atención domiciliaria 
y residencial. Por ello, con frecuencia las familias entreveran los cuidados 
informales con los cuidados formales remunerados profesionales y con los 
cuidados en régimen de vicariado, declarado o no declarado, buena parte de 
ellos provistos por mujeres y personas inmigrantes. El empleo formal de cui-
dados, generalmente muy precario y con altas tasas de subempleo femenino y 
temporalidad, también está muy segmentado según origen étnico (Fundación 
Pilares, 2025) ya que el 30,5% de las auxiliares de enfermería, el 49,8% de las 
cuidadoras a domicilio y el 64,9% de las empleadas de hogar son personas 
migrantes (IMSERSO, 2022). Existe una marcada dualidad entre las relacio-
nes laborales formales e informales. Una parte importante de las relaciones 
laborales entre la persona trabajadora y persona empleadora se desarrolla a 
través de mecanismos informales y acuerdos de palabra (Fundación Pilares, 
2025). En el caso de los hogares más vulnerables, la combinación de bajos 
ingresos, falta de apoyo público y precariedad del sector genera una “tram-
pa de la pobreza” o círculo vicioso de la pobreza y los cuidados, es decir, 
un círculo de vulnerabilidad donde los hogares con menos recursos tienen 
menos acceso a cuidados formales y, a su vez, mayor carga de cuidados, lo 
que limita su inserción laboral y perpetúa la pobreza. 

A pesar del avance normativo que ha supuesto la Ley 39/2006, de Pro-
moción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de 
Dependencia (LAPAD), el Sistema para la Autonomía y Atención a la Depen-
dencia (SAAD) sigue descansando sobre unos cuidados informales que no 
son neutrales en términos de igualdad, salud o desarrollo profesional para 
quienes lo prestan. La orientación del SAAD hacia un modelo de desinstitu-
cionalización y fortalecimiento de los cuidados domiciliarios y comunitarios 
amplifica, más si cabe, la necesidad de revisar el rol del cuidado informal ya 
que la transición hacia un modelo basado en la comunidad requiere políticas 
que, de forma simultánea, fortalezcan los servicios formales y reconozcan, 
protejan y apoyen a las personas cuidadoras informales.

Partiendo de la hipótesis de que el peso de los cuidados informales seguirá 
siendo la columna vertebral de los cuidados de larga duración, se plantea a 
continuación la necesidad de reconfigurar el SAAD desde un enfoque centra-
do en los derechos de las personas cuidadoras. El presente capítulo analiza 
el papel de los cuidados informales en el desarrollo del SAAD y las reformas 



VICENTE MARBÁN GALLEGO Y GREGORIO RODRÍGUEZ CABRERO142

necesarias para avanzar hacia un modelo de atención que reconozca el papel 
de las personas cuidadoras en un marco de creciente desinstitucionalización 
de los cuidados. Analizaremos las carencias del SAAD para cubrir las necesi-
dades de las familias cuidadoras informales planteando los retos y limitacio-
nes que implican el proceso de desinstitucionalización de los cuidados para 
quienes ejercen cuidados informales, esbozándose propuestas de reforma 
del SAAD orientadas a reforzar los derechos, la participación activa y un 
mayor reconocimiento social e institucional de la actividad que desarrollan.

1. LOS CUIDADOS FAMILIARES EN EL SAAD: LOS GRANDES 
“DESCUIDADOS”

Antes de la aprobación de la Ley 39/2006 de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de Dependencia (LAPAD), la 
atención a las personas en situación de dependencia se sustentaba principal-
mente en el cuidado informal proporcionado por las familias, complementa-
do por la Seguridad Social y los servicios sociales. El acceso a estos servicios 
estaba condicionado por criterios económicos y la disponibilidad de redes de 
apoyo informal. Actualmente, los cuidados informales siguen siendo un pilar 
fundamental, ya que el 70% de las personas en situación de dependencia son 
atendidas exclusivamente por un familiar o persona allegada, con un 53,8% 
de de las personas dependientes en lo que hay parientes no convivientes en 
la provisión, mayoritariamente mujeres (IMSERSO, 2022).

El diseño de la LAPAD discurrió a través de mecanismos instituciona-
lizados como el acuerdo social de 2005 o de negociaciones internas entre 
las regiones y la Administración General del Estado. Sin embargo, las per-
sonas cuidadoras informales no estuvieron representadas formalmente por 
colectivos y organizaciones concretas. Las organizaciones del tercer sector 
se centraron principalmente en la extensión de prestaciones a las personas 
dependientes más que a sus cuidadoras. La atención a los cuidados informa-
les no fue concebida como un objetivo en sí mismo sino como el resultado 
inevitable de la extensión de un sistema de prestaciones que, en la práctica, 
tampoco ha alcanzado con intensidad y cobertura suficientes a las propias 
personas en situación de dependencia. Todo ello se ve reflejado en el contras-
te que existe entre la importancia de los cuidados informales y su modesto 
reconocimiento en dicha ley. 

Este escaso reconocimiento de los cuidados informales se vio agravado 
con la pandemia, que evidenció las carencias del sistema también para las 
personas cuidadoras familiares, limitando los apoyos informales y de ser-



Los cuidados informales familiares en el sistema de atención a las personas... 143

vicios y prestaciones y tensionando los principales indicadores de acceso y 
cobertura.

Las personas mayores recurrieron a diversas prácticas de autocuidado 
como el aislamiento domiciliario y el distanciamiento social para minimizar 
el contacto. Estas prácticas transformaron significativamente la organización 
del cuidado en el ámbito doméstico, restringiendo los apoyos informales 
provenientes de las redes de amistad y de la familia extensa (FOESSA, 2022; 
Soronellas y Jabbaz, 2022) y rehogarizando las funciones de cuidado. Esta 
dinámica intensificó la carga de trabajo doméstico y dificultó la conciliación 
con las responsabilidades laborales cuando estas se producían. 

Sobre el papel, los servicios de apoyo a las personas cuidadoras infor-
males están previstos en el SAAD a través de programas de formación, de 
asistencia personal y de respiro a través de los servicios descritos en la Ley 
39/2006 (teleasistencia, asistencia domiciliaria y centros de día y de noche). 
Las personas dependientes también pueden recibir una prestación económica 
por cuidados informales en el domicilio que sean prestados por familiares u 
otras personas en el entorno familiar (PECEF) (artículo 18). Estas personas 
cuidadoras informales pueden suscribir un seguro voluntario en el sistema 
de la Seguridad Social con cotizaciones a cargo de la Administración Central 
y recibir programas formativos o de capacitación, aunque estos programas 
no se encuentran implantados de manera generalizada. 

No obstante, en la práctica, el acceso y asequibilidad de estos servicios y 
prestaciones son muy limitados para las personas cuidadoras y están conce-
bidos desde una lógica instrumental al considerar a los cuidadores familia-
res fundamentalmente como personas proveedoras de cuidados y no como 
receptoras de derechos. 

Concretamente, el actual SAAD sigue sin cubrir las necesidades de las 
personas cuidadoras informales por las siguientes razones:

- Los largos tiempos de espera en el acceso al SAAD generan una so-
brecarga significativa en las personas cuidadoras informales, quienes 
deben asumir durante más tiempo tareas complejas sin apoyo institu-
cional. El tiempo medio de resolución de todo el proceso (valoración 
más acceso a servicios) ha sido de 338 días en 2025, casi un año, es 
decir, el doble del tiempo previsto de 6 meses. Como consecuencia de 
ello, a finales de 2025 había más de 153.000 personas con tiempos de 
espera superiores a 180 días. Esta situación contribuye al deterioro 
físico y emocional no solo de las personas dependientes sino tam-
bién de las personas cuidadoras, incrementando el riesgo de estrés, 
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ansiedad y enfermedades crónicas. Además, limita su participación 
en el mercado laboral y cronifica desigualdades socioeconómicas en 
familias de bajos recursos económicos que no pueden soportar los 
costes adicionales de los cuidados.

-  Limitada intensidad y cobertura de los servicios del SAAD. La in-
tensidad media mensual de la atención a domicilio no cubre ade-
cuadamente los apoyos continuados de las personas en situación 
de dependencia lo que implica una mayor sobrecarga para las 
personas cuidadoras informales. En 2025, fue de 19 horas al mes 
para el Grado I, 42 para el Grado II y 63 para el Grado III, es decir, 
prácticamente 3 horas diarias de lunes a viernes para las personas 
con estado de gran dependencia. Por otro lado, los servicios de 
centro de día, centros de noche y atención residencial se enfocan 
de forma prioritaria en las personas en situación de dependencia 
pero su cobertura es insuficiente, y su uso como servicio de respiro 
familiar es muy limitado. Los servicios de respiro dirigidos a las 
personas cuidadoras no se encuentran reflejados estadísticamente 
en el SAAD y el coste de la atención residencial el alto copago (puede 
llegar hasta el 90%) disuaden a las familias a aceptar este servicio. 
En otros casos, el servicio que necesita la persona no siempre está 
disponible (p.ej., una plaza de residencia) o está muy lejos del hogar 
(un centro de día). Cuando se accede a estos servicios a través de 
una prestación económica vinculada a un servicio también hay que 
asumir un alto copago. En el caso de las residencias, la prestación 
vinculada media mensual ronda los 579 euros para el grado III o 
gran dependencia, lo que supone una financiación aproximada del 
28% del precio mensual (el precio medio mensual en 2023 de una 
residencia pública concertada fue de 2.065,2 euros). En el caso de 
los centros de día la prestación media mensual es de 330,5 euros lo 
que cubre entre el 27,5 % y el 55 % del coste medio de este servicio.

-  Los apoyos a las personas cuidadoras informales están muy subor-
dinados a una única prestación. En la LAPAD estos apoyos están 
vinculados a la PECEF (art. 18), lo que limita su reconocimiento 
como derecho independiente, aunque algunas Comunidades Autó-
nomas los ofrecen de forma discrecional. Al restringir estos apoyos 
solo a personas cuidadoras de beneficiarios de la PECEF se excluye 
a quienes atienden a personas con otros servicios de proximidad o 
comunitarios del SAAD pese a que estos no cubren toda la atención 
necesaria. Además, la PECEF se define como una prestación “ex-
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cepcional”, pero en la práctica es la más concedida, con cuantías 
bajas que apenas cubren los costes del cuidado (172, 277 y 385 
euros para los grados I a III respectivamente a finales de 2025). El 
recurso habitual a esta prestación puede acabar comprometiendo 
la calidad de la atención, desprofesionalizando y rehogarizando los 
cuidados (Martínez-Virto y Hermoso-Humbert, 2021), perpetuando 
los cuidados informales precarios y sobre feminizados.

-  Limitada cobertura social de las cotizaciones a la Seguridad Social de 
las personas cuidadoras informales. La asunción por el IMSERSO de 
estas cotizaciones para las personas cuidadoras informales de personas 
beneficiarias de la PECEF, si bien reconoce su labor compensando de 
manera muy básica la renuncia al empleo remunerado, tiene varias 
limitaciones. La cobertura social resulta limitada ya que la base de 
cotización establecida es muy baja. Además, aunque protege ante la 
jubilación, incapacidad permanente y muerte y supervivencia, deja sin 
cobertura otras contingencias básicas dentro de la Seguridad Social 
como la incapacidad temporal derivada de accidentes laborales o por 
enfermedad común (Cervilla Garzón, 2021). 

2. LA ADAPTACIÓN DE LOS CUIDADOS INFORMALES AL RETO DE 
LA DESINSTITUCIONALIZACIÓN

 El nuevo sistema de acreditación y calidad de los centros y servicios del 
SAAD aprobado en julio de 20222 y la Estrategia Estatal «Hacia un nuevo 
modelo de cuidados en la comunidad: un proceso de desinstitucionalización» 
(2024-2030) de junio de 2024, pretenden mejorar los cuidados, la participa-
ción en la comunidad y los servicios de proximidad mediante la considera-
ción de la teleasistencia como un derecho, servicios de atención a domicilio 
más flexibles y personalizados, un mayor desarrollo de la asistencia personal 
y la promoción de espacios de convivencia más reducidos, hogareños, indivi-
dualizados y libres de sujeciones en las residencias (Comas d’Argemir, 2024; 
Rodríguez Rodríguez, 2024). Estos hitos formarían parte del Principio 18 
del Pilar Europeo de Derechos Sociales donde se afirma que «toda persona 
tiene derecho a cuidados de larga duración asequibles y de buena calidad, 
en particular de asistencia a domicilio y servicios comunitarios».

Pero, si el modelo de cuidados debe apoyarse en la plena autonomía de 
las personas y su permanencia en el hogar hasta donde sea posible, ¿Sobre 
quién recaerá el cuidado no profesional? ¿Habrá recursos suficientes de tipo 

2 Resolución de 28 de julio de 2022 del CTSSD, disponible aquí: https://bit.ly/3pPHmR3 
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profesional para reforzar y sustituir al primero en circunstancias de fragili-
dad individual y social? ¿Se dispondrá de un sistema de ayuda a domicilio 
extenso y de calidad? (Fundación Pilares, 2022). 

La orientación del SAAD hacia la desinstitucionalización y el fortaleci-
miento de los cuidados domiciliarios y comunitarios también requiere un 
apoyo decidido a las personas cuidadoras informales. En Europa ya hay 
experiencias de países donde se ha reducido la atención residencial sin 
verse compensada suficientemente por un mayor desarrollo de los servicios 
de ayuda a domicilio, provocando un aumento importante de los cuidados 
informales (Spasova et al., 2018).

Para que la desinstitucionalización resulte efectiva, es imprescindible 
implementar políticas públicas que fomenten la corresponsabilidad social en 
el cuidado, con una mayor implicación de los varones en estas tareas, junto 
con un refuerzo sustancial de los servicios domiciliarios en términos de co-
bertura, calidad del empleo y capacidad protectora. De lo contrario, existe 
el riesgo de sobrecargar aún más a las personas cuidadoras, tanto formales 
como informales, y de producir un efecto contrario al deseado en términos de 
equidad de género, acentuando el modelo tradicional en el que  los cuidados 
recaen, en su mayoría, sobre mujeres del entorno familiar. 

A continuación, se plantean algunas propuestas de reformas en la direc-
ción de las recomendaciones del Consejo Europeo (2022) sobre el acceso a 
cuidados de larga duración asequibles y de calidad, de la Comisión Europea 
sobre la Estrategia Europea de Cuidados y del último informe de evaluación 
del SAAD (IMSERSO, 2022). 

-  En el articulado de la LAPAD hasta ahora no están recogidos ex-
plícitamente los derechos de las personas cuidadoras informales. 
Esta falta de previsión normativa para los cuidados informales, por 
ejemplo, en cuanto al derecho a medidas de prevención de riesgos 
o al derecho al “respiro” que se encuentra reconocido, de forma 
dispersa, por algunas Comunidades Autónomas (Cervilla Garzón, 
2021), deberían recogerse expresamente en la LAPAD. La inclusión 
de derechos específicos para las personas cuidadoras informales en 
la normativa podría tener un carácter performativo no solo para 
reforzar un cambio cultural sino para sentar las bases que desarro-
llen un estatuto jurídico para las personas cuidadoras informales, 
como existe en Portugal3 (Perista, 2019) o en Bizkaia4. Para ello 

3 Más información en este enlace https://eportugal.gov.pt/en/servicos/requerer-o-
reconhecimento-do-estatuto-do-cuidador-informal 

4 Decreto Foral de la Comunidad de Bizkaia 192/2018, de 26 de diciembre.
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sería necesario desarrollar políticas que formalicen los cuidados 
no profesionales (European Commission, 2022; European Council, 
2022) incorporando en la LAPAD un reconocimiento explícito de 
derechos de las personas cuidadoras informales como el apoyo 
económico, la formación, el asesoramiento, el apoyo psicosocial, 
participación en el plan de cuidados, los períodos de descanso, la 
participación en grupos de personas cuidadoras y un seguimiento 
individualizado.

-  Es necesario desvincular claramente  los apoyos a las personas cui-
dadoras no profesionales de la percepción de la PECEF de modo 
que «las acciones de apoyo a los cuidadores no profesionales que 
incorporarán programas de formación, información y medidas para 
atender los periodos de descanso» (art. 18 de la LAPAD) no solo se 
ofrezcan a quienes cuidan de las personas dependientes perceptoras 
de la PECEF sino también a quienes perciben prestaciones y servicios 
no institucionalizados y comunitarios.

-  Otras medidas tienen relación con la ampliación de la cobertura e 
intensidad de los servicios del SAAD, con la flexibilización de las 
incompatibilidades y con la incorporación en el PIA (art. 29 de la 
LAPAD) de consultas no meramente discrecionales a la persona cui-
dadora no profesional sobre los apoyos más adecuados a su situación 
de persona cuidadora. Ello contribuiría a desarrollar de manera dig-
na las funciones de cuidados sin renunciar a otros derechos propios, 
todo ello sin perjuicio de las preferencias de servicios y prestaciones 
de cuidados que la persona beneficiaria o sus representantes legales 
libremente decidan. Para estos procesos de elección es imprescindi-
ble fortalecer los modelos de gestión intensiva de casos a través de 
la figura del gestor o gestora de casos, cuya labor debe centrarse en 
acompañar y orientar a las personas en situación de dependencia y 
a las personas cuidadoras informales principales durante el proceso 
de elección. Esta figura resulta clave para reducir el impacto de las 
desigualdades económicas, socioculturales y relacionales de partida, 
garantizando un acceso equitativo a los recursos más adecuados y 
promoviendo la participación activa tanto de las personas usuarias 
como de sus redes de apoyo familiar. Su intervención contribuiría a 
que la elección de cuidados sea una expresión real de autonomía y 
justicia social.
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3. CONCLUSIONES

Los cuidados informales se configuran como un pilar invisible, pero 
estructural, del modelo español de atención a la dependencia, que requiere 
una atención prioritaria en un contexto caracterizado por el envejecimiento 
demográfico, la transformación de las estructuras familiares y el aumento 
de las demandas sociales de equidad de género y justicia social.

La obligación social de los cuidados informales es una inercia cultural 
que difícilmente se transformará de manera inmediata y que previsiblemente 
persistirá en el futuro. Resulta imprescindible avanzar en su visibilización y 
reconocimiento social, así como en la ampliación de apoyos a las personas 
cuidadoras no profesionales más allá de las prestaciones económicas.

En suma,  las políticas públicas deben adaptarse a la realidad de que los 
cuidados informales forman parte de la organización social y moral de los 
hogares. Sin embargo, en la práctica los cuidados familiares no se consideran 
una inversión social sino un coste privado inevitable asumido por los hogares, 
parcialmente compensado mediante servicios y prestaciones económicas 
muy contenidas en acceso y asequibilidad. 

Como hemos analizado, el SAAD tiende a considerar al cuidado informal 
más como un recurso funcional que como una realidad social compleja que 
merece reconocimiento, apoyo específico y derechos propios. Este desequi-
librio entre el papel crucial que desempeñan las personas cuidadoras infor-
males y el escaso soporte institucional que reciben pone de manifiesto una 
paradoja estructural: mientras el cuidado informal es imprescindible para la 
sostenibilidad del sistema, sus protagonistas siguen estando en gran medida 
ausentes del diseño normativo y del reconocimiento legal.

De cómo evolucionen las políticas de desinstitucionalización en los años 
venideros dependerá la respuesta de si estas han sido eficaces socialmente o 
han sido un modo de reforzamiento de la responsabilidad individual como 
sustitución parcial de la responsabilidad colectiva y pública.
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1. INTRODUCCIÓN

El capítulo analiza el actual proceso de transición del modelo de cuidados 
de larga duración, atendiendo tanto a las potencialidades como a los límites 
de las estrategias orientadas a su desinstitucionalización, en un contexto 
sociopolítico caracterizado por el peso de la familia. Se centra en las ten-
siones que salen a la luz cuando las estrategias de desinstitucionalización 
se desarrollan en modelos de cuidados de base familiarista, para plantear el 
siguiente interrogante: ¿es posible avanzar hacia la desinstitucionalización 
del cuidado de larga duración sin reforzar su refamiliarización? 

Más que ofrecer una respuesta cerrada, lo que interesa es explicar por 
qué es necesario formular esta pregunta, en la medida en que remite a una 
tensión a la que, hoy por hoy, se ha prestado escasa atención. En concreto, 
el impulso del entorno domiciliario y comunitario puede suponer el riesgo 
de institucionalizar el hogar, reforzar la responsabilidad familiar y favorecer 
dinámicas de precariedad e informalidad en el trabajo de cuidados. En este 
sentido, se plantea ir más allá de una concepción de la desinstitucionalización 
como mera retirada de lo institucional, para centrarse en las condiciones en 
las que se reorganizan social y políticamente los cuidados.

Para abordar estas cuestiones, el capítulo se estructura en tres aparta-
dos. El primero sitúa la desinstitucionalización en el marco de los debates 
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sobre regímenes de bienestar y organización social del cuidado, con especial 
atención a las lógicas familiaristas. El segundo problematiza la familia como 
institución, con el objetivo de extender el análisis desde la perspectiva de la 
democratización de los cuidados. Por último, el tercer apartado propone 
desplazar el debate hacia la reinstitucionalización, como condición para 
avanzar en la desfamiliarización de los cuidados de larga duración.

El texto se inscribe en el proyecto de investigación coordinado “Des-
institucionalización del cuidado de larga duración e inclusión social: po-
tencialidades, límites y tensiones de un modelo en transición frente al reto 
demográfico (DESINCARE)” [PID2024-157266OB-C21/C22] financiado por 
el Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, la Agencia Estatal de 
Investigación y el Fondo Europeo de Desarrollo Regional.

2. DESINTITUCIONALIZACIÓN Y FAMILIARISMO 

La provisión de cuidados de larga duración atraviesa un proceso de tran-
sición clave para la definición de las políticas públicas y para el análisis de 
su dimensión social. La pandemia puso al descubierto tanto la insuficiencia 
de las políticas sociales de atención a las necesidades de cuidado a lo largo 
de la vida, como la responsabilidad de la familia a la hora de cubrir los va-
cíos que dejan los límites del modelo público de cuidados (Comas d’Argemir 
y Bofill-Poch, 2022). En un contexto de crisis de cuidados como el actual, 
las contradicciones y deficiencias del modelo de bienestar generan riesgos 
sociales que reflejan la escasa socialización de su responsabilidad y la alta 
precarización del sector laboral que representan (Moreno, 2024). Ante ello, 
se articulan distintas respuestas según la distribución de responsabilidades 
entre estado, mercado, familia y comunidad (Razavi, 2007; Bettio et al., 2012; 
Greve, 2017). Se trata de esferas sin límites claros, articuladas en un mosaico 
de cuidados (Soronellas et al., 2021). 

La literatura especializada lleva años apuntando la existencia de unos 
regímenes de cuidados que no siempre coinciden con los regímenes de bien-
estar. Knijn (2004) identifica cuatro lógicas de cuidados: la burocrática, en la 
que los servicios públicos actúan como principal proveedor bajo relaciones 
de ciudadanía; la profesional, centrada en la relación entre profesionales 
y personas usuarias; la de mercado, donde predominan vínculos de tipo 
clientelar; y la familiar, basada en relaciones de reciprocidad. En relación 
con esta última lógica, Saraceno (2010) distingue cuatro tipos de políticas: 
el familiarismo por defecto, caracterizado por la ausencia de alternativas 
públicas o apoyos económicos; el familiarismo soportado, que incorpora 
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políticas de apoyo a las familias; el familiarismo opcional, en el que el Es-
tado facilita la elección entre cuidados familiares o servicios externos; y la 
desfamiliarización, basada en la individualización de los derechos sociales 
al margen de la situación familiar.

Las evidencias empíricas identifican los modelos de familiarismo por 
defecto o soportado como una característica generalizada de los países medi-
terráneos. En ellos el papel de la familia, junto al aumento de la participación 
de las mujeres en el mercado laboral, da lugar al fenómeno conocido como 
care drain, que coincide con las cadenas globales de cuidados. Bettio et al. 
(2006) lo describen como el movimiento de la mano de obra femenina del 
sur global que migra al norte global para atender las necesidades de cuidado 
crecientes de la población. Más recientemente, Bartha y Zentai (2020) ana-
lizan las tendencias que se vienen desarrollando desde 2010 para explorar 
los vínculos entre los regímenes de cuidados, los regímenes de políticas de 
igualdad y los efectos de las políticas migratorias en los sistemas de cuidados. 
Desde esta aproximación, señalan cómo el familiarismo se convierte en una 
estrategia creciente en el contexto europeo. Su investigación muestra que la 
atención familiar cada vez es más predominante en los sistemas de cuidados 
de larga duración de los países europeos, de manera contraria a la estrate-
gia desfamiliarizadora. Esto se ve favorecido por la creciente regulación de 
los mercados de servicios de cuidados, la estandarización de la profesión y 
diversas medidas de conciliación entre el empleo y los cuidados. Se trata de 
un conjunto de transformaciones que, en última instancia, facilitan la refa-
miliarización de los cuidados de larga duración. 

Otras voces (Le Bihan et al., 2019; Ghailani et al., 2026) apuntan en la 
misma dirección al mostrar cómo se está produciendo un cambio importante 
hacia el familiarismo, en el que se fomenta y, a menudo, se apoya el cuidado 
en el hogar, y se ofrece a las familias la posibilidad de contratar cuidados 
remunerados. En el caso de los países nórdicos, los sistemas de cuidados re-
sidenciales, anteriormente preferidos y desarrollados, se han racionalizado. 
En cualquier caso, los cuidados en el hogar y el creciente familiarismo han 
sido fundamentalmente apoyados y mantenidos por el trabajo de cuidados 
de las personas migrantes.

En relación con el contexto español, Moreno et al. (2017) argumentan que 
representa un ejemplo de lo que Miguélez y Recio (2010) describen como el 
modelo de bienestar híbrido de política ambivalente, así como un ejemplo de 
familiarismo soportado, siguiendo la propuesta de Saraceno (2010). A pesar 
del avance que representa la Ley 39/2006 de Promoción de la Autonomía Per-
sonal y Atención a las personas en situación de dependencia, la persistencia 
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del ideal de cuidados “en casa con la familia” da continuidad a la tradición 
cultural familiarista propia de la región mediterránea. Al mismo tiempo, 
dificulta la profesionalización del sistema de cuidados de larga duración, en 
un contexto donde las opciones residenciales se relacionan socialmente con 
lógicas asistenciales. 

En esta tesitura, surgen un conjunto de interrogantes vinculados a la tran-
sición del actual modelo de cuidados. Uno de los debates en relación con la 
provisión gira en torno a la desinstitucionalización y la democratización de 
los cuidados. Ambas estrategias se plantean en sentido contrario a la crecien-
te mercantilización y comercialización de la oferta de servicios y recursos. 

La desinstitucionalización cuestiona la tendencia a situar los cuidados 
en centros residenciales al margen de la vida cotidiana de las personas, de 
sus preferencias y su capacidad de decisión. Más concretamente, propone 
una nueva cultura de atención a las necesidades de cuidados centrada en 
la personalización de los recursos junto al soporte del entorno comunitario 
(Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, 2024). En la 
práctica, en algunos territorios, su desarrollo ha supuesto el impulso de ini-
ciativas público-comunitarias de innovación social que nacen con vocación 
de ir más allá de la inercia asistencial, así como de superar las tendencias 
segregadoras generadas por el mercado y la familia. Algunos ejemplos de 
ello se encuentran en el caso de los Ecosistemas Locales de Cuidados del País 
Vasco o el servicio de VilaVeïna y el SAD de proximidad en el caso de Cata-
luña. Estas experiencias permiten observar cómo la desinstitucionalización 
no se limita a un desplazamiento espacial de los cuidados hacia el hogar o 
el entorno comunitario, sino que implica la redefinición de las formas de 
provisión, coordinación y responsabilidad. No obstante, también ponen de 
manifiesto las tensiones que atraviesan estos procesos.

La democratización, por su parte, se plantea como un horizonte norma-
tivo orientado a la justicia social en la organización de los cuidados. Desde 
esta perspectiva, implica la redistribución de responsabilidades y recursos 
entre Estado, mercado, familia y comunidad, así como el reconocimiento 
social y político de los cuidados como trabajo esencial, históricamente invi-
sibilizado y feminizado (Comas-D’Argemir, 2019; Ezquerra y Mansilla, 2018; 
Keller, 2023). Paralelamente, conlleva cuestionar las relaciones de poder que 
atraviesan su provisión, en particular aquellas vinculadas al género, la clase 
y el origen, que estructuran tanto quién cuida como en qué condiciones se 
realiza este trabajo. En este sentido, lejos de entenderse únicamente como 
una ampliación de servicios o recursos, la democratización de los cuidados 
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apela a una transformación de las formas en que estos se organizan social y 
políticamente.

Plantear en paralelo el desarrollo de la desinstitucionalización y la de-
mocratización de los cuidados introduce, por tanto, tensiones que invitan a 
problematizar la familia como institución social, en la medida en que esta 
continúa desempeñando un papel central en la asignación de responsabili-
dades de cuidado.

3. PROBLEMATIZACIÓN SOCIAL DE LA FAMILIA

En efecto, problematizar la familia como institución social implica 
cuestionar su centralidad en la organización de los cuidados y atender a su 
carácter histórico. La familia contemporánea es el resultado de procesos 
específicos vinculados a la constitución de la modernidad en el contexto 
occidental. 

Tal como argumenta Pateman (1995), el contrato social sobre el que se 
asienta la modernidad incorpora un contrato sexual que relega a las mujeres 
al ámbito doméstico e instituye la división público/privado sobre la que se 
organiza la provisión de cuidados. Este proceso se articula mediante el dis-
curso de la domesticidad, que sitúa la familia nuclear en el centro del orden 
social (Armstrong, 1991) y se consolida también entre las clases obreras a 
través de las luchas a favor del salario familiar (Perrot, 1990). En este contex-
to, la familia contemporánea se configura como una institución atravesada 
por relaciones de poder que organiza de forma desigual la distribución de 
los cuidados.

Frente a ello, desde distintas perspectivas feministas se ha cuestionado 
la centralidad de la familia como institución responsable de los cuidados. 
Weston (2003) propone el concepto de “familias elegidas” para dar cuenta 
de entramados relacionales construidos sobre la afinidad y el apoyo mutuo, 
especialmente relevantes en colectivos excluidos de los modelos familiares 
normativos, como son las personas LGBTIQ+. Con ello abre la posibilidad de 
pensar la familia de otro modo, cuestionando su carácter exclusivamente con-
sanguíneo. De manera similar, Esteban (2017) apunta la existencia de redes 
de reciprocidad que desbordan el ámbito doméstico-familiar y extienden los 
espacios de provisión de cuidados. Ambas aportaciones amplían los sujetos 
y espacios del cuidado más allá del parentesco y de la esfera doméstica. De 
esta forma, si bien permiten imaginar formas de cuidado al margen de la 
familia, no resuelven por sí mismas los problemas derivados de las condi-
ciones estructurales de su organización. Algo similar ocurre en el desarrollo 
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de experiencias comunitarias y público-comunitarias, donde la extensión 
de las redes de cuidado convive con la persistencia de las responsabilidades 
familiares (Legarreta-Iza et al., 2025; 2024).

Desde un posicionamiento más radical, otros trabajos plantean la aboli-
ción de la familia como vía para avanzar hacia una organización social de 
los cuidados basada en la interdependencia y la responsabilidad colectiva. 
En este sentido, Lewis (2023) argumenta que la familia es, en esencia, la 
forma en que se organiza y se nombra la privatización de los cuidados en la 
sociedad. Su propuesta no implica la eliminación de los vínculos afectivos, 
sino la superación de la familia como forma institucional que organiza la 
reproducción social. A partir de ello, aboga por la comunalización de los 
cuidados, esto es, por su reorganización en redes que no estén basadas en la 
lógica de la propiedad ni en la obligación moral familiar, sino en formas de 
interdependencia compartida.

No obstante, como ella misma advierte, la abolición de la familia no puede 
formularse de manera abstracta ni homogénea, ni plantearse al margen de 
las condiciones materiales que la sostienen. En este sentido, los feminismos 
negros del ámbito anglosajón ya advierten de que, para las personas racia-
lizadas, la familia ha desempeñado también funciones fundamentales como 
espacio de protección y solidaridad frente a la violencia estructural del racis-
mo (Carby, 2012; hooks, 1982). De manera similar, si bien no se omite su ca-
rácter patriarcal, en el contexto español, voces procedentes de los feminismos 
gitanos han cuestionado la apelación a la abolición de la familia, entre otros 
aspectos, por su potencial desconexión con las condiciones materiales en las 
que esta constituye un soporte colectivo imprescindible (Agüero, 2025). Estas 
tensiones ponen de manifiesto la necesidad de situar el debate en contextos 
concretos, así como de superar el sesgo de un imaginario familiar construido 
desde la perspectiva de las clases medias blancas.

En el territorio español, Keller (2025) plantea la discusión en torno a la 
abolición de la familia en el marco de la estrategia de desinstitucionalización 
de los cuidados de larga duración. Así, señala la necesidad de problematizar 
la centralidad de la familia y de atender a las relaciones de poder y estructu-
ras de opresión que operan en los hogares. Paralelamente, abre interrogantes 
en relación con las condiciones que hacen posible la desinstitucionalización 
al advertir que, si no va acompañada de un fortalecimiento de lo público, 
puede derivar en nuevas formas de privatización de los cuidados o en la 
reproducción de desigualdades existentes. En la misma dirección, distintos 
trabajos han subrayado que el desplazamiento hacia lo comunitario requiere 
cautela, ya que puede favorecer dinámicas de informalidad, desigualdad y 
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refeminización del cuidado (Legarreta-Iza et al., 2025), así como su ideali-
zación como espacio intrínsecamente solidario, obviando las relaciones de 
poder que también lo atraviesan (Barañano-Uribarri et al., 2024). Con todo, 
existe consenso a la hora de afirmar que lo comunitario no puede entenderse 
como una alternativa sustitutiva de la responsabilidad pública (Martínez-
Buján, 2019; Martínez-Virto y Hermoso-Humbert, 2021; Keller, 2025).

En este marco, problematizar la familia implica su descentralización 
como eje organizador de los cuidados. Desde la perspectiva de la democrati-
zación de los cuidados (Comas-D’Argemir, 2019; Ezquerra y Mansilla, 2018; 
Keller, 2023), evitar su refamiliarización requiere algo más que desplazar su 
provisión hacia otros ámbitos, como el comunitario. Exige repensar cómo 
se organiza en términos sociales y políticos, lo que apunta a la necesidad de 
avanzar hacia procesos de reinstitucionalización que permitan ampliar la 
responsabilidad pública para garantizar los derechos tanto de las personas 
que precisan cuidados, como de quienes los procuran.

4. REINSTITUCIONALIZACIÓN DE LOS CUIDADOS: UNA 
PROPUESTA PARA SU DEMOCRATIZACIÓN

Los riesgos de refamiliarización y rehogarización asociados a ciertas 
lecturas de la desinstitucionalización, especialmente a las que lo reducen a 
la eliminación de recursos residenciales, hacen necesario problematizar sus 
implicaciones. Esta cuestión adquiere especial relevancia si se asume que 
la transición del modelo de cuidados debe contribuir a su democratización 
y, por tanto, a reducir las desigualdades de género, clase y origen que lo 
atraviesan.

Partiendo de este escenario, el presente texto concluye planteando am-
pliar el eje de debate desde la desinstitucionalización hacia la reinstituciona-
lización de los cuidados de larga duración. No se trata de cuestionar la ne-
cesidad de transformar los modelos institucionales existentes, sino de evitar 
que la crítica a la institucionalización derive en una desresponsabilización 
por parte de las administraciones públicas. En este sentido, se entiende la 
reinstitucionalización como el fortalecimiento de la responsabilidad pública 
en la provisión de cuidados, más allá de su organización familiar, comunitaria 
o mercantil. Las experiencias recientes de innovación en cuidados de larga 
duración muestran tanto el potencial como los límites de estas transforma-
ciones. En particular, ponen en evidencia la necesidad de reforzar marcos 
públicos para evitar que la redistribución del cuidado se traduzca en su re-
ubicación en la esfera familiar o comunitaria.
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Desde esta perspectiva, avanzar hacia la reinstitucionalización de los cui-
dados implica un movimiento doble. En primer lugar, supone profundizar en 
la desmercantilización de los cuidados en un contexto de creciente comercia-
lización del sector. La expansión de la oferta privada, incluyendo el papel de 
plataformas digitales que intermedian en la provisión de servicios, refuerza 
dinámicas de individualización y precarización de los cuidados (Martínez-
Buján & Moré, 2025). De ahí se deriva la necesidad de reforzar un ámbito 
público que garantice condiciones laborales dignas y evite la externalización 
de la responsabilidad hacia las familias o el mercado. 

En segundo lugar, la reinstitucionalización plantea el reto de avanzar en 
la profesionalización de los cuidados en un contexto que sigue privilegiando 
los vínculos afectivos asociados al ámbito familiar como indicador de calidad 
y bienestar. Esta valoración dificulta el reconocimiento del cuidado como ac-
tividad profesional, reproduce su informalidad y refuerza las connotaciones 
negativas de la atención residencial, uno de los ámbitos con mayor potencial 
para garantizar derechos laborales y calidad en la atención.

En este sentido, como señala Comas (2024), ni las instituciones ni los ho-
gares pueden entenderse como meros espacios físicos, sino como formas de 
organizar los cuidados que implican determinadas relaciones sociales. Por 
tanto, no se trata de oponer institucionalización y desinstitucionalización, 
sino de transformar las condiciones en las que se organizan los cuidados en 
ambos ámbitos. En tal contexto, la intervención pública resulta imprescindi-
ble para evitar que dichas formas reproduzcan las desigualdades estructura-
les propias del modelo familiarista, sostenido en gran medida por el trabajo 
invisible de mujeres y de población migrante.

Así, la reinstitucionalización se plantea como una apuesta por lo pú-
blico que no niega la relevancia de la familia ni de lo comunitario, pero 
cuestiona su centralidad como ejes organizadores de los cuidados. La 
familia continúa siendo una categoría analítica relevante (McCarthy, 
2012; Edwards et al., 2012), pero avanzar hacia la democratización de los 
cuidados requiere redefinir su papel en el marco de las políticas públicas. 
La apuesta por modelos público-comunitarios solo resulta transformado-
ra si no desplaza hacia lo comunitario responsabilidades que deben ser 
garantizadas desde lo público y si articula ambas esferas en condiciones 
de equidad y corresponsabilidad.
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1. DISCAPACIDAD Y FAMILIA EN ESPAÑA EN EL CONTEXTO 
EUROPEO

En las últimas décadas, la discapacidad ha dejado de entenderse exclu-
sivamente desde interpretaciones biomédicas, centradas en el déficit indi-
vidual, para abordarse desde enfoques sociales y basados en los derechos 
humanos que la conciben como un fenómeno relacional y multidimensional. 
Desde esta perspectiva, la discapacidad no se puede explicar únicamente por 
la existencia de una condición de salud o una limitación funcional, sino por 
la interacción entre estas y las barreras sociales, institucionales y ambienta-
les que configuran las oportunidades reales de participación, autonomía y 
bienestar de las personas (Ferreira, 2008). Este cambio conceptual ha tenido 
implicaciones profundas en el diseño de las políticas públicas y, de manera 
particular, en la reconsideración del papel que desempeña la familia dentro 
de los sistemas de protección social.

Un hito fundamental en este proceso es la adopción de la Clasificación 
Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud (CIF), 
propuesta por la Organización Mundial de la Salud (OMS), que introduce 
un enfoque biopsicosocial al integrar dimensiones corporales, funcionales y 
contextuales en la definición de la discapacidad (OMS, 2001). La CIF subraya 
el papel de los factores contextuales, entre ellos el entorno familiar, como 
elementos que pueden favorecer o limitar el funcionamiento, la participación 
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social y la calidad de vida de las personas con discapacidad. Este enfoque 
se ve reforzado por la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, que las define como “aquellas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 
diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás” (ONU, 2006, p. 4). Los 
Estados integrantes de la Convención se han comprometido no solo a garan-
tizar derechos individuales, sino también a promover apoyos adecuados en 
los entornos en los que las personas con discapacidad desarrollan su vida 
cotidiana, incluidos los contextos familiares.

Este marco es recogido en el ámbito europeo por la Estrategia sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad 2021-2030, que establece 
los principios de vida independiente, inclusión social y acceso efectivo a la 
protección social (Comisión Europea, 2021). Dichos principios también son 
recogidos y contextualizados en la Estrategia Española sobre Discapacidad 
2022-2030 (Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, 2022).

No obstante, la evidencia muestra que persiste una brecha significativa 
entre el reconocimiento formal de derechos y la realidad social; existiendo 
desigualdad por motivos de discapacidad (Díaz Velázquez, 2011). Así, las 
personas con discapacidad enfrentan un riesgo desproporcionado de pobreza 
y exclusión social como consecuencia de déficits estructurales en los siste-
mas de protección social: niveles de prestaciones insuficientes, diseños poco 
sensibles a los costes adicionales asociados a la discapacidad, fragmentación 
institucional y obstáculos administrativos que limitan el acceso efectivo a 
los derechos (Baptista y Marlier, 2022). Estas carencias tienen un impacto 
directo en los hogares y contribuyen a reforzar la centralidad de la familia 
como principal soporte cotidiano.

En este contexto, España se sitúa dentro de los regímenes de bienestar 
mediterráneos, caracterizados por una marcada orientación familista en la 
organización de los cuidados y de la atención a la discapacidad y la depen-
dencia (Rodríguez Cabrero et al., 2022). Desde una perspectiva comparada, 
el caso español contrasta con los modelos nórdicos socialdemócratas, carac-
terizados por una mayor desfamilización del cuidado a través de servicios 
públicos robustos y universales, y con los modelos continentales, que combi-
nan prestaciones contributivas con una oferta más desarrollada de servicios 
(Hernández Pedreño y García Luque, 2017). 

Si bien, en las últimas décadas, se ha producido una ampliación de dere-
chos sociales en España, la provisión de cuidados y apoyos continúa descan-
sando en gran medida en el seno de los hogares. Este modelo familista tiene 
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notables implicaciones distributivas y sociales, como señalan estudios recientes 
(Álvarez Ramírez, 2024; Cañadas-Romero et al., 2024; Rodríguez Cabrero et 
al., 2022). En primer lugar, genera una transferencia sistemática de costes eco-
nómicos, temporales y emocionales hacia el hogar, cuya capacidad de respues-
ta es muy desigual en función de los recursos socioeconómicos disponibles, el 
territorio y la composición familiar, contribuyendo así a la reproducción de las 
desigualdades sociales. En segundo lugar, refuerza de manera persistente una 
división sexual del trabajo de cuidados, dado que la atención a la discapacidad 
recae mayoritariamente sobre las mujeres, con efectos negativos sobre sus 
trayectorias laborales, ingresos, salud y bienestar subjetivo. 

Además, como recoge la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE), estas dinámicas tienen lugar en un contexto de pérdida 
de centralidad del modelo tradicional familiar y creciente heterogeneidad 
de los modelos familiares (OCDE, 2022). La diversificación de las formas 
de convivencia, junto con el retraso en la emancipación juvenil y el debilita-
miento de las redes familiares extensas, cuestiona los supuestos implícitos 
de un sistema de bienestar que continúa presuponiendo la disponibilidad 
constante de apoyos familiares. 

En definitiva, la discapacidad constituye un factor determinante en la 
configuración de las condiciones de vida y en la necesidad de protección 
social de las familias. Este capítulo analiza las diferencias y similitudes entre 
España y el conjunto de la Unión Europea (UE) en relación con la existencia 
de personas con discapacidad en el seno familiar, considerando tanto las di-
mensiones sociales y económicas como la respuesta institucional, a través de 
la información proporcionada por dos operaciones estadísticas armonizadas 
a nivel europeo. A continuación, se describe de forma sintética el enfoque de 
medición de la discapacidad en las estadísticas europeas, así como las bases 
de datos empleadas; destacando, a su vez, las dificultades metodológicas que 
entraña el análisis realizado. Seguidamente, desde una perspectiva compara-
da entre España y la UE, por un lado, se examinan las condiciones de vida de 
los hogares con personas con discapacidad, a través de diversos indicadores 
y, por otro, se caracteriza la protección social asociada a esta situación. En 
último lugar, se presentan las principales conclusiones y los retos de política 
social derivados de los resultados obtenidos.

2. MEDICIÓN DE LA DISCAPACIDAD Y FUENTES ESTADÍSTICAS 

La oficina de estadística europea, Eurostat, utiliza una medida estanda-
rizada para evaluar la discapacidad en distintas encuestas realizadas en el 
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ámbito de la UE. Dicha medida es el Indicador Global de Limitación de la 
Actividad (GALI), basado en una pregunta que indaga si la persona ha estado 
limitada durante, al menos, seis meses para realizar actividades habituales 
debido a problemas de salud físicos, mentales o emocionales (Comisión 
Europea, 2020). Las respuestas se clasifican en tres categorías: gravemente 
limitado; limitado, pero no gravemente; y no limitado. Así, mediante este 
indicador es posible la comparativa internacional y la actualización anual 
de los datos. Si bien este carácter subjetivo permite una medición armoniza-
da y comparativa de la discapacidad en el ámbito de la UE, también puede 
suponer ciertos sesgos. Al estar basado en la autoevaluación de la persona 
encuestada, los resultados pueden verse afectados por factores individuales 
como la percepción personal del estado de salud, el nivel de información 
sobre lo que se considera “estar limitado”, o incluso el contexto cultural. 
Por otro lado, está referido a la población de 16 años o más, por lo que no se 
considera la discapacidad en la población infantil.

El indicador GALI es el utilizado en la Encuesta de Condiciones de Vida, 
denominada a nivel europeo como EU-SILC (European Union statistics on 
income and living conditions). Esta encuesta recoge información anual sobre 
ingresos, pobreza, exclusión social y condiciones de vida de los hogares en 
todos los países de la UE. Dada la complejidad estadística de delimitar la 
unidad familiar, debido a su creciente heterogeneidad, se suele seleccionar el 
hogar privado como unidad de referencia, definido por compartir residencia 
y presupuesto. Por lo tanto, una primera dificultad, en el análisis de la dis-
capacidad en el entorno familiar, es que no se dispone específicamente de la 
familia como unidad de análisis estadístico. Así, la información se refiere al 
hogar, describiéndose la composición y las relaciones intrafamiliares de los 
hogares privados mediante una matriz relacional (Comisión Europea, 2020); 
lo que permite analizar el tamaño, tipo y estructura del hogar, capturando 
diversas formas convivenciales. No obstante, se excluye a quienes viven en 
hogares colectivos o instituciones, lo que supone una limitación metodológica 
relevante para el análisis de la discapacidad, especialmente en el caso de la 
infancia y las personas mayores.

Por otro lado, la información disponible para analizar la respuesta institu-
cional procede del Sistema europeo de estadísticas integradas de protección 
social (SEEPROS, o ESSPROS en inglés). Recientemente actualizado (Euros-
tat, 2026), se articula en torno a esquemas de protección social, integrando 
tanto los flujos de ingresos como de gastos de naturaleza pública y privada; 
si bien el volumen de recursos es mayoritariamente de titularidad pública 
(gestionado por administraciones y organismos de la Seguridad Social). Cla-
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sifica los ingresos desglosados por origen y tipo de cotización, mientras que 
los gastos son de dos tipos: de administración y prestaciones sociales. Estas 
últimas se categorizan según su función (atendiendo al riesgo o necesidad 
social cubierta), su tipología (prestaciones en efectivo, ya sean periódicas 
o de pago único, y prestaciones en especie); o también, su condicionalidad 
(sujetas o no a comprobación de recursos económicos). Las ocho funciones 
básicas de protección social, que permiten comparar el esfuerzo protector 
de los países europeos, son: 1) Enfermedad-Atención sanitaria, cubre la 
atención médica y el mantenimiento de ingresos por incapacidad temporal; 
2) Invalidez, orientada a personas en edad activa cuya participación social 
y laboral está limitada; 3) Vejez, incluye pensiones de jubilación y cuidados 
de larga duración; 4) Supervivencia, destinada a quienes han perdido a un 
familiar directo; 5) Familia e hijos, ayudas económicas por nacimiento, adop-
ción y cuidado, incluidas las vinculadas a la discapacidad por hijo a cargo; 6) 
Desempleo, protege a las personas que han perdido su empleo; 7) Vivienda, 
apoyos para afrontar gastos del hogar; y 8) Exclusión social no clasificada en 
otra parte, agrupa prestaciones como el Ingreso Mínimo Vital (IMV) dirigidas 
a situaciones de vulnerabilidad extrema.

Bajo esta clasificación, que permite la comparabilidad internacional, la 
segunda limitación metodológica consiste en no poder disponer de una cifra 
global en el análisis de la cobertura social de la discapacidad en España. 
Dicho análisis exige un enfoque transversal; puesto que, por el principio de 
prioridad de la contingencia y por criterios de edad, el gasto en protección 
social dirigido a las personas con discapacidad se dispersa en cuatro fun-
ciones más orientadas al ámbito familiar; sin tener en cuenta la función de 
atención sanitaria, con un carácter más general: 

a)  Invalidez, que cubre pensiones de incapacidad permanente y ayudas 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) 
para menores de 65 años.

b)  Vejez, que absorbe las prestaciones del SAAD para mayores de 65 
años.

c)  Familia e hijos, que integra las asignaciones económicas por hijos a 
cargo con discapacidad.

d)  Exclusión Social, incluye complementos por discapacidad del IMV 
y de otros programas de lucha contra la pobreza donde la discapa-
cidad es una condición agravante o una vía de acceso, pero no la 
contingencia única.
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Estas cuatro funciones recopilan el conjunto del esfuerzo protector en 
discapacidad, lo que evita omitir partidas importantes si se atiende solo a la 
función de invalidez, como el gasto en autonomía personal de los mayores 
de 65 años o los complementos de renta por vulnerabilidad económica (Eu-
rostat, 2026). No obstante, sin duda, conducen a una valoración sobredimen-
sionada, al no disponer del nivel de desagregación requerido para una iden-
tificación precisa de las ayudas recibidas por las personas con discapacidad. 
Por el contrario, analizar solo la función de invalidez conlleva subestimar 
el gasto en protección social que cubre la discapacidad, debido al criterio 
de edad (excluye mayores de 65 años) y a que la mayoría tienen un carácter 
contributivo (pensiones de incapacidad permanente). En consecuencia, la 
comparativa internacional de las prestaciones sociales dirigidas a paliar las 
situaciones de discapacidad resulta muy difícil de abordar.

Por último, el tercer aspecto que dificulta el análisis comparativo reali-
zado es la distinta disponibilidad temporal de los datos recabados. Mientras 
que la última información disponible en EU-SILC corresponde a 2025, en el 
caso español, y 2024 para la UE1, las cifras de ESSPROS más recientes son 
de 2024 y, cuando se desagrega por tipo de prestación, de 2023. 

En los dos siguientes epígrafes se analizan, por un lado, las condiciones de 
vida de los hogares en los que reside alguna persona con discapacidad y, por 
otro, el gasto en protección social vinculado a esta realidad; en ambos casos, 
de forma comparada entre España y la UE, detallándose algunos aspectos 
metodológicos de los indicadores utilizados conforme se vayan presentando.

3. CONDICIONES DE VIDA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Las barreras físicas y sociales continúan siendo un obstáculo para la 
inclusión social de las personas con discapacidad. En el ámbito educativo y 
laboral, las personas con discapacidad presentan tasas de participación infe-
riores a la media europea, reflejando dificultades para la integración en en-
tornos ordinarios y una menor efectividad de las políticas activas de empleo 
(Malo et al., 2024). Esto repercute en la estabilidad económica de los hogares, 
incrementando su riesgo de pobreza y exclusión social, que se mide en la UE 
mediante el indicador AROPE (At Risk Of Poverty and/or Exclusion). Se está 
en riesgo de exclusión social cuando la persona se encuentra, al menos, en 
una de estas tres situaciones: pobreza, privación material y social severa, 

1 En el momento de elaboración de este trabajo faltan datos de diversos países para 2025. Por otro 
lado, se debe tener en cuenta que los datos de renta y de trabajo del hogar siempre están referidos al 
año anterior al de la encuesta.
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baja intensidad laboral del hogar2. El gráfico 1 recoge estos indicadores, para 
España y la UE, en función de la existencia, o no, de discapacidad, entendida 
como limitación moderada o severa en la actividad diaria declarada por la 
persona encuestada.

Gráfico 1. Tasa AROPE y sus componentes según discapacidad, España y UE, 
2025(1) (% población 16 años o más)

32,2

22,3 24,3
21,5

17,1 17,9
13,5

6,2 7,6

18,4

6,2 7,9

28,7

17,9
20,4 20,6

14,2
15,7

13,1

6,3 6,0

18,4

5,5 7,6

Sí No Sí No Sí No Sí No

Discapacidad Total Discapacidad Total Discapacidad Total Discapacidad Total

AROPE Pobreza Privación material y social
severa

Baja intensidad laboral del
hogar

España UE

(1)Para la UE el dato corresponde a 2024.
Fuente: Eurostat, Disability Database-Income and living conditions.

Resulta evidente la mayor incidencia del riesgo de pobreza o exclusión 
social entre la población con discapacidad, respecto de las personas sin 
discapacidad, tanto en España como en el conjunto de la UE. En términos 
comparados, España presenta niveles más elevados en todos los indicadores, 
destacando especialmente la mayor brecha entre población con y sin disca-
pacidad, unos 10 puntos porcentuales de diferencia, en la tasa AROPE. En 
ambos espacios, la distancia es más acusada, prácticamente el triple, en el 
indicador de baja intensidad laboral del hogar, reflejando el impacto de las 
barreras de acceso al empleo en los hogares afectados.

Asimismo, la proporción de personas con discapacidad que vive en hoga-
res con privación material y social duplica la de quienes no tienen ninguna 
limitación en su actividad diaria. Como recoge el gráfico 2, esta diferencia 
también resulta abultada para los indicadores de estrés económico (no poder 
permitirse una semana de vacaciones al año fuera del hogar) y financiero (no 

2 Para una definición precisa de la tasa AROPE y de sus componentes véase: https://ec.europa.
eu/eurostat/statistics-explained/index.php?title=Glossary:At_risk_of_poverty_or_social_
exclusion_(AROPE).
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poder hacer frente a pagos imprevistos), así como para el indicador de pobre-
za subjetiva, cuando el hogar manifiesta dificultad para llegar a fin de mes.

Gráfico 2. Pobreza subjetiva e indicadores de estrés económico y financiero según 
discapacidad, España y UE, 2025(1) (% población 16 años o más)p y py
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Fuente: Eurostat, Disability Database-Income and living conditions.

Se observa una mayor vulnerabilidad económica de la población con 
discapacidad en España y en la UE, con valores sistemáticamente superiores 
a los de la población sin discapacidad en todos los indicadores analizados. 
En términos comparados, España presenta niveles más elevados, tanto en 
pobreza subjetiva como en estrés económico y financiero. La mayor distancia 
entre población con y sin discapacidad se observa en la incapacidad para 
permitirse una semana de vacaciones anuales fuera del hogar, seguida de la 
dificultad para afrontar gastos imprevistos. Estos resultados reflejan un im-
pacto más intenso de la discapacidad sobre el bienestar material en España 
que en el conjunto europeo.

4. GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL ORIENTADO A LA 
DISCAPACIDAD 

El análisis comparativo del gasto en protección social asociado a la disca-
pacidad presenta notables dificultades a nivel internacional, debido a la au-
sencia de una función específica y homogénea que agrupe estas prestaciones. 
En los sistemas europeos, la cobertura de las situaciones de discapacidad se 
distribuye entre diversas funciones de protección social. Esta fragmentación 
hace aconsejable adoptar una perspectiva general, abordando el análisis a 
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partir de la distribución del gasto por funciones, centrando la atención en 
aquellas que permiten identificar de forma más directa los apoyos sociales y 
económicos vinculados a la discapacidad.

Desde este enfoque, resulta pertinente examinar en primer lugar la es-
tructura general del gasto en prestaciones sociales, como paso previo para 
contextualizar las diferencias entre España y la UE y orientar el análisis 
posterior hacia aquellas funciones más relevantes desde la perspectiva de la 
discapacidad. Así, como muestra el gráfico 3, tanto en España como para el 
promedio de la UE, las dos funciones más relevantes son vejez y enfermedad-
atención sanitaria, alcanzando pesos similares, lo que pone de manifiesto 
el protagonismo de los riesgos asociados al envejecimiento y a la atención 
sanitaria dentro de la protección social europea. En el lado opuesto, exclu-
sión social y vivienda son las funciones que menos proporción representan 
dentro del total del gasto en prestaciones sociales. En el caso español, las 
prestaciones en vivienda suponen un 0,4% frente al 1,4% de la UE; en cam-
bio, los porcentajes entre ambos espacios son más próximos para el gasto en 
Exclusión social, alrededor de un 2%.

Gráfico 3. Distribución del gasto en prestaciones sociales según función, España y 
UE, 2024 (% total)

Fuente: Eurostat, Social protection database.

Atendiendo a las restantes funciones de protección social, en España, la 
función de desempleo tiene un peso claramente superior (2 puntos porcen-
tuales de diferencia), mientras que el gasto destinado a familia e hijos tiene 
una menor importancia relativa (3,3 puntos inferior a la media europea); in-
dicando una cobertura más limitada de los apoyos económicos a las familias, 
en línea con el carácter tradicionalmente residual de las políticas familiares 
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en el modelo español. Con respecto al promedio europeo, esta divergencia 
es especialmente significativa desde la perspectiva del análisis de la disca-
pacidad, dado que una parte de las prestaciones dirigidas a menores con 
discapacidad y a sus familias se canaliza a través de esta función. 

Las funciones de supervivencia e invalidez presentan también perfiles 
diferenciados entre España y la UE, con una mayor relevancia relativa de la 
primera y una menor presencia de la segunda en el caso español. Esta confi-
guración sugiere un patrón de protección social más apoyado en prestaciones 
contributivas tradicionales y con un menor peso relativo de los apoyos espe-
cíficamente orientados a las situaciones de discapacidad, especialmente en 
términos de servicios y prestaciones en especie, como se verá más adelante.

A partir de esta caracterización inicial, el análisis se centra en la evolución 
del gasto en las funciones de protección social más directamente relacionadas 
con la atención a la discapacidad. Aunque la función de enfermedad-aten-
ción sanitaria concentra una parte sustancial del gasto social, su carácter 
generalista y transversal dificulta la identificación de apoyos diferenciados 
vinculados a las situaciones de discapacidad en el entorno cotidiano de los 
hogares. Por este motivo, el análisis se centra en aquellas funciones en las que 
las prestaciones asociadas a la discapacidad se articulan más directamente 
en el ámbito familiar: invalidez, vejez, familia e hijos y exclusión social. El 
gráfico 4 muestra la evolución del gasto en estas cuatro funciones en España 
y en el conjunto de la UE, entre 2014 y 2024, expresado como porcentaje del 
Producto Interior Bruto (PIB). 

A lo largo de todo el período, el gasto agregado en estas funciones es 
sistemáticamente inferior en España respecto al promedio europeo. En 
ambos ámbitos se observa un aumento puntual en torno a 2020, seguido 
de una fase de moderación o descenso en los años posteriores. La distancia 
entre España y la UE se mantiene relativamente estable en el tiempo, lo que 
permite apreciar diferencias persistentes en el esfuerzo relativo destinado a 
estas funciones, así como trayectorias paralelas en su evolución temporal. 
No obstante, desde 2022 se aprecia una evolución divergente entre España 
y la UE, tanto en invalidez como en familia e hijos. En cambio, la función 
de exclusión social sigue una dinámica convergente desde 2019, donde el 
promedio europeo reduce ligeramente su peso en términos del PIB, a la vez 
que lo gana el dato español, también moderadamente. 
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Gráfico 4. Evolución del gasto en protección social de las cuatro funciones 
implicadas en la atención a la discapacidad, España y UE, 2014-2024 (% PIB)p p y
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Fuente: Eurostat, Social protection database.

Sobre esta base, el análisis finaliza examinando la composición interna 
del gasto en la función de invalidez, recogida en la tabla 1, con el fin de des-
cribir el peso relativo de los distintos tipos de prestaciones que la integran.
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Tabla 1. Distribución de la función invalidez según tipo de prestación social, 
España y UE, 2023

Función invalidez: tipología de las prestaciones sociales España UE

Prestaciones 
en efectivo 
(UE: 73%; 
España: 
81,7%)

Periódicas
(UE: 71,9%; 

España: 
80,3%)

Pensión de invalidez (incapacidad per-
manente)

74,8 38,3

Pensión de jubilación anticipada por in-
validez

- 13,1

Prestación por cuidados 2,3 7,5
Integración económica de las personas 
con discapacidad

2,7 9,6

Otras 0,4 3,4
De pago 

único
(UE: 1,1%; 

España: 
1,4%)

Prestación por cuidados - 0,1
Integración económica de las personas 
con discapacidad

- 0,0

Otras 1,4 1,0

Prestaciones en especie 
(UE: 27,0%; España: 

18,4%)

Alojamiento 6,1 9,3
Asistencia en tareas cotidianas 4,3 6,1
Programas de rehabilitación funcional o 
laboral

5,6 9,0

Otras 2,4 2,6
Total prestaciones sociales por invalidez 100,0 100,0

Fuente: Eurostat, Social protection database.

Tanto en España como en el conjunto de la UE, predominan claramente 
las prestaciones en efectivo, si bien su peso es considerablemente mayor en 
España (81,7%) que en la UE (73,0 %), concentrándose fundamentalmente 
en prestaciones periódicas. Dentro de estas, destaca el peso muy elevado de 
la pensión de incapacidad permanente en España, frente a una estructura 
más diversificada en el promedio europeo. Por el contrario, las prestaciones 
en especie tienen una presencia menor en el caso español que en la UE, es-
pecialmente en ámbitos como la asistencia en tareas cotidianas (servicios de 
ayuda a domicilio) y los de inserción sociolaboral financiados por servicios 
sociales o empleo.

En suma, el análisis de la función de invalidez ofrece una aproximación 
a la protección social asociada a la discapacidad en la etapa laboral, al cen-
trarse en prestaciones vinculadas a limitaciones para la participación en 
el empleo. No obstante, esta aproximación no permite captar el conjunto 
total de los apoyos dirigidos a las personas con discapacidad, dado que una 
parte relevante se canaliza a través de otras funciones de protección social 
en las que no es posible aislar el componente específicamente asociado a la 
discapacidad. Esta limitación, inherente al propio diseño de las estadísticas 
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disponibles, condiciona el alcance del análisis realizado y debe tenerse en 
cuenta en la lectura de los resultados.

5. PRINCIPALES CONCLUSIONES Y RETOS DE POLÍTICA SOCIAL

En España, la accesibilidad universal ha experimentado avances rele-
vantes en las últimas décadas, especialmente en términos normativos y en la 
reducción de determinadas barreras físicas y de comunicación. No obstante, 
estos progresos conviven con limitaciones persistentes en la provisión de 
apoyos personalizados y en la adaptación efectiva de los entornos cotidianos, 
incidiendo negativamente sobre el bienestar y las condiciones de vida de las 
personas con discapacidad y de sus familias (Álvarez  Ramírez, 2024). Como 
se ha puesto de manifiesto en este capítulo, los hogares con personas con 
discapacidad afrontan una doble vulnerabilidad: por un lado, las limitaciones 
funcionales y las barreras estructurales que restringen la participación social; 
por otro, una protección social que, aunque relevante, no logra compensar 
plenamente las desigualdades existentes.

La evidencia empírica analizada muestra que esta vulnerabilidad se tra-
duce en un mayor riesgo de pobreza, privación material y baja intensidad 
laboral del hogar, especialmente acusado en el caso español en comparación 
con la media europea. Estas diferencias se relacionan, entre otros factores, 
con las dificultades de acceso y permanencia en el mercado de trabajo y 
con trayectorias laborales más frágiles, ampliamente documentadas en la 
literatura reciente (Malo et al., 2024). En este contexto, la discapacidad no 
solo afecta a la persona que la presenta, sino que condiciona el bienestar 
económico y social del conjunto del hogar.

Desde una perspectiva comparada, los resultados ponen de relieve simili-
tudes entre España y la UE, y también diferencias derivadas de la estructura 
de los sistemas de bienestar y del modelo de cuidados predominante. Mien-
tras que en el ámbito europeo se observa una mayor diversificación de los 
instrumentos de protección social, combinando transferencias monetarias 
y servicios, en España persiste un mayor peso relativo de las prestaciones 
económicas frente a los apoyos en especie y los servicios de proximidad (Ro-
dríguez Cabrero et al., 2022). Esta configuración refuerza el papel central de 
la familia como principal proveedora de cuidados y apoyos.

Conviene señalar que, aunque la Unión Europea dispone de una medi-
ción armonizada de la discapacidad a través del indicador GALI, el análisis 
comparativo del gasto en protección social se ve limitado por el diseño de 
ESSPROS, que no permite identificar de forma homogénea y exhaustiva las 
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prestaciones específicamente dirigidas a la discapacidad al estar distribuidas 
entre diversas funciones. 

En suma, los resultados del capítulo evidencian la persistencia de un mo-
delo marcadamente familista en la atención a la discapacidad en España, en 
un contexto de creciente diversidad de las formas de convivencia y de debi-
litamiento de las redes familiares tradicionales (OCDE, 2022). Ello subraya 
la necesidad de avanzar hacia políticas integrales de corresponsabilidad que 
distribuyan de forma más equitativa los costes sociales de la discapacidad a 
lo largo del ciclo vital y refuercen el papel de los servicios públicos de apoyo, 
reduciendo la carga que recae de forma desproporcionada sobre las familias, 
en línea con las tendencias observadas en otros países europeos.
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1. INTRODUCCIÓN

La discapacidad, además de un campo de estudio teórico, es también un 
fenómeno presente en la sociedad y, por ello, en las políticas sociales. Gran 
parte de la sociedad, especialmente aquella no comprometida directamente 
con la inclusión de las personas con discapacidad, orienta sus prácticas y 
actitudes según patrones tradicionales que se fundamentan en percepciones 
e interpretaciones erróneas, que tienen como resultado una discriminación 
capacitista (Campbell, 2001).

Esta construcción social se basa en la concepción general de que el funcio-
namiento y las habilidades consideradas “normales” son definitorias del ser 
humano y, por lo tanto, las personas con discapacidad no pueden ser enten-
didas como tal, ni se debe esperar de ellas un futuro equiparable al de otros 
grupos sociales. En este sentido, la construcción de la diferencia en base a la 
lejanía con la norma abarca cuestiones tan amplias como la interpretación 
de los cuerpos, las actitudes y los comportamientos.

En el diseño de las políticas públicas, el capacitismo atraviesa las insti-
tuciones y recursos disponibles que definen las condiciones materiales de 
vida de aquellas personas a quienes se dirigen (Otaola Barranquero y Huete 
García, 2019). Por esto, con frecuencia, las políticas de protección social han 
reaccionado con servicios basados en medidas especiales para personas con 
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discapacidad y sus familias, que se han convertido en espacios segregadores 
y asistencialistas, escasamente centrados en la promoción de la autonomía 
personal y la vida independiente, y difícilmente abiertos per se, a cualquier 
oportunidad de inclusión social. Esto ocasiona, o debería ocasionar, profun-
das reflexiones sobre la naturaleza inclusiva de los sistemas de protección, 
finalidad a la que se deben dirigir las políticas sociales.

A pesar de la abundancia de literatura científica que evidencia los nota-
bles avances de las políticas sociales con respecto a otras desigualdades, en 
el contexto de la discriminación por discapacidad resulta aún insuficiente 
(Anaut Bravo et al., 2017). Por otro lado, urge analizar en qué medida la 
agenda de las políticas sociales puede estar participando en la reproducción 
de prácticas contrarias a la inclusión y la autonomía de esta población, ge-
neralizando ideas capacitistas en sus medidas.

A través de este capítulo, se propone un primer apartado sintetizando 
los principales paradigmas y modelos teóricos que a lo largo de la historia 
han interpretado la discapacidad. Este contexto resulta indispensable, para, 
posteriormente poder profundizar en el análisis de las políticas sociales ac-
tuales, explorando espacios y territorios clave para conocer la lógica capa-
citista de un sistema que no siempre parece preparado para recibir a todas 
las personas. Además, en correlación con el espíritu del volumen en que esta 
aportación se inserta, se realiza una aproximación de cómo el Trabajo Social, 
en su hacer académico y práctico, se aproxima a las familias cuya realidad 
se ve atravesada por una situación de discapacidad.

Las conclusiones aportan un compendio de ideas clave, orientadas a es-
tablecer líneas de futuro para generar políticas sociales inclusivas.

2. DISCAPACIDAD, NOCIONES Y CONCEPTOS CLAVE: DE MODELOS 
TRADICIONALES A LA DISCRIMINACIÓN CAPACITISTA

La concepción de la discapacidad ha sido estudiada ampliamente. A lo 
largo de la historia, diversos modelos han explicado la discapacidad desde 
planteamientos más o menos excluyentes y, por tanto, han producido un 
determinado marco de categorización y representación que ha situado a las 
personas con discapacidad en un espacio social ajustado al contenido de 
cada uno de ellos.

Tal y como recogen los trabajos de Evans et al., (2017) y Palacios (2008) 
la comprensión de la discapacidad ha ido evolucionando desde un enten-
dimiento relacionado con la acción divina, propia del Modelo Moral que la 
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vincula al pecado y la vergüenza, a una comprensión que se sustenta en los 
principios de la justicia social en la que se sitúa este texto. Tal y como expo-
nen los trabajos citados, el Modelo Médico, que sigue al Modelo Moral, se 
basa en los estándares de normalidad producidos por los campos científico y 
médico desde sus comienzos; desconsidera en su definición todo componente 
cultural, marcando así los límites de la atención a la población con disca-
pacidad y señalando a la autoridad médica como única reconocida para su 
rehabilitación. Como parte de su evolución, el Modelo Médico-Rehabilitador 
incorpora la capacitación como objetivo principal de la intervención, en 
consonancia con los estándares productivos de finales s. XIX y principios 
del s. XX. Tiene, además, un marcado carácter institucionalizador. Como 
reacción a este, y motivado por los movimientos de lucha por los derechos 
civiles de finales del XX, el Modelo Social pretende la despatologización de 
la discapacidad, señalando el contenido social de su configuración, recha-
zando la segregación y apostando por la igualdad de oportunidades bajo 
criterios de equidad y Diseño Universal. Si bien es un modelo extendido y 
de gran peso en nuestro contexto, ha recibido numerosas críticas al dejar 
en manos de múltiples instituciones la gestión de los apoyos dirigidos a la 
población con discapacidad. De esta manera, el entramado asociativo de la 
discapacidad diseña y gestiona los recursos –siempre limitados–, para la po-
blación con discapacidad. Como reacción a este planteamiento de decisión 
y control sobre las vidas de las personas con discapacidad surge el Modelo 
de la Diversidad, que apuesta por la vida independiente y, por tanto, por la 
autogestión de los apoyos necesarios para su consecución desde el recono-
cimiento de la diversidad y la dignidad humana como valores universales. 
Muy alineado con esta perspectiva, el Modelo de Justicia Social añade la 
necesidad de analizar los sistemas de comportamiento social, en términos de 
opresión, así como las estructuras institucionales y las prácticas culturales 
para su transformación, considerando el peso de la dominación en el trato 
desigual hacia grupos minoritarios.

A pesar de la apuesta actual por una comprensión de la discapacidad 
como constructo social que pretende superar disposiciones segregadoras 
anteriores, la realidad es que la vida cotidiana de la población con disca-
pacidad sigue encorsetada por ideas propias de modelos supuestamente 
superados (Palacios y Romañach, 2006; Olkin, 1999) que sentaron las bases 
de la discriminación actual, promoviendo una dependencia obligada para 
garantizar su supervivencia (Moral, 2021). Dicho contenido, que opera como 
estructura estructurada y estructurante, en términos de Bourdieu, produce lo 
que Ferreira y Ferrante (2010), basándose en el trabajo del sociólogo francés, 
denominaron el habitus de la discapacidad, que, imbricado con la propuesta 
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de dispositivo de Foucault (1991a, pp. 128-129) recogida en el trabajo de Con-
tino (2013a), permiten un análisis del estado actual de las políticas públicas 
desde una perspectiva contracapacitista. 

Estas herramientas teóricas nos permiten reflexionar acerca de la exis-
tencia de graves incongruencias entre los marcos normativos que atienden al 
bienestar, la equidad y la calidad de vida de las personas con discapacidad, 
y el resultado en la práctica de una condición de ciudadanía reducida (Díaz 
Velázquez, 2017), cuando no desarticulada, que permite la vulneración de 
sus derechos fundamentales en numerosos ámbitos. De esta manera, y revi-
sando la red de elementos del dispositivo de la discapacidad, nos encontra-
mos con la institucionalización como respuesta habitacional para muchas 
personas con discapacidad; instalaciones arquitectónicas que desatienden 
la legislación que regula la accesibilidad de los espacios públicos y privados; 
decisiones reglamentarias, leyes y medidas administrativas que no incorpo-
ran medidas de acción positiva; enunciados científicos que reproducen una 
injusticia epistémica denunciada por grupos minoritarios como el que nos 
ocupa; así como discursos y denominaciones que, naturalizadas, parecen 
producto de la casualidad, como puede ser el hecho de que el nombre con 
el que se suele denominar pedestremente a la Ley 39/2006, de 14 de diciem-
bre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia, que bien podría denominarse Ley de Autonomía, 
sea conocida como Ley de Dependencia. Los datos relativos a la educación 
inclusiva (Toboso et al., 2012), la atención sanitaria (Monereo, 2023; Moreno, 
2023; Leturia et al., 2014), el acceso al empleo (Ferreira y Cano, 2021) de la 
población con discapacidad en nuestro país señalan tasas de desigualdad que 
sonrojarían a cualquier Estado de Bienestar que se precie. El desentendi-
miento de grupos poblacionales en cuestiones relacionadas con la biopolítica 
deposita sobre la familia la responsabilidad de la gestión de la vida de quienes 
son categorizados desde entendimientos capacitistas. 

3. POLÍTICAS PÚBLICAS Y POLÍTICAS SOCIALES Y DISCAPACIDAD

En las ciencias sociales se dan múltiples definiciones de las políticas pú-
blicas, entre las que se incluyen todas las acciones de gobierno u otras que 
pretenden abarcar las necesidades de la población. En cualquier caso, en la 
mayoría de las concepciones se entiende la política pública como la acción 
encaminada al logro de los objetivos de interés común (Ocampo, 2008) o, 
simplemente, las acciones o actividades que pretenden tener una influencia 
sobre la vida de la ciudadanía (Peters, 1982). Esta dimensión de las políticas 
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implica la definición de un problema social, entendido como una condición 
que afecta a un número significativo de personas, de modo considerado in-
conveniente, y que se cree que debe corregirse mediante la acción colectiva 
(Horton, 1995). Los problemas sociales lo son en cuanto a que se diferencian 
frente a los colectivos, se da una discrepancia entre lo que, como sociedad, 
en conjunto, se define como deseable y la situación observada, considerando 
que la solución es la acción colectiva. 

Otras definiciones de políticas públicas incluyen una dimensión relaciona-
da con los valores sociales y su asignación de forma autoritaria (autorizada, 
según algunas traducciones) (Easton, 1982). Esto supone el proceso por el 
que un sistema político determina y distribuye recursos, derechos y respon-
sabilidades, los miembros de una sociedad aceptan que sea vinculante y se 
asignan valores, recursos económicos, beneficios sociales, derechos y privile-
gios. Sea cual sea la definición que se adopte sobre la política pública, todas 
parten del presupuesto de que la política supone la expresión de la cultura 
de una determinada sociedad. 

Estas visiones sobre las políticas públicas permiten reflexionar sobre la 
elaboración e implementación de determinadas acciones destinadas princi-
palmente a las personas con discapacidad. Este es el caso de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia, que tiene por objeto regular las 
condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho a 
la ciudadanía y la promoción de la autonomía personal y que, a su vez, puso 
en marcha un conjunto de servicios y prestaciones económicas. 

Los servicios previstos comprenden la teleasistencia, los servicios de 
ayuda a domicilio, los centros de día y de noche, el servicio de atención resi-
dencial, las terapias de promoción de la autonomía personal y la asistencia 
personal. Por otro lado, incluye una serie de prestaciones vinculadas a los 
servicios, cuidados en el entorno personal y asistencia personal. Los datos 
obtenidos del propio sistema nos permiten vislumbrar que las prestaciones 
concedidas a 31 de enero de 2026 por cuidados familiares son muchas más 
(737.452) que las vinculadas a la asistencia personal (12.433) (Instituto de 
Mayores y Servicios Sociales, 2026). 

Desde hace más de un año se está tramitando una modificación de esta 
Ley cuyo proyecto tiene por título <<Proyecto de Ley por la que se modifi-
ca (...) la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, para la 
extensión y refuerzo de los derechos de las personas con discapacidad a la 
inclusión, la autonomía y la accesibilidad universal conforme al artículo 
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49 de la Constitución Española>>. Esta nueva propuesta parte del nuevo 
modelo de cuidados, también planteado en otras políticas públicas como la 
Estrategia de Desinstitucionalización, que busca acabar con la cultura insti-
tucional (Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, 2024). 

Los cuidados hacia las personas con discapacidad se han vinculado 
tradicionalmente en un marco ético de cultura asistencial que concibe a las 
personas con discapacidad como sujetos pasivos de atención, incidiendo en 
un menor valor de las personas con discapacidad, poniendo el foco en la 
deficiencia, ignorando la importancia de la comunidad en la vida de las per-
sonas y estableciendo relaciones de poder y dominación sobre las personas 
con discapacidad que reciben cuidados (Cuenca y Palacios, 2024). 

Aunque pretendan cambiar la concepción de los cuidados a las perso-
nas con discapacidad potenciando la vida en comunidad, ambas políticas 
públicas, en realidad, nacieron para hacer cumplir el artículo 19 de la Con-
vención sobre los Derechos de las personas con discapacidad (ONU, 2006). 
Este reconoce el derecho en igualdad de oportunidades de todas las personas 
con discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las demás. 
En su segunda parte, establece que las personas con discapacidad tienen 
derecho a una variedad de servicios de asistencia domiciliaria, residencia y 
otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que, 
hasta el momento, no se están ofertando de manera equilibrada. Pero, hemos 
de considerar que las estrategias actuales trazan una hoja de ruta hacia la 
desinstitucionalización y la vida en comunidad que parece imposible mien-
tras persista la cultura capacitista que delega la responsabilidad del apoyo 
en las familias y presenta la asistencia personal como una opción residual y 
marginal. Este cambio supondría una transformación de valores, responsa-
bilidades y derechos en el diseño e implementación de las políticas sociales. 

4. LA FAMILIA COMO UNIDAD CLAVE DE APOYO: CUBRIENDO LAS 
AUSENCIAS DE LAS POLÍTICAS SOCIALES

A comienzos de este capítulo se realiza una síntesis sobre la evolución 
social y epistemológica del concepto de discapacidad. Dicha exposición debe 
llevarnos a la reflexión de la articulación de la percepción que sobre la dis-
capacidad se tiene en disciplinas como el Trabajo Social, sobre todo cuando 
este no adopta un enfoque crítico (Serrato-Calero, 2024). 

Del mismo modo, esos imaginarios sociales, que a veces incluso son 
imaginarios académicos y disciplinares, llegan a generar un capacitismo 
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interiorizado (Serrato-Calero, 2024: pp.156) por quienes diseñan y aplican 
las políticas sociales en materia de discapacidad. 

En relación con esto, cabe señalar cómo las políticas sociales destinadas 
a personas con discapacidad en España han encaminado sus acciones, de 
manera generalizada, a los ingresos mínimos y la inserción laboral, lo cual 
ha ocasionado un notable déficit en áreas como la educación, los servicios 
sociales en un sentido amplio, o la participación social (Anaut Bravo et al, 
2017). Esto deja en manos de las familias la responsabilidad de proporcionar 
apoyos y recursos materiales y emocionales que posibiliten una experiencia 
cercana a la inclusión social.

En este sentido, el caso de la mal llamada “ley de Dependencia”, analiza-
do en el apartado anterior, no es una elección azarosa o arbitraria por parte 
de las autoras, sino un ejemplo claro de cómo se prioriza el asistencialismo 
frente a la participación o la autogestión. Esta tendencia en las políticas 
sociales, que replica el asistencialismo frente a la autonomía, se nutre de un 
contexto neoliberal que, con demasiada frecuencia, persiste en la idea de que 
la discapacidad es un problema individual y no social. 

De otra parte, en relación con el hilo conductor de este monográfico y el 
origen disciplinar de gran parte de sus autoras, no es extraño recordar cómo 
el Trabajo Social tradicionalmente se ha vinculado a la investigación e inter-
vención social con familias desde sus orígenes; con fluctuaciones entre los 
enfoques clínicos o sociales (Fernández-Rodríguez y Ponce de León Romero, 
2012). La preocupación por las diferentes problemáticas familiares ha llevado 
a un consenso disciplinar al respecto de su abordaje, mediante el Modelo 
Sistémico (Palomar Villena y Suárez Soto, 1993). Si bien resulta interesante 
un modelo que trabaja con dimensiones relacionales de los individuos y sus 
familias (Viscarret, 2007), su base en la teoría general de sistemas y en la te-
rapia familiar sistémica (Campanini y Luppi, 1991), nos sitúan en corrientes 
influenciadas por la medicina, el positivismo o el funcionalismo, lo que tiende 
a alejarnos de los enfoques basados en el Modelo Social, ya que la observan-
cia o restauración de los sistemas no suelen implicar una crítica hacia las 
estructuras que originaron los problemas. La estructura social y/o cultural 
en que se insertan las personas solo son importantes a nivel contextual para 
este modelo (Palomar Villena y Suárez Soto, 1993), lo cual redunda en la idea 
de una familia que debe regular y asumir todos los déficits y carencias del 
entorno. La combinación de unas políticas sociales deficientes y capacitistas, 
frente a una disciplina que coloca a las familias en la piedra angular de las 
soluciones termina por generar familias que funcionan como parachoques 
de un sistema fallido. 
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En este punto, es pertinente señalar la existencia de corrientes discipli-
nares dentro del Trabajo Social, como el Modelo centrado en la Familia, que 
abogan por una intervención anticapacitista, más cercana a enfoques basados 
en los derechos y el Modelo Social, y más alejados de postulados clínicos, 
medicalistas o basados en la rehabilitación de la familia (Urra Canales et 
al., 2024). 

En el plano de la investigación social en esta materia, resulta llamativo 
cómo esta familia parachoques, que asume las consecuencias de los déficits 
en políticas sociales de un sistema asistencialista y capacitista, es abordada 
por la literatura científica como una familia sobrecargada y saturada (del 
Álamo-Martín y Rueda-Estrada, 2022), pero no siempre se relaciona este fe-
nómeno con el menoscabo de los derechos que este cuidado familiar supone 
para las personas con discapacidad; poniendo el acento de las soluciones en 
el aumento de las prestaciones destinadas a las familias, y no en los recursos 
que fomenten apoyos para la autonomía y participación de la población con 
discapacidad.

Realizar investigaciones sociales que no consideren a las personas con 
discapacidad como sujetos de derecho, sino como sujetos pasivos solo dignos 
de asistencia básica, redunda en un capacitismo disciplinar que el Trabajo 
Social no debería tolerar, dado que esta disciplina desarrolla su práctica pro-
fesional en contacto directo con la población de personas con discapacidad. 

En el año 2011, el “Informe Mundial sobre la Discapacidad” exponía la 
insuficiencia existente al respecto de recursos en materia de discapacidad, 
señalando no solo aquellos recursos políticos o materiales, sino que especifi-
caba el recurso que suponen las y los trabajadores sociales, y cómo su falta de 
formación en materia de discapacidad dificultaba los procesos de inclusión 
(OMS, 2011). Pasadas más de dos décadas, se puede afirmar que los avances 
legislativos en materia de discapacidad, no se han traducido en avances que 
conviertan los derechos en realidades (Anaut Bravo et al., 2017: pp. 168). 

5. CONCLUSIONES

La visión que las diferentes sociedades a lo largo de la historia han tenido 
sobre la discapacidad, como constructo social en general, y las personas con 
discapacidad en particular, ha tenido una notable influencia en las respues-
tas políticas que esta población ha ido recibiendo. En este sentido, podemos 
afirmar que el avance en materia de derechos ha sido muy superior al avance 
en materia de prestaciones, recursos y servicios que la población con disca-
pacidad recibe en la actualidad (Ferreira y Cano Esteban, 2021).
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De esta manera, y de acuerdo con Contino (2013b), entendemos que las 
políticas sociales son en muchos casos un intento de proveer recursos que 
pretenden contrarrestar la exclusión de determinados grupos sociales, como 
es el caso de la población con discapacidad, pero que no consiguen desplazar 
<<los fundamentos político-económicos de la sociedad actual>> (Contino, 
2013b: p. 239), por lo que difícilmente conseguirán los objetivos para los que 
se han creado. 

De otra parte, urge realizar reflexiones profesionales al respecto de 
cómo, desde dónde y en qué dirección se están realizando investigaciones e 
intervenciones sociales con las familias. Replicar patrones orientados hacia 
el asistencialismo o que relegan a las personas con discapacidad a la con-
dición de sujetos pasivos, olvidando que son sujetos de derecho, perpetúa 
modelos caducos y discriminatorios que no permiten romper el pernicioso 
bucle de la exclusión social (Arnaut Bravo et al., 2017; García-Santesmases 
y Sanmiquel, 2024). 
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1. LA DIMENSIÓN FAMILIAR DE LA DIVERSIDAD SEXUAL

Lejos de tratarse de realidades separadas, la relación entre la diversidad 
sexual e identidad de género y la familia condiciona la experiencia de las 
personas LGTBI+ tanto en lo que respecta al reconocimiento de nuevas 
estructuras familiares, como en el apoyo o rechazo de sus miembros. La 
familia sigue siendo un espacio decisivo de socialización, cuidado, convi-
vencia y protección, pero también puede convertirse en un ámbito donde se 
reproducen desigualdades y violencias. Por ello, abordar la diversidad sexual 
e identidad de género desde una perspectiva familiar permite comprender 
mejor los procesos de inclusión y vulnerabilidad.

En este marco, conviene delimitar algunos conceptos clave. La diversidad 
sexual remite a la pluralidad de orientaciones afectivo-sexuales existentes en 
la sociedad, cuestionando la heterosexualidad como único modelo legítimo 
de deseo y vínculo. La identidad de género, por su parte, hace referencia a la 
vivencia del género, que puede coincidir o no con el sexo asignado al nacer. 
Ambos conceptos permiten comprender las realidades que integran el co-
lectivo LGTBI+, entendido como una categoría política y social que agrupa 
a personas lesbianas, gais, bisexuales, trans, intersexuales y otras realidades 
sexogenéricas, visibilizando experiencias compartidas de desigualdad y de-
mandas de reconocimiento. 

Junto a ello, la heteronormatividad alude al sistema de normas y expec-
tativas que sitúa a la heterosexualidad y al binarismo de género como patrón 
dominante. Desde esta perspectiva, la diversidad familiar hace referencia a 
la pluralidad de estructuras afectivas, parentales y convivenciales que existen 
más allá del modelo de familia nuclear heterosexual tradicional. 



ALEJANDRO D. HERNÁNDEZ-MELIÁN194

La literatura especializada ha señalado que las relaciones homosexuales 
han contribuido a cuestionar la heteronormatividad de la institución familiar, 
introduciendo transformaciones en la sexualidad, la filiación, la convivencia 
y los cuidados, aunque sin eliminar la centralidad de la familia como referen-
te para la organización de la vida cotidiana y del apoyo afectivo y material 
(Pichardo, 2009b).

La evidencia empírica reciente confirma que la dimensión familiar si-
gue siendo un eje central para comprender la situación del colectivo. En 
el contexto europeo, la European Union Agency for Fundamental Rights 
(FRA, 2024) muestra que, entre quienes viven en familias LGTBI+ (14%), el 
principal problema es el reconocimiento legal de la parentalidad, mientras 
que un 8% menciona la discriminación vinculada a la crianza en la escuela o 
guardería. A ello se añade la dimensión material, en la que las personas LGT-
BI+ refieren con más frecuencia haber vivido temporalmente con amistades 
o familiares, haber pasado por algún alojamiento temporal o incluso haber 
dormido en espacios públicos, lo que apunta a trayectorias familiares más 
frágiles que las de la población general. En paralelo, el informe muestra que 
dos tercios (67%) sufrieron acoso, burlas, insultos o amenazas en la escuela 
y que aproximadamente un 30% de la población de 15 a 17 años pensó a 
menudo o siempre en el suicidio durante los últimos 12 meses, lo que sitúa a 
la familia, junto con la escuela, como un espacio decisivo para la protección 
o la reproducción de la vulnerabilidad sufrida.

En esta misma línea, el estudio del Pew Research Center (Minkin et al., 
2025) confirma que la aceptación familiar sigue siendo desigual. Solo el 46% 
de las personas que han comunicado su orientación sexual o identidad de 
género en su entorno afirma que todos sus progenitores o las personas que les 
criaron les aceptaron, porcentaje que desciende al 31% en el caso de las per-
sonas trans. La aceptación también disminuye al ampliar el círculo familiar, 
ya que únicamente el 27% señala que su familia extensa lo ha hecho. Además, 
una parte significativa de la población sigue sin visibilizar su identidad en el 
ámbito familiar, puesto que el 23% indica que sus progenitores o cuidadores 
no lo saben y el 32% afirma lo mismo respecto de su familia extensa. 

Los estudios centrados en las juventudes LGTBI+ refuerzan aún más 
esta lectura. El informe Positive Futures, realizado en Reino Unido (Just Like 
Us, 2023), concluye que el apoyo recibido en casa y en la escuela durante la 
adolescencia tiene efectos duraderos en la vida adulta. Quienes crecieron en 
entornos favorables eran casi el doble de propensos a declararse felices en 
la adultez (85% frente a 43%), mientras que quienes procedían de contextos 
no favorables presentaban peores indicadores de salud mental, mayores ni-
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veles de vergüenza respecto de su identidad y menor confianza en su futuro. 
Además, el informe señala que una parte importante de estos jóvenes vive 
procesos de distanciamiento familiar y que uno de cada tres no confiaba en 
que una posible salida del armario fuera recibida positivamente en casa.

En España, los datos disponibles apuntan en la misma dirección. El Infor-
me socioeconómico del Estado LGTBI+ (Calvo y Ramírez, 2025) muestra que 
un 20,9% declara no haber salido del armario y que la edad media de visibili-
zación se sitúa en torno a los 20 años, una etapa vital en la que la dependencia 
del entorno familiar sigue siendo significativa. El propio informe subraya 
que esta visibilización está condicionada por el entorno familiar, educativo, 
laboral y social. A ello se suma que, en las experiencias de sinhogarismo, los 
problemas con la familia aparecen como la segunda causa, solo por detrás 
de la orientación sexual, lo que pone de relieve que la vulnerabilidad social 
del colectivo no puede entenderse al margen de las dinámicas familiares. 

En conjunto, estos elementos permiten afirmar que la relación entre 
diversidad sexual e identidad de género y familia no puede abordarse en 
términos secundarios. La familia sigue siendo un espacio estructural de la 
experiencia LGTBI+, tanto por el apoyo, la legitimidad y el cuidado que 
puede ofrecer, como por su potencial para convertirse en foco de silencio, 
tensión o rechazo. 

2. MARCO MULTINIVEL DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

El desarrollo de las políticas públicas sobre diversidad sexual e identidad 
de género puede analizarse en tres niveles complementarios: el europeo, 
como marco orientador general; el estatal, como espacio de reconocimiento y 
armonización normativa; y el autonómico y local, como ámbito de implemen-
tación operativa. Esta estructura multinivel permite observar la evolución 
progresiva del reconocimiento jurídico del colectivo LGTBI+ y la creciente 
incorporación de la dimensión familiar en los distintos instrumentos.

Tabla 1. Multinivel de las políticas públicas sobre diversidad sexual y familia

Nivel Función 
principal Contenido clave Incidencia en el ámbito 

familiar

Europeo

Marco orienta-
dor y de recono-
cimiento supra-

nacional

Principios generales fren-
te a la discriminación y 

protección jurídica de las 
familias LGTBI+ en con-

textos transfronterizos

Introduce la igualdad de tra-
to en matrimonio, uniones, 
adopción, filiación y repro-

ducción asistida
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Nivel Función 
principal Contenido clave Incidencia en el ámbito 

familiar

Estatal

Armonización 
normativa y 

ampliación de 
derechos

Reconocimiento general 
de derechos y marco de 
objetivos y metas frente 

a situaciones de vulnera-
bilidad

Reconoce modelos fami-
liares no heterosexuales, 

identifica el rechazo familiar 
como factor de riesgo e im-
pulsa medidas con proyec-

ción educativa y social

Autonómico y 
local

Desarrollo ope-
rativo y estrate-
gias de interven-
ción concretas

Diseño e implementación 
de servicios específicos; 
protocolos educativos; 

programas de atención y 
acompañamiento

Ofrece a las familias apoyo, 
orientación e intervención 
directa. Gran disparidad 

según territorio

Elaboración propia.

2.1. Europa como instrumento guía 

El abordaje institucional de la diversidad sexual y de género en Europa 
se ha consolidado de forma progresiva a partir de dos ejes: (i) la protección 
frente a situaciones de discriminación y (ii) el reconocimiento de derechos 
ante el asistencialismo clásico. 

La Directiva 2000/78/CE constituyó un hito para la Unión Europea a ini-
cios de siglo, pues establecía un marco general para la igualdad de trato en 
el empleo y la ocupación, ámbito siempre prioritario para las instituciones 
europeas desde su fundación. Se incluía expresamente la orientación sexual 
entre los motivos prohibidos de discriminación, lo que ya señalaba a las 
personas LGTBI+ como un grupo socialmente vulnerable en un documento 
de primer orden normativo. Aunque su alcance se circunscribía al ámbito 
laboral, esta norma abrió un campo de intervención pública que posterior-
mente se amplió hacia otros espacios de convivencia.

Una década después, el Consejo de Europa reforzó este marco con la 
Recomendación CM/Rec(2010)5, considerada el primer instrumento europeo 
específico orientado a combatir la discriminación por orientación sexual o 
identidad de género. Este documento no vinculante, pero sí influyente sobre 
los países miembros, incorpora una línea específica sobre la vida familiar 
y privada, señalando la necesidad de la igualdad de trato en el acceso al 
matrimonio, las uniones de hecho, la adopción, la responsabilidad parental 
y las técnicas de reproducción asistida, siempre bajo el principio de no dis-
criminación y atendiendo al interés superior del menor.

Más recientemente, la Estrategia Europea para la Igualdad LGBTI+ 2020-
2025 (renovada para el periodo 2026-2030) de la Comisión Europea supone un 
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paso adicional, al articular una agenda política más integral y centrada en 
cuatro grandes objetivos: combatir la discriminación, garantizar la seguri-
dad, construir sociedades inclusivas y liderar la promoción de los derechos 
LGBTI+ en el exterior. Estas estrategias consolidan una perspectiva trans-
versal en cuanto al ámbito familiar, tratando de aportar protección jurídica 
de las familias LGTBI+ en contextos transfronterizos. 

Sus metas se refuerzan, en paralelo, con el Reglamento P9_TA(2023)0481 
aprobado por el Parlamento Europeo, que reconoce la filiación y la igualdad 
de derechos de todas las familias en la Unión y prohíbe cualquier discrimina-
ción por la orientación afectivo-sexual de sus progenitores o por la forma en 
que se produjo la filiación. Esto supone que, si un Estado miembro reconoce 
legalmente el vínculo entre progenitores e hijos/as, los demás también deben 
hacerlo, garantizando en igualdad de condiciones el acceso a la educación, 
la sanidad, la protección social y la libertad de circulación y residencia en 
todo el territorio de la Unión Europea.

2.2. España como eslabón intermedio 

En este contexto europeo, España ha desarrollado un itinerario normativo 
singular, caracterizado por avances tempranos en algunos derechos, aunque 
posteriormente su expansión y desarrollo se han visto fragmentados por las 
particularidades territoriales e ideológicas del país. 

Un primer antecedente es la Ley 13/2005, que permite el matrimonio entre 
personas del mismo sexo con plena igualdad de derechos y obligaciones. Esta 
reforma tuvo una incidencia directa en la dimensión familiar de la diversidad 
sexual en España, al reconocer jurídicamente modelos familiares distintos 
del patrón heterosexual tradicional aceptado hasta el momento (Pichardo, 
2009b). 

Tras ello, el desarrollo más específico de la normativa y las políticas pú-
blicas sobre diversidad sexual e identidad de género se produjo sobre todo en 
el ámbito autonómico, delegando las competencias de facto en esta materia. 

La aprobación de la Ley 4/2023, para la igualdad real y efectiva de las per-
sonas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, buscó 
precisamente establecer un marco estatal más homogéneo. Esta normativa 
resulta especialmente relevante en la dimensión familiar, ya que no se limi-
ta al reconocimiento individual de derechos, sino que incorpora de forma 
expresa la protección de la diversidad familiar. La norma refuerza la no 
discriminación en ámbitos como la adopción y el acogimiento, promueve 
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medidas de apoyo e inclusión para menores y jóvenes LGTBI+ en sus en-
tornos familiares y reconoce que el rechazo familiar puede constituir una 
situación de riesgo que exige intervención pública. Asimismo, introduce 
una reformulación más inclusiva de la filiación y de la terminología jurídica 
referida a los vínculos familiares.

Siguiendo con estos esfuerzos por crear marcos generales, el Ministerio 
de Igualdad aprobó para el periodo 2025-2028 dos Estrategias Nacionales 
sobre las realidades LGTBI y Trans, en las que se aborda de manera directa 
o indirecta la dimensión familiar.

En primer lugar, la Estrategia Estatal para la igualdad de trato y no dis-
criminación de las personas LGTBI 2025-2028 trata de proyectar hacia la 
acción pública los entornos de socialización y convivencia del colectivo. En 
este sentido, se asume que la discriminación no se limita al acceso a derechos 
formales, sino que puede manifestarse en contextos cotidianos de relación, 
afectando también a las familias LGTBI+.

Uno de los aspectos más significativos es la identificación del rechazo 
familiar como factor de riesgo, especialmente entre adolescentes y jóvenes 
LGTBI+, al vincularlo con trayectorias de exclusión social, desprotección e 
incluso sinhogarismo. Esta cuestión es de especial interés para el análisis de 
las dinámicas familiares, ya que muestra que la familia puede constituir, si-
multáneamente, bien un espacio de apoyo o bien un foco de conflicto cuando 
no existen condiciones de aceptación y reconocimiento. 

En paralelo, la estrategia también incorpora la diversidad familiar dentro 
del ámbito educativo, insistiendo en la necesidad de reforzar su presencia 
en los contenidos, materiales y prácticas escolares, con el fin de evitar la 
reproducción de modelos excluyentes y contribuir a una mayor legitimación 
social de las familias diversas.

En cuanto a sus orientaciones prácticas, articula distintos objetivos y 
medidas de acción ligados a la sensibilización, la prevención de la discrimi-
nación y la protección de las personas LGTBI+. Aunque no dedica un eje 
exclusivo a la familia, sí contiene propuestas con clara proyección familiar, 
como la prevención de situaciones de exclusión que afectan a menores y 
jóvenes LGTBI+, el refuerzo de respuestas institucionales ante contextos 
de vulnerabilidad y la incorporación de la diversidad familiar en la acción 
educativa. 

Y, en segundo lugar, la Estrategia para la inclusión social de las personas 
trans 2025-2028 no desarrolla la familia como un eje específico de interven-
ción, pero sí permite identificar su relevancia de forma indirecta. Al centrarse 
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en ámbitos como la educación, la sanidad, el empleo y la vivienda, se parte 
de la idea de que la inclusión social de las personas trans depende de la exis-
tencia de entornos de apoyo y protección, especialmente en la infancia y la 
juventud. En este sentido, su interés para el análisis familiar reside más en lo 
implícito que en un tratamiento expreso de la familia. No obstante, se refuer-
za la necesidad de respuestas públicas cuando los apoyos primarios fallan.

2.3. Comunidades Autónomas para el desarrollo operativo

Las Comunidades Autónomas son las que han asumido, de facto, el desa-
rrollo más operativo de las políticas públicas sobre diversidad sexual e iden-
tidad de género en España. La descentralización competencial ha favorecido 
que sean los gobiernos autonómicos quienes diseñen e implementen buena 
parte de las medidas vinculadas a educación, sanidad, servicios sociales, 
empleo o igualdad, configurando así un mapa normativo y de intervención 
fragmentado entre territorios (Alventosa, 2015).

Tanto en el contenido de las leyes como en su grado de desarrollo regla-
mentario, financiación y aplicación efectiva, las autonomías distan mucho 
entre sí (Hernández-Melián, 2023), lo que ha dado lugar a que la garantía 
de derechos específicos dependa del lugar de residencia, de la orientación 
ideológica de los gobiernos autonómicos y de la capacidad institucional para 
traducir las normas en dispositivos concretos de intervención. Se podría 
decir, en este contexto, que existen 17 modelos de abordaje sobre la diversi-
dad sexual e identidad de género en España. A continuación, se mencionan 
algunos ejemplos destacados.

Andalucía tiene vigente en la actualidad su I Estrategia para la Igualdad de 
Trato y no Discriminación de las personas LGTBI y sus familiares 2024-2028, 
que introduce al entorno familiar como sujetos directos de la acción pública 
y contempla campañas sobre diversidad sexogenérica, guías de intervención 
y protocolos de actuación coordinada.

En la Comunitat Valenciana, el programa Orienta presta asesoramiento y 
apoyo a personas LGTBI+, sus familiares y personas allegadas, lo que mues-
tra una traducción práctica de la política pública hacia el acompañamiento 
del entorno próximo. En el País Vasco, el servicio Berdindu ofrece asesora-
miento a familiares, además de grupos de apoyo para familias, reforzando 
una intervención que no se dirige solo al sujeto individual, sino también a su 
red de convivencia. En Navarra, el servicio público Kattalingune se ha conso-
lidado como recurso de atención y asesoría LGTBI+ con presencia territorial 
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ampliada, dentro de un modelo autonómico que ha ido institucionalizando 
la atención especializada.

La dimensión familiar, en muchos contextos autonómicos, aparece vincu-
lada a la protección de menores y al acompañamiento en procesos de identi-
dad de género. En Canarias, la Ley 2/2021 prevé en su Título VI medidas sobre 
la protección de la diversidad familiar, adopción y acogimiento y violencia, 
insistiendo en su articulado en la integración familiar y social y en la inclu-
sión de esta cuestión en los programas de apoyo a las familias. Además, en 
Canarias, el Protocolo para el acompañamiento al alumnado Trans* se sitúa 
en el ámbito educativo para trabajar el bienestar y la seguridad del alumnado 
en un marco donde la relación con las familias resulta clave.

En la Comunidad de Madrid, el Programa de Información y Atención 
LGTBI incorpora la intervención social y psicológica individual, de pareja, 
familiar y grupal, ofreciendo apoyo específico a familias con hijos o hijas 
LGTBI+. Asimismo, el Ayuntamiento de Madrid, mediante los Centros de 
Apoyo a las Familias, ofrece el Programa de Atención Integral a Familias 
LGTBIQ+, específicamente orientado a mejorar la atención a estas familias 
y promover su visibilización social, aunque no existe una gran transparencia 
sobre su contenido y ejecución real en los repositorios web.

En Cataluña, el servicio público Xarxa SAI LGBTI+ atiende tanto a 
personas LGBTI+, como a su entorno y a profesionales de ámbitos clave, 
complementando su actividad con guías específicas para incorporar la pers-
pectiva LGBTI+ a los recursos destinados a la infancia y adolescencia de la 
Generalitat. 

En La Rioja, una de las políticas públicas más relevantes en esta materia 
es el Centro LGTBI+, concebido como un servicio público dirigido a personas 
del colectivo, entidades sociales y también a sus entornos familiares y afecti-
vos, ofreciendo apoyo social, psicológico, sexológico y jurídico. Junto a él, en 
el ámbito educativo existen instrumentos de prevención y actuación frente a 
la discriminación por orientación sexual que contemplan expresamente a las 
familias dentro de la comunidad educativa, mostrando así una incorporación 
operativa de la dimensión familiar en la respuesta institucional riojana.

En Castilla-La Mancha se dispone del Servicio de atención integral a perso-
nas LGTBI, que se dirige expresamente a personas del colectivo, sus familias y 
personas allegadas, tratando de institucionalizar el acompañamiento familiar 
dentro de un dispositivo público estable de información, apoyo y orientación.

En Aragón, la dimensión familiar aparece tanto en el plano normativo 
como en la intervención. La Ley 18/2018 afirma expresamente que pretende 
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abarcar toda la vida de una persona LGTBI+ y sus familias, considerando a 
las familias con menores LGTBI+ como aquellas de especial consideración 
en las políticas de protección. A ello se suman medidas concretas, como la 
financiación pública de proyectos destinados a generar espacios de apoyo, 
asesoramiento y empoderamiento para personas LGTBI+ y sus familias. 
Asimismo, en el ámbito educativo se prevén actuaciones y protocolos que 
incorporan la protección del alumnado y de las familias frente a situaciones 
discriminatorias, así como la sensibilización de la diversidad familiar en los 
entornos educativos. 

Por último, a nivel más local, el Marco Estratégico Insular de Atención a la 
Diversidad LGBTIQA+ de Tenerife 2025-2030 incorpora de forma expresa la 
diversidad familiar dentro de su enfoque general y prevé medidas concretas 
en este ámbito, como jornadas de trabajo con asociaciones de familias, en-
cuentros entre familias con infancias y adolescencias LGBTIQA+, campañas 
de sensibilización sobre diversidad familiar y la elaboración de un manual 
de buenas prácticas para el acompañamiento a las familias diversas. De este 
modo, se integra a la familia como espacio específico de intervención pública.

Más allá de sus diferencias, estos casos permiten observar que la incor-
poración de la dimensión familiar en las políticas públicas LGTBI+ no es 
homogénea, sino que depende del grado de institucionalización de los re-
cursos, de la voluntad política y de la prioridad concedida a la intervención 
sociofamiliar en cada territorio. 

En conjunto, estos marcos europeos, estatales y autonómicos muestran 
que las políticas públicas sobre diversidad sexual e identidad de género han 
contribuido a ampliar el reconocimiento institucional de la pluralidad fami-
liar más allá del modelo heterosexual tradicional, construyendo estructuras 
legales y de intervención sobre las diferentes formas de familia. 

3. CLAVES EN LA INTERVENCIÓN SOCIAL

Las políticas públicas sobre diversidad sexual e identidad de género 
inciden en la familia modificando los marcos sociales desde los que se in-
terpreta la legitimidad de los vínculos, el cuidado y la pertenencia. En este 
sentido, las políticas públicas amplían derechos y contribuyen a reconocer 
las condiciones en las que las familias viven, acompañan o rechazan a sus 
miembros LGTBI+.

En este sentido, la diversidad sexual no queda al margen de la institución 
familiar, más bien obliga a repensar sus formas de organización, convivencia 
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y cuidado más allá del modelo heterosexual (Pichardo, 2009a). Esa trans-
formación tiene un alcance político evidente, pues cuando las instituciones 
reconocen nuevas realidades afectivas y parentales, también deslizan los 
límites de lo que socialmente se entiende por familia legítima.

Con ello, el impacto de las políticas públicas en la familia no es lineal ni 
necesariamente positivo en todos los casos. Algunos estudios internacionales 
han evidenciado que el rechazo familiar en la adolescencia se asocia con 
peores resultados de salud y mayor vulnerabilidad en jóvenes del colectivo, 
mientras que en población trans y de género no normativo, el rechazo fami-
liar incrementa el riesgo de intento de suicidio y de consumo de sustancias 
como forma de afrontamiento (Klein y Golub, 2016; Ryan et al., 2009). 

Desde esta perspectiva, la intervención social debe actuar cuando el con-
flicto familiar ya ha derivado en ruptura, expulsión o exclusión severa, pero 
también centrarse de manera prioritaria en la prevención y al fortalecimiento 
de los vínculos familiares. 

La evidencia disponible hasta la fecha muestra que la aceptación familiar 
durante la adolescencia se relaciona con mayores niveles de autoestima y 
salud, además de reducir riesgos de depresión y estrés. Esto sitúa a la fa-
milia como un espacio estratégico para la intervención social por su peso 
en la socialización primaria y por su capacidad para amortiguar o agravar 
situaciones de vulnerabilidad que experimentan las personas LGTBI+, es-
pecialmente en edades tempranas.

En este marco, una primera implicación para la intervención social es 
la necesidad de desarrollar y mejorar los programas de acompañamiento 
familiar que ayuden a superar la dicotomía aceptación/rechazo. Las respues-
tas familiares no son estáticas en el tiempo, estando mediadas por miedos, 
desconocimiento y creencias previas. Por ello, las líneas más interesantes de 
intervención desde el Trabajo Social y profesiones afines son aquellas que 
combinan información, apoyo emocional, orientación práctica y trabajo 
sobre conductas concretas dentro de la vida cotidiana (Ryan, 2012).

Una segunda implicación es el enfoque intersectorial que debe adoptar la 
intervención social. La influencia de la familia sobre el bienestar de jóvenes 
LGTBI+ se aborda, en muchos casos, desde los servicios y recursos socia-
les del Tercer Sector. Ahora bien, estos deben coordinarse con el sistema 
educativo, la atención sanitaria y los dispositivos comunitarios disponibles 
para asegurar la integridad de la atención social, especialmente cuando se 
vinculan a realidades en riesgo de vulnerabilidad o exclusión (Newcomb et 
al., 2019). 
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De ello se derivan varias líneas de intervención, que considerando lo re-
latado hasta el momento adquieren protagonismo para su desarrollo desde 
los espacios profesionales en el ámbito social:

 Impulso de dispositivos específicos de orientación y mediación fa-
miliar municipales.

 Incorporación sistemática de contenidos sobre diversidad sexual y 
de género en programas formativos de familias, programas de pa-
rentalidad positiva y recursos comunitarios varios.

 Formación especializada de profesionales del Trabajo Social, la 
Educación o la Psicología para intervenir con familias atravesadas 
por conflictos vinculados a la diversidad sexual.

 Refuerzo de itinerarios de apoyo para adolescentes y jóvenes LGT-
BI+ cuando el entorno familiar no garantiza condiciones mínimas 
de protección.

 En caso de menores tutelados/as en acogimiento, promover modelos 
de parentalidad que ayuden a familias de acogida y profesionales a 
generar contextos seguros. 

El principal reto para la intervención social consiste en abordar la diver-
sidad sexual y la identidad de género como un asunto colectivo, comunitario 
y atravesado por políticas multinivel. El acompañamiento a las personas 
LGTBI+ requiere intervenir también en las relaciones y prácticas familiares 
que condicionan la experiencia de apoyo o rechazo. 

4. CONCLUSIONES

Las políticas públicas sobre diversidad sexual e identidad de género han 
contribuido a desplazar los límites tradicionales desde los que se definía la 
familia, incorporando progresivamente otras formas de vínculo, convivencia 
y reconocimiento. Este proceso ha abierto cierta transformación institucio-
nal, pero también ha puesto de manifiesto que la diversidad familiar sigue 
estando atravesada por desigualdades y tensiones. Analizar estas políticas 
multinivel permite comprender mejor cómo se articulan en la práctica los 
apoyos, los conflictos y las situaciones de vulnerabilidad en el seno familiar.

A partir de ello, el reto principal pasa por fortalecer la conexión entre el 
reconocimiento normativo y los recursos públicos de intervención social. La 
existencia de marcos legales y estrategias institucionales resulta importante, 
pero su alcance depende de su traducción en medidas concretas y accesibles 
para las personas y sus entornos familiares. 
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En este escenario, la intervención social debe acompañar en procesos de 
conflicto, mediar en contextos de rechazo y reforzar funciones de cuidado y 
protección, sin descuidar la prevención. La consolidación de políticas sobre 
la diversidad familiar es, en última instancia, una condición necesaria para 
avanzar hacia la igualdad efectiva del colectivo.
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1. ACERCAMIENTO A LAS VIOLENCIAS MACHISTAS

Hablar en el contexto del Estado español de las violencias machistas2 es 
hablar del movimiento feminista y su articulación e incidencia con las polí-
ticas públicas que intentan dar respuestas a esta realidad. En nuestro país, 
aunque encontramos avances interesantes en los años previos a la Guerra 
Civil (Merino Hernández, 2016), no sería hasta los años ochenta del s. XX, 
con la configuración del Estado de Bienestar, de carácter familista (Flaquer, 
2004), cuando surgen los organismos que impulsan las políticas de igualdad 
(como el Instituto de la Mujer). Estos, junto con algunas voces provenientes 
del movimiento feminista y, particularmente, de los grupos de mujeres orga-
nizados en torno a la violencia contra las mujeres, tuvieron un papel relevante 
en la sensibilización social y en la presión para que este tema pasara a formar 
parte de la agenda política española (Valiente, 2006). 

De esta forma, asistimos a la institucionalización de las demandas del mo-
vimiento feminista, mediante la dotación de recursos (centros de acogida), la 

1 El presente capítulo forma parte del Proyecto PID2023-148552OB-I00 financiado por MICIU/
AEI /10.13039/501100011033 y por FEDER, UE.

2 Empleamos el término “violencias machistas” en este documento siguiendo lo recogido en la 
Estrategia estatal para combatir las violencias machistas 2022-2025 y la renovación y actualización del 
Pacto de Estado contra la Violencia de Género aprobada en 2025. 
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aprobación de planes y, posteriormente, de leyes. Este desarrollo institucional 
llega a su punto más álgido con la aprobación de la Ley Orgánica 1/2004, de 
28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Gé-
nero , así como con las medidas que de ella se derivan: refuerzo del sistema 
de protección, creación de juzgados especializados, respuesta integral, etc. 

No obstante, este proceso está acompañado de un adelgazamiento del 
movimiento feminista y de su papel en las reivindicaciones en esta materia 
que, en muchos casos, se limitan a la manifestación del 25N. Esto cambia 
con las Huelgas Feministas de 2018 y 2019, no solo en lo relativo a las vio-
lencias machistas, con especial incidencia en las violencias sexuales, sino 
en la rearticulación y visibilización del movimiento feminista que, de nuevo, 
está en las calles. 

Asimismo, la movilización generada en torno al caso de La Manada supo-
ne un punto de inflexión en las demandas feministas acerca de la violencia 
sexual (Faraldo Cabana y Acale Sánchez, 2018). Denuncias recientes acerca 
de la violencia institucional (Ávila Cantos et al., 2025) y la visibilización de la 
violencia vicaria (Porter y López Angulo, 2002; Vaccaro, 2023) que culpabili-
za y arrincona a las madres, han vuelto a poner sobre la mesa la necesidad de 
problematizar el papel del Estado en las respuestas a las violencias machistas.

Un rol al que nos aproximamos mediante un breve acercamiento a las 
normativas que se ocupan de las violencias machistas, con especial inciden-
cia en aquellas donde aparece la familia, sobre todo en lo relativo a los hijos 
e hijas. A continuación, presentamos algunas investigaciones que recogen 
y denuncian la desprotección que la concepción más tradicional de familia 
puede llevar aparejada, conectándolo, en las conclusiones, con el rol de los 
y las profesionales del Trabajo Social. 

Así, mediante este trabajo pretendemos contribuir a la crítica en torno a 
cómo, desde las propias políticas públicas, y sobre todo a partir de su apli-
cación, en la protección a las mujeres víctimas de violencias machistas sigue 
operando una construcción tradicional de la familia que, en última instancia, 
las vulnerabiliza, a ellas y a sus hijos e hijas. 

2. LA FAMILIA EN LA NORMATIVA QUE ABORDA LAS VIOLENCIAS 
DE GÉNERO/MACHISTAS

La principal norma que aborda la violencia de género en nuestro país es 
la Ley 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género. En esta, si bien no aparece la familia nombrada como 
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tal, sí se hace referencia a la tutela de las víctimas de violencia, incluida la 
violencia contra las niñas, niños y adolescentes, especialmente en lo referente 
a la violencia vicaria. 

Este enfoque se amplía en el Pacto de Estado contra la violencia de gé-
nero, aprobado en 2018, derivado de la entrada en vigor del Convenio de 
Estambul. El Pacto se posiciona en contra del falso Síndrome de Alienación 
Parental (en adelante, SAP) en su Eje 2.6 (Justicia). Lo hace, en concreto, en 
su medida 129: 

Realizar aquellas actuaciones que sean necesarias para evitar que el 
denominado “Sí ndrome de Alienació n Parental” pueda ser tomado en 
consideració n por los ó rganos judiciales, fomentando el conocimiento 
entre los operadores jurí dicos del significado de dicha expresió n. El SAP 
carece de base cientí fica y está  excluido de los catá logos de enfermedades 
cientí ficamente reconocidas, por lo que será  inadmisible como acusació n de 
una parte contra la otra en los procesos de Violencia de Gé nero, separació n, 
divorcio o atribució n de custodias a menores. 

El Eje 4 –Intensificar la asistencia y protección de menores– enlaza las 
medidas relativas a las mujeres que sufren violencia de género con las de 
protección a sus hijos e hijas. Este blindaje se ha visto reforzado en la renova-
ción del Pacto de Estado (2025), que amplía las medidas de protección para 
que los/las menores sean reconocidos/as plenamente como víctimas directas. 
En este marco, también se incluyen medidas para que la custodia comparti-
da, no se imponga, de ninguna forma, en casos de violencia de gé nero « en 
los supuestos previstos en el artí culo 92.7 del Có digo Civil, y que no pueda 
adoptarse, ni siquiera provisionalmente, si está  en curso un procedimiento 
penal por violencia de gé nero y existe orden de protecció n» (medida 203). 

A pesar de lo anterior, las actuaciones judiciales siguen siendo débiles 
en relación con la suspensión de visitas o la retirada de custodia. Según 
las estadísticas del Consejo General del Poder Judicial, solo el 15,36% de 
las medidas civiles adoptadas en casos de violencia de género en el primer 
trimestre de 2025 incluyeron la suspensión del régimen de visitas (13,65% 
en el segundo trimestre), cifras que reflejan un estancamiento respecto al 
14,27% registrado en 2024. 

Recuperando estas carencias y críticas, se aprueba la Ley Orgánica 8/2021, 
de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 
violencia. Además, está en estudio el Anteproyecto de Ley Orgánica de medi-
das en materia de violencia vicaria, que vienen a atender las demandas de 
protección a las infancias frente a las violencias. En estas normas, la familia 
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tiene un papel fundamental, ya que es considerada la unidad básica de la so-
ciedad y el medio natural para el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes 
(como queda recogido en el capítulo III de la Ley Orgánica 8/2021). Por este 
motivo, se establece que debe ser un ámbito prioritario de intervención de 
las administraciones públicas para prevenir la violencia.

Estas normativas suponen un avance importante en materia de protección 
a las infancias, abordando varios elementos que cuestionan la concepción de 
la familia como un agente de protección, siempre y en cualquier situación. 
Por ejemplo, la Ley Orgánica 8/2021 introduce el ejercicio de la parentali-
dad positiva, que es entendido como el comportamiento de los progenitores 
fundamentado en el interés superior del menor, orientado a su desarrollo en 
un entorno afectivo y sin violencia (art. 26.3 a). Asimismo, se rechaza explí-
citamente el uso de planteamientos sin aval científico, como el síndrome de 
alienación parental, para imponer custodias compartidas no acordadas o en 
situaciones de conflicto (art. 26.3 a). 

En ambas leyes, la familia aparece como un espacio que puede tanto pro-
teger como poner en riesgo a las personas que la componen. Es por esto que 
se hace hincapié en que, en situaciones de ruptura y violencia, los poderes 
públicos deben garantizar el bienestar de los y las menores. La actualización 
del Pacto de Estado en 2025 da un paso más al establecer la inadmisibilidad 
de teorías sin aval científico como el SAP en cualquier proceso de atribución 
de custodias, fundamentándose en el interés superior del menor protegido 
por la Ley Orgánica 8/2021. Así mismo, y de manera novedosa, en esta se 
reconoce que la violencia que sufren las madres afecta directamente a los y 
las menores, quienes deben ser considerados también víctimas, es por ello 
que deben permanecer con ellas para su recuperación (art. 29. 2).

Derivado de lo anterior, la Ley Orgánica 8/2021 modifica el artículo 158 
del Código Civil, con el fin de que el Juez pueda acordar la suspensión caute-
lar en el ejercicio de la patria potestad y/o el ejercicio de la guarda y custodia, 
la suspensión cautelar del régimen de visitas y comunicaciones establecidos 
en resolución judicial o convenio judicialmente aprobado y, en general, las 
demás disposiciones que considere oportunas, a fin de apartar al o la menor 
de un peligro o de evitarle perjuicios en su entorno familiar o frente a terce-
ras personas, con la garantía de la audiencia de la persona menor de edad.

Por su parte, el Anteproyecto de Ley Orgánica de medidas en materia de 
violencia vicaria profundiza en esta protección hacia los y las menores, al 
entender que la violencia vicaria es aquella violencia ejercida sobre los/las 
hijos/as, descendientes, ascendientes o hermanos/as de la mujer con el fin de 
causarle a ella el mayor daño posible (art. 1.4). Extendiendo la protección no 



Cuando la familia (des)protege. Acercamientos situados a las políticas públicas de protección... 213

solo a los hijos e hijas, sino también a nietos/as, abuelos/as y otros allegados 
de la víctima. Entre las medidas más destacadas se encuentran:

• Suspensión inmediata de visitas cuando existan indicios de violencia 
de género.

• Prohibición de visitas no supervisadas en situaciones de riesgo.

• Revisión reforzada de la idoneidad parental en contextos de violencia.

• Mayor coordinación entre juzgados de violencia sobre la mujer y 
juzgados de familia.

• Medidas de apoyo psicológico, acompañamiento y reparación para 
los y las menores víctimas.

Sin embargo, a pesar de reconocer que estas medidas problematizan el 
tradicional rol otorgado a las familias en casos de violencia de género, esto es, 
el entenderlas como espacios de protección, en la práctica, nos encontramos 
que el sistema judicial sigue partiendo de preconcepciones que culpabilizan 
y criminalizan a las mujeres, tal y como veremos a continuación. 

3. CUANDO LA FAMILIA DESPROTEGE: LA VIOLENCIA VICARIA Y 
EL FALSO SÍNDROME DE ALIENACIÓN PARENTAL

A pesar de la aprobación de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de pro-
tección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, dirigida 
a la prevención, denuncia y erradicación de la vulneración de los derechos 
de la infancia y adolescencia, nos seguimos encontrando en nuestro país 
con un sistema de protección a la infancia y la adolescencia lastrado, entre 
otras cuestiones, por la invisibilización de esta violencia (Carrillo Izquierdo, 
2020) o por la dispersión normativa y competencial que dificulta el acceso 
al sistema (Argelich Comelles, 2017). 

En este contexto, que ya presenta dificultades en su aplicación3, aparece 
la violencia vicaria como una de las manifestaciones de la violencia machista. 
La psicóloga feminista Sonia Vaccaro la define como: 

aquella violencia que se ejerce sobre los hijos para herir a la mujer (…) Es 
a la mujer a la que se quiere dañar y el daño se hace a través de terceros, por 
interpósita persona. El maltratador sabe que dañar, asesinar a los hijos/hijas, 
es asegurarse de que la mujer no se recuperará jamás. Es el daño extremo 
(Vaccaro, 2016, párr. 5). 

3 Algo que ya se denunciaba para el caso específico de La Rioja en el año 2015 (Raya Díez y Caparrós 
Civera, 2015). 
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La traemos aquí haciéndonos eco del trabajo llevado a cabo por Débora 
Ávila et al. (2022), donde ponen de manifiesto la vinculación entre violencia 
institucional y violencia vicaria. En su investigación, basada en el análisis 
detallado de sentencias y expedientes de mujeres que habían perdido la cus-
todia de sus hijos e hijas por intentar protegerlos/as, las autoras denuncian 
cómo se sigue usando el falso Síndrome de Alienación Parental (SAP), una 
teoría que carece de aval científico, para deslegitimar los relatos de los y 
las menores en el Sistema judicial y, de esa forma, poder culpabilizar a sus 
madres de manipularlos/as. 

Una consecuencia grave de su uso sería la retirada de la custodia a las ma-
dres, mediante la práctica de los denominados «arrancamientos» de sus hijos/
as, así como la criminalización de estas mujeres cuando intentan proteger a 
sus hijos e hijas de sus agresores. De esta forma, a pesar de que en nuestra 
normativa prevalece «el interés superior del menor» este se ve vulnerado y, 
desde el sistema de justicia, se incumple con el deber de diligencia debida, 
mostrando cómo en el sistema judicial sigue prevaleciendo una concepción 
tradicional e idealizada de la familia, incluso a costa de la vulneración de los 
derechos y la seguridad de las niñas, niños y adolescentes. Dándose situacio-
nes en el ámbito judicial español, en las que madres que denuncian posibles 
casos de violencia o abuso ven cuestionada su credibilidad y acaban perdien-
do la custodia de sus hijos e hijas. En algunos de estos casos, la alegación de 
interferencias parentales o categorías afines al SAP ha derivado en cambios 
de custodia a favor del progenitor denunciado, evidenciando la persistencia 
de estos marcos interpretativos en la práctica judicial.

Algunas de las formas que las autoras (Ávila et al., 2022) identifican para 
sostener esa imagen, a partir de su análisis documental, serían: 

a)  Recurrir al mito de la «familia unida» frente a la necesidad de garan-
tizar la seguridad de los y las menores. Esta visión impone la idea 
de que el «interés superior del menor» equivale siempre a preservar 
el contacto con el padre, incluso cuando existen indicios claros de 
que este es violento o abusivo.

b)  Clasificar la situación de violencia de género como un «conflicto fa-
miliar». Esto implica la banalización de las agresiones, tanto hacia las 
mujeres como de sus hijos e hijas, que son abordadas como simples 
desacuerdos entre una pareja tras un divorcio o separación, así como, 
la negación de las desiguales relaciones de poder atravesadas por el 
género, presentando la situación como una disputa entre iguales.
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c)  Partir de una concepción tradicional de la familia, en cuanto a los 
roles y estereotipos de género. Esto determina diferentes obliga-
ciones que son atribuidas a madres y padres. Así, las madres son 
concebidas como garantes del vínculo familiar, atribuyéndoseles en 
exclusividad la tarea de preservar la relación paternofilial, incluso 
en aquellos casos en los que existan antecedentes de maltrato. Los 
padres, mientras tanto, aparecen amparados por un orden social que 
les dota de credibilidad absoluta, presentándolos como varones que 
«luchan por sus hijos», independientemente de la historia previa de 
maltrato.

Frente a estas concepciones idealizadas, Ávila et al. (2022) en su trabajo 
identifican la familia como el ámbito de mayor riesgo de violencia sexual para 
las infancias, algo que avalan otras investigaciones (Lameiras Fernández et 
al., 2008; Ferragut et al., 2022), lo que se contrapone contraponiéndose a la 
idea de la familia como refugio, subrayando que es en el entorno cercano y 
familiar donde se producen la mayoría de las agresiones sexuales contra la 
infancia. 

Frente a esto, se propone que la familia sea entendida como un espacio 
que solo es beneficioso si garantiza la integridad física, psíquica y moral de 
sus miembros más vulnerables. Desde esta perspectiva:

•  La infancia debe ser vista como un agente de derechos y no como 
un objeto moldeable o un apéndice de sus padres.

•  El entorno familiar adecuado es aquel que está libre de violencia, y 
el derecho a no ser separado de los progenitores debe tener como 
excepción necesaria los casos de maltrato y abuso.

Así mismo, otras autoras, como Begoña Pernas y Marta Román (2022, 
pág. 10) sostienen que «la relación entre violencia vicaria y justicia es tan 
íntima que muchas pensadoras y activistas hablan de la connivencia entre la 
violencia vicaria y la violencia institucional contra las mujeres», haciéndose 
eco, a su vez, de las conclusiones del I Encuentro Estatal sobre Violencia 
Vicaria y Violencia de Género Institucional en España (2021)4. 

En definitiva, se trata de un ejemplo de violencia institucional, dado que 
su permanencia y actual reconocimiento deriva de la inacción por parte de 
los órganos judiciales (algo en lo que también insiste Tania Sordo Ruiz, 2022). 
De hecho, como decíamos antes, no es hasta 2021, con la aprobación de la 
Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia, que se incluye una medida clave: cuando 

4 Para más información consultar: https://encuentrovvvi.org/. 
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haya indicios fundados de que los hijos e hijas conviven con situaciones de 
violencia de género, la autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, 
debe suspender el régimen de visitas del autor de la violencia respecto a 
los y las menores que dependan de él. En octubre de 2025, el Consejo de 
Ministros aprobó el Anteproyecto de Ley Orgánica de Medidas en Materia de 
Violencia Vicaria, actualmente en trámite. Este texto puede suponer, cuando 
se publique, un avance relevante porque refuerza la protección de los y las 
menores y busca evitar que sean utilizados para infligir daño a la madre. No 
obstante, tendremos que estar vigilantes para valorar su aplicación efectiva, 
algo que, como hemos visto, no suele darse en un contexto atravesado por 
estereotipos de género. 

4. REFLEXIONES FINALES Y CONEXIONES CON EL TRABAJO 
SOCIAL

En este capítulo hemos visto cómo, a pesar de que hemos avanzado en 
todo lo relacionado con el abordaje de las violencias machistas, en la cultura 
jurídica (Canieyes Gamundí, 2023) siguen prevaleciendo los estereotipos de 
género que sustentan la imagen de las madres como manipuladoras y de la 
familia como un espacio de protección. No obstante, queremos destacar que, 
si bien esto está muy presente en el ámbito judicial, en muchas ocasiones, la 
vía de entrada de mitos como el falso SAP suele ser a través de los informes 
psicosociales elaborados por los y las profesionales, entre ellos y ellas, del 
Trabajo Social (Save the Children, 2012; Ávila et al., 2022). 

Esto ha hecho que distintos Colegios Profesionales de Trabajo Social se 
pronuncien, destacando especialmente la aprobación por parte del Conse-
jo General de Trabajo Social de un Decálogo sobre el supuesto síndrome de 
alienación parental (2020). Dicho documento justifica su existencia ante el 
incremento detectado en España (desde el año 2000) de procesos judiciales 
de cambio de custodia de menores por vía judicial, al amparo de este falso 
síndrome. Diversos informes de equipos psicosociales, de PEF (Punto de 
Encuentro Familiar), de Centros de Atención a la Infancia y a la Familia 
y de servicios sociales generales han recurrido a este falso síndrome o sus 
variantes terminológicas (interferencias parentales, manipulación, instru-
mentalización, alienación, etc.) para evaluar situaciones donde hay conflicto 
parental, en las que «en la práctica hay una fuerte prevalencia de aplicación 
en casos de violencia de género, maltrato hacia los menores y abusos hacia 
las y los menores» (202, pág. 1). 
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Debido a esto, desde el Consejo General de Trabajo Social se propone, 
entre otras cuestiones: prohibir el uso y aplicación del SAP en los informes 
de valoración, así como los diagnósticos basados en cualquier eufemismo 
equivalente (interferencias marentales, preocupación mórbida de la madre, 
conflictos parentales, instrumentalización de los menores, madre alienadora, 
madre manipuladora, madre que impide o dificulta el vínculo paterno, aliena-
ción parental, etc.), ya que constituyen una forma de violencia institucional; 
e instar a «analizar cada caso en profundidad y si hay ese tipo de denuncias 
(malos tratos, abusos sexuales intrafamiliares) primero buscar indicadores 
que las corroboren, antes de desecharlas» (2020, pág. 2). 

Desde el ámbito del Trabajo Social, consideramos fundamental seguir 
denunciando, visibilizando y posicionándonos frente al uso de este supuesto 
síndrome que, desde una mirada crítica, refuerza la idea de que la familia 
no solo protege, sino que también puede desproteger. Desde esta perspecti-
va, se hace imprescindible identificar y evitar la reproducción de discursos 
como el falso síndrome de alienación parental, asegurando una intervención 
orientada verdaderamente al interés superior del/la menor y a la protección 
integral de las víctimas. Es necesario garantizar que el sistema público no 
vuelva a agredir a quienes debe proteger, reconociendo que, en contextos de 
violencia machista, la familia tradicional puede ser el principal espacio de 
desprotección para la infancia. 
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1. CUANDO EL HOGAR DEJA DE SER REFUGIO: VIOLENCIA Y 
EXPULSIÓN RESIDENCIAL

La violencia de género constituye uno de los principales factores es-
tructurales del sinhogarismo femenino, configurándose como una causa 
central de la exclusión residencial en sus manifestaciones más severas 
(Galán-Sanantonio et al., 2025; Yakubovich et al., 2025). Lejos de tratarse de 
episodios aislados, los relatos de las mujeres evidencian trayectorias vitales 
atravesadas por contextos familiares y de pareja marcados por la violencia, 
que actúan como detonantes de la salida forzada del hogar tanto en etapas 
tempranas como a lo largo del ciclo vital (Matulič et al., 2024; Wendt et al., 
2024). En este contexto, la salida del domicilio no puede interpretarse como 
una decisión libre o autónoma, sino como una estrategia de supervivencia 
frente a situaciones persistentes de violencia física, psicológica, sexual y eco-
nómica. Diversos estudios subrayan que “salir de la violencia” no equivale 
necesariamente a acceder a seguridad o estabilidad residencial, sino que, 
con frecuencia, implica transitar hacia escenarios de elevada precariedad 
habitacional (Galán-Sanantonio et al., 2025; Mayock y Bretherton, 2016). 
La pérdida del hogar se configura así como una consecuencia directa de la 
violencia de género y, al mismo tiempo, como un factor que agrava la vulne-
rabilidad social y económica de las mujeres.
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Este desplazamiento forzado hacia la inseguridad residencial se ve 
intensificado cuando las políticas sociales no reconocen ni abordan ade-
cuadamente las trayectorias marcadas por la violencia (Yakubovich y Maki, 
2022). La ausencia de respuestas habitacionales estables y adaptadas a las 
necesidades específicas de las mujeres supervivientes favorece procesos de 
revictimización, invisibilización institucional y desprotección prolongada, 
empujándolas hacia situaciones de precariedad extrema y exclusión residen-
cial (Bjørnholt, 2019; Cookson et al., 2023; Posada-Abadía et al., 2021). De 
este modo, el hogar, tradicionalmente concebido como espacio de protección, 
se transforma en un lugar incierto e inseguro que genera la expulsión, y la 
salida de la violencia se produce, paradójicamente, a costa de la pérdida de 
seguridad habitacional.

2. INVISIBILIZACIÓN INSTITUCIONAL: EL SESGO DE GÉNERO EN 
LOS DATOS Y LAS POLÍTICAS

La interrelación entre violencia de género y exclusión residencial tras-
ciende lo coyuntural para manifestarse como una expresión estructural de 
la desigualdad de género (Reeve, 2017). Esta desigualdad atraviesa tanto el 
acceso y mantenimiento de la vivienda (Stone et al., 2024) como el diseño 
y la implementación de los sistemas de protección social, históricamente 
construidos desde un enfoque androcéntrico que ha tomado como referencia 
el modelo masculino de sinhogarismo visible, centrado en la vida en calle y 
el uso de recursos de emergencia (Radcliffe et al., 2024). 

Es importante destacar el carácter “familista” de nuestro sistema de bien-
estar donde la familia cobra un protagonismo relevante en la satisfacción de 
las necesidades sociales y la protección de sus miembros más vulnerables 
(Flaquer, 2004). Desde este modelo, el Estado delega una parte importante 
del cuidado y la protección social en las familias, y dentro de ellas principal-
mente en las mujeres. Esta organización del bienestar tiene consecuencias 
relevantes en términos de desigualdad de género, limitando la autonomía 
económica de las mujeres y abocándolas a mayores riesgos cuando existen 
situaciones de violencia de género asociadas a procesos de exclusión social 
(Alonso Pardo et al., 2020; Matulič et al., 2025). Las mujeres que se encuen-
tran en estos procesos donde se interconectan desigualdades estructurales 
(desempleo, precarización laboral o pobreza económica) presentan mayores 
desventajas que limitan y prolongan sus procesos (Gabàs y Gasa, 2003; Stöckl 
et al., 2011). 
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Desde este marco, el sinhogarismo femenino ha sido sistemáticamente in-
visibilizado al aplicarse categorías analíticas que no capturan las trayectorias 
residenciales de las mujeres, especialmente aquellas que se desarrollan en 
contextos de vivienda insegura o inadecuada. Estas situaciones suelen sos-
tenerse mediante estrategias de supervivencia (como la convivencia forzada 
con terceros o la permanencia en relaciones violentas) que ocultan la exclu-
sión residencial y dificultan su reconocimiento institucional (EAPN Euskadi 
y SIIS Centro de Documentación y Estudios, 2024). Esta invisibilidad no es 
accidental, sino el resultado de marcos conceptuales y operativos que repro-
ducen una lectura parcial y sesgada del fenómeno (Andermann et al., 2021).

Gran parte de las experiencias de sinhogarismo familiar conocidas como 
“sinhogarismo encubierto”, están asociadas a situaciones de pobreza severa 
vinculadas a la vivienda informal y a la infravivienda, así como a la entrada 
y salida periódica de residencias sociales (Haber y Toro, 2004; Matulič et al., 
2023). Diversos estudios destacan una mayor vulnerabilidad en las familias 
monomarentales y familias migrantes (Cáritas Española, 2022; Layna et al., 
2020; Matulič et al, 2025). Teniendo en cuenta el incremento de familias que 
se encuentran en situación de sinhogarismo en España, sorprende su invi-
sibilización tanto en las estadísticas oficiales como en las políticas sociales 
específicas, tanto sobre vivienda como sobre las familias.

El carácter sistémico de esta invisibilización se refleja de manera paradig-
mática en los instrumentos oficiales de medición de la violencia de género. 
La Macroencuesta de Violencia contra la Mujer 2024, si bien constituye una 
herramienta central para el diagnóstico del fenómeno en España, continúa 
sin incorporar indicadores específicos sobre la dimensión habitacional (Mi-
nisterio de Igualdad, 2025). Esta omisión despoja a la violencia de una de 
sus consecuencias materiales más debilitantes (la pérdida o precarización 
del hogar) y contribuye a mantener la ficción analítica y política de que la 
violencia de género y la exclusión residencial son problemas estancos y des-
conectados, cuando en realidad forman parte de un mismo continuum de 
desigualdad estructural (Shahriariyanehsari et al., 2024). 

En esta misma línea, se debe destacar la invisibilidad del sinhogarismo 
en las políticas públicas de nuestro país, ya que no se cuenta con un marco 
normativo orientado a la regulación, prevención o erradicación de este fenó-
meno (Estrategia Nacional para la lucha contra el sinhogarismo en España 
2023-2030). Durante la última década se han realizado avances desde diver-
sos contextos competenciales (planes municipales y autonómicos) que han 
incorporado la importancia de implementar y mejorar las políticas en este 
ámbito. Sin embargo, aún prevalecen sesgos para comprender y abordar el 
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sinhogarismo desde la perspectiva de género que incorporen una mirada 
transversal e interseccional de este fenómeno. Evidencias científicas nos 
indican que los programas de atención carecen de estrategias adecuadas 
para comprender y abordar los impactos de la violencia de género, gene-
rando violencias sistémicas que inciden negativamente en las trayectorias 
de las mujeres (Matulič et al., 2024; Mayock et al., 2015). En relación con los 
datos, no se cuenta con un sistema estadístico oficial que recoja el número 
de mujeres que se encuentran en situación de sinhogarismo y han sufrido 
violencia de género. Siendo importante destacar que las mujeres víctimas de 
violencia de género que residen en dispositivos de emergencia no se tienen 
en cuenta en la tipología ETHOS ni son contempladas como personas en si-
tuación de exclusión residencial (Fernández-Rasines y Gámez-Ramos, 2013). 
Existiendo una ceguera preocupante en relación con las familias en situación 
de sinhogarismo encabezadas por mujeres que limita la implementación de 
políticas centradas en la prevención y en la atención integral de estos grupos 
más vulnerables.

3. SINHOGARISMO OCULTO: LO QUE LAS CATEGORÍAS 
TRADICIONALES NO CAPTAN

La tipología ETHOS, desarrollada por la European Federation of National 
Organisations Working with the Homeless (FEANTSA, 2017), ha supuesto un 
avance fundamental para superar la concepción reduccionista del sinhogaris-
mo centrada exclusivamente en la vida en calle. Al establecer cuatro grandes 
categorías (personas sin techo, sin hogar, en vivienda insegura y en vivienda 
inadecuada), este marco amplía el campo de análisis y permite visibilizar 
situaciones de exclusión residencial que históricamente habían quedado fuera 
del radar institucional (Stulz et al., 2024).

Desde una perspectiva de género, la exclusión residencial femenina tiende 
a permanecer invisibilizada en los recuentos tradicionales, ya que muchas 
mujeres adoptan estrategias de ocultamiento y sus experiencias no son cap-
turadas por las definiciones dominantes de sinhogarismo (Reeve, 2017). En 
estas situaciones se incluyen experiencias como la convivencia temporal con 
terceros, la dependencia de redes informales o la permanencia en hogares 
bajo amenaza de violencia, escenarios en los que se sitúan numerosas mujeres 
con trayectorias de maltrato (Bretherton, 2020). En estas situaciones existe 
un amplio espectro de trayectorias de exclusión residencial invisibilizadas 
que están vinculadas al sinhogarismo oculto y al acompañamiento realizado 
por diversas organizaciones sociales (Gámez, 2017). No obstante, la utilidad 
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analítica de ETHOS no se ha traducido de manera plena en su aplicación 
efectiva en el diseño de políticas públicas y sistemas de información (Cen-
drowicz, 2018).

Desde un enfoque crítico, resulta necesario problematizar el uso limitado 
y parcial de este marco en la práctica institucional (Burak y Ferenc, 2021). 
La mayor parte de las experiencias femeninas de exclusión residencial se 
inscriben en lo que se ha denominado “sinhogarismo oculto”, una realidad 
que rara vez queda reflejada en los recuentos tradicionales, centrados en el 
uso de albergues o la pernocta en calle (Bretherton, 2020; O’Donnell, 2020; 
Radcliffe et al., 2024; Radcliffe, 2025). Esta invisibilidad estadística genera 
un círculo vicioso: la ausencia de indicadores específicos sobre precariedad 
habitacional en las mediciones de violencia de género se retroalimenta con 
la falta de datos sensibles al género en los censos y estudios sobre exclusión 
residencial, consolidando la ficción política de que la violencia de género y 
la crisis habitacional son fenómenos independientes y desconectados, diso-
ciando una realidad interconectada que no se registra ni se identifica como 
falta de hogar (Mayock y Bretherton, 2016).

Esta invisibilidad responde tanto a la centralidad de categorías de sin-
hogarismo visible en los sistemas de medición, en las que las mujeres están 
infrarrepresentadas, como al hecho de que los dispositivos específicos de 
atención a mujeres víctimas de violencia de género, incluidos los recursos 
residenciales y servicios de apoyo, no suelen ser incorporados en los recuen-
tos del sinhogarismo ni vinculados operativamente a la tipología ETHOS, 
dejando fuera del registro una parte sustantiva de la exclusión residencial 
femenina. En este sentido, la falta de hogar se configura no solo como una 
consecuencia directa de las violencias ejercidas en el ámbito privado, sino 
también como el resultado de violencias institucionales derivadas de políticas 
públicas inadecuadas o mal articuladas (Flynn et al., 2022). Los servicios de 
atención, al reproducir sesgos de género y operar desde lógicas sectoriali-
zadas, tienden a ofrecer abordajes fragmentados que carecen de una pers-
pectiva interseccional capaz de reconocer la violencia de género como una 
de las causas estructurales del sinhogarismo femenino (Essue et al., 2025; 
Penya et al., 2022; Reilly et al., 2021).

4. FEMINIZACIÓN DE LA POBREZA Y RIESGO RESIDENCIAL

La evidencia empírica muestra de forma consistente que los hogares 
monomarentales o encabezados por mujeres presentan condiciones habi-
tacionales sistemáticamente más precarias, caracterizadas por una mayor 
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inestabilidad en la tenencia, una mayor exposición a situaciones de sobre-
esfuerzo económico y un peso desproporcionado del coste de la vivienda, 
especialmente del alquiler, sobre sus ingresos disponibles (Fundación Ate-
nea, 2018; Stone et al., 2024). Esta vulnerabilidad residencial no responde a 
circunstancias individuales aisladas, sino que se inscribe en un entramado 
de desigualdades estructurales que condicionan de manera diferencial las 
trayectorias vitales y económicas de las mujeres.

Según el Informe FOESSA 2022 la exclusión residencial afectó a uno de 
cada cinco hogares, con mayor incidencia en aquellos cuya sustentadora 
principal era una mujer o una persona extranjera. En este sentido, se destaca 
el mayor riesgo de exclusión residencial que presentan las familias mono-
parentales, debido a la confluencia de múltiples factores, entre los que se 
encuentran, las desigualdades de género, las situaciones sociales vinculadas 
a la migración, las discriminaciones interseccionales y la violencia de género 
(Matulič-Domandzič et al., 2025).

La persistencia de la brecha salarial, la segregación horizontal y vertical 
del mercado laboral y la mayor concentración de las mujeres en empleos 
vinculados a los cuidados, precarios y/o a tiempo parcial configuran un 
escenario de desventaja estructural que incrementa el riesgo de pobreza y 
exclusión social (Bullock et al., 2020). En el caso de las mujeres que asumen 
en solitario responsabilidades de cuidado, estas desigualdades se intensifican, 
limitando severamente su capacidad para acceder y mantener una vivienda 
adecuada en condiciones de estabilidad y seguridad (Craig y Hastings, 2024).

Este contexto de feminización de la precariedad actúa como un factor 
amplificador del impacto de la violencia de género. La dependencia econó-
mica, la falta de ingresos suficientes y la escasez de alternativas residenciales 
seguras dificultan los procesos de salida de relaciones violentas y comprome-
ten la reconstrucción de un proyecto de vida autónomo y libre de violencia 
(Fundación Atenea, 2018). De este modo, la violencia de género no irrumpe 
en un vacío social, sino que se inserta en estructuras de desigualdad preexis-
tentes que multiplican sus efectos y profundizan los procesos de exclusión 
residencial femenina (Saaristo, 2023).

5. VIOLENCIA Y PRECARIEDAD HABITACIONAL: UN CICLO QUE SE 
REFUERZA

La literatura científica coincide en señalar que la relación entre violencia 
de género y exclusión residencial es de naturaleza bidireccional y acumulati-
va (Diette y Ribar, 2015). Por un lado, la violencia actúa como un catalizador 
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directo de la pérdida del hogar o del tránsito hacia situaciones de precariedad 
habitacional (Klein et al., 2019); por otro, la inseguridad residencial incre-
menta de forma significativa la exposición de las mujeres a nuevas formas 
de victimización, reforzando un ciclo de vulnerabilidad difícil de romper 
(Posada-Abadía et al., 2021).

Tras la ruptura de una relación violenta, es frecuente que las mujeres 
inicien itinerarios residenciales erráticos caracterizados por la sucesión de 
estancias temporales en viviendas de redes informales (familiares o amis-
tades), recursos de emergencia o, en contextos de extrema vulnerabilidad, 
situaciones de ocupación. Estas trayectorias residenciales inestables no 
responden a elecciones libres, sino a estrategias de supervivencia condicio-
nadas por la urgencia, el miedo y la ausencia de alternativas habitacionales 
seguras (Kuzine, 2023).

En este contexto, la vivienda deja de funcionar como un espacio de pro-
tección, autonomía y reparación para convertirse en un recurso incierto, 
frágil y condicionado. El acceso y mantenimiento del alojamiento quedan 
supeditados a la solidez de las redes de apoyo, a la rigidez burocrática de 
las ayudas públicas y a la limitada capacidad de negociación de las mujeres 
para gestionar su salida del hogar compartido con el agresor, especialmente 
en escenarios marcados por la desigualdad económica y la dependencia 
estructural (Kulkarni y Notario, 2023; Stulz et al., 2024). Esta precariedad 
residencial sostenida no solo prolonga la exposición al daño, sino que difi-
culta los procesos de recuperación, autonomía y reconstrucción vital.

6. LA BRECHA ENTRE MARCOS NORMATIVOS Y PRAXIS 
INSTITUCIONAL

En los contextos español y europeo, la coexistencia de marcos normativos 
relativamente avanzados en materia de violencia de género y de estrategias 
frente al sinhogarismo no ha derivado todavía en una articulación efectiva 
y coherente entre ambos campos (Galán-Sanantonio et al., 2025). A pesar 
de que las políticas de vivienda suelen reconocer a las mujeres víctimas de 
violencia de género como un “colectivo prioritario”, este reconocimiento se 
traduce con frecuencia en medidas de carácter paliativo y fragmentado (como 
ayudas económicas puntuales, recursos de emergencia o programas piloto de 
alcance limitado) que no cuestionan ni revierten la lógica sectorializada que 
caracteriza a los sistemas de protección social (Galán-Sanantonio y Botija, 
2024; Galán-Sanantonio et al., 2025; Oliván y Martínez, 2023; Yakubovich 
et al., 2023).
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De forma paralela, las políticas de igualdad y de lucha contra la vio-
lencia de género han priorizado históricamente los dispositivos policiales, 
judiciales y psicosociales, relegando la dimensión habitacional a un plano 
secundario, a pesar de su papel central en los procesos de reparación integral 
y garantía efectiva de derechos (Reilly et al., 2021; Yakubovich et al., 2023). 
Esta situación no responde tanto a una desconexión entre los marcos como 
a la forma en que las políticas públicas se diseñan e implementan desde 
lógicas sectoriales aisladas, tomando como referencia exclusiva el ámbito 
competencial correspondiente y obviando la interdependencia con otros 
marcos jurídicos concurrentes. Como consecuencia, se generan itinerarios 
de atención fragmentados (Rudzinski et al., 2025), en los que la seguridad 
habitacional no se reconoce como un derecho básico, sino que se configura 
como un recurso complementario y condicionado, dependiente de la dispo-
nibilidad presupuestaria o del territorio de residencia (Oliván y Martínez, 
2023; Reilly et al., 2021).

Las organizaciones especializadas y la literatura crítica en política so-
cial señalan que esta brecha entre el marco normativo y su implementación 
práctica produce una geografía desigual de derechos, estructuralmente 
dependiente del Tercer Sector y de iniciativas locales. Esta dependencia no 
puede interpretarse únicamente en términos de complementariedad, sino que 
responde a una lógica de externalización o “centrifugación” de la gestión por 
parte de la administración pública hacia agentes externos, particularmente 
en ámbitos con escasa rentabilidad económica o baja atracción de mercado. 
Este desplazamiento de responsabilidades contribuye a reforzar la desigual-
dad territorial y compromete la sostenibilidad y homogeneidad de las res-
puestas ofrecidas (Essue et al., 2025). La presencia del Tercer Sector social 
en España es muy relevante, entre el 10 % y el 15 % desarrollan programas 
vinculados a la vivienda, la exclusión residencial o la atención a personas 
sin hogar (Barómetro del Tercer Sector de Acción Social en España, 2024). 
En el caso del sinhogarismo femenino, se observan diferencias significativas 
en los programas de acompañamiento y dispositivos de protección según la 
comunidad autónoma o incluso el municipio, lo que genera desigualdades 
relevantes en la atención dispensada. Frente a este escenario, se reclama con 
urgencia una transición desde intervenciones centradas en la emergencia 
hacia recursos de media y larga duración que articulen de forma integrada 
ejes clave como el apoyo psicosocial, la vivienda y la inserción laboral, incor-
porando de manera transversal el acceso al sistema sanitario y otros sistemas 
de protección. Todo ello debe desarrollarse bajo una perspectiva de género 
real, interseccional y orientada a derechos, y no meramente declarativa 
(Galán-Sanantonio et al., 2025; Grafton et al., 2024; Yakubovich et al., 2023).



Violencia de género y sinhogarismo: Respuestas fragmentadas ante una realidad interconectada 229

7. CUANDO EL SISTEMA NO SOSTIENE: REDES PRECARIAS Y 
REVICTIMIZACIÓN

Las limitaciones de las políticas de prevención, protección y acompaña-
miento contribuyen a perpetuar un ciclo de abuso y desigualdad que erosiona 
la autonomía, la estabilidad emocional y las posibilidades de reconstrucción 
vital de las mujeres supervivientes (Galán-Sanantonio et al., 2025). Ante 
la insuficiencia institucional, la evidencia muestra que muchas mujeres 
afrontan la violencia recurriendo principalmente a sus propios medios y al 
apoyo de sus redes primarias, especialmente familiares y amistades cercanas 
(Lopes-Dos-Santos y Anaut-Bravo, 2024; Ministerio de Igualdad, 2025). Sin 
embargo, esta estrategia resulta profundamente desigual: aquellas mujeres 
que carecen de redes sólidas o cuyos vínculos han sido debilitados (en mu-
chos casos como consecuencia de los procesos de aislamiento ejercidos por 
el agresor, uno de los efectos más frecuentes de la violencia de género) se ven 
abocadas con mayor frecuencia a situaciones de exclusión residencial severa, 
donde la vulnerabilidad se multiplica y la salida de la violencia se convierte 
en un itinerario incierto y discontinuo (Kulkarni y Notario, 2023; Posada-
Abadía et al., 2021). La respuesta institucional dominante, caracterizada 
por tratar la violencia de género y el sinhogarismo femenino como ámbitos 
independientes, ignora la interseccionalidad presente en estas trayectorias. 
La ausencia de intervenciones integrales e interseccionales que articulen 
seguridad habitacional, autonomía económica y apoyo psicosocial favorece 
escenarios de aislamiento, revictimización y cronificación de la exclusión 
(Tastsoglou et al., 2021; Yakubovich et al., 2025). En este sentido, diversos 
estudios subrayan que los dispositivos centrados exclusivamente en la emer-
gencia o en abordajes fragmentados resultan insuficientes para garantizar 
procesos sostenidos de recuperación y autonomía, siendo especialmente rele-
vantes los modelos de acompañamiento prolongado basados en la confianza, 
la estabilidad residencial y la atención centrada en la persona (Bani-Fatemi 
et al., 2020; Sullivan et al., 2023).

La falta de coordinación efectiva entre sistemas de vivienda, servicios 
sociales, salud y dispositivos especializados en violencia de género termina 
trasladando la carga de gestión y supervivencia a las propias mujeres, cuya 
recuperación depende con demasiada frecuencia más de su resistencia in-
dividual que de una protección colectiva garantizada como derecho (Alonso 
et al., 2020; FEANTSA, 2017). Esta fragmentación se ve agravada por la 
propia concepción de la atención a la violencia de género, que en la práctica 
opera como un ámbito específico y parcialmente desvinculado, en lugar de 
articularse como una política transversal de igualdad capaz de movilizar de 
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forma efectiva al conjunto de los sistemas de bienestar. Como resultado, los 
dispositivos especializados tienden a funcionar de manera aislada, sin una 
adscripción clara ni una integración real en las políticas estructurales, lo 
que limita su capacidad de respuesta y refuerza las dinámicas de descoor-
dinación.

8. INTERSECCIONALIDAD: VULNERABILIDADES MÚLTIPLES, 
RESPUESTAS DIFERENCIADAS

La interseccionalidad constituye una categoría analítica central en los 
estudios feministas actuales que permite comprender cómo distintos ejes de 
desigualdad y diferenciación social no operan de forma aislada, sino que se 
encuentran profundamente imbricados en la configuración de las relaciones 
de poder. Más allá de una mera suma de categorías, este enfoque pone de 
relieve que las posiciones sociales y las experiencias de opresión y privilegio 
se configuran de manera relacional, dinámica y situada, cuestionando los 
análisis unidimensionales y las lecturas fragmentadas de la desigualdad. En 
este sentido, la interseccionalidad no solo ofrece un marco teórico para anali-
zar la complejidad de las estructuras sociales, sino que también se configura 
como una herramienta política y epistemológica con potencial transforma-
dor, orientada a visibilizar y problematizar las múltiples formas en que se 
articulan las desigualdades (Collins, 2019; Gandarias, 2017).

En el ámbito de la exclusión residencial y la violencia de género, esta 
perspectiva resulta especialmente relevante (Radcliffe, 2025). Las mujeres 
migrantes o solicitantes de asilo, por ejemplo, enfrentan barreras legales, 
administrativas e idiomáticas que limitan su acceso a recursos habitacio-
nales seguros, incrementando su exposición a situaciones de precariedad 
y victimización (Yakubovich et al., 2025). Del mismo modo, las familias 
monomarentales o aquellas mujeres cuyas trayectorias están atravesadas 
por malestar psicosocial (frecuentemente vinculado a experiencias de vio-
lencia, precariedad y sobrecarga estructural) suelen encontrar dispositivos 
institucionales rígidamente especializados en “problemáticas” aisladas, que 
no dialogan entre sí y que resultan incapaces de abordar la complejidad 
acumulativa de sus trayectorias vitales (Hess et al., 2025). Desde este pris-
ma, las políticas integrales no deben entenderse como una mera agregación 
de recursos, sino como la capacidad de articular respuestas coordinadas y 
sensibles a la diversidad, que reconozcan los tiempos, ritmos y la agencia 
de las propias mujeres. Ello implica avanzar hacia modelos de intervención 
centrados en la persona y orientados a derechos, capaces de incorporar la 
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interseccionalidad no solo como marco teórico, sino como herramienta 
operativa para el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas 
(Matulič-Domandzic et al., 2019).

9. DEL LABERINTO INSTITUCIONAL AL ACOMPAÑAMIENTO 
SOSTENIDO

La investigación cualitativa desarrollada desde 2023 por tres universida-
des españolas aporta evidencia crítica sobre las barreras institucionales que 
enfrentan las mujeres supervivientes de violencia de género en sus trayecto-
rias de exclusión residencial (Matulič-Domandzic et al., 2024). Los resultados 
muestran cómo la fragmentación administrativa obliga a las mujeres a tran-
sitar por una multiplicidad de servicios que, de manera aislada, se muestran 
incapaces de dar respuesta a la complejidad de sus biografías residenciales y 
necesidades interrelacionadas (Matulič-Domandzic et al., 2024; Rudzinski et 
al., 2025). Esta dispersión institucional reproduce itinerarios discontinuos, 
en los que la atención queda supeditada a categorías burocráticas rígidas y a 
criterios de acceso que rara vez se ajustan a la realidad vivida por las mujeres.

Al reconstruir estas trayectorias, atravesadas por la violencia, la precarie-
dad laboral y las cargas de cuidados, se observa cómo la desconexión entre 
dispositivos se traduce en una “carga de gestión” extenuante (Yakubovich et 
al., 2025). Las mujeres se ven forzadas a convertirse en coordinadoras de su 
propio proceso de supervivencia, encajando crisis complejas en comparti-
mentos administrativos rígidos y preestablecidos, lo que incrementa la revic-
timización institucional y dificulta los procesos de recuperación (Kulkarni 
y Notario, 2023).

Frente a este modelo centrado en la emergencia y la fragmentación, los 
resultados preliminares subrayan la eficacia de los dispositivos de acom-
pañamiento social basados en la confianza, la continuidad y el largo plazo. 
La literatura internacional coincide en que las intervenciones sostenidas, 
orientadas a la estabilidad residencial y al fortalecimiento de la autonomía, 
resultan más efectivas que las respuestas puntuales o condicionadas por 
requisitos administrativos (Carnemolla y Skinner, 2021). En este sentido, 
las políticas integrales no solo deben incorporar la vivienda como eje de 
reparación, sino también cuestionar la lógica asistencialista de la urgencia, 
caracterizada por intervenciones reactivas, fragmentadas y centradas en la 
contención inmediata, que carecen de una mirada estructural y transversal. 
Esta orientación limita el desarrollo de estrategias preventivas y reduce la ca-
pacidad de generar respuestas reparadoras y transformadoras, perpetuando 
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así los ciclos de exclusión. Avanzar hacia modelos humanizados y centrados 
en derechos implica, por tanto, reorientar las políticas hacia enfoques que in-
tegren prevención, acompañamiento sostenido y transformación estructural.

10. CONCLUSIONES

La violencia de género constituye un factor estructural determinante en 
las trayectorias de exclusión residencial femenina, evidenciando que la pér-
dida del hogar no es un fenómeno aislado, sino una consecuencia directa de 
dinámicas de desigualdad y victimización persistentes. La salida de una rela-
ción violenta no garantiza seguridad ni estabilidad, sino que con frecuencia 
conduce a itinerarios habitacionales precarios, marcados por la invisibili-
zación institucional, el “sinhogarismo oculto” y la insuficiencia de recursos 
adaptados a las necesidades específicas de las mujeres supervivientes. 

La invisibilización sobre las familias en situación de sin hogar en las esta-
dísticas oficiales constituye uno de los principales obstáculos para el diseño 
de políticas públicas orientadas a prevenir y acompañar a estas familias en 
una situación de vulnerabilidad extrema. Donde destaca la inestabilidad y 
precariedad habitacional; así como la permanencia prolongada en recursos 
de alojamientos temporales. Esta situación incrementa los riesgos y limita 
la articulación de recursos adaptados a las necesidades familiares, como vi-
viendas temporales adecuadas, acompañamiento psicosocial integral, apoyos 
educativos para menores, o programas de acceso estable a la vivienda con 
perspectiva de género e infancia.

A través de este capítulo se pone de manifiesto que las políticas sociales 
continúan operando desde enfoques fragmentados y androcéntricos, que 
dificultan la articulación entre los sistemas de vivienda y los dispositivos es-
pecializados en violencia de género, además de otros sistemas de protección 
esenciales como las políticas familiares. Frente a este escenario, resulta im-
prescindible avanzar hacia respuestas integrales, interseccionales y centradas 
en derechos, que reconozcan la vivienda como eje fundamental de reparación 
y autonomía, garantizando acompañamiento sostenido y protección efectiva 
para frenar la cronificación de la exclusión residencial.
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1. INTRODUCCIÓN

La exclusión residencial se configura como uno de los fenómenos socia-
les más persistentes y de mayor complejidad analítica en el ámbito andaluz, 
particularmente cuando se examina en conexión con el pueblo romaní y 
con las políticas públicas orientadas a la familia. Este grupo, históricamente 
sometido a procesos de marginación y discriminación estructural, continúa 
afrontando notables obstáculos en el acceso a una vivienda digna, segura y 
adecuada. En Andalucía, territorio caracterizado por profundas desigual-
dades socioespaciales y elevados índices de vulnerabilidad, la exclusión 
residencial se manifiesta como el resultado de la interacción entre factores 
culturales, económicos, institucionales y políticos que reproducen condicio-
nes de precariedad habitacional y dificultan los procesos de inclusión social 
efectiva.

El abordaje académico de este fenómeno requiere una perspectiva inter-
seccional y multidimensional que trascienda los enfoques exclusivamente 
estructurales, incorporando el análisis de los componentes simbólicos, 
identitarios y relacionales implicados. Además de las condiciones materia-
les de vida, resulta necesario problematizar las representaciones sociales, 
los estigmas y las prácticas discriminatorias que inciden en la segregación 
espacial y en la estigmatización de determinadas zonas o tipologías residen-
ciales. Tales dinámicas no solo refuerzan la marginalidad del pueblo romaní, 
sino que también perpetúan las desigualdades en el acceso a los recursos, la 
educación, el empleo y las políticas sociales vinculadas al ámbito familiar.
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De igual modo, el estudio de la exclusión residencial debe considerar las 
estrategias comunitarias, las prácticas de agencia y las formas de resistencia 
desarrolladas por las familias romaníes frente a las situaciones de exclusión. 
La resiliencia, las redes de apoyo mutuo y las dinámicas de convivencia basa-
das en la solidaridad representan dimensiones complementarias esenciales 
para interpretar los procesos de integración social desde una perspectiva 
holística. En esta línea, el presente capítulo propone examinar la exclusión 
residencial en Andalucía desde un enfoque crítico e inclusivo, centrado en 
las experiencias vivas del pueblo romaní y en los retos estructurales que 
persisten para la consolidación de una ciudadanía plena, donde el derecho 
a la vivienda se considere un pilar fundamental de la justicia social y de la 
igualdad de oportunidades.

2. EXCLUSIÓN E INTEGRACIÓN DEL PUEBLO ROMANÍ EN 
ANDALUCÍA 

El Pueblo Romaní, desde tiempos inmemoriales, ha experimentado situa-
ciones de exclusión social que, sin duda, han incidido en la comprensión e 
imaginario social hasta nuestros tiempos. Diversos autores han analizado la 
situación del Pueblo Romaní desde diferentes ópticas, ya sea desde aspectos 
de derechos sociales (Cemlyn, 2008), aspectos económicos (Brazzabeni et al., 
2015), contextos políticos (Sigona, 2011) o, más específicamente, desde las 
políticas públicas en materia de segregación y abandono escolar (Parra Toro 
et al., 2017), participación social de la familia (Bretones y Soto, 2022) y en 
torno a aspectos relacionados con la integración social (Gutiérrez y Estepa, 
2025), entre otros. El Pueblo Romaní ha estado relacionado con estilos de 
vida alternativos e itinerantes, los cuales no necesariamente han sido inter-
pretados como positivos por los distintos sistemas administrativos (Barany, 
2002), llevándolos en reiteradas ocasiones a vivir en contextos de exclusión 
social (Gutiérrez y Diz, 2023).

En la Comunidad Autónoma de Andalucía se estima que la población 
romaní está conformada en torno a 300.000-350.000 personas, aproximada-
mente un 5% de la población andaluza total. Hay que partir que son estima-
ciones basadas en estudios ya que no existe un censo étnico oficial. El número 
de personas romaníes en Andalucía es bastante mayor que el correspondiente 
a los datos estatales y refleja niveles de integración que difieren con otras 
Comunidades Autónomas. 

A nivel andaluz, los romaníes han tratado siempre de vivir acompañados 
de sus familiares, sobre todo, por mantener y fortalecer las redes de apoyo 
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allá donde estuvieran y conservar tradiciones y cultura como fortaleza de gru-
po (Gutiérrez, 2017), además de convertirse en ciudadanos, incorporándose a 
la idiosincrasia de aquellos lugares donde habitan. En esta línea, retomamos 
la definición de ciudadanía propuesta por Lombera (1996), entendida como 
la práctica de los individuos que implica el ejercicio pleno de sus derechos. 
En cuanto a la cultura, esta se conforma por diversos elementos (valores, 
ideas, costumbres, símbolos o creencias, entre otros) que, tal como señala 
Herranz (2003), emergen de la interacción social de los sujetos y orientan 
sus comportamientos dentro de la sociedad.

Las limitaciones del pueblo gitano para gestionar y participar de manera 
efectiva en las políticas públicas de familia responden a la confluencia de 
un antigitanismo de carácter estructural, elevados niveles de pobreza, una 
escasa presencia en las estructuras institucionales y el diseño de políticas 
insuficientemente alineadas con su realidad sociocultural. En este marco, 
pueden identificarse como principales barreras estructurales: 1) Los elevados 
índices de pobreza, desempleo y exclusión residencial, que restringen la capa-
cidad de las familias gitanas para involucrarse en procesos participativos o de 
cogestión de recursos orientados al bienestar familiar; 2) La discriminación 
y el antigitanismo presentes en ámbitos como la vivienda, la educación y el 
empleo, que generan desconfianza hacia las instituciones públicas y los ser-
vicios sociales; 3) La concentración de numerosos hogares gitanos en barrios 
segregados, caracterizados por servicios públicos insuficientes o fuertemente 
burocratizados, lo que dificulta un acceso normalizado a las prestaciones y 
a los programas de apoyo a las familias.

Frente a estas dinámicas, cabe señalar una serie de elementos que podrían 
contribuir a revertir dichos déficits estructurales. Entre ellos, resulta fun-
damental la implementación de estrategias de ámbito estatal y autonómico 
que incorporen de forma efectiva la participación de asociaciones gitanas 
en el diseño de las políticas y que reconozcan el antigitanismo como un eje 
central a erradicar. La participación activa de la población gitana se revela 
así como un componente clave en la configuración, ejecución y evaluación de 
las acciones orientadas a la inclusión social en los distintos ámbitos de la vida 
cotidiana. Asimismo, se considera pertinente el desarrollo de programas de 
acompañamiento educativo y social con enfoque comunitario que, mediante 
la mediación intercultural y el apoyo integral a las familias, favorezcan una 
relación más fluida con el sistema educativo, los servicios sociales y los dispo-
sitivos de gestión de recursos. Finalmente, el fortalecimiento del movimiento 
asociativo gitano y la incorporación de mediadores y profesionales gitanos 
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en los servicios públicos pueden facilitar una interlocución más simétrica y 
dialógica en el ámbito de las políticas familiares.

3. POLÍTICAS PÚBLICAS EN MATERIA DE VIVIENDA Y FAMILIA 

El abordaje del bienestar social se ha venido planteando de manera 
tradicional bajo los llamados “pilares del bienestar”, configurados por: el 
Sistema de Salud, el Sistema de Educación, Pensiones/Rentas y el Sistema 
de Servicios Sociales (Casado y Fantova, 2017), que proporcionan un marco 
integral de seguridad y provisión social. Unos pilares sobre los que se está 
planteando por diversos autores, que se les debe incorporar otros como 
los “cuidados” (Navarro, et al., 2020), o la “vivienda” (Bosch y Trilla, 2019; 
Martínez y Aceituno-Aceituno, 2024), esenciales todos ellos para la cohesión 
social, la igualdad y el desarrollo del bienestar social en España. En el caso 
concreto de la vivienda se incorpora como quinto pilar en el actual Plan 
Estatal de Vivienda 2026-2030, donde se indica: 

El Plan Estatal de Vivienda 2026-2030 contará con una dotación histórica 
de 7.000 millones de euros que permitirá dar un paso decisivo en la construc-
ción de un sistema público de vivienda en estándares europeos que consolide 
la vivienda como el quinto pilar del Estado del Bienestar.

La no disponibilidad o imposibilidad de acceder a una vivienda digna y 
adecuada, genera y sitúa en la exclusión residencial a las personas que la 
sufren, obligando a los hogares a destinar una proporción excesiva de sus 
ingresos a gastos habitacionales, generando un sobreesfuerzo económico que 
impacta la capacidad de las familias para cubrir otras necesidades básicas 
como alimentación, educación o cuidados. Esta condición ha sido identifi-
cada como una de las principales fuentes de desigualdad contemporánea en 
España, afectando tanto a colectivos vulnerables como a nuevas generaciones 
que enfrentan dificultades crecientes para emanciparse y formar proyectos 
de vida autónomos. En términos de desarrollo social, “la vivienda figura 
en un lugar importante en cualquier valoración que se quiera hacer de los 
avances de una sociedad” (Ayala, et al. 2019: 4), encontrándose el acceso a 
la vivienda y la exclusión social estrechamente relacionados (Sassen, 2015). 

En paralelo, los menores ingresos vía salarios, los mayores porcentajes 
de desempleo y la dificultad en el acceso a una vivienda, se ha constatado en 
numerosas investigaciones como factores claves para el riesgo de exclusión 
residencial (Sánchez-Mora, Clavero y Manzanera, 2013). Así el IX Informe 
sobre Exclusión y Desarrollo Social en España de la Fundación FOESSA 
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(2025) señala que: “la vivienda es hoy el factor que está activamente reconfi-
gurando nuestra estructura social, expulsando a uno de cada cuatro hogares 
de una vida digna”.

FOESSA destaca que el hacinamiento, la falta de espacio y la rotación 
frecuente de viviendas afectan a la salud mental de adultos y menores, al 
rendimiento escolar, la convivencia familiar y el estrés intrafamiliar y a la 
sensación de seguridad y estabilidad emocional.

El acceso a la vivienda se incorpora como derecho por primera vez en 
1948, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Vicente, Rubio 
y Martínez, 2013), donde se indica: “Todo el mundo tiene derecho a unas 
condiciones de vida adecuadas para su salud y su bienestar, así como el de 
su familia, incluyendo alimentos, vestimentas, vivienda y asistencia social y 
médica” (Artículo 25.1). Lo que a su vez fue adoptado por el Consejo de Eu-
ropa en 1961 e incorporado a la Carta Social Europea en 1996, y al Tratado 
de Ámsterdam (1997), así como a la Carta de Derechos Fundamentales (Niza 
diciembre de 2000).

Este avance global, tendría que haber generado un cambio de rumbo en 
las políticas públicas para facilitar el acceso a la vivienda. Sin embargo, la 
exclusión residencial se ha consolidado en los últimos años como fenómeno 
estructural presente en las grandes ciudades, donde el factor economicista 
y mercantilista se ha impuesto de una manera amplia convirtiendo a la vi-
vienda en un mercado económico de primer nivel.

En el Estado español la Constitución de 1978 recoge en su artículo 47 que 
los ciudadanos españoles tienen derecho a una vivienda digna y adecuada, 
incorporando a su vez en el articulado correspondiente a las competencias 
de las comunidades autónomas (art. 148), la de “Ordenación, del territorio, 
urbanismo y vivienda”. Y por último bajando al ámbito municipal a través de 
la Ley de Bases de Régimen Local en su artículo 25 se alude a cómo el muni-
cipio ejercerá competencias propias en: “Urbanismo: planeamiento, gestión, 
ejecución y disciplina urbanística…”. Este a definir espacio competencial, 
se sitúa en ocasiones como elemento distorsionador a la hora de concretar 
quién, cómo y cuándo se deben de llevar a cabo políticas en el ámbito de la 
vivienda, con una implicación de primer nivel sobre la familia, y que en la 
actualidad es parte del problema en cuanto al acceso a la vivienda.

En la actualidad se encuentra en vigor el Plan Estatal de Vivienda (PEV) 
2026-2030, aludido con anterioridad, independiente de aquellos otros que las 
comunidades y los ayuntamientos también se encuentran en la obligación de 
desarrollar. De manera concreta el plan estatal marca los siguientes objetivos: 
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- Incrementar el parque de vivienda asequible, que estará protegido 
de forma permanente.

- Rehabilitar el parque existente para dignificar las viviendas y mejorar 
su eficiencia y accesibilidad, así como para promover barrios más 
habitables.

- Reducir la edad de emancipación joven.

- Rebajar el esfuerzo financiero para acceder a la vivienda.

- Revertir las zonas de mercado tensionado.

Como se puede apreciar todos ellos con afección de manera directa o 
indirecta hacia las familias, independientemente de sus características en 
cuanto a modelo de convivencia, así como de las posibles futuras desde el 
abordaje de la emancipación joven a fin de que se puedan generar proyectos 
vitales. Donde la necesidad de un parque público accesible es uno de los ele-
mentos más importantes a alcanzar y que más se ha dejado de realizar desde 
hace décadas. Lo que vendría a cubrir las necesidades de acceso que en la 
actualidad se están planteando, y de una manera mucho más preocupante y 
urgente sobre colectivos en riesgo o vulnerables, desde un diagnóstico que 
en muchos sectores se define como de urgencia habitacional.

A la hora de hablar de colectivos vulnerables de cara a su acceso a la vi-
vienda, estos fueron identificados por parte del Relator Especial en su visita 
a España en 2006, como: las mujeres, los jóvenes, los ancianos, las personas 
con discapacidad, las comunidades romaníes (gitanos), migrantes y las per-
sonas sin hogar (Kothari, 2008). Dichos grupos, a nivel europeo han sido y 
son objeto de las políticas de vivienda social, con un enfoque más amplio y 
global teniendo en cuenta la diversidad en su estructura familiar (García y 
Arends, 2012).

En el caso concreto de Andalucía y según los datos que se recogen en el 
Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida, a 31 de diciem-
bre de 2025, se encontraban activas 107.454 solicitudes, lo que supone un 
incremento sobre el año 2024 del 25,82%, que en valores absolutos marca 
22.050 solicitudes nuevas, una cifra que no ha dejado de crecer en los últimos 
cinco años tal y como se recoge en la siguiente Figura 1.
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Figura 1. Solicitudes activas en el Registro Municipal de Demandante de 
Viviendas Protegidas en Andalucía en el período 2021 a 2025
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Fuente: Elaboración propia a partir de Junta de Andalucía (2026).

Una fuente la de este registro que se configura como el instrumento que 
“Proporciona información actualizada sobre necesidades de vivienda, per-
mitiendo a las administraciones locales y a la Comunidad Autónoma adecuar 
sus políticas de vivienda y suelo”, entre otras. Lo cual se convierte en un 
recurso de primer orden para conocer las necesidades de la ciudadanía, así 
como su perfil, en lo que a la vivienda se refiere y adecuar la intervención en 
este sector en base a las características de los demandantes.

Considerando como ya se ha indicado los datos a fecha del 31 de diciem-
bre de 2025, el perfil de las personas solicitantes en Andalucía marca la 
siguiente radiografía:

- El tamaño de la unidad familiar para el 52,42% es de tan solo un 
miembro, el 21,9% por dos y para un 13,44% de tres miembros.

- Sobre el sexo de las personas solicitantes un 53,3% son mujeres por 
un 46,7% de hombres.
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- En cuanto a los ingresos económicos un 66,83% indica percibir entre 
0 y 1, medido a través del Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples (IPREM), correspondiente a 600 euros mensuales.

- Respecto a la edad el 49,97% se sitúa por debajo de los 50 años, con 
un 25,65% menor de 35 años.

- El régimen de alquiler con opción de compra es elegido por el 38,35% 
y a continuación el de alquiler indicado por un 30,75%, para finalizar 
por el de compra con un 30,89%.

Este conjunto de variables sociodemográficas y económicas son un exce-
lente recurso para definir las políticas públicas que debieran ser diseñadas en 
lo que, a la facilitación de una vivienda digna y adecuada, se refiere, dirigidas 
al conjunto de la ciudadanía con una mirada muy especial a las familias des-
de un concepto amplio, así como a los denominados colectivos vulnerables.

4. CONCLUSIONES

En el presente trabajo se han puesto de manifiesto diversos aspectos re-
lativos a las políticas sociales en materia de vivienda y familia que afectan 
al pueblo romaní en la Comunidad Autónoma de Andalucía. En este marco, 
pueden sintetizarse las siguientes conclusiones. 

En primer lugar, la exclusión residencial en Andalucía debe concebirse 
como un fenómeno estructural y multidimensional, anclado en desigualdades 
socioespaciales históricas y en la interacción de factores económicos, cultu-
rales, institucionales y políticos que inciden de forma especialmente intensa 
sobre la población romaní. La situación de este pueblo se configura como 
el resultado de trayectorias prolongadas de marginación y de antigitanismo 
estructural, que se traducen en obstáculos persistentes para el acceso a una 
vivienda digna y en la reproducción de brechas en los ámbitos educativo, 
laboral, de participación social y de ejercicio efectivo de la ciudadanía. El 
análisis de esta realidad demanda marcos teóricos interseccionales que arti-
culen dimensiones materiales (condiciones de habitabilidad, hacinamiento, 
sobreesfuerzo económico), simbólicas (estigma, prejuicio, representaciones 
sociales) y relacionales (redes familiares y comunitarias), en tanto que todas 
ellas coproducen las dinámicas de exclusión e inclusión.

En segundo lugar, y pese a la intensidad de las vulnerabilidades descritas, 
las familias gitanas despliegan estrategias de agencia, resiliencia y apoyo 
comunitario que operan como recursos fundamentales para la integración, 
lo que obliga a desplazar las aproximaciones exclusivamente deficitarias e 
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incorporar una perspectiva basada en capacidades y fortalezas comunitarias 
en el diseño de las políticas públicas. La vivienda se consolida, tanto en el 
plano normativo como en la agenda del bienestar, como un pilar central del 
Estado social; sin embargo, su realización efectiva se ve condicionada por la 
mercantilización del mercado residencial, la insuficiencia del parque públi-
co y la descoordinación entre los distintos niveles competenciales (Estado, 
comunidades autónomas y entidades locales), configurando un “déficit de 
derechos” particularmente agudo entre los colectivos vulnerables. La infor-
mación reciente sobre la demanda de vivienda protegida en Andalucía da 
cuenta de una situación de urgencia habitacional creciente, con un perfil de 
solicitantes caracterizado por bajos ingresos, feminización de la demanda, 
unidades convivenciales reducidas y elevada presencia de población joven, 
lo que refuerza la necesidad de políticas de vivienda orientadas de manera 
decidida a la equidad y a la prevención de la exclusión residencial.

Por último, la participación activa del movimiento asociativo gitano y 
la incorporación de mediadores y profesionales gitanos en los dispositivos 
públicos se configuran como condiciones estratégicas para avanzar hacia 
modelos de gobernanza más dialógicos, inclusivos y culturalmente compe-
tentes en el ámbito de la vivienda y de las políticas familiares, capaces de dar 
respuesta de forma situada a la diversidad cultural y a las especificidades 
del pueblo romaní. En coherencia con lo recogido en el vigente Plan Estatal 
de Vivienda, la problemática residencial demanda una coordinación inte-
rinstitucional de máximo alcance, acompañada de medidas a corto, medio 
y largo plazo. No obstante, dicha coordinación resultará insuficiente si no 
se acomete simultáneamente un cambio de paradigma en torno al propio 
concepto de “vivienda”, que deje de ser concebida prioritariamente como 
activo económico para ser entendida como recurso/derecho generador de 
bienestar social, en el que se priorice la vivienda en cuanto “hogar” y espacio 
central de desarrollo vital y comunitario.
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1. INTRODUCCIÓN

¿Cuánto puede sostener una familia antes de romperse por dentro?

No tengo respuesta para esta pregunta, y quizá por eso me dedico desde 
mi puesto como Trabajadora Social municipal a atender a familias y ayudar-
las antes de romperse del todo.

En las políticas sociales existe un daño poco reconocido: el daño re-
lacional. No figura en indicadores ni cuadros de mando, pero condiciona 
profundamente el bienestar. Este trabajo muestra cómo los Servicios Socia-
les Comunitarios acompañan a familias que sostienen vínculos heridos en 
contextos de precariedad, duelo, conflicto o sobrecarga emocional. Frente 
a una cultura que convierte la crianza en empresa individual y la felicidad 
en deber moral, las familias se erigen como último colchón relacional de un 
sistema que ha debilitado los apoyos estructurales. A través de escenas rea-
les de intervención, se ilustra el impacto de un enfoque clínico-comunitario 
centrado en el vínculo, capaz de reparar relaciones, prevenir crisis y reducir 
la judicialización o medicalización innecesaria. Se proponen líneas de acción 
para una política pública relacional que reconozca el valor del acompaña-
miento como inversión social. Cuando se sostiene a quienes sostienen, se 
refuerza el tejido mismo de la sociedad. 

Vivimos tiempos en los que las políticas públicas observan a distancia lo 
que sucede muy cerca. La crianza, que durante siglos fue una tarea compar-
tida, se ha convertido en una carrera de obstáculos individual. Las familias 
sostienen tensiones, duelos, incertidumbres y culpas que no les pertenecen 
del todo, pero que el sistema ha dejado de asumir como propias. En esa fra-
gilidad cotidiana emerge el conflicto, acompañado de un daño que rara vez 
se registra en indicadores o cuadros de mando: el daño relacional. Este dete-
rioro de los vínculos erosiona la vida familiar y, con ella, la cohesión social. 
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En los Servicios Sociales Comunitarios lo vemos a diario. No llegan quie-
nes “fallan”, sino quienes han sido sobrecargados sin red: padres y madres 
que no necesitan explicaciones, sino espacios; niños y adolescentes que no 
reclaman más normas, sino presencia. Sin embargo, el relato cultural domi-
nante impone otra lógica: sé feliz, sé mejor, gestiona bien tus emociones, no 
te quejes. Como señala Ehrenberg (2012), vivimos bajo una moral de la auto-
nomía que obliga a gestionar el malestar en soledad, como si el sufrimiento 
estructural fuera una debilidad personal. Cabanas e Illouz (2019) describen 
esta dinámica como happycracia, un régimen que convierte la felicidad en 
un deber individual, oculta las causas sociales del malestar y refuerza la idea 
de que quien no puede es porque no quiere lo suficiente. 

Las familias que atendemos devuelven otra imagen: neveras vacías y cul-
pas llenas; madres que dudan de sí mismas, padres agotados, abuelas solas 
con nietos a su cargo, adolescentes encerrados en sus habitaciones. Sostienen 
en soledad un malestar estructural que el sistema les devuelve como supuesto 
fracaso individual. 

A menudo, lo que más duele no es el conflicto familiar en sí, sino lo que 
se espera de quienes lo sufren: que una madre en duelo regule las emociones 
de su hijo con TEA; que un padre con ingresos precarios acompañe semanal-
mente a terapia a su hija y mantenga “presencia emocional plena”; que una 
abuela con recursos limitados garantice meriendas equilibradas, hábitos salu-
dables y conexión afectiva. Se les pide que gestionen su cansancio, pobreza y 
ansiedad, y que además no griten, no se enfrenten, lleguen puntuales, pongan 
límites con amabilidad, estén presentes sin agobiar y escuchen sin romperse. 

Cuando no logran cumplir esas expectativas –porque nadie podría–, el 
sistema se retira, dejándoles solos con su supuesto fallo. Este capítulo surge 
desde esa frontera: desde la práctica cotidiana de un equipo de intervención 
familiar que acompaña lo invisible. No desde el diagnóstico ni la exigencia, 
sino desde el vínculo. Acompañamos a familias que sostienen lo insostenible, 
reparando relaciones, cuidando escenas cotidianas y facilitando procesos. 
Es un trabajo que pocas veces se nombra como política social, pero que lo es 
en su forma más encarnada: intervenir para que los vínculos no se rompan 
del todo

Este capítulo persigue los siguientes objetivos: 

• Visibilizar el daño relacional como un eje clave y aún ignorado por 
las políticas sociales familiares, reconociendo que el deterioro de los 
vínculos afectivos, aunque no se registre en los indicadores tradi-
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cionales, condiciona de forma decisiva el bienestar de niños, niñas, 
adolescentes y personas adultas. 

• Describir la intervención clínica-comunitaria como una forma con-
creta y encarnada de política social, mostrando cómo los Servicios 
Sociales Comunitarios actúan como infraestructura invisible de 
sostenimiento relacional, especialmente en contextos de alta vulne-
rabilidad y medidas de protección. 

• Ilustrar el impacto del acompañamiento relacional a través de esce-
nas reales de intervención, evidenciando su potencial para restaurar 
vínculos parentales, reducir crisis emocionales, prevenir derivaciones 
clínicas o judiciales y fortalecer las redes familiares ampliadas. 

• Proponer líneas de acción para el fortalecimiento de una política 
pública relacional, basada en lo comunitario y lo preventivo, que 
legitime el trabajo sobre los vínculos como una inversión social 
imprescindible. 

En conjunto, los objetivos articulan una mirada integradora, profesional 
y política, que entiende reparar relaciones y acompañar lo invisible como 
una forma esencial de hacer política social desde un enfoque sistémico, pre-
ventivo y profundamente humano. 

2. PLANTEAMIENTO TEÓRICO-METODOLÓGICO

Este trabajo adopta una metodología cualitativa narrativa, anclada en la 
práctica profesional del Programa de Familias del Ayuntamiento de Logroño, 
donde la familia es comprendida como un sistema relacional que sostiene 
dinámicas emocionales, simbólicas y sociales. Inspirado en el enfoque eco-
lógico de Bronfenbrenner (1987), se reconoce que el entorno cercano y las 
relaciones significativas son determinantes para el bienestar. 

Las estrategias metodológicas integran observación participante, escu-
cha activa e intervención coordinada con otros sistemas (educación, salud, 
protección). Se emplean técnicas de terapia familiar sistémica –como es-
culturas familiares, juego simbólico y metáforas– y herramientas narrativas 
para resignificar historias de vida, en línea con la terapia narrativa de White 
y Epston (1990), que busca separar a la persona del problema y reconstruir 
narrativas empoderadoras. 

Este enfoque permite visibilizar el daño relacional no como síntoma 
individual, sino como manifestación de desajustes vinculados a estructuras 
sociales. Se enmarca en una ética del cuidado (Gilligan, 1982) y una epis-
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temología relacional que hace del vínculo la categoría central del análisis e 
intervención, tal como propone la perspectiva de relationship-based practice 
(Ruch, Turney, & Ward, 2018). 

Lejos de patologizar, la intervención contextualiza y transforma el su-
frimiento mediante presencia sostenida, mirada libre de culpabilización y 
creación de espacios seguros donde el malestar puede leerse como lenguaje 
del vínculo. Esta sistematización situada aporta luz a prácticas invisibles 
pero esenciales para la cohesión social y la protección del bienestar infantil. 

3. RESULTADOS: PRINCIPALES APORTACIONES, RESULTADOS Y 
CONCLUSIONES

3.1. Resultados

Los resultados que aquí se presentan no derivan de un estudio cuantitativo 
ni de una evaluación estructurada, sino de la práctica cotidiana en el acom-
pañamiento a familias desde el Programa de Familias del Ayuntamiento de 
Logroño. Son fragmentos de historias reales que ilustran cómo una política 
pública encarnada en los Servicios Sociales Comunitarios puede reparar 
vínculos, evitar crisis y sostener la vida cotidiana. 

3.1.1. Cuando el hijo deja de ser cuidador

Una madre acude a Servicios Sociales tras un largo periodo de sufri-
miento familiar. Su hijo adolescente lleva casi un año sin salir de casa, tres 
meses sin salir de su habitación. No se asea, no come en familia, no va al 
instituto. El malestar viene de lejos: un padre con adicciones, una separación 
conflictiva, precariedad económica, convivencia forzada con otra familia. El 
sistema sanitario y educativo ya no ofrece respuesta: no pueden intervenir 
si él no sale de casa. 

Desde el Programa de Familias, entramos donde otros no pueden entrar. 
Sin exigencias, sin diagnósticos. Con figuras, juegos simbólicos, metáforas. 
Empezamos por lo invisible: por devolverle al adolescente su lugar de hijo, 
no de cuidador. Facilitamos sesiones familiares conjuntas, revivimos escenas 
de vínculo, acompañamos el duelo del abuelo, celebramos pequeños gestos 
cotidianos: salir del cuarto, afeitarse, volver a jugar. 
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Hoy, ese adolescente quiere ser electricista. Tiene sueños, planes, horizon-
te. Todo comenzó cuando alguien los miró con una mirada distinta: no como 
disfunción, sino como vínculo herido que necesitaba espacio para sanarse. 

3.1.2. Cuando la madre y la hija pudieron verse

Una madre y su hija viven una relación fracturada. “Desde que me gritó 
‘ojalá te mueras’, no he podido volver a mirarla igual”, dice la madre. “Yo ya 
no tengo madre”, dice la hija. La tensión es crónica, la incomunicación total. 
Tras un intento autolítico, interviene la policía. Ambas piden ayuda, pero no 
encuentran por dónde empezar. 

El trabajo terapéutico se inicia con recursos simbólicos: cartas proyec-
tivas, esculturas familiares. La hija representa a su madre como una niña y 
a sí misma como un esqueleto. Un día verbaliza: “Sé que mi madre no tuvo 
madre. Y creo que siente rabia de mí porque yo sí la tengo”. Esa frase trans-
forma el vínculo. La madre llora, la hija pide perdón. Hablan por primera 
vez no de normas ni de límites, sino de heridas. 

Hoy, se escriben post-its con frases bonitas. La madre ha aprendido a 
confiar. La hija respira. Lo que parecía un conflicto sin salida era, en rea-
lidad, una historia de dolor que necesitaba ser comprendida y mirada con 
otros ojos. 

3.1.3. Cuando el hijo convocó a sus padres

Un niño de 12 años vive entre dos hogares en conflicto. No duerme si no 
es en la cama de sus padres. Tiene tics, ansiedad, miedo. El conflicto parental 
es intenso, pero lo que emerge en sesión no es un problema conductual, sino 
una necesidad relacional. 

Utilizando una carta proyectiva y una caja de arena, el niño representa a 
su padre como ternura, a su madre como estructura. Dice: “Si falta uno, me 
quedo incompleto”. Esa imagen conmueve a ambos progenitores. Por prime-
ra vez no se ven como adversarios, sino como aliados convocados por su hijo. 

Desde entonces, el niño duerme tranquilo. Ve películas con su madre, 
pide masajes. Tiene un lugar. Y sus padres han comprendido que no se trata 
de custodias ni visitas, sino de vínculo, de presencia, de poder preguntarse: 
¿qué necesita de mí más allá de lo que creo estar dando? 
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3.2. Conclusiones

Los conflictos que llegan a los Servicios Sociales no son la expresión de 
un fracaso familiar, sino el síntoma de un sistema que no ha sabido sostener 
antes de que el vínculo se convirtiera en el único hilo. Intervenir desde lo 
relacional no es un acto menor: es hacer política pública desde el cuidado 
(Tronto, 2020), situando en el centro a las personas, su bienestar emocional 
y su capacidad de reconstrucción. Reconocer el valor de la relación como 
recurso de protección implica dejar de ver a las familias únicamente desde 
la carencia para comprenderlas también como espacios de resistencia y 
potencial. 

Las escenas recogidas muestran que, cuando el vínculo es protegido y 
acompañado, emergen procesos de reparación que evitan crisis más graves, 
reducen la medicalización y fortalecen la red familiar y comunitaria. Esta 
constatación coincide con lo que la investigación evidencia sobre el impacto 
positivo de las intervenciones tempranas y preventivas en el bienestar infantil 
y la cohesión social (Asmussen et al., 2016; Featherstone et al., 2014). Sin 
embargo, para que esto ocurra se requiere tiempo, presencia y legitimidad 
profesional, así como marcos institucionales que reconozcan la dimensión 
relacional de la intervención. 

La experiencia internacional demuestra que otro modelo es posible y se 
distancia claramente del enfoque reactivo predominante en España. Finlan-
dia mantiene programas universales de atención materno infantil –como los 
servicios Neuvola– que se han vinculado positivamente con mejores indica-
dores de salud infantil y equidad social (Wüst, 2022). Escocia, con Getting 
it Right for Every Child, ha convertido la prevención en un derecho, estable-
ciendo un marco común que coordina a todos los agentes que trabajan con 
infancia y evitando la fragmentación de recursos que caracteriza a nuestro 
país. Este programa ha sido analizado como una política transformadora 
centrada en el bienestar infantil, con énfasis en intervención temprana e 
integración interinstitucional, aunque todavía enfrenta desafíos para su im-
plementación efectiva (Coles et al., 2016). Suecia y Dinamarca, por su parte, 
han desarrollado Family Centres, espacios multidisciplinares integrados que 
ofrecen salud, educación y apoyo social en un solo lugar con capacidad de 
reducir desigualdades y promover la participación familiar (Kanste et al., 
2019; Kekkonen et al., 2012). En contraste, en España estos servicios sue-
len estar fragmentados, condicionados por criterios restrictivos y activados 
solo tras la aparición del problema, lo que limita su capacidad preventiva y 
refuerza una respuesta reactiva. 
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Estos modelos comparten un denominador común: parten de la confianza 
en las familias, garantizan la presencia profesional en las primeras etapas 
de la vida, usan un lenguaje común entre servicios y actúan antes de que 
la dificultad escale. El resultado: menos crisis, menos judicialización, más 
cohesión social. 

En España, avanzar hacia este horizonte implica transitar de un siste-
ma reactivo y focalizado a infraestructuras públicas de sostén relacional, 
universales y preventivas. Supone reconocer que el vínculo es un factor de 
protección social tan importante como los recursos materiales, y que cuidarlo 
es una inversión en cohesión y futuro. Los Servicios Sociales Comunitarios, 
cuando se les dota de tiempo, estabilidad y legitimidad, son el primer espacio 
de política pública que interviene directamente sobre esa trama invisible que 
mantiene unida a la sociedad. 

Frente a una cultura que individualiza el fracaso y responsabiliza a las 
familias de sufrimientos estructurales, urge desplegar políticas que cuiden lo 
común y fortalezcan las redes formales e informales de apoyo. Porque cuando 
se sostiene a quienes sostienen, no solo se repara lo roto: también se cultiva 
el futuro colectivo. La pregunta es sencilla pero urgente: ¿cuánto más vamos 
a externalizar el daño relacional a las familias? Si la respuesta es “ni un día 
más”, el cambio empieza ahora y empieza desde aquí. 
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1. INTRODUCCIÓN 

En este capítulo se analiza el papel del Trabajo Social como figura de acom-
pañamiento a las familias en diferentes momentos de su ciclo vital. En el contexto 
español, el Trabajo Social se ha configurado históricamente como profesional de 
referencia del sistema público de servicios sociales, lo que ha generado una es-
trecha vinculación de la disciplina con la atención a las familias (Fantova, 2008). 
No obstante, más allá de la respuesta a situaciones problemáticas concretas, el 
Trabajo Social Familiar cuenta con conocimientos, habilidades y competencias 
para desarrollar una práctica orientada al acompañamiento continuado en el 
apoyo a las familias en el desempeño de sus funciones principales.

Desde el punto de vista normativo, la familia constituye un objeto de 
especial protección constitucional. La Constitución Española no establece 
una definición cerrada ni un modelo único de familia, sino que opta por un 
concepto abierto, susceptible de adaptación a la evolución social (Rastrollo, 
2017). El artículo 39 impone a los poderes públicos el deber de garantizar 
la protección social, económica y jurídica de la familia, poniendo el acento 
no tanto en la institución familiar en abstracto como en las personas que la 
integran y en la garantía de sus derechos, especialmente en situaciones que 
requieren intervención pública.

Esta concepción conecta con la perspectiva sociológica contemporánea, 
que entiende la familia como una realidad social diversa, dinámica y relacio-
nal, cuyos significados, formas de organización y funciones varían en función 
del contexto histórico, cultural y socioeconómico (BeckGernsheim, 2011; 
Cherlin, 2020; Veloza-Morales, 2023). La familia es, por tanto, una institución 
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social dinámica, dotada de funciones estratégicas para la sociedad, cuya for-
ma puede variar, aunque su valor social permanece (Vega y Raya-Diez, 2022). 

Del modelo tradicional de familia –basado en el varón proveedor, la 
estabilidad matrimonial y la división sexual del trabajo– se ha pasado a 
una pluralidad de formas familiares, y con ello nuevas trayectorias vitales, 
atravesadas por transiciones, rupturas, reconstituciones, y en muchos casos, 
con situaciones de vulnerabilidad a lo largo del ciclo vital (Elder et al., 2015; 
Morgan, 2011). Esta concepción plural de la familia se recoge en el Proyec-
to de Ley de Familias (Congreso de los Diputados, 2024), que parte de una 
definición no restrictiva ni única de familia, rompiendo explícitamente con 
una visión limitada al matrimonio heterosexual o a un único modelo convi-
vencial. En la exposición de motivos, se afirma que “ya no existe la familia, 
sino las familias, en plural” (p. 3), reconociendo la diversidad de estructuras 
familiares presentes en la sociedad española contemporánea. Y enumera 
diferentes tipos de familias, además de las derivadas del matrimonio o de la 
convivencia de pareja estable, las familias monoparentales, homoparentales, 
reconstituidas, adoptivas o acogedoras, familias con personas con discapa-
cidad y/o en situación de dependencia, familias migrantes, transnacionales 
o retornadas, etc. 

Detrás de cada tipo de familia se concentran diferentes desafíos en el 
desempeño de las funciones familiares, si bien se puede afirmar que todas 
tiene en común el configurarse como un espacio de interdependencia y cui-
dado, en el que se articulan responsabilidades y obligaciones morales que, 
en determinados momentos, requieren apoyos externos para garantizar el 
bienestar de sus miembros (Finch & Morgan, 1999; Daly, 2021). Desde un 
enfoque funcional, la familia constituye un agente estratégico de bienestar y 
cohesión social, cuyas capacidades deben ser reforzadas mediante políticas 
y prácticas profesionales orientadas al apoyo, y no a su sustitución (Vega & 
Raya-Diez, 2022).

Por ello, resulta necesario el diseño de políticas que ofrezcan una atención 
integral a las familias, tal como se recoge en el proyecto de Ley de Familias, 
evitando enfoques puramente asistencialistas o compensatorios (Vega y 
Raya-Diez, 2022). 

En este contexto, la figura profesional de Trabajo Social es un actor 
relevante en los procesos de acompañamiento a las familias a lo largo de 
su ciclo vital y, de forma particular, trabajando con determinados tipos de 
familias con mayores dificultades en distintos momentos, acompañándolas 
en el desempeño de sus funciones de cuidado, protección, socialización y 
apoyo emocional en contextos sociales cada vez más complejos y cambiantes. 
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El Trabajo Social se configura como un agente clave en la promoción de 
los derechos sociales y humanos de las personas a lo largo del ciclo vital, 
reforzando especialmente la autonomía y la participación en aquellas etapas 
en las que pueden emerger mayores situaciones de vulnerabilidad. De las 
múltiples situaciones familiares que son objeto del trabajo social en su pa-
pel de atención a las familias, este capítulo se centra en dos etapas del ciclo 
vital, como son los procesos de transición juvenil y de envejecimiento. Cada 
una de estas etapas supone retos para las familias, en el desempeño de sus 
funciones, que en algunos casos requieren de apoyo externo para restablecer 
el equilibrio familiar.

2. JUVENTUD COMO ETAPA DE TRÁNSITO

La juventud, entendida como el periodo de vida comprendido entre los 15 
y los 24 años de edad (Naciones Unidas, s. f.), sirve de puente entre la infancia 
y la edad adulta (Restrepo, 2016). Es una etapa que representa retos para 
las familias. En España, a pesar de los avances sociales, la juventud presen-
ta déficit de ciudadanía debido a las dificultades estructurales de acceso al 
empleo, la vivienda y la emancipación, elementos centrales de la integración 
social en una sociedad salarial (Cuesta, Raya-Diez y Carbonero, 2025). La 
juventud se concibe como una etapa vital marcada por transiciones comple-
jas –educativas, laborales, residenciales, relacionales y de construcción de 
la autonomía– que no se desarrollan de forma lineal ni homogénea. En esta 
etapa el papel de la familia es central. Las dificultades de emancipación, la 
precariedad laboral y la incertidumbre vital refuerzan la función de la familia 
como red de apoyo, al tiempo que generan nuevas tensiones en el desempeño 
de sus funciones. La Estrategia de Juventud 2030 (INJUVE, 2022) sitúa a 
las personas jóvenes como sujetos de derechos y actores sociales, subraya la 
necesidad de políticas integrales que aborden dimensiones como la eman-
cipación, el empleo, la educación, la participación, la inclusión social y el 
bienestar. 

En este contexto, el Trabajo Social actúa como mediador entre las per-
sonas jóvenes, sus familias y los sistemas de protección y bienestar, desarro-
llando intervenciones basadas en el acompañamiento social, la proximidad 
profesional y el reconocimiento de las personas jóvenes como protagonistas 
de su propio proceso (Anaut-Bravo y Raya-Diez, 2020). Esta intervención, 
sustentada en un enfoque de derechos, busca equilibrar las funciones de 
protección y promoción de la autonomía, evitando lógicas excesivamente 
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controladoras y favoreciendo trayectorias de inclusión social y participación 
(INJUVE, 2022). 

El Trabajo Social se configura como una disciplina clave en el acompa-
ñamiento a las personas jóvenes, especialmente en contextos de desigualdad, 
vulnerabilidad o dificultad en los procesos de transición a la vida adulta. La 
intervención no se debe orientar únicamente a la atención de problemáticas 
específicas, sino al apoyo continuado de trayectorias vitales, articulando re-
cursos, fortaleciendo capacidades y promoviendo la autonomía progresiva.

La intervención con jóvenes requiere de metodologías basadas en el 
acompañamiento social, la proximidad profesional y el reconocimiento de 
la persona joven como protagonista de su propio proceso (Navarro y Pastor, 
2017; Anaut-Bravo y Raya-Diez, 2020). En el ámbito de juventud, el acom-
pañamiento adquiere especial relevancia, ya que las transiciones juveniles se 
producen en un contexto de creciente precariedad estructural, incertidum-
bre y debilitamiento de los itinerarios normativos tradicionales. Por ello, el 
Trabajo Social puede desempeñar un papel relevante en la promoción de 
la ciudadanía juvenil, tanto en su dimensión de garantía de derechos como 
en la promoción de la participación activa (Cuesta, Raya-Diez y Carbonero, 
2025). De este modo, el Trabajo Social con población joven debiera tener 
mayor presencia en la práctica profesional aportando respuestas integrales 
a cuestiones como los riesgos digitales, la soledad no deseada, la desafección 
social y la desinformación. Todo ello desde la promoción de la participación 
social en clave de ciudadanía (Cuesta, Raya-Diez y Carbonero, 2025).

3. ENVEJECIMIENTO ACTIVO Y CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN

El envejecimiento de la población en la sociedad española es una realidad 
patente, con el incremento de la esperanza de vida y la reducción de la tasa 
de natalidad. Un rasgo característico es la heterogeneidad de las personas 
mayores, que presentan trayectorias vitales, condiciones de salud, niveles 
de autonomía, situaciones económicas y redes sociales muy diversas. Esta 
realidad obliga a superar enfoques homogéneos y estandarizados y a desa-
rrollar intervenciones individualizadas, reconociendo a las personas mayores 
como sujetos de derechos y agentes activos, y no únicamente como pobla-
ción dependiente o vulnerable (Cuesta, 2020). Por tanto, es preciso diseñar 
intervenciones adaptadas a las distintas etapas del ciclo vital, considerando 
tanto las capacidades como las necesidades emergentes en cada momento.

En línea con el concepto de envejecimiento activo definido por la OMS, 
entendido como un proceso que integra salud, participación y seguridad a 
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lo largo de todo el ciclo vital (Organización Mundial de la Salud, 2002), el 
trabajo social se presenta como una disciplina clave para la promoción del 
envejecimiento activo, debido a su enfoque holístico y multidimensional, 
capaz de articular los distintos determinantes del envejecimiento activo: fac-
tores sociales, sanitarios, económicos, personales, conductuales, del entorno 
físico, así como los ejes transversales de género y cultura. 

Junto a la promoción del envejecimiento activo, es preciso tomar en con-
sideración la necesidad de planificar programas y servicios para procutar 
cuidados de larga duración, desde una perspectiva de protección, seguridad 
y dignidad cuando la persona requiere asistencia. Y, con ello, evitar la sobre-
carga de cuidados en las familias.

 El Trabajo Social desempeña un papel fundamental en este ámbito 
mediante funciones de valoración de necesidades, gestión y coordinación 
de recursos, apoyo psicosocial, orientación y acompañamiento, así como 
en la coordinación de actuaciones entre los sistemas de sanidad y servicios 
sociales (Cuesta, 2020). La atención a largo plazo se debe concebir desde 
un enfoque de derechos, evitando modelos exclusivamente asistencialistas y 
promoviendo la participación de las personas mayores en las decisiones que 
afectan a su vida. En este sentido, el Trabajo Social contribuye a la promoción 
del envejecimiento activo como marco de intervención que integra derechos, 
participación y bienestar en las etapas finales del ciclo vital (Cuesta, 2020).

4. RETOS DEL TRABAJO SOCIAL EN EL ACOMPAÑAMIENTO A LAS 
FAMILIAS A LO LARGO DEL CICLO VITAL

Finalizamos este capítulo presentando algunos retos a los que debe hacer 
frente el Trabajo Social para un acompañamiento efectivo a las familias a 
lo largo del ciclo vital. En primer lugar, cabe destacar el reto entre las fun-
ciones de control y las de apoyo. Estas tensiones se manifiestan con especial 
intensidad en los ámbitos de intervención con juventud y en la protección 
a la infancia, donde el predominio de enfoques centrados en la evaluación 
del riesgo, la estandarización de procedimientos y la rendición de cuentas 
tiende a reforzar una lógica de control social. Esta orientación limita, en 
muchos casos, la posibilidad de construir relaciones profesionales basadas 
en la confianza, la proximidad y el acompañamiento continuado, elementos 
fundamentales para una intervención ajustada a la complejidad de las tra-
yectorias familiares y a los ritmos propios del ciclo vital. 

En el caso de la juventud, la intervención desde el Trabajo Social se ha 
orientado hacia la atención a jóvenes con problemas de distinta naturaleza, 
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frente a prácticas centradas en la prevención y la promoción. Frente a ello, se 
reivindica la necesidad de reorientar la intervención hacia enfoques basados 
en derechos, que reconozcan a las personas jóvenes como sujetos activos, 
con capacidad de agencia y participación social. Esta redefinición resulta 
clave para evitar la subordinación del Trabajo Social con juventud a lógicas 
asistenciales o residualizadas, y para fortalecer su papel como disciplina de 
acompañamiento social. 

Por su parte, la intervención del Trabajo Social con las personas ma-
yores va más allá de la atención a la dependencia, se trata de garantizar la 
autonomía, la calidad de vida y el reconocimiento de las personas mayores 
como sujetos de derechos, en un contexto marcado por el envejecimiento de 
la población y la reconfiguración de los sistemas de cuidados.

5. CONCLUSIONES

En el capítulo se ha presentado el papel del Trabajo Social en el acompa-
ñamiento a las familias en diferentes momentos del ciclo vital, en un contexto 
social caracterizado por la diversidad familiar, la incertidumbre vital y el 
debilitamiento de los itinerarios normativos tradicionales. La familia se con-
figura como un espacio central de interdependencia, cuidado y socialización, 
cuyas funciones resultan fundamentales para el bienestar individual y colec-
tivo, pero que, en determinados momentos del ciclo vital, requieren apoyos 
externos para sostenerse. En este marco, el Trabajo Social, como profesión 
de referencia del sistema público de servicios sociales, aporta una interven-
ción relacional, continuada y ajustada a la complejidad de las trayectorias 
familiares, superando enfoques fragmentados o exclusivamente reactivos.

El capítulo se ha centrado en dos etapas del ciclo vital familiar como son 
el proceso de transición de la juventud y el proceso de envejecimiento. Se 
trata de dos etapas que concentran retos específicos tanto para las personas 
como para sus familias. En el ámbito juvenil, las dificultades estructurales 
de acceso al empleo, la vivienda y la emancipación refuerzan el papel de la 
familia como red de apoyo, al tiempo que generan nuevas tensiones en el 
desempeño de sus funciones. Frente a una intervención tradicionalmente 
centrada en la corrección del riesgo, se subraya la necesidad de avanzar 
hacia enfoques de acompañamiento basados en derechos, que reconozcan a 
las personas jóvenes como sujetos activos y protagonistas de sus trayectorias. 
De forma paralela, el envejecimiento de la población exige intervenciones 
que integren la promoción del envejecimiento activo con la planificación de 
cuidados de larga duración, desde una perspectiva de dignidad, autonomía 
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y participación, evitando la sobrecarga familiar y reforzando la correspon-
sabilidad pública.

Finalmente, se ha puesto de relieve la existencia de tensiones estructurales 
en la práctica del Trabajo Social, especialmente entre las funciones de control 
y las de apoyo, visibles de manera particular en los ámbitos de protección y 
garantía de derechos. Frente a lógicas institucionales orientadas a la estan-
darización, la evaluación del riesgo y la obtención de resultados inmediatos, 
se reivindica el acompañamiento familiar como una función central de la 
profesión, entendida como un proceso sostenido en el tiempo, basado en la 
confianza, la proximidad y el respeto a los ritmos del ciclo vital. Desde esta 
perspectiva, se concluye la necesidad de políticas familiares integrales y co-
herentes, alineadas con un paradigma de inversión social, que refuercen las 
capacidades de las familias sin sustituirlas y sitúen el cuidado, la autonomía 
y los derechos de las personas en el centro de la intervención social.
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1. INTRODUCCIÓN

El objetivo de este trabajo persigue diseñar un instrumento de valoración 
para el Trabajo Social Forense a través del cual analizar los datos sociales, 
económicos y familiares de los progenitores en el momento del divorcio. De 
esta forma, se pueden contrastar las desigualdades entre el padre y la madre 
en aquellos aspectos que habitualmente son tenidos en cuenta por los Tri-
bunales y que se recogen en el desempeño profesional por parte de los y las 
Trabajadores/as sociales (Ruiz, 2013; Simón, 2009). 

La revisión de la literatura científica y de los datos sociológicos revelan la 
existencia de desigualdades de género dentro de las relaciones de pareja (INE, 
2024; INE, s.d.f.-a). Si bien, estos aspectos pasan desapercibidos en la toma de 
decisiones en las sentencias judiciales en el momento del divorcio, no compen-
sando aspectos tales como, la dedicación en tareas de cuidados que ampliamente 
se han desarrollado por parte de la mujer (Durán, 2018). No obstante, este instru-
mento profesional sirve para estudiar las desigualdades entre los progenitores. 

Los hombres y mujeres desarrollan diferentes roles respecto de los cui-
dados que repercuten en sus trayectorias profesionales. De forma más con-
creta, estas desigualdades se ponen de manifiesto en distintos momentos de 
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su ciclo vital. Especialmente estudiamos la situación laboral y económica en 
el momento de tener a los hijos, la comparamos en el momento del divorcio 
y reflejamos la posible que el período de crianza va a tener en el futuro para 
ellos. 

Por otra parte, los aspectos que recogemos habitualmente los Trabajado-
res/as Sociales y que son especialmente útiles para el análisis de esta situación 
son los siguientes: la vivienda, la educación, el empleo, ingresos y patrimonio. 
Temáticas que son comunes en nuestro ejercicio profesional en la actualidad 
(Ruiz, 2013; Simón, 2009; Soto, 2016; Pérez, 2017; Alcázar, 2014; Mateos de 
la Calle, M., & Ponce de León, L., 2016; Alcázar, Soto y Carbonero, 2025). 
Asimismo, estos aspectos están en el origen de la profesión del Trabajo So-
cial (Richmond, 1917; Ander-Egg, 1982; Colom, 2005; Moix, 2006; Consejo 
General de Trabajo Social y Asistentes Sociales, 1985). 

Este texto se divide en las siguientes partes. La primera de ellas hace refe-
rencia al planteamiento teórico y metodológico, abordando la desigualdad de 
género como un elemento estructural que repercute en el empobrecimiento 
de la mujer1. En este capítulo se hace una propuesta desde el ejercicio profe-
sional del Trabajo Social en el ámbito pericial en los tribunales para visibili-
zar el fenómeno de la pobreza en la mujer y mejorar la toma de decisiones por 
parte de los Tribunales de Justicia. Habitualmente, el desempeño profesional 
del Trabajo Social se vincula con información de carácter socioeconómico, 
sin embargo, no se profundiza en este aspecto suficientemente en el ejercicio 
del Trabajo Social en los Tribunales. 

En la segunda parte de este trabajo se exponen las fases que se han segui-
do para la elaboración del Cuestionario Condiciones de Vida y Crianza durante 
el Matrimonio o la Convivencia (CUCOVIC ) y del guion de entrevista semies-
tructurada (GUICONVI), dando respuesta a la falta de criterios compartidos 
en el desempeño profesional en Trabajo Social para los aspectos económi-
cos. Asimismo, en este apartado, se explican las seis fases de elaboración, 
relativas a la revisión bibliográfica, aproximación a las fuentes estadísticas, 
elaboración de indicadores e ítems y adaptación a la información recogida 
por Trabajadores/as Sociales, aplicación a casos reales con Trabajadores/as 
Sociales de diferentes tribunales de Justicia y estudio delphi con profesiona-

1 Los resultados procedentes de los microdatos de la Encuesta de Condiciones de Vida (2025) recogen 
la mayor tasa de pobreza relativa entre las personas solteras (19%), divorciadas (25%) y separadas (26%) 
respecto de la tasa de pobreza general (18%), siendo reseñable el perfil femenino respecto del masculino. 
En relación con esta cuestión, la tasa de pobreza en mujeres alcanza sus mayores puntuaciones entre las 
personas separadas (30,2%) y divorciadas (29,5%), disminuyendo para los casos de hombres separados 
(20,5%) y divorciados (18,6%) en alrededor de 10 puntos. 
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les del ámbito de la justicia (Trabajadores/as Sociales, Fiscales, Jueces/zas y 
Abogados/as) (Ruiz, 2022).

Por último, la tercera parte incluye los ámbitos e ítems de los que se com-
ponen el CUCOVIC y GUICONVI. 

2. LA IMPORTANCIA DE LA VALORACIÓN ECONÓMICA EN EL 
EJERCICIO DEL TRABAJO SOCIAL FORENSE

2.1. Desequilibrio económico y empobrecimiento de las mujeres 
mayoritariamente

Tal y como se ha señalado con anterioridad, existe una tasa elevada de 
personas divorciadas, en su mayoría mujeres, que se encuentran debajo del 
umbral de la pobreza. Bajo estas situaciones de pobreza, subyace una des-
igualdad estructural de carácter interseccional que afecta a mujeres. Si bien, 
el fenómeno de la pobreza femenina es invisible a los agentes que intervienen 
en los procesos judiciales. 

En el momento del divorcio, se pone de manifiesto un conflicto entre los 
progenitores donde se cruzan distintos tipos de intereses de difícil separación, 
entre los que destacan los aspectos económicos y de organización familiar, 
siendo imprescindible estudiar ambos aspectos de forma conjunta (Soto Es-
teban et al., 2021). A modo de ejemplo, las decisiones relativas a la custodia 
de hijos llevan consigo cuestiones tales como la adjudicación del uso de la 
vivienda, las pensiones de alimentos y otras decisiones. 

En la actualidad, la incorporación de la mujer al trabajo ha atenuado, 
pero no eliminado aspectos tales como la mayor dedicación al mundo de los 
cuidados. Por otra parte, el hombre se encuentra en un proceso de incorpora-
ción a las responsabilidades de los cuidados, sin haber alcanzado la igualdad 
en la distribución de las tareas (INE, s.f.-b.).

Esta evolución ha llevado a los legisladores y a los tribunales a la aplica-
ción de la custodia compartida como una forma de organización después del 
divorcio entre los progenitores. A este respecto, las tendencias señalan que 
ha desaparecido prácticamente la pensión compensatoria hacia la mujer y 
que ha ido disminuyendo la pensión de alimentos hacia los hijos/as que presta 
el hombre2. En resumen, si se reduce el tiempo en el trabajo (ejemplos, de 

2 En la última década España ha experimentado un giro drástico en materia de custodia de 
menores tras el divorcio: la custodia compartida pasó del 10 % en 2010 al 49,7 % en 2024, superando 
por segundo año consecutivo a la custodia materna. Paralelamente, la pensión compensatoria –que 
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trabajo a tiempo parcial, retiro temporal del mercado de trabajo, puestos de 
menos responsabilidad y cualificación) y no se compensa suficientemente 
en el momento del divorcio a causa de esta invisibilización, se reproduce la 
desigualdad, reflejada en las mayores tasas de empleo a tiempo parcial y sus 
causas3 o la proporción de excedencias entre madres y padres4. 

2.2. El ejercicio del Trabajador Social forense: económico y 
sistematización

La función pericial es una de las características fundamentales en el 
ejercicio profesional del Trabajo Social Forense (Ruiz, 2013; Alcázar, Soto y 
Carbonero, 2025), siendo el estudio de las familias en el momento del divorcio 
uno de los tipos de intervención más frecuentes. La función pericial abar-
ca el estudio de los temas socioeconómicos en el estudio de casos. Si bien, 
existe una desviación hacia los temas más relacionales, frente a los aspectos 
económicos, siendo uno de los temas más habituales trabajados y abordados 
por el Trabajo Social (ejemplo, en el ámbito de las rentas mínimas, ayudas de 
emergencia, prestaciones económicas para la infancia, concesión de becas, 
ayudas de comedores, ayudas al alquiler…), que implican un estudio socioe-
conómico exhaustivo del grupo familiar. 

La necesidad imperiosa de avanzar en un lenguaje compartido y de dispo-
ner de herramientas (instrumentos de valoración, escalas, informes sociales 
consensuados…) propicia el impulso de este tipo de trabajos, que pueden 
tener una repercusión en la vida de las personas y en su calidad de vida. A este 
respecto, la elaboración de CUCOVIC y GUICONVI (expuestos en el apartado 
de resultados), persiguen una recogida de información sistemática y precisa 
que ayude en el estudio y valoración de los casos de divorcio.

busca corregir el desequilibrio económico entre ex-cónyuges– se ha concedido cada vez con menos 
frecuencia: del 13,2 % de los procesos en 2009 al 7 % en 2024 (Fuente: INE, Estadística de Nulidades, 
Separaciones y Divorcios). Estos cambios reflejan tanto la evolución jurisprudencial y legislativa 
hacia la corresponsabilidad parental como la mayor autonomía económica de las mujeres y el uso de 
alternativas (p. ej., pensiones alimenticias o acuerdos privados).

3 La EPA-I T 2025 (Ine, s.f.-c.) refleja aspectos relativos a la mayor tasa de mujeres empleadas 
a jornada parcial (22,3%) respecto de los hombres (6,7%). Asimismo, en las mujeres se reseña como 
causas de esta elección, el hecho de no haber podido encontrar trabajo de jornada completa (46%) y el 
cuidado de niños o de adultos enfermos, incapacitados o mayores (17,4%), frente a los varones en los 
que se resalta el seguir cursos de enseñanza o formación (21,9%). 

4 La tasa de excedencia por cuidados de hijos es ampliamente mayor en función del sexo entre 
los años 2005-2023, alcanzando cifras que superan al 86,01% en el año 2023 en mujeres respecto del 
13,09% en los hombres (Ministerio de Igualdad, s.f.). 
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2.3. Planteamiento metodológico

La elaboración de este trabajo ha seguido seis secuencias recogidas en la 
introducción. De forma resumida, quedan reseñadas a continuación. 

 La revisión bibliográfica se ha hecho a partir de Dialnet, mediante la 
cual se han seleccionado aquellas temáticas vinculadas con justicia, 
divorcio y género. Asimismo, la revisión bibliográfica seguía con los 
trabajos realizados anteriormente por el equipo de investigación 
(Ruiz, 2013; Alcázar, 2014). 

 Se han identificado diferentes fuentes de datos secundarios para abor-
dar aquellos aspectos relativos al empleo, la vivienda y los ingresos 
familiares. Por un lado, el Censo de Población y Vivienda se ha em-
pleado para el estudio de los problemas residenciales y de vivienda. 
Por otro lado, la Encuesta de Población Activa se ha empleado para 
el estudio de aquellos aspectos relativos al empleo, la educación y 
la formación. Por último, para el estudio del ámbito de los ingresos 
se han estudiado aquellas fuentes de información procedentes de 
la Encuesta de condiciones de vida y el Atlas de Renta de Hogares, 
vinculado con la información de la Agencia Tributaria (AEAT). 

 En base a los dos aspectos anteriores, se organizó una propuesta de 
ítems y de dimensiones que se estudian desde los informes periciales 
en el ámbito del Trabajo Social Pericial. A este respecto, la propuesta 
inicial incluyó 5 temáticas principales, relativas a las características 
de la demanda, la vivienda, la educación y formación, el empleo y 
los ingresos. 

 Desarrollo de un proceso de prácticas y elaboración de un Trabajo de 
Fin de Grado (TFG) dirigido a adaptar las temáticas en la recogida 
de información (Ruiz, 2022). En base al proceso de trabajo llevado a 
cabo en el curso 2021/22 se contrastó el cuestionario inicial, dando 
lugar a un cuestionario auto-cumplimentado en base a las condicio-
nes de vida (CUCOVIC), para la recogida de información en tres casos 
de desequilibrio económico del juzgado de Logroño. Asimismo, se 
elaboró una versión en base a una entrevista semiestructurada con 
el fin de abordar de forma alternativa la recogida de información 
(GUICONVI). 

 Con el fin de contrastar su utilización, CUCOVIC y GUICONVI se 
emplearon por distintos Trabajadores/as Sociales de Equipos Psi-
cosociales de los Juzgados de Logroño, Madrid y Alicante. Dichos 
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aspectos sirvieron para delimitar las ventajas e inconvenientes en la 
adaptación en forma de cuestionario o de guion semiestructurado 
de entrevista. 

 En paralelo, a los puntos 4 y 5 se realizó un estudio Delphi con abo-
gados especializados en litigios civiles (3), magistrados especializados 
en derecho de familia y violencia de género (2) y Trabajadores/as 
Sociales especializados/as en litigios civiles (7) con el fin de conocer 
el grado de importancia de las temáticas incluidas en el CUCOVIC 
y GUICONVI, la facilidad con la que esa información pudiera ser 
incorporada desde la figura del Trabajo Social del Juzgado y su 
concreción en el informe pericial, así como la importancia de estas 
temáticas (Ruiz, 2022).

3. RESULTADOS 

Los resultados del proceso se recogen en el cuestionario (CUCOVIC) y el 
guion de entrevista semiestructurada (GUICONVI), expuestos con anteriori-
dad. A continuación, se señalan las temáticas recogidas, diferenciando entre 
el período de matrimonio y antes y después de la convivencia.

- Caracterización de la demanda. 

- Vivienda relativa a aspectos referidos a la propiedad, hipoteca, al-
quiler, gastos y deudas. 

- Educación y formación de la pareja relativa al nivel de estudios, 
horarios, y formaciones. 

- Situación laboral y conciliación de la vida laboral y familiar. 

- Rendimientos y patrimonio relativas a rendimiento de trabajo, mo-
biliario e inmobiliario, de actividades económicas y patrimonio de 
la madre  y del padre.
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3.1. Resultados derivados de CUCOVIC – Cuestionario 
semies tructurado

Tabla 1. Sección 1. Caracterización de la demanda

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
1 Juzgado (Familia, VG o Mixto)
2 Tipo de procedimiento (Divorcio, MMC, F02…)
3 Nº de procedimiento

4
Fecha de nacimiento de los hijos e hijas (dd/mm/
aaaa)

5 Pareja de hecho: fechas de inicio y fin de convivencia

6
Matrimonio: fecha de celebración y fecha de separa-
ción

7
Régimen económico de la pareja (gananciales, sepa-
ración, participación, pareja de hecho)

Tabla 2. Sección 2. Vivienda

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones

8
Régimen de tenencia de la vivienda familiar (pro-
piedad, alquiler, cesión, etc.)

9 Precio de la vivienda (escritura o valor actual)

Tabla 3. Subsección 2.1. Vivienda en propiedad – Hipoteca

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones

10
Titularidad de la vivienda (ambos / uno). Detalles en 
10.1–10.3

10.1 Vivienda a nombre de ambos: ¿está pagada?
10.2 Aportación desigual: documentación y cuantía

10.3
Vivienda de uno solo: forma de pago, reformas, 
nuevas hipotecas

11 ¿Vivienda pagada en su totalidad?
11.1 Cantidad pendiente de pago
11.2 Importe mensual de la hipoteca
11.3 Avalistas del préstamo
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Tabla 4. Subsección 2.3. Vivienda en alquiler

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
12 Precio mensual del alquiler

13
Recibos pendientes de alquiler / comunidad / sumi-
nistros

14
Disponibilidad de otra vivienda propia o familiar 
cedida

Tabla 5. Subsección 2.4. Gastos y deudas en vivienda

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones

15
Pagos pendientes (hipoteca, comunidad, impuestos, 
suministros)

16 Total de deudas
17 A quién se ha dejado de pagar y motivo
18 Prestamista y avalistas
19 ¿Avalistas han afrontado impagos?

Tabla 6. Sección 3. Educación y formación

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
20 Nivel de estudios reglados más alto
21 ¿Obtenidos antes/después de los hijos/as?
22 Cursos posteriores a los hijos/as: tipo y horarios

23
Estudios no reglados (oposiciones, carnets, idio-
mas)

24 Dedicación a estudios no reglados

Tabla 7. Sección 4. Empleo

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
25 Experiencia laboral: edad inicio y trayectoria
26 Situación laboral antes del nacimiento de hijos/as

27
Situación laboral después del nacimiento de hijos/
as

28 Situación laboral actual
29 Conciliación vida laboral-familiar

29.1
Organización de la conciliación durante la convi-
vencia

29.2 Organización de la conciliación actualmente
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Tabla 8. Sección 5. Rendimientos y patrimonio – Ingresos

Código Concepto Mensuales Anuales
1.1 Sueldo (nº de pagas)

1.2
Pagos en especie (vivienda, manu-
tención, desplazamientos)

1.3 Pensión por desempleo

1.4
Pensión de la Seguridad Social u 
otras

1.5 Seguro de salud
1.6 Ingreso Mínimo Vital
1.7 Planes de pensiones
1.8 Pensión de alimentos
1.9 Pensión compensatoria

Tabla 9. Sección 5. Rendimientos y patrimonio – Evaluación de patrimonio

Código Concepto Antes Después
5.1 Mobiliario
5.1.1 Dinero en banco
5.1.2 Plazos fijos bancarios
5.1.3 Letras del Tesoro
5.1.4 Acciones
5.1.5 Seguros de vida
5.1.6 Planes de pensiones
5.1.7 Maquinaria y vehículos
5.2 Inmobiliario
5.2.1 Vivienda
5.2.2 Locales
5.2.3 Terrenos
5.3 Actividad económica
5.3.1 Industria
5.3.2 Comercio
5.3.3 Servicios
5.3.4 Actividad agropecuaria
5.3.5 Construcción / minería
5.3.6 Profesión liberal / deportiva
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3.2. GUICONVI – Guion de entrevistas semiestructuradas

Tabla 10. Bloque 1. Datos del procedimiento

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
1 Juzgado asignado
2 Tipo de procedimiento
3 Nº de procedimiento
4 Fecha de nacimiento de hijos/as
5 Pareja de hecho: fechas de convivencia
6 Matrimonio: fecha de boda y separación
7 Régimen económico

Tabla 11. Bloque 2. Vivienda

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
8 Régimen de vivienda habitual
9 ¿Ambas personas son propietarias?
10 Precio de adquisición de la vivienda
11 Forma y fecha de adquisición
12.1 Deuda hipotecaria pendiente
12.2 Importe mensual del recibo
13 Precio mensual del alquiler

14
Recibos pendientes (alquiler, comunidad, suminis-
tros)

15 Disponibilidad de otra vivienda
16 Pagos pendientes de vivienda
17 Total de deudas en vivienda
18 A quién no se paga y motivo
19 Prestamista / avalistas

Tabla 12. Bloque 3. Educación y formación

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
20 Nivel de estudios reglados

21
Momento de los estudios y formaciones tras rup-
tura

22 Formación no reglada y fechas
23 Detalle de estudios tras la crianza
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Tabla 13. Bloque 4. Empleo y conciliación

N.º Pregunta Respuesta / Observaciones
24 Experiencia laboral relevante
25 Situación laboral antes de hijos/as
26 Situación laboral después de hijos/as
27 Situación laboral actual
28 Inactividad / desempleo: detalles
29.1 Conciliación durante convivencia
29.2 Conciliación actual

3.3. Discusión y conclusiones

La propuesta de los instrumentos CUCOVIC y GUICONVI se enmarca en 
la necesidad creciente de aportar rigor técnico a los informes sociales foren-
ses en contextos de ruptura familiar. La práctica profesional muestra que, 
en numerosos procedimientos judiciales, la información relevante sobre las 
condiciones de vida durante la convivencia conyugal se encuentra dispersa, 
incompleta o insuficientemente contrastada. Estos instrumentos ofrecen 
una estructura clara y exhaustiva para la recogida de datos relevantes, espe-
cialmente en lo que respecta a la participación económica, la conciliación 
de la vida laboral y familiar, y el impacto de la crianza sobre las trayectorias 
vitales de cada progenitor.

Su valor añadido radica en que no solo recogen información fáctica, sino 
que también permiten reconstruir el proceso de generación del desequilibrio 
económico. No obstante, presentan algunas limitaciones: requieren tiempo 
de aplicación, formación previa en análisis social forense, y dependen de la 
voluntad de colaboración de las partes. Además, aunque los ítems han sido 
extraídos de la práctica profesional y fuentes estadísticas consolidadas, no 
se ha realizado una validación empírica sistemática, lo cual se plantea como 
una línea de trabajo futura.

La elaboración de herramientas como CUCOVIC y GUICONVI contribuye 
a reforzar la sistematicidad, objetividad y trazabilidad del trabajo social fo-
rense en el ámbito judicial. Ambas permiten ordenar y documentar aspectos 
clave en la evaluación del desequilibrio económico derivado de una ruptura 
conyugal, facilitando la toma de decisiones por parte del órgano judicial.

A pesar de sus limitaciones, su incorporación puede mejorar notable-
mente la calidad técnica de los informes, así como su coherencia interna 
y fundamentación objetiva. El siguiente paso será promover su validación 
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empírica, así como su integración en protocolos de trabajo para equipos 
psicosociales y profesionales del ámbito jurídico-social.
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1. INTRODUCCIÓN

Asistimos a un proceso de profundas transformaciones en nuestras so-
ciedades. Fenómenos como el cambio climático, las migraciones, el impacto 
de la tecnología y los cambios en la estructura social que afectan a la com-
posición de las familias, al envejecimiento, nos sitúan ante un panorama en 
profunda transformación que genera inseguridad e incertidumbre en amplias 
capas de la población. Este fenómeno alcanza a los sectores identificados 
como población vulnerable o con desventajas sociales, tradicionales usuarios 
de la intervención social. Dichas transformaciones impactan, de igual modo, 
en el propio Trabajo Social; tanto en su dimensión personal –pues el personal 
técnico no es ajeno a esta dinámica de cambios–, como en sus estrategias 
de actuación. De este modo, surgen no solo desafíos tecnológicos, sino que 
aparecen, además, nuevos escenarios de intervención relacionados con el 
cambio climático y la eficiencia energética. El objetivo es que las políticas de 
adaptación lleguen de forma efectiva a las familias en situación de exclusión. 
En este capítulo nos ocuparemos de narrar algunas reflexiones y experiencias 
relacionadas con esta cuestión.

Pero antes de empezar es importante insistir en la idea de que, la sociedad 
contemporánea y las personas que la conforman, se encuentran inmersas en 
un proceso de transformación profunda, marcado por la convergencia de 
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múltiples crisis que afectan simultáneamente a las estructuras ecológicas, 
económicas y sociales. La emergencia climática, la degradación ambiental, 
el incremento de las desigualdades y la precarización de las condiciones de 
vida conforman un escenario complejo que exige respuestas integrales y 
coordinadas. En este contexto, el Trabajo Social se enfrenta a un desafío in-
eludible: integrar la sostenibilidad ambiental y la eficiencia energética como 
dimensiones centrales de su práctica profesional.

Esta integración conlleva tanto la adquisición de nuevos conocimientos 
técnicos vinculados a todas las políticas públicas relacionadas con la adap-
tación al cambio climático que, en el caso de España, podríamos referir 
tanto la Estrategia Nacional contra la Pobreza Energética (MITECO, 2026a) 
o la reciente aprobación del Plan Social del Clima (MITECO, 2026b), sino 
también una revisión más amplia del enfoque de intervención, incorporando 
una perspectiva eco-social que sitúe en el centro a las personas, las comuni-
dades y el planeta (AUETS, 2026). Y ello se debe a la siguiente razón: la crisis 
ecológica no es un fenómeno aislado ni exclusivamente ambiental; es una 
crisis sistémica que afecta a los derechos humanos, a la salud, a la vivienda, 
a la economía doméstica y a la cohesión social. Por ello, el Trabajo Social, 
como disciplina comprometida con el bienestar humano y la justicia social, 
debe asumir un papel activo en la transición hacia modelos energéticos más 
sostenibles, equitativos y resilientes.

La eficiencia energética, entendida como el uso racional y responsable 
de los recursos energéticos, se convierte en un ámbito fundamental de in-
tervención social. No se trata únicamente de reducir el consumo energético 
por razones ambientales, sino de garantizar el derecho a una vida digna, a 
una vivienda saludable y a un acceso justo a los recursos. La pobreza ener-
gética, la vulnerabilidad climática y la exclusión residencial son fenómenos 
que afectan de manera directa a la calidad de vida de millones de personas, 
especialmente de aquellas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
social. Se trata de hacer compatible el freno a las consecuencias del cambio 
climático con la mejora de las condiciones de vida de la población y de las 
familias vulnerables, sin perder de vista que el planeta es la casa común, y la 
única, de todos los seres vivos que la habitan.

Pero vayamos por partes. Es necesario situar esta perspectiva en un mar-
co más amplio, el de la crisis ecológica global. Para ello tengamos en cuenta 
el marco de análisis relativo a los límites o fronteras planetarias, desarrollado 
por el Stockholm Resilience Centre (Rockström et al., 2009; Steffen et al., 
2015; Richardson et al., 2023), que constituye una de las herramientas más 
completas para evaluar el estado del sistema Tierra. Este marco identifica 
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nueve procesos biofísicos esenciales que determinan la estabilidad del plane-
ta: el cambio climático, la integridad de la biosfera, los ciclos del nitrógeno 
y el fósforo, el uso del agua dulce, la acidificación de los océanos, el cambio 
en el uso del suelo, la carga de aerosoles atmosféricos, la introducción de 
nuevas entidades químicas y la disminución del ozono estratosférico. Estos 
aspectos son los que hacen posible la vida en la tierra tal y como la conoce-
mos. Sin embargo, la evolución de los indicadores, nos muestran un deterioro 
sostenido de los mismos. Si en 2009 se habían evaluado siete límites y se 
habían sobrepasado tres, en 2025, se han evaluado nueve y se han sobrepa-
sado siete. Esta tendencia revela una aceleración del deterioro ecológico que 
compromete la habitabilidad del planeta y, con ello, el bienestar humano. La 
superación de estos límites no implica un colapso inmediato, el final de la 
vida tal y como la hemos conocido, pero sí un aumento significativo de los 
riesgos sistémicos, como fenómenos meteorológicos extremos (en España, la 
DANA de Valencia en 2024, los incendios de 2025 o el alarmante incremento 
de las temperaturas en el mes de mayo de 2026), pérdida de biodiversidad, 
escasez de recursos hídricos y degradación de los ecosistemas.

Y este deterioro no es un fenómeno abstracto definido en modelos ana-
líticos hechos con inteligencia artificial. Afectan a la vida de la gente. Aquí, 
y allá. En todas partes, aunque no todo el mundo tiene la misma capacidad 
de respuesta y de adaptación a las consecuencias que tienen y a los cambios 
en los estilos de vida que exigen. Sus repercusiones se manifiestan en la vida 
cotidiana de las personas, especialmente de aquellas que ya se encuentran 
en situación de vulnerabilidad social. Las olas de calor afectan con mayor 
intensidad a quienes viven en viviendas mal aisladas, tienen menos ingresos 
y una frágil salud. Afecta más a las mujeres mayores que a otro tipo de per-
sonas (MITECO, 2026a). No todos los hogares pueden afrontar de la misma 
manera el incremento de los precios de la energía motivados por elementos 
geopolíticos como la guerra reciente en Irán y el doble bloqueo del Estrecho 
de Ormuz. Todo esto impacta de forma más severa en los hogares con menos 
recursos y menos oportunidades vitales. Ante este panorama, ¿qué puede 
hacer el Trabajo Social ante esta realidad? Veámoslo en el siguiente epígrafe.

2. LA RESPUESTA DEL TRABAJO SOCIAL: HACIA UNA PERSPECTIVA 
ECO-SOCIAL

Si repasamos la respuesta del Trabajo Social ante esta realidad nos en-
contramos ante tres estrategias generales: la actuación global, la formación 
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y capacitación y la intervención y acompañamiento de las personas y las 
familias vulnerables. 

2.1. La perspectiva global 

De sobra es conocido que el Trabajo Social, como disciplina, está orienta-
da al bienestar de las personas y a la justicia social y, por lo tanto, no puede 
permanecer ajena a los desafíos ecológicos que condicionan la vida de las per-
sonas. La Federación Internacional de Trabajadores Sociales (IFSW, 2023) 
ha incorporado explícitamente la justicia climática en su agenda global. Las 
campañas anuales del Día Mundial del Trabajo Social, centradas en el Buen 
Vivir, la solidaridad intergeneracional o los futuros eco-sociales, reflejan un 
compromiso creciente con la sostenibilidad y la equidad ambiental. Es im-
portante esta perspectiva porque ofrece una agenda común a todo el Trabajo 
Social mundial: se desarrolle en las grandes ciudades europeas, asiáticas o 
americanas o en las pequeñas localidades de cualquier parte del mundo. Nos 
ofrece un marco común. Nos compromete en un mismo objetivo. 

El Trabajo Social tiene una doble responsabilidad en la transición energé-
tica. Por un lado, debe comprender los impactos sociales de la crisis climática 
y energética. Por otro, debe actuar para reducir la vulnerabilidad y promo-
ver la resiliencia comunitaria. Esta doble responsabilidad exige ampliar 
el campo de intervención hacia cuestiones como la educación energética, 
la gestión del consumo, el acceso a ayudas públicas, la participación en 
comunidades energéticas o la promoción de hábitos sostenibles. Y también 
desarrollar estrategias como el programa de justicia climática (ISFW, s. f.) 
que pretende compensar la huella de carbono ocasionada con motivo de los 
desplazamientos relacionados con la organización internacional apoyando 
iniciativas locales que combaten los efectos del cambio climático. 

2.2. La formación

Partimos de la base de que es necesario ampliar los conocimientos que 
hoy disponen los trabajadores sociales para dar respuesta a esta nueva situa-
ción. Conocimientos que van en dos direcciones. 

En primer lugar, incorporar, asumir, traducir a la intervención social lo 
que se conoce como “competencias verdes”. Este concepto, Green Skills en 
su concepción internacional, según la clasificación europea ESCO (Euro-
pean Commission, 2020), incluye los conocimientos, habilidades, valores y 
actitudes necesarios para vivir y trabajar en sociedades que buscan reducir 
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el impacto ambiental. Aunque a menudo se asocian a profesiones técnicas, 
lo cierto es que estas habilidades se pueden utilizar en todos los sectores 
(Cedefop, 2019), incluido el Trabajo Social, la intervención social y los Ser-
vicios Sociales.

Para intervenir eficazmente en situaciones de pobreza energética, exclu-
sión residencial o vulnerabilidad climática, los profesionales necesitan com-
prender cómo funciona el sistema energético, cómo se consume la energía 
en los hogares, qué medidas pueden reducir el gasto y qué recursos existen 
para apoyar a las familias. Si aplicamos las competencias verdes más rele-
vantes al Trabajo Social y la intervención social con familias, estas incluyen 
conocimientos de eficiencia energética, comprensión del comportamiento 
energético de las viviendas, capacidad para asesorar en la prevención de la 
contaminación, conocimientos básicos de energías renovables, habilidades 
para promover la conciencia ambiental, comprensión de la legislación am-
biental, capacidad para analizar el consumo energético y habilidades para 
gestionar residuos y promover hábitos sostenibles.

Es importante señalar que estas competencias no sustituyen a las habili-
dades y conocimientos tradicionales del Trabajo Social, sino que las comple-
mentan, permitiendo intervenciones más eficaces y adaptadas a los desafíos 
contemporáneos. La adquisición de competencias verdes no solo mejora la 
calidad de la intervención, sino que también contribuye a empoderar a las 
familias y a promover cambios estructurales que mejoren la calidad de vida.

Vinculado al desarrollo de estas competencias verdes, el Trabajo Social 
necesita aumentar sus conocimientos sobre la energía y saber aplicarlos. 
Al respecto, en el marco del equipo Innovahubss de la Facultad de Trabajo 
Social de la Universidad de Huelva, venimos trabajando en el diseño de mi-
crocredenciales formativas que inciden en los siguientes aspectos:

La primera estrategia implica que los y las profesionales del Trabajo 
Social deben comprender el funcionamiento del sistema energético espa-
ñol. Conocer cómo se genera la electricidad, cómo se distribuye, qué papel 
desempeña la Red Eléctrica de España o cómo se determina el precio de 
la energía es fundamental para asesorar a las familias. Esta comprensión 
permite orientar decisiones informadas sobre tarifas, consumo y medidas de 
ahorro. De este modo, se puede superar la tradicional manera de aproximarse 
a las cuestiones energéticas en el ámbito del Trabajo Social y de los Servicios 
Sociales, que era una manera puramente asistencial centrada en el pago de 
recibos de suministros básicos.
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En segundo lugar, es necesario comprender la vulnerabilidad energética 
como un fenómeno complejo que va más allá de la incapacidad de pagar 
la factura de la luz. Incluye viviendas mal aisladas, electrodomésticos in-
eficientes, barreras administrativas para acceder a ayudas, problemas de 
salud agravados por temperaturas extremas, desconocimiento de los dere-
chos energéticos, endeudamiento por impagos y dificultades para gestionar 
el consumo, en línea con lo recogido en la Estrategia Nacional de Pobreza 
Energética de España (MITECO, 2026a). 

También es importante comprender la factura eléctrica. Se trata de un 
documento complejo que muchas personas no entienden, incluidos profesio-
nales y demás personas con alto nivel educativo. Hay que explicar conceptos 
como la potencia contratada, los peajes, la discriminación horaria o los car-
gos regulados, que pueden marcar la diferencia entre un hogar que paga de 
más y otro que optimice su consumo.

Por otro lado, el Bono Social Eléctrico y el Térmico son unas herramien-
tas claves para reducir la pobreza y vulnerabilidad energética, pero muchas 
familias desconocen que tienen derecho a él o encuentran dificultades para 
solicitarlo por las barreras administrativas o la brecha digital. El Trabajo 
Social puede desempeñar un papel esencial en la identificación de perfiles 
beneficiarios, la tramitación de solicitudes y la resolución de incidencias con 
las comercializadoras. Además de esta herramienta. Identificar los tramos 
horarios donde la luz es más barata permitiría ahorrar si se desplazan con-
sumos a horas valle. El Trabajo Social puede enseñar a las familias a reorga-
nizar rutinas domésticas para reducir el gasto sin afectar la calidad de vida.

Por último, hay que desarrollar estrategias de eficiencia energética, lo que 
incluye medidas de bajo coste, cambios de hábitos, mejoras en la vivienda y 
acceso a programas públicos de rehabilitación energética.

2.3. La intervención con familias

Durante el tiempo que el equipo Innovahubss de la Facultad de Trabajo 
Social de la Universidad de Huelva ha venido trabajando en las cuestiones 
de eficiencia energética, han desarrollado dos experiencias de trabajo que 
merecen ser comentadas porque ilustran perfectamente el trabajo que se 
puede poner en práctica para el fomento de la eficiencia energética con 
perspectiva social. 

La primera de ellas tuvo lugar en el Distrito 5 de Huelva (Andalucía) 
(Ferri-Fuentevilla et al., 2026), un territorio urbano caracterizado por la pre-
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sencia de barrios con indicadores de vulnerabilidad social, donde confluyen 
situaciones de desempleo, bajos ingresos, dificultades de acceso a recursos 
básicos y un parque de vivienda con deficiencias de eficiencia energética. 
Además, de una población envejecida en determinadas zonas del mismo. 
Esta combinación convierte al distrito en un contexto especialmente sensible 
a la vulnerabilidad energética, lo que motivó la intervención del proyecto 
TecEnergía 1.0 en colaboración con los Servicios Sociales Comunitarios, 
entidades sociales, la Universidad de Huelva y la financiación de la Cátedra 
Aguas de Huelva de la Universidad. 

En este entorno, muchas familias presentan dificultades no solo para pa-
gar los suministros energéticos, sino también para comprender y gestionar 
adecuadamente el consumo doméstico, lo que refuerza la necesidad de una 
intervención socioeducativa y comunitaria.

¿Cuál fue la actuación desarrollada?

El proyecto, que se estructuró en una lógica de investigación-acción 
participativa, organizó tres fases encadenadas que combinaron diagnóstico, 
intervención y transferencia de resultados. En cuanto al diagnóstico parti-
cipativo, se llevaron a cabo dos grupos de discusión en el que participaron 
un total de 16 personas usuarias de los Servicios Sociales de la zona. El ob-
jetivo de los mismos fue conocer y comprender cómo viven la energía en su 
día a día: consumo, dificultades para pagar facturas, estrategias de ahorro y 
limitaciones del hogar. Ello nos permitió construir un conocimiento no solo 
a partir de datos estadísticos, sino basado en la experiencia real de las fami-
lias. A esta fase de diagnóstico le siguió un proceso de formación, de alfabe-
tización energética, desarrollado por la cooperativa AeioLuz (www.aeioluz.
com) centrado en conocer la factura de la luz, reflexionar sobre los hábitos 
de consumo y, finalmente, la incorporación de medidas básicas y fáciles 
que mejoran la eficiencia energética en el hogar, todo ello con el objetivo de 
aumentar la autonomía energética de las familias. Por último, se realizaron 
materiales audiovisuales en formato de vídeos, uno sobre el desarrollo del 
proyecto (https://youtu.be/p-EqHYdG3NI) y otro sobre recomendaciones 
prácticas de ahorro energético (https://youtube.com/shorts/GiULtVBw5FA). 

En definitiva, la intervención combinó tres momentos clave: escuchar 
(diagnóstico), capacitar (formación) y devolver/compartir (transferencia). El 
enfoque no se limita a la ayuda individual, sino que busca fortalecer capaci-
dades comunitarias y mejorar la coordinación institucional para afrontar la 
vulnerabilidad energética de forma más estructural.
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La segunda intervención ha tenido lugar en el municipio de Isla Cristina, 
donde se están desarrollando procesos de renovación de edificios en barrios 
vulnerables con perspectiva energética. En este caso, la actuación desarro-
llada por el ayuntamiento consistió en la mejora de la envolvente del edificio, 
hacer más eficiente el uso de la energía en las zonas comunes y, sobre todo, 
la instalación de un sistema de autoconsumo solar compartido en la techum-
bre de los edificios destinado a mejorar no solo la eficiencia energética sino 
también disminuir el coste de la factura. La instalación funciona en autocon-
sumo con excedentes, lo que significa que la electricidad generada se utiliza 
directamente en los hogares y, cuando sobra, se vierte a la red. El resultado 
es un edificio que, durante gran parte del año, produce más energía de la 
que necesita para calefacción, refrigeración y agua caliente sanitaria. En los 
meses centrales, la curva de generación supera con holgura la de consumo, 
y el balance anual muestra que casi toda la energía necesaria para el confort 
del edificio proviene del sol. Este cambio no solo reduce la factura eléctrica 
–con un ahorro estimado de al menos un 30%– sino que también disminuye 
la dependencia de los precios de la red y contribuye a frenar el cambio cli-
mático reduciendo las emisiones.

La intervención desarrollada por parte del equipo Innovahubss consistió, 
por un lado, en explicar a las familias el funcionamiento de las placas solares, 
desde el mantenimiento de la instalación hasta cómo llega la energía pro-
ducida a las casas de las familias tras pasar por el inversor, que convierte la 
energía, en forma de corriente continua producida por las placas, en energía 
alterna usada en los domicilios. Por otro lado, se desarrolló una estrategia 
de educación en la eficiencia energética consistente en poner de manifiesto 
que la energía solar tiene límites que es necesario contemplar: depende del 
clima, de las estaciones y de la disponibilidad de horas de sol. Por esta razón, 
se insistió en que el verdadero secreto del ahorro está en adaptar los hábitos 
animando a las personas residentes a desplazar el consumo a las horas so-
lares, especialmente al mediodía, cuando la producción es máxima. Poner 
la lavadora, cocinar o usar electrodomésticos intensivos durante esas horas 
convierte la energía gratuita del sol en ahorro directo. Por último, también 
se hizo hincapié en prácticas básicas para mejorar la eficiencia del hogar 
tales como ventilar a primeras horas del día, usar persianas y toldos, evitar 
consumos fantasmas, revisar la potencia contratada, ahorrar agua y utilizar 
los electrodomésticos de forma inteligente. 

En definitiva, esta actuación financiada por la Cátedra de la Provincia 
de la Universidad de Huelva en colaboración con los Servicios Sociales de 
Isla Cristina, trabajó en facilitar el conocimiento y el uso de edificios que 
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se renuevan tanto su envoltura como su corazón energético, que aprende a 
convivir con el sol y que abre la puerta a un futuro más sostenible, económico 
y confortable para sus vecinos.

3. CONCLUSIONES

Las reflexiones y experiencias compartidas en este capítulo permiten 
constatar que la eficiencia energética ha dejado de ser una cuestión técnica 
o periférica para convertirse en una dimensión central de la intervención 
social contemporánea. La crisis ecológica, manifestada en la superación de 
los límites planetarios y en la recurrencia de fenómenos climáticos extremos, 
no afecta a todos por igual y golpea con especial dureza a los hogares más 
vulnerables, agravando las desigualdades preexistentes.

A la luz de lo expuesto, podemos extraer dos conclusiones fundamentales 
para el futuro de la disciplina y profesión:

En primer lugar, el Trabajo Social debe transitar definitivamente desde 
un modelo de intervención asistencial, centrado en la gestión paliativa de fac-
turas y suministros, hacia un enfoque preventivo y pedagógico. Este cambio 
exige que los y las profesionales incorporen las denominadas “competencias 
verdes”, no como un añadido, sino como herramientas esenciales para pro-
mover la autonomía de las familias y garantizar su derecho a una energía 
limpia, asequible y suficiente.

En segundo lugar, la experiencia en territorios como el Distrito 5 de 
Huelva o Isla Cristina demuestra que la eficiencia energética es, ante todo, 
un proceso de acompañamiento y socialización. No basta con instalar placas 
solares o mejorar el aislamiento de una vivienda; es imprescindible “traducir” 
la tecnología a la vida cotidiana de la gente. El éxito de la transición energé-
tica en contextos de exclusión reside en la capacidad del Trabajo Social para 
generar procesos de alfabetización energética que conviertan a las familias 
en sujetos activos y no en meros receptores de políticas públicas.

En definitiva, tenemos un gran desafío: se trata de hacer confluir la justi-
cia social con la justicia climática. El Trabajo Social tiene ante sí la oportu-
nidad, y la responsabilidad, de liderar esta transición, asegurando que nadie 
se quede en el camino hacia un futuro más sostenible y habitable para todas 
las personas.
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1. INTRODUCCIÓN 

Garantizar la equidad en la asignación del gasto público constituye una 
exigencia estructural del sistema financiero público derivada del artículo 
31.2 de la Constitución. Desde esta perspectiva, las necesidades de las fa-
milias deben integrarse en la decisión presupuestaria como manifestación 
de la justicia del gasto autorizado por la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado y en coherencia con la protección constitucional de la familia. Este 
planteamiento permite situar la cuestión de cómo incorporar de forma efec-
tiva dicha perspectiva en el proceso presupuestario, especialmente a través 
de los instrumentos de análisis que acompañan al proyecto de ley, y espe-
cíficamente del informe de impacto sobre infancia, adolescencia y familia.

La presente aportación persigue un doble objetivo, por un lado, afirmar 
la exigencia jurídica de un gasto público en clave familiar y, por otro, con-
textualizar el valor y operatividad del mencionado informe de impacto en la 
norma que regula el gasto. Asimismo, se pretende identificar otros medios e 
instrumentos que faciliten la incorporación efectiva de la dimensión familiar 
en el gasto público. 

Para tal fin estructuraremos nuestra exposición en varios apartados. El 
primer apartado establece el marco constitucional en el que la equidad del 
gasto público se configura como un principio que conecta la justicia presu-
puestaria con la protección de la familia. El segundo, examina el papel de 
los informes transversales que acompañan al proyecto de ley presupuestaria 
y analiza su valor jurídico. El tercer apartado analiza el informe de impacto 
sobre infancia, adolescencia y familia mostrando su singularidad y contextua-
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lizando algunas iniciativas de derecho comparado que convergen en diseñar 
un gasto público en clave familiar.

2. GASTO PÚBLICO EN CLAVE FAMILIAR

El principio de justicia resulta uno de los valores superiores del ordena-
miento jurídico según el art. 1.1. CE, cuyas manifestaciones normativas son 
múltiples, una de ellas es la que se concreta en la afirmación de la equidad 
del gasto público. La introducción de este principio en el apartado segundo 
del art. 31 de la CE resulta una innovación en el Derecho constitucional y 
pone de relieve la necesidad de una consideración unitaria del fenómeno fi-
nanciero (Cazorla, 1979, p. 87). La equidad, la justicia que se procura con la 
redistribución de los recursos, ha de efectuarse tanto a través de la adecuada 
distribución de ingresos como con la asignación del gasto. En tal sentido se 
puede hablar de que la justicia financiera “resulta tanto del justo reparto 
de la carga tributaria como del equitativo destino que se dé a los recursos 
obtenidos” (Pascual, 1999, p. 325). 

El principio de gasto justo posee carácter jurídicamente vinculante, tal 
como se desprende del artículo 31 de la Constitución en relación con lo dis-
puesto en el artículo 53.1 CE. La justicia del gasto no es derecho subjetivo, 
pero sí mandato a todos los poderes públicos, tanto para la Administración 
como para el Poder Legislativo. 

Ahora bien, concretar su sentido no deja de ser problemático pues ¿qué 
contenido posee la equidad? ¿Es un mero ideal inasible? 

La dificultad de su determinación no implica que no pueda ser recondu-
cible a pautas normativas que le asignen un contenido referenciable. En todo 
caso, las decisiones políticas coyunturales, ajenas a todo control normativo 
no puede ser la pauta. Suscribimos las palabras de Soler Roch al afirmar 
que “no se puede seguir invocando la decisión política como único criterio 
legitimador del gasto público; las prioridades de una determinada política, 
cuando se aplican mediante el empleo de fondos públicos, deben respetar el 
principio de equidad de estos recursos” (Soler, 1994, p. 148). 

El juicio de equidad del gasto comporta un juicio valorativo sobre la 
bondad o no de los fines a los que se destina el gasto público. En este sentido 
su naturaleza valorativa no supone un relativismo inasible en su concepto 
y contenido, por el contrario, este se puede precisar y delimitar en base a 
referencias jurídicas que hacen posible su exigencia. La doctrina acostumbra 
a delimitar el contenido del principio de equidad de gasto público desde una 
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perspectiva positiva y negativa, o sea, concretando los gastos que son justos 
y aquellos que no lo son (García, 1984) (Orón, 1995) (Cazorla, 1979) (García, 
1994) (Bayona, 1991) (Pascual, 1999). 

Desde el punto de vista negativo, se alude al gasto arbitrario, al gasto que 
comporta discriminaciones, que promueve desigualdades, al gasto que, en 
general, contradice los valores constitucionales. 

Desde el punto de vista positivo, la equidad del gasto público se delimita 
por dos consideraciones básicas en las que la familia ocupa un lugar relevan-
te. De un lado, la equidad debe orientarse a la aplicación de los principios 
rectores de la política social y económica contenidos en los artículos 39 a 
52 de la Constitución. En este ámbito, la atención a las necesidades de la 
comunidad –y, dentro de ella, de la familia– relacionadas con la educación, 
las prestaciones sociales, la vivienda, la discapacidad, la cultura o el medio 
ambiente resulta especialmente significativa1. De otro lado, el gasto equita-
tivo ha de ordenar los recursos para promover una libertad e igualdad real y 
efectiva tanto de los individuos como de los grupos en los que se integra (art. 
9.2 CE). Esta mirada resulta transversal e indica cómo han de ser atendidas 
tales necesidades: como instrumentos orientados a corregir desigualdades 
materiales.

En este planteamiento, el gasto público destinado a la familia constituye 
un gasto equitativo en la medida en que la familia es un bien especialmente 
protegido, cuya tutela no responde a una opción política, sino a una exigencia 
constitucional. El artículo 39 CE obliga a los poderes públicos a garantizar 
la protección social, económica y jurídica de la familia, una protección que 
no ha de ser meramente formal, de reconocimiento, sino sustantiva. Este 
mandato exige compensar las cargas que la familia asume en beneficio de 
toda la sociedad, y asegurar condiciones reales de igualdad. Tal como explica 
Iglesias de Ussel, la familia actúa como agente decisivo del bienestar social, 
proporcionando cuidados, apoyo económico, socialización, protección in-
tergeneracional y amortiguación frente a crisis, desempleo o enfermedad, 
funciones que ningún sistema público puede sustituir completamente (Igle-
sias, 2024).

En este contexto, el gasto público dirigido a la familia se configura como 
un instrumento para hacer efectiva la igualdad material, corrigiendo tam-
bién las desigualdades derivadas de situaciones familiares diversas –como 
la monoparentalidad, la dependencia, el número de hijos o la vulnerabilidad 

1 Tales principios constituyen “la expresión constitucional (normativa e institucional) de unas 
opciones ideológicas sobre finalidades socioeconómicas que atañen al Estado-comunidad, cuya 
realización es obligatoria por parte de los órganos estatales” (Lucas, 1984, p. 158).
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económica– que generan cargas distintas y requieren respuestas específicas. 
La igualdad que se persigue se proyecta no sobre individuos aislados, sino 
sobre los grupos familiares en los que se integran, tal como exige el mandato 
constitucional.

En tales parámetros acotar la noción de familia resulta crucial a la vez 
que problemático, dada su polisemia y carga valorativa2. Es más, su signi-
ficado varía según el ámbito normativo, la finalidad de la regulación, y la 
evolución sociocultural. Esta pluralidad conceptual se convierte en un desafío 
especialmente complejo en el Derecho Financiero y Tributario, y de manera 
particularmente acusada en el Derecho Presupuestario.

De entrada, hay que indicar que el Derecho Financiero no concibe la 
familia como una realidad ontológica, sino como una categoría funcional 
orientada a la medición de la capacidad económica y a la aplicación de po-
líticas públicas. Sainz de Bujanda nos habla de que el Derecho Financiero 
no crea conceptos sustantivos, sino que instrumentaliza categorías jurídicas 
para finalidades económicas y redistributivas (Sainz, 1972). Desde esta pers-
pectiva, la familia a efectos financieros se acota no por su estructura civil 
sino por las necesidades que socorre y las capacidades económicas que con-
curren evaluando cargas familiares, dependencia económica, vulnerabilidad 
o necesidad de protección social. Ello explica la ausencia de un concepto 
uniforme y la proliferación de tratos y definiciones ad hoc en el ámbito tribu-
tario. Así, son numerosos los impuestos –IRPF, Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, determinados beneficios fiscales sectoriales…– que agrupan a 
ciertos miembros como familia, establecen sus propias definiciones de unidad 
familiar o atribuyen un tratamiento distinto según el grado de parentesco. 
Tal dispersión responde, de un lado, a la autonomía técnica de cada figura 
impositiva y, de otro lado, a la necesidad de medir la capacidad económica 
de forma específica. En este sentido, resulta necesario cuestionar la delimi-
tación de unidad familiar del IRPF cuando se construye sobre la premisa 
del estado civil –matrimonial o no matrimonial–, al introducir distorsiones 
significativas al medir la capacidad. (Sánchez, 2013).

En el Derecho Presupuestario la indeterminación del concepto de familia 
es mayor al operar en la asignación de recursos públicos. Y aquí los créditos 
presupuestarios se ordenan conforme a las políticas de gasto y programas 
establecidos en la Ley General Presupuestaria (Ley 47/2003, de 26 de no-
viembre, General Presupuestaria, en adelante LGP) sin que exista un epígrafe 

2 Es de hacer notar que el proyecto de Ley de Familias –121/000011 de 8 de marzo de 2024– define 
a la familia únicamente a efectos de dicha norma, lo que lleva a pensar que no acota todas las realidades 
jurídicas posibles.
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propio que agrupe integralmente las actuaciones dirigidas a la familia o fami-
lias. En esta perspectiva, la familia no opera como una verdadera categoría 
jurídica, sino como un referente impreciso: sirve como criterio genérico para 
diseñar políticas de gasto, como unidad de referencia del gasto social o como 
categoría estadística usada en la planificación económica. Esta indetermi-
nación genera múltiples problemas. Dificulta identificar con exactitud a los 
beneficiarios de las políticas públicas y complica la coherencia entre sectores 
como vivienda, educación, dependencia o prestaciones sociales. Además, la 
ausencia de un concepto uniforme de familia provoca importantes obstácu-
los para medir la eficacia del gasto, haciendo imprecisa la evaluación del 
impacto presupuestario sobre las familias.

Ahora bien, adoptar un concepto rígido y uniformador de familia resul-
taría incompatible con su carácter dinámico, pues limitaría la libertad y 
ocultaría realidades familiares emergentes, generando posibles inequidades 
en la asignación de recursos públicos. La familia es una categoría jurídica en 
continua transformación y, por ello, el Derecho Financiero –y especialmente 
el Derecho Presupuestario– no puede pretender fijar conceptos sustantivos, 
dado su carácter estrictamente instrumental. 

Resulta más adecuado avanzar hacia una delimitación de las necesidades 
que concreten la función social que la familia desempeña, de modo que la 
asignación de recursos pueda realizarse con criterios de equidad sin imponer 
modelos familiares predeterminados. Se trata de orientar el gasto presupues-
tado hacia las funciones sociales que realmente se llevan a cabo –cuidado, 
educación, solidaridad o sostenimiento económico– y no hacia la estructura 
formal del hogar. Tal proceder resulta coherente con el artículo 39 CE, que 
recordemos no define la familia, sino que ordena su protección en términos 
inclusivos. Lo anterior no es óbice para demandar una delimitación funcional 
de los ámbitos sensibles que permita una asignación equitativa y un trato 
coherente en el gasto a las diversas realidades que la integran. Con ello se 
procurará una mayor transparencia permitiendo un control de la eficacia y, 
sobre todo, de la equidad del gasto propugnado.

La ausencia en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de una 
categoría autónoma de créditos de familia hace necesaria la existencia de 
una documentación complementaria, entre la que se incluye el Informe de 
impacto en la infancia, la adolescencia y la familia. Este informe cumple una 
función analítica y transversal, pero no tiene efectos constitutivos sobre la 
estructura del gasto, puesto que no crea créditos ni programas específicos. 
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Antes de examinar en detalle dicho informe, es necesario contextualizar-
lo y precisar el valor jurídico de los diferentes informes que acompañan al 
proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

3. LA VISIÓN TRANSVERSAL DEL GASTO A TRAVÉS DE LOS 
INFORMES PRESUPUESTARIOS

Conviene tener presente que los presupuestos públicos trascienden su 
condición de ley y de instrumento de gestión, pues constituyen el marco en 
el que se define el modelo de desarrollo socioeconómico y humano mediante 
la fijación de los criterios de redistribución de la renta mediante el gasto pú-
blico. En consecuencia, no son un mecanismo neutro ni únicamente técnico, 
sino suponen la concreción de las políticas públicas y sociales. A través de 
ellos se evidencia qué agentes se priorizan, qué actividades se reconocen y 
qué necesidades se atienden.

En este contexto, la incorporación de enfoques transversales en la ela-
boración y evaluación de los Presupuestos Generales del Estado aporta una 
perspectiva renovada para el análisis y control de las cuentas públicas. Esta 
orientación responde a la necesidad de asegurar que el gasto público no 
solo sea eficiente, sino también coherente con los derechos fundamentales y 
con los compromisos internacionales asumidos por el Estado en materia de 
igualdad, infancia, familia y desarrollo sostenible. Ello contribuye, además, 
a visibilizar el gasto equitativo dirigido a estos ámbitos.

La visión transversal del Presupuesto llevada a cabo por los informes 
presupuestarios pretende mostrar cómo los distintos programas de gasto con-
tribuyen a objetivos públicos comunes, superando la visión clásica basada en 
indicar: a) quién gasta: secciones y servicios (clasificación orgánica), b) para 
qué se gasta: áreas, políticas, grupos y programas (clasificación funcional) y 
c) en qué se gasta: capítulo, artículo, concepto y subconcepto (clasificación 
económica). 

Ahora bien, la información transversal no tiene rango normativo autó-
nomo, su valor jurídico es instrumental y complementario al no autorizar 
gasto alguno. Su eficacia práctica se evidencia en términos de transparencia 
presupuestaria, al permitir comprender cómo se articulan políticas públi-
cas –coordinación interdepartamental–, al obligar a identificar objetivos 
compartidos entre ministerios –evaluación del desempeño– y al facilitar el 
análisis del impacto real del gasto en objetivos transversales y rendición de 
cuentas (Iglesias, 2023). 
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Los informes presupuestarios no forman parte integrante de los Pre-
supuestos Generales del Estado. Así lo afirma el artículo 37 de la LGP al 
indicar que el proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado resulta 
integrado por el articulado con sus anexos y los estados de ingresos y de gas-
tos, y que “se acompañará la siguiente documentación complementaria” en 
la que figuran diversos informes. Los informes a que se alude remarcan en 
su designación las áreas en las que inciden: género, infancia, adolescencia, 
familia y Objetivos de Desarrollo Sostenible. 

Ahora bien, pueden distinguirse dos tipos de informes: los informes de 
impacto y los informes de alineamiento. Se incluyen dentro de los informes 
de impacto el informe de impacto de género y el informe de impacto en la 
infancia, la adolescencia y la familia. Entre los informes de alineamiento 
figura el informe de alineamiento de los Presupuestos Generales del Estado 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, al que se ha 
sumado, a través de la Orden ministerial de elaboración del presupuesto, el 
informe de alineamiento con la Transición Ecológica.

La lógica del alineamiento y del impacto que enuncian tales informes 
resulta diversa. El alineamiento alude a la estrategia u orientación de gasto 
acorde a compromisos globales, que sobrepasan el ámbito estatal. El análisis 
de impacto contempla el resultado o efecto del gasto desde una visión más 
interna, en donde la legislación nacional está más presente. No obstante, 
todos los informes comparten dos notas: el hecho de su transversalidad, al 
afectar a múltiples áreas de gasto (educación, sanidad, empleo, servicios so-
ciales, fiscalidad, vivienda, etc.), y el relacionarse con derechos reconocidos, 
aunque con diverso grado de vinculación. 

En relación con el ciclo presupuestario los informes cumplen funciones 
relevantes. Contribuyen, en primer lugar, a incrementar la transparencia y la 
calidad de la información disponible en el momento de aprobar el presupues-
to. En segundo lugar, refuerzan la coherencia de las políticas públicas tanto 
en su formulación como en su ejecución. Y, finalmente, facilitan la rendición 
de cuentas respecto de los objetivos que el Gobierno propone en su proyecto 
y que el legislador considera prioritarios al aprobarlo.

Desde una perspectiva jurídica, estos informes se han de considerar nor-
mas de soft law de naturaleza presupuestaria. Operan como instrumentos 
jurídicos que orientan nuevas pautas de actuación, y fortalecen la aplicación 
y el control de las políticas existentes. Su eficacia jurídica deriva de que con-
dicionan la interpretación, el seguimiento y la evaluación del gasto público. 
Aunque carecen de fuerza coactiva, deben considerarse auténticas normas 
jurídicas, pues la juridicidad no depende solo de su imperatividad –uno de sus 
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efectos más relevantes–, sino de su capacidad para producir efectos jurídicos 
(Sánchez, 2019). En este sentido, los informes generan efectos interpretati-
vos, pues guían a quienes aplican y controlan el Derecho –administración, 
tribunales y poderes públicos– en la toma de decisiones presupuestarias. Si 
bien no supone sustituir la decisión de asignación de créditos o crear obliga-
ciones de gasto automáticas.

En definitiva, las funciones normativas de los informes se evidencian, en 
primer lugar, por su propia existencia, pues al vincularse a la tramitación de 
la Ley de Presupuestos generan un control formal, aunque no impliquen su 
nulidad. En segundo lugar, la eficacia normativa se proyecta en la interpre-
tación teleológica del Presupuesto, al explicitar los fines perseguidos. Tam-
bién, y, en tercer lugar, permiten un mejor control de las cuentas públicas, al 
proporcionar criterios de evaluación a utilizar tanto por el Parlamento como 
por el Tribunal de Cuentas.

Los anteriores rasgos compartidos entre tales informes no pueden obviar 
las diferencias de contenido y enfoque existentes, y la singularidad que ocupa 
el que trata de la infancia, adolescencia y familia que tratamos.

4. SINGULARIDAD DEL INFORME DE IMPACTO EN LA FAMILIA

La integración de la perspectiva familiar en el diseño, ejecución, y eva-
luación de las políticas públicas constituye una tendencia creciente en los 
sistemas de bienestar europeos (Serapioni, 2023). En el caso español esta 
orientación se materializa en las políticas de gasto mediante la elaboración 
del Informe de impacto en la infancia, la adolescencia y la familia. Su finali-
dad es analizar de manera sistemática cómo las decisiones presupuestarias 
afectan al bienestar de las familias y, a su vez, cómo estas contribuyen a los 
objetivos de las políticas públicas.

La existencia del informe parte de una premisa ampliamente recono-
cida: la familia constituye un agente social y económico esencial, cuya ca-
pacidad de cuidado, cohesión y reproducción social resulta indispensable 
para el funcionamiento del Estado del bienestar (Adroher, 2023). Desde esta 
perspectiva, las políticas familiares no pueden entenderse como un ámbito 
sectorial, sino como un eje transversal que incide en múltiples dimensiones 
de la acción pública. En este sentido el informe adopta una visión amplia 
incorporando dimensiones cualitativas y políticas sectoriales cuyo impacto 
resulta determinante para el bienestar familiar. Su función es proporcionar 
una evaluación ex ante del efecto de las políticas presupuestarias sobre las 
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familias permitiendo identificar áreas de mejora, desigualdades persistentes, 
y prioridades de inversión.

El informe de impacto en familia es un instrumento que permite un 
mejor cumplimiento de concretos mandatos constitucionales: art. 9.2 CE 
–obligación de los poderes públicos de promover la igualdad real–, art. 39 
CE –protección de la familia y de los menores– y art. 31 CE –equidad en la 
asignación del gasto público–. También su lógica entronca claramente con los 
compromisos internacionales evidenciados en diversos Convenios, aunque 
estos no exijan de manera expresa la emisión de dicho informe. El marco 
jurídico a que aludimos deriva, sobre todo, de lo dispuesto en las Resolu-
ciones de Naciones Unidas sobre la familia. El propio Informe de infancia, 
adolescencia y familia de 2022 cita expresamente la Resolución 67/142 de 
la Asamblea General de la ONU (2012), que insta a los Estados a integrar la 
perspectiva de familia en sus políticas públicas. 

En consecuencia, la necesidad del informe de impacto sobre familia re-
sulta evidenciada por las funciones que cumple en relación con los principios 
y orientaciones recogidas en la Constitución y convenios internacionales. 
Con todo, a nivel jurídico procede plantear dos cuestiones que demandan 
su reformulación.

En primer lugar, el informe parte de una falta de precisión al considerar 
conjuntamente tres ámbitos diferenciales –infancia, adolescencia y familia–, 
no analizando solo a la familia. La familia resulta un espacio intergeneracio-
nal propio, cuyos vínculos y funciones no pueden entenderse como la simple 
suma de las políticas dirigidas a cada uno de sus miembros –mujer, infancia, 
adolescencia o personas mayores–, sino como una realidad relacional que 
exige un enfoque integrado y no fragmentado (Adroher, 2024, p. 97). Dicha 
mixtura de ámbitos –próximos pero diversos– dificulta la existencia de pa-
rámetros propios y precisos sobre las necesidades de gasto, aspecto que sin 
duda complica su eficacia3. 

En segundo lugar, el informe ejerce un control esencialmente formal, pues 
se limita a acompañar al Proyecto de Ley de Presupuestos. Por ello actúa 
más como un documento explicativo e interpretativo que como una verda-
dera orientación del gasto. Estas funciones, aun siendo valiosas, ponen de 
manifiesto el carácter todavía embrionario de la perspectiva presupuestaria 
en clave de familia, como se argumentará a continuación. 

3 Ello no supone desconocer el esfuerzo de los informes por indicar los impactos directos e indirectos 
del gasto en los diversos colectivos. Ver el informe del proyecto de presupuesto del año 2022 y su tabla 
de impactos por programa (Anexo I).
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4.1. Relación con los otros informes y el enfoque de familia

La comparación entre el informe sobre infancia, adolescencia y familia y 
los demás informes de impacto y alineamiento pone de relieve singularidades 
que justifican la necesidad de su enfoque, así como determinadas carencias 
que conviene analizar.

Frente al informe de alineamiento con los ODS, de enfoque macro y 
orientado a metas internacionales, el informe de familia desciende al nivel 
de programas y colectivos concretos, ofreciendo una lectura más precisa del 
impacto presupuestario. Del mismo modo, mientras el informe sobre cam-
bio climático se basa en criterios técnico-ambientales, el de familia utiliza 
parámetros socio-demográficos y de bienestar.

A diferencia del informe de impacto de género, que se orienta a corregir 
brechas entre hombres y mujeres, el informe de familia aborda déficits de 
protección económica y social que afectan a los núcleos familiares, adoles-
cencia y menores. Desde la perspectiva constitucional ambos se refieren 
a derechos distintos –igualdad y protección de la familia y menores– con 
grados diversos de exigencia. Con todo el informe de familia debería tomar 
como referente el informe de género al hacer posible un nivel más exigente 
de evaluación presupuestaria. 

En este sentido, la arquitectura normativa de la perspectiva de género en 
el ciclo presupuestario descansa en tres pilares: (i) la obligación de integrar 
activamente el principio de igualdad de género en la presupuestación (art. 
15 de la Ley Orgánica 3/2007); (ii) la exigencia de un informe específico de 
impacto de género que acompaña al Proyecto de Ley de Presupuestos (art. 37 
de la Ley General Presupuestaria); y (iii) la inclusión de la igualdad de género 
como principio orientador de la función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas 
(art. 9.1 de la Ley Orgánica 2/1982). Conviene subrayar que, desde 2016, la 
fiscalización del Tribunal de Cuentas incorpora objetivos transversales como 
la transparencia, la igualdad de género y la sostenibilidad, pero no la familia.

Comparando tal situación con la perspectiva de familia, se observa que 
existe una memoria de impacto normativo de carácter general –no específi-
camente presupuestaria–, incorporada por la Disposición Adicional Décima, 
introducida por la Ley 26/2015 en la Ley 40/20034. Además, se establece la 

4 Muchas memorias de impacto omiten el análisis de familia o afirman que su efecto es nulo sin 
aportar evidencia que lo justifique (Redondo Mora, 2024, p. 138). Debe recordarse que exigir una 
memoria de impacto en familia no equivale a adoptar una verdadera perspectiva familiar. Esta última 
es un criterio sustantivo especializado que opera dentro del análisis de impacto normativo para detectar 
efectos diferenciados, pero cuya aplicación trasciende la mera cumplimentación formal de la memoria.
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obligación de elaborar un informe genérico, no específico, sobre familia. En 
este caso, tampoco se reproducen las exigencias reforzadas de control pre-
vistas en el ámbito de género, por lo que el Tribunal de Cuentas no efectúa 
análisis basado en criterios de familia.

La necesidad del enfoque de familia y del informe específico se evidencia 
al poseer un contenido propio, aportar información diferenciada, contar 
con un amplio respaldo normativo –tanto nacional como internacional– y 
explicitar el sentido del gasto público desde una perspectiva próxima a la 
ciudadanía. Esta especificidad se manifiesta también a lo largo de todo el ci-
clo presupuestario. En la fase de elaboración introduce la lógica de los ciclos 
vitales y la solidaridad intergeneracional. En el trámite parlamentario ofrece 
un relato social directo, con mayor capacidad de resonancia pública que el 
enfoque técnico-global del informe ODS o el enfoque estructural del informe 
de género. Y, en la fase de ejecución y control, resulta imprescindible para 
evaluar la eficacia del “estado del bienestar familiar”, integrado por políticas 
dispersas en ámbitos como el empleo, los servicios sociales, la fiscalidad, la 
educación o la vivienda (Esping-Andersen, 1990).

4.2. Apuntes de derecho comparado

Evidenciada la utilidad y valor de los informes sobre familia en el marco 
de la ley presupuestaria y con relación a los demás informes transversales, 
queda por apuntar la existencia de otros instrumentos que convergen en 
configurar políticas públicas en clave de familia. 

Desde la perspectiva del Derecho comparado pueden identificarse diver-
sos mecanismos vinculados –en mayor o menor medida– al gasto público, 
dentro de los cuales cabe ubicar la experiencia española. Estos mecanismos 
responden a finalidades distintas; unos, se orientan a la detección de necesi-
dades públicas; otros, se centran en la asignación y distribución del gasto; y 
otros, finalmente, se relacionan con la norma que disciplina el gasto público, 
la ley presupuestaria.

a) La detección de necesidades públicas. En esta orientación cabe 
remarcar el papel de los informes internacionales que analizan de 
manera comparada las diversas necesidades y perspectivas que 
integran el fenómeno familiar. La OCDE es una de las referencias 
para el análisis comparado de políticas familiares entre Estados. 
La OECD Family Database incluye más de 70 indicadores sobre 
estructura familiar, empleo, gasto público, permisos parentales, 
pobreza infantil y políticas de conciliación. El Informe “Evolving 
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Family Models in Spain” (2022) analiza el caso español y propone 
reformas para mejorar el apoyo público a las familias. También 
los estudios internacionales de UNICEF permiten evaluar cómo el 
gasto público en familia se relaciona con resultados sociales como 
la pobreza infantil, la conciliación o la igualdad de género. En la 
Unión Europea el European Semester & Social Scoreboard incluye 
indicadores sobre gasto social, pobreza infantil y políticas familiares. 
Todos estos documentos aportan información previa que permiten 
análisis comparados valiosos. Son estudios globales centrados en 
acotar necesidades que marcan las grandes tendencias de actuación 
pública en familias, aunque carecen de vinculación jurídica.

b)  La orientación ex ante de concretas políticas públicas. En esta línea 
destaca la iniciativa de Reino Unido al aplicar desde 2014 el Family 
Test, una herramienta para evaluar el impacto de cualquier política 
pública en las familias. Su objetivo es introducir una perspectiva 
familiar en el diseño normativo y presupuestario mediante cinco 
preguntas que evalúan cómo una medida afecta a la estabilidad fa-
miliar, la capacidad de cuidado, la vida laboral y la cohesión social. 
Este cuestionario permite comprender cómo se integra la perspec-
tiva familiar en la toma de decisiones públicas y la preparación de 
las necesidades que han de preverse presupuestariamente. Si bien 
tales cuestionarios no son obligatorios para todas las políticas, ni 
generan vinculación, poseen gran utilidad en la planificación del 
gasto público.

c)  La guía para la asignación del gasto público. El presupuesto basa-
do en bienestar de Nueva Zelanda incluye indicadores de infancia, 
pobreza y familia como criterios para asignar recursos. Desde 2019 
el Wellbeing Budget guía la asignación de recursos hacia objetivos 
sociales, ambientales y familiares, este documento es la principal 
fuente de información presupuestaria y de ahí su relevante papel en 
la configuración de los créditos presupuestarios. 

d)  La información y análisis de las leyes presupuestarias proyectadas. 
En el ámbito canadiense cada presupuesto debe ir acompañado del 
Gender-Based Analysis Plus (GBA+), un informe obligatorio que 
evalúa los impactos en género y diversidad e incluye, entre sus di-
mensiones, los efectos diferenciados sobre las familias y sus distintas 
estructuras. El informe de impacto en la infancia, la adolescencia 
y la familia español se integra en esta orientación, según hemos 
expuesto. 
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Del análisis de los instrumentos anteriormente examinados, destinados 
a incorporar la perspectiva familiar en las políticas públicas con incidencia 
en el gasto, se extraen varias consideraciones.

En primer lugar, se observa que no existe un único modelo dominante, 
sino un conjunto de enfoques diversos y complementarios que responden 
a tradiciones institucionales distintas. Los estudios de la OCDE facilitan la 
identificación de brechas de inversión, desigualdades territoriales y efectos 
redistributivos. El Family Test del Reino Unido representa un mecanismo de 
evaluación ex ante centrado en la toma de decisiones normativas. El Wellbeing 
Budget de Nueva Zelanda constituye un modelo de presupuestación donde 
la asignación de recursos se vincula a objetivos de bienestar. 

En segundo lugar, los instrumentos y enfoques que inspiran estos mo-
delos difieren de manera sustancial del aplicado en España. Mientras los 
informes de la OCDE, el Family Test del Reino Unido o el Wellbeing Budget de 
Nueva Zelanda están diseñados para orientar materialmente la formulación 
de políticas y la asignación del gasto, el informe español se configura, en 
cambio, como un trámite esencialmente formal vinculado a la presentación 
del Proyecto de Ley de Presupuestos. Su función se agota, en gran medida, 
en ofrecer una explicación descriptiva, lo que evidencia un marcado forma-
lismo que limita su capacidad de influir de forma efectiva en las decisiones 
presupuestarias.

En tercer lugar, los modelos comparados ofrecen elementos útiles para su 
eventual adaptación al contexto español. Entre ellos destacan, por un lado, 
la necesidad de establecer indicadores comunes que permitan medir de for-
ma homogénea los resultados5; y, por otro, la conveniencia de avanzar en 
iniciativas que incorporen evaluaciones ex ante del impacto de las políticas 
públicas.

5. CONCLUSIONES

De la anterior exposición se derivan una serie de conclusiones y orien-
taciones:

Primera. El gasto público con enfoque de familia resulta necesario y ju-
rídicamente exigible en términos de equidad conforme al artículo 31 CE. La 
equidad del gasto, si bien no genera derechos subjetivos individualizados, 

5 En la elaboración del informe español sobre infancia, adolescencia y familia de 2022 se reconoce 
el uso de metodologías como SEEPROS y el contar con la asistencia técnica de la Comisión Europea 
y de la OCDE en su análisis de diagnóstico y orientaciones (pp. 17-18).
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supone un mandato vinculante a los poderes públicos que se proyecta con 
funciones diversas. 

Para el Gobierno, este mandato implica incorporar dicha orientación en 
la asignación del gasto, explicitarla mediante el informe sobre la familia que 
acompaña al proyecto de ley, y el aplicar la norma presupuestaria conforme 
a una interpretación favorable a este enfoque. 

Asimismo, el poder legislativo queda vinculado al integrar esta perspec-
tiva en la aprobación de la ley de presupuestos y en el ejercicio de su función 
de control. También la supervisión del Tribunal de Cuentas debe velar por 
que el proceso presupuestario mantenga la coherencia con este mandato 
constitucional de equidad en el gasto.

Segunda. La falta de un concepto jurídico unívoco de familia, unido a la 
inexistencia de un epígrafe presupuestario que agrupe de manera sistemáti-
ca las actuaciones dirigidas a ella, revela la complejidad de esta institución. 
No obstante, esta imprecisión conceptual puede facilitar que las políticas 
públicas se orienten hacia la atención de necesidades efectivas sin quedar 
sujetas a modelos familiares predeterminados. Eso sí, se ha de avanzar en 
consensuar las necesidades propias de la familia que deben guiar la acción 
pública. Y para tal fin es necesario explicitar y justificar, sobre todo mediante 
informes, por qué determinadas políticas resultan más equitativas que otras.

Tercera. El informe de impacto de familia constituye una norma jurídica 
destinada a incorporar la orientación de un gasto público equitativo en esta 
perspectiva. Su naturaleza es la propia de un mecanismo de soft law, con-
figurado como un requisito asociado al procedimiento de aprobación de la 
ley de presupuestos. Sin embargo, su capacidad para materializar un pleno 
enfoque de familia en el gasto público resulta limitada. Origina un control 
eminentemente formal actuando más como un instrumento explicativo del 
mismo que como una verdadera guía u orientación sustantiva del gasto. En 
este contexto su principal valor reside en su capacidad para articular una 
interpretación teleológica de la ley de presupuestos, proporcionando criterios 
que permiten comprender y evaluar la finalidad última de las asignaciones 
de gasto. 

Cuarta. El informe de impacto en la infancia, la adolescencia y la familia 
evidencia su necesidad por la perspectiva y el contenido específico que apor-
ta; sin embargo, presenta dos aspectos que requieren mejora.

En primer lugar, demanda una adecuada diferenciación de los ámbitos 
materiales que abarca: infancia, adolescencia y familia. Identificar y tratar 
de forma separada cada uno de estos ámbitos, vinculándolos con precisión 
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a las necesidades-gastos que les corresponden, resulta imprescindible para 
reforzar la coherencia interna del informe y aumentar su eficacia práctica.

En segundo lugar, se hace necesario incorporar una arquitectura nor-
mativa semejante a la perspectiva de género en donde se reconozca en una 
ley sustantiva la perspectiva de familia en la presupuestación, y se oriente la 
función de fiscalización del Tribunal de Cuentas en la misma.

Quinta. El derecho comparado nos muestra una pluralidad de técnicas 
que coadyuvan a integrar la perspectiva familiar en los gastos públicos y en 
las leyes que los autorizan: indicadores homogéneos que permiten análisis 
comparados, evaluaciones ex ante, marcos presupuestarios orientados en 
derechos. 

En este contexto, el informe español constituye un instrumento ubicado 
en la interpretación y control de las previsiones de la ley presupuestaria más 
que en asignar concretas políticas de gasto. De ahí que sea preciso profundi-
zar en una visión más material en la que dicho informe afecte o prefigure el 
futuro gasto. También resultaría conveniente desarrollar un conjunto plural 
de instrumentos de evaluación y seguimiento que abarque todas las fases del 
ciclo presupuestario –asignación, ejecución y control del gasto–, garantizan-
do una visión integral y continuada de la incidencia del gasto público sobre 
la familia. En este sentido la aprobación de una ley propia sobre la familia, 
con contenido sustantivo y criterios materiales definidos, contribuiría a con-
solidar esta perspectiva en las políticas y el gasto público.
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1. CONSIDERACIONES SISTEMÁTICAS Y METODOLOGÍA DE 
ANÁLISIS

El apoyo a las familias constituye una de las piedras angulares del estado 
del bienestar moderno. En España, un país caracterizado por una profunda 
descentralización política, las Comunidades Autónomas han asumido un rol 
protagonista en el diseño e implementación de políticas familiares, dando lu-
gar a un mosaico de estrategias y modelos de intervención. Este trabajo tiene 
como propósito presentar una comparativa detallada y rigurosa de dichas 
políticas en las siete comunidades autónomas uniprovinciales: Principado de 
Asturias, Cantabria, Comunidad de Madrid, Comunidad Foral de Navarra, 
Illes Balears, La Rioja y Región de Murcia. El análisis se aborda desde una 
perspectiva eminentemente fiscal y económica, buscando desentrañar no 
solo la generosidad de las ayudas, sino también la filosofía subyacente que 
guía la acción de cada gobierno regional.

El análisis de las deducciones autonómicas en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas (IRPF) en las Comunidades Autónomas uniprovincia-
les se inserta en la lógica general de la política fiscal familiar. En coherencia 
con el esquema metodológico adoptado en este trabajo, dichas deducciones 
se clasifican en once grandes categorías funcionales –natalidad, vivienda 
(alquiler y adquisición), protección social, juventud, educación, etc.– que 
permiten evaluar comparativamente su orientación y eficacia. (Ministerio 
de Hacienda, 2025; REAF, 2025).

La distribución de deducciones por categorías funcionales y comunidades 
autónomas se recoge en el Anexo I, elaborado a partir de la información sumi-
nistrada por SuperContable (2026) y contrastada con las fuentes normativas 
y tributarias oficiales.
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Esta sistematización revela que las CCAA uniprovinciales no presentan 
un modelo uniforme, sino más bien una pluralidad de estrategias fiscales 
caracterizadas por tres rasgos comunes:

a)  una elevada especialización en función de objetivos demográficos o 
territoriales (Conde-Ruiz y Galasso, 2023);

b)  una creciente interrelación entre deducciones fiscales y ayudas di-
rectas1;

c)  una intensificación de las políticas vinculadas al acceso a la vivienda 
y a la conciliación¹.

2. ANÁLISIS COMPARADO POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS

2.1. Principado de Asturias: consolidación del modelo de cohesión 
territorial reforzada

El Principado de Asturias ha intensificado, especialmente tras la reforma 
operada por la Ley autonómica 8/2024, un modelo fiscal claramente orien-
tado a la cohesión territorial y al reto demográfico (Principado de Asturias, 
Ley 8/2024; AEAT, 2025).

En materia de natalidad, destacan las deducciones por partos múltiples 
(1.000 € por hijo) y adopción internacional (1.500 €), así como un incremen-
to específico en municipios en riesgo de despoblación, donde se introducen 
incentivos adicionales por segundo y sucesivos descendientes².

En el ámbito de la vivienda, el sistema presenta un doble esquema:

 deducción por alquiler del 10% (límite 500 €),

 elevación al 30% (hasta 1.500 €) para jóvenes y colectivos vulnerables 
o residentes en zonas despobladas².

La dimensión de conciliación se refuerza mediante deducciones por gas-
tos de guardería (15% general y 30% en zonas rurales), a las que se añade 
una novedosa deducción por descendientes menores de 25 años, introducida 
en la reforma de 2024 y plenamente aplicable en 2025².

El sistema asturiano se completa con deducciones innovadoras –como 
las relativas a gastos vitales o emancipación juvenil– que evidencian una 
ampliación del concepto de política familiar hacia la autonomía económica 
de los jóvenes.

1 (AIReF, 2025; OECD, 2024a).
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Desde una perspectiva crítica, se constata una alta coherencia estraté-
gica, aunque acompañada de un elevado grado de complejidad normativa 
(Gascón Catalán, 2024).

2.2. Cantabria: expansión de incentivos territoriales en 2025

Cantabria presenta un modelo híbrido que combina deducciones mode-
radas con un impulso significativo en materia de despoblación.

En relación con la natalidad, la deducción por nacimiento o adopción 
alcanza los 1.400 € aplicables durante tres ejercicios consecutivos².

La principal novedad en 2025 se sitúa en el ámbito territorial, con la in-
troducción de una deducción del 20% por residencia habitual en municipios 
en riesgo de despoblación para contribuyentes menores de 40 años, con un 
límite de 500 €². Este elemento refuerza de forma notable la dimensión de-
mográfica del sistema.

En materia de conciliación, se mantienen las deducciones por guardería 
(15%, ampliable al 30% en dichas zonas) y los incentivos a la contratación 
de empleados del hogar (20% de cuotas a la Seguridad Social).

Asimismo, la deducción por familia monoparental (200 €) introducida 
por la Ley 2/2025 evidencia una adaptación progresiva a la pluralidad de 
estructuras familiares (Ley 2/2025 de Cantabria).

No obstante, el modelo cántabro presenta una limitación estructural: 
la escasa intensidad económica de las deducciones, que puede reducir su 
impacto real (AIReF, 2025).

2.3. Comunidad de Madrid: modelo de competencia fiscal selectiva

La Comunidad de Madrid se sitúa como paradigma del modelo de com-
petencia fiscal, caracterizado por un número limitado de deducciones, pero 
de elevada intensidad.

En el ámbito de la familia, destaca la deducción por familia numerosa, 
que puede alcanzar el 50% de la cuota íntegra autonómica (100% para cate-
goría especial), constituyendo el incentivo más potente del sistema autonó-
mico español (AIReF, 2025).

En materia de natalidad, la deducción de 721,70 € por hijo durante tres 
años suma más de 2.100 € de beneficio fiscal acumulado³.
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En relación con la vivienda, se articulan incentivos vinculados a la na-
talidad (10% del precio de adquisición) y a la juventud (25% de intereses 
hipotecarios), reforzados en 2025 mediante su extensión a municipios de 
pequeño tamaño³.

Finalmente, la Comunidad de Madrid integra los gastos de conciliación 
en una deducción educativa amplia (escolaridad, idiomas y vestuario), lo que 
evidencia un enfoque funcional más que sectorial.

La crítica doctrinal ha señalado el carácter potencialmente regresivo del 
modelo, al beneficiar en mayor medida a contribuyentes con mayor capaci-
dad económica (Hernández-Ranera Rodríguez, 2025; Enache, 2025; Arespa 
y González-Alegre, 2023).

2.4. Comunidad Foral de Navarra: modelo estructural mixto

El sistema navarro se caracteriza por una mayor intervención pública 
directa, con un peso significativo de las ayudas económicas frente a las de-
ducciones fiscales (REAF, 2025).

Destaca la prestación mensual por hijo menor de tres años (100 €), junto 
con deducciones relevantes en materia de cuidado y dependencia. Asimismo, 
el sistema incorpora incentivos elevados a la contratación de cuidadores, 
con deducciones de hasta el 75% de las cotizaciones a la Seguridad Social.

Este modelo presenta un mayor grado de capacidad redistributiva, al 
no depender exclusivamente de la existencia de cuota tributaria suficiente.

2.5. Illes Balears: modelo híbrido con monetización de la deducción

Las Illes Balears han desarrollado un modelo singular en el que las de-
ducciones fiscales pueden percibirse de forma anticipada, adquiriendo así la 
naturaleza de ayudas directas (Libro Electrónico de Tributación Autonómica, 
Ministerio de Hacienda).

Las deducciones por natalidad oscilan entre 800 € y 1.400 € por hijo, con 
posibilidad de abono anticipado. En materia de conciliación, destacan las 
deducciones por guardería, que alcanzan hasta el 4050% del gasto con un 
límite de 900 € (Gobierno de La Rioja, normativa tributaria 2025).

Este diseño permite mejorar la liquidez inmediata de los hogares, miti-
gando una de las principales limitaciones del sistema de deducciones fiscales 
tradicional (OECD, 2024, Taxing Wages).
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2.6. La Rioja: perfeccionamiento del modelo de microincentivos

La Rioja mantiene y profundiza su característico modelo de microincen-
tivos fiscales, orientado fundamentalmente al reto demográfico y al apoyo 
a la juventud.

En materia de natalidad, las deducciones se estructuran de forma pro-
gresiva (600 €, 750 €, 900 €), complementadas por el denominado “bono 
bebé” (≈1.000 €), cuya cobertura se amplía en 2025 hacia una configuración 
cuasiuniversal³.

En el ámbito de la vivienda, se refuerzan las deducciones a la adquisición 
y rehabilitación, especialmente en el medio rural, en paralelo al desarrollo 
de programas como el Plan Revive.

La política de conciliación se articula en torno a la deducción por gastos 
de guardería (20% general, 30% en zonas rurales), manteniendo el enfoque 
diferencial ruralurbano.

El verdadero rasgo distintivo del modelo riojano reside en la introducción de 
deducciones altamente específicas (internet para jóvenes, consumo energético, 
actividad deportiva, adquisición de bicicletas o tratamiento de enfermedades 
graves), que configuran un modelo de intervención fiscal microsegmentada.

No obstante, esta sofisticación presenta como principal inconveniente su 
elevada complejidad, que puede limitar su eficacia práctica.

2.7. Región de Murcia: modelo asistencial con apoyo fiscal 
complementario

La Región de Murcia presenta un modelo donde las deducciones fiscales 
desempeñan un papel secundario respecto a las ayudas directas.

Las deducciones por natalidad (300 € por hijo) se complementan con ayu-
das económicas directas de mayor cuantía. En el ámbito de la conciliación, 
destaca la deducción por guardería (20% hasta 1.000 €), configurándose un 
sistema de apoyo básico, pero menos sofisticado que en otras comunidades 
(AEAT, 2026; Ministerio de Hacienda, Tributación Autonómica 2024).

3. SÍNTESIS COMPARATIVA Y EVOLUCIÓN RECIENTE (2025)

El análisis comparado permite identificar cuatro modelos de política 
fiscal autonómica en las CCAA uniprovinciales (Ruiz Almendral, 2024; Ena-
che, 2025):
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1. Modelo de competencia fiscal selectiva (Madrid)

2. Modelo de cohesión territorial y demográfica (Asturias, La Rioja, 
Cantabria)

3. Modelo híbrido prestacióndeducción (Baleares, Navarra)

4. Modelo asistencial complementado fiscalmente (Murcia)

Las principales tendencias en 2025 son:

 refuerzo de incentivos ligados a la despoblación;

 incremento de deducciones vinculadas a jóvenes y vivienda;

 progresiva hibridación entre deducciones fiscales y ayudas directas 
(OECD, 2024, Tax Policy Reforms).

Persisten, sin embargo, problemas estructurales relevantes:

 desigualdad territorial en el tratamiento fiscal de las familias (De la 
Fuente, 2024; De la Fuente, 2026);

 complejidad normativa;

 potencial regresividad de determinadas deducciones (Hernández-
Ranera Rodríguez, 2025);

 limitada eficacia en ausencia de políticas públicas complementarias.

4. VALORACIÓN FINAL

Las CCAA uniprovinciales han evolucionado hacia sistemas fiscales fa-
miliares más sofisticados y orientados a objetivos concretos, especialmente 
en materia demográfica. Sin embargo, su eficacia real dependerá de su 
integración con políticas públicas estructurales-vivienda, servicios de cui-
dado, empleo y de la capacidad para mejorar la accesibilidad efectiva de los 
contribuyentes a los beneficios fiscales (IMF, 2026; European Commission, 
2025; AIReF, 2025).
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DEDUCCIONES AUTONÓMICAS EN IRPF (CCAA UNIPROVINCIA-
LES, actualización 2024–2025

En las CCAA uniprovinciales (Asturias, Cantabria, Madrid, Navarra, 
Baleares, La Rioja, Murcia) se reproduce un patrón común: una elevada 
especialización funcional (modelos más “dirigidos” que generalistas), la im-
portancia del factor demográfico y la convergencia parcial hacia vivienda + 
natalidad + conciliación.

2. Análisis ESQUEMÁTICO por CCAA (con actualización 2025)

2.1. ASTURIAS (Modelo de cohesión territorial reforzado, reforma 
2024–2025)

A) Natalidad y familia

 Deducciones por: partos múltiples de 1.000 € por hijo y por adopción 
internacional de 1.500 €

 2025: refuerzo en zonas despobladas (+300 € por segundo hijo en 
municipios en declive) 

Valoración: modelo claramente demográficoterritorial, con incentivos 
selectivos.

 B) Vivienda

 Alquiler: 10% (500 € límite) y 30% (1.500 €) para jóvenes/familias/
despoblación
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 Compra: 5% (general jóvenes) y hasta 10% en medio rural

Novedad 2025:

 Consolidación del modelo dual urbano/rural (incremento porcentajes 
ya introducido en 2024).

C) Conciliación

 Guardería: 15% (500 €) o 30% (1.000 €) en zonas despobladas

 Nueva deducción ampliada: 500–600 € por descendientes hasta 25 
años (reforma 2024, aplicable 2025) 

D) Jóvenes y movilidad

 Emancipación: hasta 1.000 €

 Gastos vitales: hasta 2.000 € (<25 años)

Elemento diferencial: integración de gastos “vitales” consecuencia de 
una fiscalidad de transición a la adultez.

E) Valoración crítica

 Muy completo, pero con alta complejidad y dispersión normativa

 Fuerte coherencia territorial (despoblación)

2.2. CANTABRIA (Modelo híbrido con expansión 2025)

A) Natalidad

 1.400 € por nacimiento (aplicable durante 3 años) B) Vivienda

 Alquiler: 10% (300 €)

 Zonas despobladas: 20% (hasta 600 €)

2025 novedad: nueva deducción: 20% residencia habitual en municipios 
despoblados (<40 años) 

C) Conciliación

 Guardería: 15% (300 €) o 30% (600 € en despoblación)

 Ayuda doméstica: 20% cuotas SS empleado hogar (300 €)
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D) Familia

 Monoparental: 200 € (Ley 2/2025) E) Valoración crítica

 Avance sustancial 2025: refuerzo rural e introducción incentivos 
poblacionales directos

 Riesgo: baja intensidad cuantitativa media

2.3. MADRID (Modelo de competencia fiscal selectiva)

A) Natalidad: 721,70 € por hijo durante 3 años (≈2.100 € total) 

B) Vivienda

 Compra: 10% por nacimiento/adopción

 Intereses: 25% (jóvenes)

Novedad 2025: extensión deducciones a municipios <2.500 hab. 

C) Familia

 Familia numerosa: 50–100% cuota autonómica

Deducción más potente del sistema español

D) Conciliación

 Educación (modelo integrado): 15% escolaridad, 10% idiomas y 5% 
vestuario

E) Valoración crítica

 Modelo: pocos incentivos, pero de gran intensidad

 sesgo: favorece rentas mediasaltas (crítica doctrinal clásica)

2.4. NAVARRA (Modelo foral estructural)

Características

 Mayor peso de: ayudas directas (100 €/mes hijo) y deducciones por 
cuidado

 Cuidados: hasta 75% cuotas SS cuidador
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Valoración

 Modelo: mixto prestación fiscal directa

 Elevada capacidad redistributiva

2.5. BALEARES (Modelo híbrido con anticipación monetaria)

A) Natalidad

 800–1.400 € por hijo

 con opción abono anticipado

B) Conciliación

 Guardería: hasta 40–50% gastos (900 €) C) Vivienda

 Incentivos combinados: deducciones IRPF + avales públicos

Valoración

 Modelo: fiscalidad híbrida → deducción = ayuda directa

 muy eficaz en liquidez

2.6. LA RIOJA (Modelo de microincentivos)

A) Natalidad

 600 / 750 / 900 €

Complemento: bono bebé ≈1.000 € y ampliación cobertura 2025 (casi 
universal) 

B) Vivienda

 Deducciones: 5–10% compra

 Refuerzo rural: Plan Revive (hasta 40.000 € ayuda directa) 

C) Conciliación

 Guardería: 20% (600 €) y 30% rural
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D) Innovación fiscal

 Internet jóvenes

 Suministros

 Bicicletas

 Deporte

 ELA (50%)

E) Novedades 2025

 Apoyo fiscal agrario: deducción 1.000 € autónomos agrarios y 100 
€ organizaciones agrarias

 Sucesiones: ampliación reducciones hasta 4º grado

F) Valoración crítica

 modelo: coherente pero fragmentado

 riesgo: complejidad que ocasiones una baja utilización real

2.7. MURCIA (Modelo híbrido focalizado en familia)

A) Natalidad

 300 € por hijo y ayudas directas complementarias

B) Conciliación

 Guardería: 20% hasta 1.000 € 

C) Familia

 ayudas familiares directas: hasta 2.500 € (gastos básicos)

D) Valoración

 modelo: más asistencial

 menor desarrollo fiscal sofisticado

3. Síntesis comparada (actualización 2025)
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Modelos identificados

1. Competencia fiscal selectiva: Madrid.

2. Cohesión territorial-demográfica: Asturias, La Rioja y Cantabria.

3. Modelo híbrido prestación–deducción: Baleares y Navarra.

4. Modelo asistencial-familiar: Murcia.

Novedades estructurales en 2025 

 Refuerzo general: vivienda, despoblación y jóvenes

 Ampliación: deducciones por residencia rural, incentivos a movilidad 
e integración: IRPF más ayudas directas (modelo Baleares, Navarra)

Problemas persistentes:

 Fragmentación territorial

 Complejidad normativa

 Efecto regresivo potencial

 Dependencia de cuota líquida

4. Conclusión 

Las deducciones autonómicas en IRPF de las CCAA uniprovinciales 
muestran en 2025 una evolución clara: desde incentivos aislados hacia sis-
temas de política familiar integrados, con fuerte peso de vivienda, natalidad, 
conciliación y despoblación

No obstante, persisten tres límites estructurales:

1. insuficiente coordinación interterritorial

2. desigualdad fiscal efectiva

3. necesidad de complementar con servicios públicos
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UTILIZACIÓN DE LA POLÍTICA FISCAL COMO 
HERRAMIENTA DE POLÍTICAS FAMILIARES
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1. INTRODUCCIÓN: LA FISCALIDAD COMO HERRAMIENTA DE 
POLÍTICA FAMILIAR EN ESPAÑA

El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) en España 
trasciende su mera función recaudatoria para erigirse como un potente ins-
trumento de política social1. El art. 39.1 de la Constitución Española (CE) 
ordena a los poderes públicos a asegurar la protección social, económica y 
jurídica de la familia, un principio que encuentra en el diseño del IRPF uno 
de sus campos de aplicación más directos y tangibles (Adroher Biosca, 2023). 
Este estudio se adentra en el complejo entramado fiscal español para ofrecer 
un análisis comparativo y profundo sobre cómo las distintas Comunidades 
Autónomas (CCAA) utilizan su capacidad normativa para modelar el IRPF 
y, con ello, apoyar a las familias en sus diversas realidades y desafíos (Alamo 
Cerrillo, 2020; 2023).

Nuestro propósito es doble. Por un lado, buscamos desentrañar y compa-
rar las políticas fiscales familiares implementadas a través del tramo auto-
nómico del IRPF, proporcionando un panorama claro para contribuyentes 
y responsables políticos. Por otro, pretende evaluar críticamente la eficacia 
y coherencia de estos modelos, prestando especial atención al caso de La 
Rioja, una comunidad que ha desarrollado una estrategia fiscal singular en 
su detalle y multifacética.

Para comprender la dinámica fiscal, es crucial entender la estructura dual 
del IRPF en España. El impuesto se divide en un tramo estatal, común para 

1 Vid. art.2.1, párr. 2º de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
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todo el territorio, y un tramo autonómico, sobre el cual las CCAA de régimen 
común tienen potestad para modificar tanto la tarifa (los tipos impositivos y 
los tramos de renta) como el catálogo de deducciones aplicables. Esta des-
centralización, si bien permite adaptar la política fiscal a las necesidades 
y prioridades de cada región, ha generado un “mapa fiscal” heterogéneo y 
complejo, donde la carga tributaria de una familia puede variar significati-
vamente en función de su lugar de residencia. Como señala un informe del 
Registro de Economistas Asesores Fiscales (REAF, 2024), las tarifas autonó-
micas se apartan notablemente de la estatal, creando un panorama diverso 
que justifica un análisis pormenorizado.

Este análisis se estructurará en torno a cuatro pilares fundamentales que 
definen los principales retos de las familias en la sociedad actual y que han 
sido objeto de atención por parte de los legisladores autonómicos2:

a) Acceso a la vivienda: tanto en su modalidad de alquiler como de 
compra, la vivienda constituye uno de los mayores desembolsos para 
las familias. Analizaremos cómo las CCAA incentivan el acceso a un 
hogar.

b) Fomento de la natalidad y apoyo a la familia: ante el reto demográfico, 
las ayudas por nacimiento, adopción y el apoyo a familias numerosas 
o monoparentales son cruciales.

c) Atención a la dependencia: el cuidado de personas mayores o con 
discapacidad es una carga económica y personal significativa que 
la fiscalidad puede aliviar.

d) Conciliación de la vida familiar y laboral: las deducciones por gastos 
de guardería o contratación de cuidadores son herramientas clave 
para facilitar la incorporación de los progenitores al mercado laboral.

Finalmente, nos ceñiremos a la Comunidad Autónoma de La Rioja. Su 
modelo, caracterizado por una multitud de deducciones muy específicas y 

2 . Tipologías de instrumentos fiscales autonómicos relevantes para la familia. En la práctica 
autonómica aparecen, combinados, estos instrumentos: 1. Deducciones por nacimiento/adopción o por 
familia numerosa (importe fijo o porcentaje sobre la cuota); 2. Deducciones por gastos de guardería / 
escolarización infantil (0–3 años), incentivan la conciliación y reducen coste efectivo de cuidar hijos 
pequeños; 3. Deducciones por vivienda (alquiler o compra), orientadas a jóvenes y familias con bajos 
ingresos para facilitar acceso a vivienda; 4. Deducciones por cuidado de ascendientes/descendientes 
dependientes (apoyo a familias con dependientes y política de dependencia informal); 5. Reducciones/
bonificaciones en los tramos autonómicos del IRPF (Madrid aplica tipos reducidos; otras CCAA 
ofrecen deducciones específicas que, por su cuantía, son más relevantes para familias); 6. Programas 
excepcionales (ayudas a la natalidad vinculadas a residir en municipios pequeños o en zonas de 
despoblación).



Perspectiva comparativa de las comunidades autónomas en la utilización... 335

orientadas a objetivos demográficos concretos, recibe un examen detallado 
para comprender sus fortalezas, debilidades y su posicionamiento en el 
contexto nacional. Este análisis crítico buscará ir más allá de la mera des-
cripción para valorar la coherencia y el impacto potencial de su estrategia 
fiscal familiar.

2. PANORAMA GENERAL: DEDUCCIONES ESTATALES Y LA PUERTA 
A LA DIVERSIDAD AUTONÓMICA

Antes de sumergirnos en el laberinto de las normativas autonómicas, es 
imprescindible establecer el punto de partida común: el marco estatal del 
IRPF. La legislación estatal configura un suelo de protección fiscal para todas 
las familias españolas, independientemente de su comunidad de residencia. 
Estas medidas, gestionadas por la AEAT, actúan como la base sobre la cual 
cada autonomía construye su propio edificio fiscal.

2.1. La base común para todos: deducciones y mínimos estatales

El sistema estatal articula su apoyo a las familias principalmente a través 
de dos mecanismos: las deducciones en la cuota y los mínimos personales y 
familiares que reducen la base imponible.

-  Deducción por maternidad. Es quizás el beneficio fiscal más conocido. 
Las madres trabajadoras (por cuenta propia o ajena) con hijos 
menores de tres años pueden aplicarse una deducción de hasta 1.200 
euros anuales por cada hijo. Esta ayuda puede solicitarse de forma 
anticipada, recibiendo 100 euros mensuales, o aplicarse en la 
declaración anual. Desde 2018, esta deducción se ve complementada 
por un importante incremento de hasta 1.000€ por gastos de custodia 
en guarderías o centros de educación infantil autorizados.

-  Deducción por familia numerosa o personas con discapacidad a car-
go. Esta deducción, también de hasta 1.200 euros anuales, se dirige a 
los titulares de una familia numerosa de categoría general. La cuantía 
se duplica a 2.400 euros anuales para las de categoría especial. De 
forma análoga, se puede aplicar una deducción de 1.200 euros por 
cada descendiente o ascendiente con discapacidad a cargo, o por 
el cónyuge con discapacidad cuando no tenga rentas superiores a 
8.000 euros, según detalla la AEAT.

-  Mínimos personales y familiares: Aunque no son una deducción 
directa sobre la cuota a pagar, su efecto es fundamental. El mínimo 
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personal y familiar es una cantidad que no se somete a tributación 
por destinarse a cubrir las necesidades básicas del contribuyente y 
su familia. La ley establece un mínimo del contribuyente, y a éste se 
le suman importes adicionales por cada descendiente, ascendiente 
y por discapacidad (del contribuyente o de sus familiares). Cuanto 
mayor es el mínimo familiar, menor es la base liquidable sobre la 
que se calcula el impuesto y, por tanto, menor la carga fiscal.

Además de estas ayudas directas, existen otras de carácter residual, como 
la deducción por inversión en vivienda habitual para compras anteriores 
a 2013 o por alquiler para contratos firmados antes de 2015, que, aunque 
extintas para nuevos beneficiarios, siguen aplicando un régimen transitorio.

2.2. El rol de las CCAA: mosaico de incentivos

Sobre esta base estatal, las Comunidades Autónomas despliegan su ca-
pacidad normativa. Pueden crear sus propias deducciones, que se aplican 
sobre la cuota íntegra autonómica (aproximadamente la mitad de la cuota 
total del IRPF). Esto significa que una deducción autonómica de 200 euros 
minora en esa cantidad el impuesto a pagar a la hacienda regional.

La actual configuración de las deducciones autonómicas en el IRPF se 
inserta en el marco del modelo de financiación autonómica de régimen co-
mún, que reconoce a las comunidades autónomas una capacidad normativa 
limitada sobre tributos cedidos, entre ellos el IRPF. En particular, conforme 
a la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de finan-
ciación de las comunidades autónomas de régimen común, las comunidades 
pueden establecer deducciones en la cuota íntegra autonómica, junto con la 
regulación de tipos, escalas y mínimos, configurando así un espacio norma-
tivo propio dentro de un tributo estatal. Esta técnica de cesión parcial con 
potestad normativa permite a los legisladores autonómicos orientar el IRPF 
hacia finalidades específicas –entre ellas, las políticas familiares–, sin alterar 
su estructura básica como impuesto personal y progresivo.

Esta competencia ha dado lugar a un escenario de gran diversidad. 
Como se analizará en los siguientes apartados, las CCAA han utilizado esta 
herramienta para perseguir objetivos muy variados: desde la lucha contra 
la despoblación en Castilla y León o La Rioja, hasta la competencia fiscal 
para atraer contribuyentes de rentas altas en Madrid, pasando por un fuerte 
enfoque en la sostenibilidad en Baleares o el apoyo a la economía social en 
Aragón. El resultado es que el borrador de la declaración de la renta a menu-
do no incluye todas las deducciones autonómicas a las que un contribuyente 
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tiene derecho, lo que puede suponer una pérdida de ahorro considerable si 
no se revisa activamente.

En primer lugar, y para situarnos en la comparativa, agrupamos la prác-
tica totalidad de deducciones en 11 categorías, que pasamos a detallar:

1. Fomento de la natalidad y de la familia: recogen las deducciones por 
nacimientos o adopciones, por familias monoparentales o numerosas 
y por gastos de guardería.

2. Alquiler de vivienda habitual: generalmente para menores de cierta 
edad (entre 35 y 40 años). También recogemos aquí las deducciones 
para el arrendador. Dado que mayoritariamente se destinan a “jó-
venes” también incluimos esta deducción en la categoría “5. Ayudas 
para jóvenes”.

3. Adquisición o rehabilitación de vivienda habitual: Como el caso ante-
rior, están destinadas generalmente para menores de 40 años y para 
sectores de población específicos (víctimas, discapacitados, etc.).

4. Protección social: Deducciones en base a cierta edad, discapacidad, 
perfil socioeconómico, desastres naturales, etc.

5. Ayudas a jóvenes: Relacionadas principalmente con arrendamiento 
o adquisición de vivienda; también por emancipación juvenil.

6. Donaciones: Cubren un amplio espectro, aunque centradas principal-
mente en ecología, patrimonio cultural y artístico y para actividades 
de I + D.

7. Educación: por gastos de estudios reglados de hijos. También para 
estudio de idiomas y másteres.

8. Fomento de actividad económica: Principalmente por inversión en 
adquisición de participaciones en empresas de reciente creación o 
de ciertos sectores. También recoge las ayudas al autoempleo o a 
ciertos autónomos.

9. Fomento núcleos rurales en riesgo de despoblación: Centradas en 
la residencia, adquisición o arrendamiento de vivienda habitual o 
traslado a dichos núcleos.

10. Ecología y sostenibilidad: ahorro de agua, electricidad y movilidad 
sostenible.

11. Salud y deporte: Gastos relativos a ciertas enfermedades (ELA prin-
cipalmente) y fomento de la actividad física.
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A continuación, la tabla 1 nos muestra el número de deducciones que tiene 
cada comunidad autónoma relacionadas con cada uno de los tipos especi-
ficados con anterioridad. Esta tabla ilustra visualmente esta diversidad. Se 
observa cómo algunas CCAA como la Valenciana, Murcia o La Rioja tienen 
un abanico muy amplio de deducciones, mientras que otras como Cataluña 
presentan un catálogo más reducido. También revela las prioridades de cada 
región: La Rioja destaca en ayudas a jóvenes y fomento rural, mientras que 
la Comunidad Valenciana, Castilla La Mancha y Baleares ponen un fuerte 
acento en donaciones y protección social. Este es el punto de partida para 
nuestro análisis detallado.

Tabla 1. Número de deducciones autonómicas vigentes por categoría y Comunidad 
Autónoma. 2025 (régimen común)

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 Total
Andalucía 4 1 1 5 1 1 1 1 - - 3 18
Aragón 5 2 2 2 1 1 2 3 3 - - 21
Asturias 8 2 3 4 2 - 1 3 3 1 1 29
Baleares 3 4 1 5 1 5 3 1 - - 1 24
Canarias 5 5 3 4 - 4 2 4 - 1 1 29
Cantabria 5 3 1 2 1 2 1 4 4 - 1 24
Castilla-La 
Mancha

6 5 2 7 2 3 1 2 3 - 1 32

Castilla y 
León

5 1 3 1 2 2 - 3 2 2 - 21

Cataluña 1 2 3 4 1 3 1 2 - - - 17
Extremadura 1 2 3 6 3 1 1 2 3 - 2 24
Galicia 4 3 1 3 1 1 1 6 1 2 3 26
Madrid 5 3 2 6 2 1 2 4 2 - 1 28
Murcia 5 1 3 3 3 3 2 3 1 4 4 32
La Rioja 3 1 6 3 5 1 1 2 5 2 3 32
C. Valenciana 5 3 3 11 1 7 2 2 1 4 3 42
Totales 65 38 36 66 26 35 21 42 28 16 25 --

(1) Natalidad y familia; (2) Alquiler vivienda; (3) Adquisición vivienda; (4) Protección social; 
(5) Ayudas jóvenes; (6) Donaciones; (7) Educación; (8) Actividad económica; (9) Zonas des-
pobladas; (10) Ecología; (11) Salud, deporte y animales de compañía. La columna “Total” 
refleja el número de deducciones que aplica cada comunidad. Esta cifra no tiene por qué 
coincidir con la suma de la fila correspondiente, ya que una deducción puede estar en más de 
una categoría Fuente: Pardo (2026).



Perspectiva comparativa de las comunidades autónomas en la utilización... 339

A la vista de estos datos, podemos realizar las siguientes consideraciones:

 Asturias y Castilla la Mancha son líderes en fomento de la natalidad 
y la familia con 8 y 6 deducciones, respectivamente, relacionadas 
con esta finalidad.

 Canarias y Castilla La Mancha son las comunidades donde más 
atención se presta al arrendamiento de vivienda.

 La Rioja destaca en el apartado de deducciones por adquisición o 
rehabilitación de vivienda.

 La Comunidad Valenciana destaca claramente en el número 
deducciones relacionadas con la protección social, seguida de Cas-
tilla La Mancha.

 Las ayudas a jóvenes están lideradas por La Rioja.

 En cuanto a deducciones por donaciones, destaca claramente la Co-
munidad Valenciana.

 Baleares encabeza las deducciones por educación.

 Galicia es donde mayor esfuerzo se realiza por el fomento de la 
actividad económica.

 Cantabria y La Rioja lideran las deducciones para el fomento de las 
zonas en riesgo de despoblación.

 La Comunidad Valenciana lidera también las deducciones sobre 
ecología y salud, esta última, junto con Murcia.

Además de estas conclusiones, hay que tener en cuenta otras perspectivas 
fiscales adicionales y efectos indirectos relevantes por su impacto en las fami-
lias, como las señaladas a continuación:

-  Desigualdad territorial: el sistema fiscal descrito permite que una 
familia con igual renta pague muy distinta factura fiscal según CCAA 
(tipo autonómico + deducciones específicas).

-  Compatibilidad con políticas de oferta: las deducciones fiscales son 
herramientas compensatorias, pero sin oferta pública de vivienda o 
guarderías, la medida fiscal puede tener efecto limitado.

-  Efecto regresivo / progresivo: muchas deducciones benefician pro-
porcionalmente más a rentas medias (si no están condicionadas por 
renta), por eso el diseño (topes, parámetros de renta) es clave para 
equidad.
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-  Interacción con la fiscalidad estatal: en CCAA con tipos autonómicos 
bajos (ej. Madrid), el efecto agregado puede favorecer a familias, 
pero sin dirigirse específicamente a natalidad o conciliación.

3. ANÁLISIS COMPARATIVO POR EJES CLAVE: ¿DÓNDE ES MÁS 
“FÁCIL” FORMAR UNA FAMILIA

La decisión de formar una familia es profundamente personal, pero el 
entorno económico y fiscal puede actuar como un catalizador o un freno. En 
España, la descentralización del IRPF ha creado un “mercado” de políticas 
familiares donde cada Comunidad Autónoma intenta, con sus herramientas, 
facilitar este proyecto vital. A continuación, se desglosa y compara el trata-
miento fiscal en los cuatro ejes que más impactan en la economía familiar.

3.1. Acceso a la vivienda: alquiler y compra

La vivienda sigue siendo el principal gasto para la mayoría de los hoga-
res españoles. Las políticas fiscales en este ámbito son, por tanto, de una 
importancia capital. Con las deducciones estatales por compra y alquiler 
prácticamente extinguidas para nuevos contratos, el protagonismo recae 
por completo en las CCAA.

Las deducciones por alquiler ayudan a parte del colectivo joven/familiar, 
pero su eficacia depende mucho del diseño (condición de renta y topes). Son 
medidas paliativas si no van acompañadas de oferta pública de vivienda y 
control de precios.

3.1.1. Deducciones por alquiler de vivienda habitual

El régimen transitorio estatal solo permite deducir el 10,05% a quienes 
firmaron su contrato antes del 1 de enero de 2015 y cumplen ciertos requisi-
tos de renta. La verdadera ayuda está en el tramo autonómico, aunque con 
una clara segmentación.

-  Enfoque mayoritario en jóvenes: La práctica totalidad de las CCAA que 
ofrecen esta deducción la dirigen a contribuyentes menores de 35 o 
36 años. Es el caso de Andalucía, Aragón, La Rioja o la Comunidad 
Valenciana. Madrid aplica la deducción a los jóvenes menores de 
40 años, ampliando la horquilla de la población beneficiaria. Este 
enfoque busca facilitar la emancipación, un paso previo fundamental 
para la formación de nuevas familias.
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-  Disparidad en cuantías y límites: Las diferencias son notables. Ma-
drid se posiciona como una de las más generosas, permitiendo de-
ducir el 30% de las cantidades satisfechas con un límite máximo que 
se ha elevado a 1.237,20 euros. En contraste, Andalucía ofrece un 
15% con un máximo de 1.200 euros. Canarias presenta un modelo 
interesante con un 24% de deducción hasta un límite de 740 euros.

-  Condicionantes y requisitos: No solo importa la cuantía. Muchas 
CCAA imponen estrictos límites de renta. Por ejemplo, en Madrid, 
para acceder a la deducción por alquiler, las cantidades abonadas 
deben superar el 20% de la base imponible del contribuyente, un re-
quisito que busca asegurar que la ayuda se dirige a quienes soportan 
un mayor esfuerzo para pagar su vivienda.

3.1.2. Deducciones por adquisición de vivienda habitual

Al igual que con el alquiler, la deducción estatal por compra de vivienda 
habitual se mantiene únicamente en un régimen transitorio para quienes 
adquirieron su casa antes del 1 de enero de 2013. Sin embargo, las CCAA 
han innovado, creando nuevas ayudas focalizadas en colectivos específicos.

Las nuevas deducciones ya no son universales. Se centran en:

-  Jóvenes: La Rioja y la Comunidad Valenciana tienen deducciones 
específicas para la primera adquisición de vivienda por menores de 
36 y 35 años, respectivamente.

-  Vivienda protegida: Andalucía y Asturias incentivan la compra de 
este tipo de viviendas, que ya cuentan con un precio limitado.

-  Zonas rurales o despobladas: Es una de las estrategias más extendidas 
para luchar contra el reto demográfico. Castilla y León, Galicia y, 
de nuevo, La Rioja, ofrecen importantes beneficios por comprar o 
rehabilitar viviendas en pequeños municipios.

La Comunidad de Madrid ha introducido dos deducciones muy novedo-
sas. La primera es una deducción del 10% del precio de adquisición (con 
un máximo de 1.546,50 euros anuales durante 10 años) para quienes 
compren una vivienda habitual con motivo de un nacimiento o adopción. 
La segunda es una deducción del 25% de los intereses del préstamo hipo-
tecario para menores de 30 años, con un límite de 1.031 euros anuales. 
Ambas medidas vinculan directamente la política de vivienda con la de 
natalidad y juventud.
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3.2. Fomento de la natalidad y apoyo a la familia

Este es el campo donde las diferencias entre CCAA son más acusadas, 
reflejando distintas prioridades políticas y demográficas. El apoyo se articula 
a través de deducciones por nacimiento o adopción y ayudas específicas para 
familias numerosas y monoparentales.

3.2.1. Deducciones por nacimiento o adopción

La llegada de un nuevo miembro a la familia supone un aumento de gastos 
que las CCAA intentan paliar con ayudas directas en el IRPF. La disparidad 
de cuantías es enorme:

La horquilla de ayudas por nacimiento o adopción va desde los 150 euros 
en Cataluña hasta más de 3.000 euros en Castilla y León para el tercer hijo 
en un municipio rural, evidenciando la existencia de modelos fiscales radi-
calmente distintos en España.

-  Las más generosas (enfoque demográfico): Castilla y León lidera 
de forma destacada, con una deducción de 1.010 € por el primer 
hijo, 1.420 € por el segundo y 2.351 € por el tercero y sucesivos. Estas 
cifras se incrementan significativamente si la residencia está en un 
municipio de menos de 5.000 habitantes, llegando a 3.300 € por el 
tercer hijo. Galicia también ofrece un potente incentivo, con 360 € 
por el primer hijo, 1.200 € por el segundo y 2.400 € por el tercero y 
sucesivos, duplicándose estas cantidades si el hijo tiene discapacidad. 
Además, se aplica un incremento del 20% en municipios pequeños. 

-  Cuantías intermedias y sostenidas en el tiempo: Madrid ofrece 721,70 
euros por cada hijo, pero con la particularidad de que la deducción 
se puede aplicar en el año del nacimiento y en los dos siguientes, 
lo que supone una ayuda total de más de 2.100 euros por hijo. La 
Rioja sigue un modelo escalonado: 600 € por el primero, 750 € por 
el segundo y 900 € por el tercero y sucesivos.

- Las más modestas: En el otro extremo, Cataluña ofrece una deducción 
de 150 euros en declaración individual o 300 en conjunta, una cifra 
significativamente inferior a la de otras CCAA.
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3.2.2. Deducciones por familia numerosa y monoparental

Más allá del nacimiento, el apoyo fiscal se extiende al reconocimiento de 
estructuras familiares con mayores cargas.

-  Modelos de deducción para familias numerosas: Aquí también 
encontramos dos enfoques. El más común es una cantidad fija. Por 
ejemplo, Andalucía ofrece 200 € para la categoría general y 400 € 
para la especial, y la Comunidad Valenciana 330 € y 660 €, respecti-
vamente. Sin embargo, Madrid ha roto el molde con una deducción 
revolucionaria: una bonificación del 50% de la cuota íntegra auto-
nómica para familias de categoría general y del 100% para las de 
categoría especial, con ciertos límites de renta. Esto puede suponer, 
en la práctica, la eliminación del tramo autonómico del IRPF para 
estas familias.

-  Reconocimiento creciente de las familias monoparentales: El sistema 
fiscal está adaptándose a la diversidad de modelos familiares. 
CCAA como Cantabria (200 €), Comunidad Valenciana (330 € / 660 
€), Murcia (303 €) y Andalucía (100 €) han establecido deducciones 
específicas para familias monoparentales, reconociendo que soportan 
cargas similares a las numerosas, pero con un único progenitor.

3.2.3. Dependencia y conciliación: cuidado de hijos y mayores

Facilitar la conciliación y aliviar la carga del cuidado de dependientes son 
dos de los mayores retos sociales. La fiscalidad actúa aquí como un incentivo 
para la contratación de servicios de cuidado o como una compensación por 
los gastos asumidos.

A) Deducciones por gastos de guardería (0-3 años)

Estas deducciones autonómicas son un complemento crucial al “cheque 
guardería” estatal de 1.000 euros. Suelen exigir que ambos progenitores 
trabajen y que el niño esté matriculado en un centro autorizado.

Castilla y León vuelve a destacar con una de las ayudas más potentes, per-
mitiendo deducir el 100% de los gastos de matrícula y asistencia en centros 
infantiles de la comunidad, con un límite de 1.320 euros. Asturias ofrece el 
15% de los gastos hasta un máximo de 330 € por hijo. La Rioja, como vere-
mos, tiene un doble sistema según la residencia.
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En Madrid, los gastos de guardería se integran dentro de una deducción 
más amplia por gastos educativos, que permite deducir el 15% de los gastos 
de escolaridad, unificando el tratamiento desde el primer ciclo de infantil.

Las medidas del IRPF por cuidado ayudan a reducir el coste del cuidado 
informal, pero su alcance es limitado si no se complementan con servicios 
públicos de conciliación y prestaciones directas a familias dependientes. 
La deducción por guardería es directamente favorable para conciliación y 
empleo femenino; sin embargo, su impacto real depende de la cobertura de 
plazas públicas, el coste real de las guarderías y si la deducción se aplica con 
carácter universal o condicionada por renta.

B) Deducciones por cuidado de ascendientes y/o personas con discapacidad

El apoyo no se limita a los hijos. El cuidado de mayores y personas con 
discapacidad también encuentra reflejo en el IRPF autonómico, complemen-
tando los mínimos estatales.

Varias CCAA ofrecen deducciones por la convivencia con ascendientes 
de edad avanzada. Aragón, por ejemplo, permite una deducción de 150 eu-
ros por el cuidado de ascendientes mayores de 75 años que convivan con 
el contribuyente y no tengan rentas superiores a 8.000 euros. Madrid ha 
introducido una deducción de 515,50 euros por tener derecho a aplicar el 
mínimo por ascendientes.

Reconociendo que la conciliación a menudo requiere ayuda externa, 
algunas CCAA incentivan fiscalmente la contratación de empleados del ho-
gar. Madrid permite deducir el 25% de las cuotas a la Seguridad Social pa-
gadas por el empleador, con un límite de 463,95 euros (que se eleva al 40% y 
618,60 euros para familias numerosas). Andalucía ofrece una deducción del 
20% de la cuota pagada a la Seguridad Social por un empleado del hogar, 
con un máximo de 500 euros.

Para visualizar estas diferencias, la siguiente tabla resume las deducciones 
más significativas en los ejes analizados para una selección de CCAA repre-
sentativas. Las cifras son orientativas y están sujetas a múltiples requisitos 
de renta y personales que deben consultarse en la normativa específica. 
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Tabla 2. Resumen comparativo de deducciones autonómicas clave para el ejercicio 
2025

Eje / 
CCAA

Madrid Cataluña Andalucía Galicia
Castilla y 

León
La Rioja

Acceso 
a vi-
vienda 
(alqui-
ler)

30% hasta 
1.237,20 € 
para meno-
res de 40 
años (AEAT, 
2026b).

10% del 
alquiler; 
límites 
diferencia-
dos según 
supuestos y 
colectivos, 
con refuer-
zo para 
familias nu-
merosas o 
monoparen-
tales (AEAT, 
2026c).

15% hasta 
1.200 €, o 
1.500 € si 
hay disca-
pacidad 
(AEAT, 
2026d).

10% hasta 
300 €; 20% 
hasta 600 € 
si hay dos 
o más hijos 
menores 
(AEAT, 
2026e).

20% hasta 
459 €; 25% 
hasta 612 
€ en muni-
cipios de 
pequeña 
población 
(AEAT, 
2026f).

10% hasta 
300 €; 20% 
hasta 400 € 
en pequeños 
municipios 
(AEAT, 
2026g).

Acceso 
a vi-
vienda 
(com-
pra / 
inver-
sión)

10% por 
adquisición 
de vivienda 
habitual por 
nacimiento 
o adopción; 
además, de-
ducción por 
intereses 
hipoteca-
rios de jóve-
nes (AEAT, 
2026h).

Régimen 
transitorio 
del tramo 
autonó-
mico por 
inversión 
en vivienda 
habitual: 
7,5%, 9% 
o 15% en 
supuestos 
específicos 
(AEAT, 
2026i).

6% por 
inversión 
en vivienda 
habitual 
protegida y 
por perso-
nas jóvenes, 
con base 
máxima 
de 9.040 
€ (AEAT, 
2026d).

Predominio 
de incenti-
vos a reha-
bilitación y 
proyectos 
de aldeas 
modelo más 
que una 
deducción 
general de 
compra 
(AEAT, 
2026e).

15% por 
adqui-
sición o 
rehabili-
tación de 
primera 
vivienda 
habitual 
por jóve-
nes en el 
medio ru-
ral (AEAT, 
2026j).

15% por 
inversión 
en vivienda 
habitual 
de jóvenes 
menores de 
36 años; 5% 
adicional en 
pequeños 
municipios 
(AEAT, 
2026g).

Nata-
lidad 
(primer 
hijo)

721,70 € 
por naci-
miento o 
adopción, 
aplicables 
durante 
tres ejerci-
cios (AEAT, 
2026k).

150 € en 
individual 
y 300 € en 
conjunta 
por naci-
miento o 
adopción 
(AEAT, 
2026l).

200 € por 
nacimiento, 
adopción o 
acogimien-
to; 400 € en 
municipios 
con des-
población 
(AEAT, 
2026m).

360 € por el 
primer hijo 
en ciertos 
niveles de 
renta; 300 
€ en otros 
tramos 
(ATRIGA, 
2026a).

1.010 € 
por el pri-
mer hijo; 
1.420 € en 
municipios 
o entida-
des locales 
menores 
(AEAT, 
2026n).

600 € por 
el primer 
hijo (AEAT, 
2026g).
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Eje / 
CCAA

Madrid Cataluña Andalucía Galicia
Castilla y 

León
La Rioja

Familia 
nume-
rosa / 
instru-
mento 
equiva-
lente

50% de 
la cuota 
íntegra au-
tonómica 
(categoría 
general) 
y 100% 
(especial) 
con límites 
máximos 
(AEAT, 
2026o).

Protección 
indirecta: 
especial-
mente 
relevante 
en alquiler 
para fa-
milias nu-
merosas o 
monoparen-
tales (AEAT, 
2026c).

200 € (ca-
tegoría 
general) y 
400 € (espe-
cial) (AEAT, 
2026p).

250 € para 
familias con 
dos hijos/
as; 400 € si 
categoría 
especial; 
incremen-
tos por des-
cendientes 
adicionales 
(AEAT, 
2026q).

600 € con 
carácter 
general; 
cuantías 
superiores 
con cuatro 
o más des-
cendientes 
(Junta de 
Castilla 
y León, 
2026).

No se siste-
matiza una 
deducción 
general au-
tónoma bajo 
esta rúbrica; 
el apoyo se 
canaliza a 
través de 
natalidad, 
vivienda y 
etapa 0–3 
años (AEAT, 
2026g).

Guarde-
ría / 0–3 
años / 
conci-
liación

La concilia-
ción se ar-
ticula sobre 
todo me-
diante de-
ducciones 
por cuidado 
de hijos 
menores 
de 3 años, 
mayores 
dependien-
tes y per-
sonas con 
discapaci-
dad (AEAT, 
2026a).

No des-
taca una 
deducción 
autonómica 
general es-
pecífica por 
guardería 
0–3 años en 
el catálogo 
general 
consulta-
do (AEAT, 
2026l).

El sistema 
desplaza la 
conciliación 
hacia ayuda 
doméstica 
y otros ins-
trumentos 
familiares 
(AEAT, 
2026p).

30% de los 
gastos de 
cuidado de 
hijos me-
nores, con 
límite de 
400 € o 600 
€ (ATRIGA, 
2026b).

100% de 
los gastos 
de guar-
dería y 
centro 
infantil, 
con límite 
de 1.320 
€ (AEAT, 
2026r).

20% de los 
gastos de es-
colarización 
de 0 a 3 años 
en cualquier 
municipio; 
30% en 
pequeños 
municipios, 
con límite de 
600 € (AEAT, 
2026s; AEAT, 
2026t).

Nota. La tabla sintetiza las deducciones autonómicas más directamente vinculadas con vivien-
da, natalidad, familia numerosa y conciliación en seis comunidades autónomas seleccionadas. 
Cuando una comunidad no presenta una deducción autónoma general claramente separada 
bajo una rúbrica específica, se ha consignado el instrumento funcionalmente más próximo, 
de acuerdo con la información oficial de la AEAT y, en el caso gallego, de la ATRIGA/Junta 
competente.

4. CASO DE ESTUDIO: ANÁLISIS CRÍTICO DEL MODELO DE LA 
RIOJA

La Comunidad Autónoma de La Rioja presenta un modelo fiscal singular 
en el panorama español. En lugar de optar por grandes rebajas generalizadas 
o unas pocas deducciones de alto impacto, ha tejido una compleja red de 
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“micro-incentivos” fiscales. Esta estrategia, consolidada en la Ley La Rioja 
10/2017, de 27 de octubre, revela una filosofía de precisión, diseñada para 
fomentar comportamientos específicos, con un doble objetivo transversal: el 
apoyo a los jóvenes y la lucha contra la despoblación.

4.1. Visión general de la estrategia riojana

El sistema riojano se caracteriza por su granularidad. Mientras otras 
comunidades pueden tener 10 o 15 deducciones, La Rioja despliega un 
catálogo amplio, muchas de ellas con sub-modalidades y requisitos muy 
detallados. El análisis de Tax Foundation (Enache, 2024: 13). sitúa a La 
Rioja en una 8ª posición, con una nota de 6,15 sobre 10, por encima de 
la media y superando a regiones como Cataluña, Aragón o la Comunidad 
Valenciana. Esto indica que, a pesar de su complejidad, el modelo es per-
cibido como competitivo.

La clave de su estrategia es el enfoque demográfico. Muchas de sus de-
ducciones se ven significativamente mejoradas si el contribuyente reside en 
uno de los “pequeños municipios” de la región, cuya lista es publicada anual-
mente por la administración tributaria (AEAT, 2026g). Esta política busca 
utilizar el IRPF como una herramienta activa de ordenación del territorio y 
eje contra la despoblación.

4.2. Análisis del modelo riojano por ejes

4.2.1. Vivienda: el ancla contra la despoblación

El apoyo a la vivienda es el pilar de su estrategia demográfica. Ofrece una 
deducción por adquisición, construcción o rehabilitación de vivienda habi-
tual en pequeños municipios. Además, de forma casi única, incentiva la ad-
quisición o rehabilitación de segunda vivienda en el medio rural, buscando 
atraer no solo residentes permanentes sino también población estacional que 
dinamice estas zonas. El apoyo a los jóvenes menores de 36 años es explícito, 
con deducciones tanto para la compra como para el alquiler.

Si bien el enfoque es claro, las cuantías individuales pueden parecer mo-
destas. La deducción por alquiler para jóvenes es del 10% con un máximo 
de 300 euros, que sube al 20% con un máximo de 400 euros en pequeños 
municipios. Estas cifras son inferiores a las de Madrid (hasta 1.237,20 €). 
La eficacia del modelo no reside en el alto valor de una única ayuda, sino 
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en la posibilidad de acumular varios incentivos (compra, rehabilitación, 
natalidad, etc.).

4.2.2. Natalidad y familia: apoyo estructurado, pero no puntero

La Rioja presenta una deducción escalonada por nacimiento o adop-
ción: 600 € por el primer hijo, 750 € por el segundo y 900 € por el tercero y 
sucesivos. Un punto muy destacable es su deducción específica por acogi-
miento familiar, que ofrece 300 euros por cada menor acogido más de 183 
días, y 150 euros para estancias de más de 90 días. Este es un incentivo poco 
común y socialmente muy relevante.

Aunque su estructura es lógica, las cuantías por nacimiento no compiten 
con las de las CCAA líderes en este ámbito, como Castilla y León o Madrid. El 
modelo riojano parece más enfocado en atraer y fijar población joven que en 
incentivar de forma masiva la natalidad a través de ayudas de gran calibre.

4.2.3. Dependencia y conciliación: el doble juego rural-urbano

El aspecto más interesante es su doble sistema de deducción por gastos de 
guardería para hijos de 0 a 3 años. Existe una deducción general para todos 
los residentes en La Rioja del 20% de los gastos, con un límite de 600 € por 
hijo. Pero, para quienes residan en pequeños municipios, esta deducción se 
eleva al 30% de los gastos (manteniendo el límite de 600 €), e incluye no solo 
gastos en escuelas infantiles sino también la contratación de personal. De 
nuevo, un claro incentivo demográfico.

El modelo no parece tener una deducción específica y potente por la 
contratación de cuidadores para ascendientes dependientes, como sí tienen 
Madrid o Andalucía, aunque sí contempla una deducción por obras de ade-
cuación de la vivienda para personas con discapacidad.

4.2.4. Otras perspectivas: innovación y especificidad

Lo que verdaderamente define al modelo riojano es su catálogo de de-
ducciones únicas, que van más allá de los cuatro ejes tradicionales y buscan 
incentivar un estilo de vida concreto:

-  Apoyo a la emancipación juvenil: deducción del 30% por gastos 
de acceso a Internet y del 15% por suministro de luz y gas para jó-
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venes emancipados, con porcentajes mayores si residen en pequeños 
municipios o son familia monoparental.

-  Sostenibilidad y salud: deducción del 15% por la adquisición de bi-
cicletas y una innovadora deducción del 30% por gastos en servicios 
deportivos (gimnasios, entrenadores) con un límite de 300 euros.

-  Compromiso social: una deducción del 50% sobre gastos de 
diagnóstico y tratamiento de la Esclerosis Lateral Amiotrófica 
(ELA), con un límite máximo de 2.000 euros, y una deducción por 
enfermedad celíaca diagnosticada. Ambas medidas reflejan una alta 
sensibilidad social. 

4.3. Análisis crítico y comparativo del modelo fiscal riojano

En síntesis, podemos hacer un balance del modelo riojano destacando 
las cuestiones más relevantes.

4.3.1. Puntos clave del modelo riojano

Estrategia:  micro-incentivos en lugar de rebajas masivas.

Objetivo: lucha contra la despoblación y apoyo a la juventud. Con este fin, 
vincula incentivos familiares a la política de reto demográfico (residencia 
en municipios pequeños) y es coherente con objetivos de mantenimiento 
poblacional.

Método: múltiples deducciones específicas, muchas de ellas potenciadas 
en «pequeños municipios».

Posicionamiento: el modelo es competitivo a nivel nacional (8ª CA), pero 
no es líder en cuantías individuales.

Innovación: el modelo apuesta por deducciones únicas (deporte, internet 
para jóvenes, ELA, bicicletas) que definen un modelo de política social a 
través de la fiscalidad.

Impacto real: el impacto del modelo dependerá de la focalización, el pre-
supuesto y de los complementos en servicios públicos.

4.3.2. Limitaciones y riesgos

El balance arroja también algunas limitaciones y riesgos del modelo, que 
enumeramos a continuación:
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 En primer lugar, la deducción por guardería ayuda a familias que 
pagan, pero si la oferta pública es escasa, el coste real sigue siendo 
elevado. La medida es, pues, paliativa, no estructural.

 En segundo lugar, la deducción del 20% hasta 600 € es limitada 
frente al coste real de plazas privadas; además, puede beneficiar 
más a hogares con capacidad de adelantarse al gasto.

 En tercer lugar, las medidas adicionales propuestas (cuidado de as-
cendientes con 500 €) aumentan el gasto público; habrá que valorar 
el coste fiscal y quién financia (reducir otras partidas o aumentar 
ingresos). 

 En cuarto lugar, las medidas generosas en La Rioja benefician a sus 
residentes, pero comparativamente otras CCAA con mayores recursos 
o políticas diferentes pueden ofrecer mejores paquetes, creándose 
así una “lotería territorial” para familias.

Por último, en el modelo riojano faltan evaluaciones robustas sobre la 
efectividad real (por ejemplo, si aumentan nacimientos, retención de po-
blación o elevan tasa de empleo femenino). En este sentido, la ausencia de 
indicadores claros dificulta juzgar la eficiencia.

Sus medidas muestran voluntad política de favorecer conciliación y fre-
nar despoblación mediante instrumentos fiscales concretos. Sin embargo, 
su efectividad real dependerá de complementar esas deducciones con oferta 
pública (guarderías, ayudas directas a vivienda) y de diseñar criterios de 
focalización por renta para garantizar progresividad.

El modelo de La Rioja contrasta fuertemente con el de la Comunidad de 
Madrid. Mientras Madrid apuesta por bajar los tipos impositivos generales y 
ofrecer unas pocas deducciones de gran impacto (como la de familia nume-
rosa), La Rioja mantiene sus tipos en la media-alta de España (el tipo mínimo 
conjunto es del 18,5% y el máximo del 51,5%, frente al 18,5%-45,5% de Ma-
drid) y centra su estrategia en una miríada de deducciones muy segmentadas.

La cuestión esencial es si resulta eficaz esta estrategia. Por un lado, 
permite al gobierno regional dirigir los incentivos con una precisión hacia 
los colectivos y comportamientos que desea fomentar. Es una herramienta 
poderosa para implementar políticas públicas muy concretas. Por otro lado, 
su complejidad puede ser un inconveniente. Un contribuyente medio puede 
tener dificultades para conocer y aplicar correctamente todo el abanico 
de ayudas a las que podría tener derecho, lo que reduce la eficacia real del 
sistema si no va acompañado de una intensa labor de información y aseso-
ramiento.
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Recapitulando, el modelo de La Rioja es uno de los más sofisticados y 
coherentes del país. No busca la mayor rebaja fiscal, sino construir, pieza 
a pieza, un sistema de incentivos que responda directamente a su principal 
desafío: el reto demográfico. Es un laboratorio de política fiscal-social cuyo 
éxito a largo plazo dependerá no solo de la generosidad de sus deducciones, 
sino de su capacidad para comunicar esta complejidad y de integrarla en un 
conjunto más amplio de políticas de desarrollo rural y apoyo a la juventud, de 
la eficacia de las políticas públicas determinada por su evaluación objetiva.

5. UN MOSAICO DE POLÍTICAS FAMILIARES

La actualización del ejercicio 2025 confirma que el IRPF autonómico se 
ha consolidado como un instrumento funcional de política familiar territoria-
lizada. No se trata únicamente de una diversidad de importes, porcentajes y 
límites, sino de una pluralidad de arquitecturas normativas que responden a 
distintas concepciones sobre el sujeto protegido, la finalidad de la deducción 
y la relación entre política fiscal y política familiar (AEAT, 2026a; Adroher 
Biosca, 2023; Calderón Corredor, 2016).

Desde esta perspectiva, puede afirmarse que el mapa autonómico de 
2025 refleja, al menos, tres modelos de intervención fiscal familiar. Un primer 
modelo de intensidad selectiva, representado por la Comunidad de Madrid. 
Su diseño concentra el esfuerzo fiscal en deducciones de elevada eficacia 
económica y fuerte visibilidad: alquiler de vivienda habitual, nacimiento o 
adopción y familia numerosa. El resultado es una técnica de protección ba-
sada en beneficios de alto impacto, orientados a minorar de forma apreciable 
la cuota en situaciones familiares cualificadas (AEAT, 2026b, 2026k, 2026o).

Un segundo modelo puede calificarse como demográfico-territorial y 
encuentra su expresión más nítida en Castilla y León y, con matices, en La 
Rioja. En Castilla y León, la intensidad de las deducciones por natalidad, 
vivienda juvenil en el medio rural y guardería revela una finalidad explícita 
de lucha contra la despoblación y de fijación de población joven. En La Rioja, 
la combinación de incentivos a la natalidad, a la vivienda juvenil y a la esco-
larización temprana en pequeños municipios apunta a una lógica semejante, 
aunque a través de cuantías más moderadas y un menú de microincentivos 
más segmentado (AEAT, 2026g, 2026j, 2026n, 2026r; Vaquera García, 2022).

El tercer modelo, de carácter funcional-relacional, se aprecia especial-
mente en Galicia y Andalucía, donde las deducciones conectan protección 
familiar, conciliación y cuidados. En Galicia, el catálogo integra instrumen-
tos relativos al nacimiento, la familia con dos hijos, la familia numerosa, el 
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acogimiento, el cuidado de hijos menores y la dependencia. En Andalucía, el 
esquema combina natalidad, familia numerosa, ayuda doméstica y alquiler. 
En ambos casos, el IRPF opera no solo como mecanismo de alivio tributario, 
sino como dispositivo de apoyo a la sostenibilidad cotidiana de las cargas 
familiares (AEAT, 2026d, 2026e, 2026m, 2026p, 2026q; ATRIGA, 2026a, 
2026b; Martínez Otero, 2020).

Cataluña constituye un supuesto más contenido y selectivo3. Su catálogo 
no es especialmente expansivo en número de deducciones de perfil familiar, 
pero mantiene instrumentos focalizados en supuestos concretos, singular-
mente el régimen transitorio del tramo autonómico de deducción por inver-
sión en vivienda habitual y la deducción por alquiler de vivienda habitual 
para determinados colectivos4. Más que un modelo de desprotección, el caso 
catalán revela una técnica más restringida, menos proclive a la proliferación 
de figuras y más vinculada a situaciones tasadas (AEAT, 2026c, 2026i; Martín 
Cáceres, 2021). La filosofía subyacente parece ser la de priorizar la capaci-
dad recaudatoria del impuesto para financiar un nivel elevado de servicios 
públicos, en lugar de optar por el alivio fiscal directo vía IRPF. La política 
familiar se canalizaría más a través de ayudas directas y servicios que me-
diante deducciones fiscales.

En conjunto, la comparación de 2025 confirma que el IRPF autonómico 
ha dejado de ser un mero complemento de la regulación estatal para confi-
gurarse como un subsistema normativo autónomo de política familiar, cuya 
lógica interna responde a prioridades territoriales diferenciadas y a decisio-
nes legislativas estratégicas (AEAT, 2026a).

La literatura doctrinal ha subrayado, además, que la proliferación de de-
ducciones autonómicas comporta costes de diseño, administración y cumpli-
miento que no siempre se compensan con una mejora equivalente en eficacia 
distributiva o en cobertura social. Esta objeción, formulada tempranamente 
desde análisis de microsimulación, sigue siendo relevante para valorar la 

3 La técnica catalana se caracteriza por un catálogo más acotado de deducciones familiares y 
de vivienda, sin perjuicio del mantenimiento de determinadas figuras de protección selectiva y de la 
vigencia del régimen transitorio de inversión en vivienda habitual.

4 La documentación oficial consultada sobre alquiler de vivienda habitual en Cataluña muestra 
límites distintos según el supuesto subjetivo y el manual específico utilizado: véanse, de un lado, 
las referencias generales de 300/600 euros y, de otro, los manuales específicos para determinados 
colectivos con límites de 500/1.000 euros. Información disponible en: https://sede.agenciatributaria.
gob.es/Sede/ayuda/manuales-videos-folletos/manuales-practicos/irpf-2025-deducciones-autonomicas/
comunidad-autonoma-cataluna/alquiler-vivienda-habitual.html (26/5/2026). Vid. también art. 612-3 
Decreto Legislativo 1/2024, de 12 de marzo, por el que se aprueba el libro sexto del Código tributario 
de Catalunya, que integra el texto refundido de los preceptos legales vigentes en Catalunya en materia 
de tributos cedidos.
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racionalidad del actual mosaico autonómico (Fuenmayor Fernández & Higón 
Tamarit, 2009). Del mismo modo, los trabajos sobre tributación familiar en 
España insisten en que la protección fiscal de la familia no puede examinarse 
al margen de los principios de equidad y eficiencia, ni de la evolución histó-
rica del propio IRPF como impuesto personal (Gómez de la Torre del Arco 
& López López, 2013; Álamo Cerrillo, 2020; 2023).

La diversidad de enfoques fiscales en España demuestra que no existe una 
única fórmula para el apoyo a las familias. Cada modelo responde a una visión 
política y a una realidad socioeconómica diferente. El modelo de Madrid puede 
ser más atractivo para una familia numerosa de renta media-alta, mientras 
que el de Castilla y León puede serlo para una pareja joven que decide tener 
su segundo o tercer hijo en un entorno rural. Sin embargo, esta complejidad 
tiene una consecuencia directa para el ciudadano: el lugar donde se encuentra 
puede influir en su modelo de familia desde la perspectiva fiscal. 

6. CONCLUSIONES CRÍTICAS

La expansión de la capacidad normativa autonómica en el IRPF ha re-
forzado la autonomía financiera y ha permitido adaptar la política fiscal a 
necesidades territoriales específicas. Sin embargo, esa misma diversidad 
intensifica una tensión estructural con la equidad horizontal, pues contribu-
yentes en situaciones familiares comparables pueden soportar cargas tribu-
tarias distintas por el solo hecho de residir en territorios diferentes. A ello 
se suma la creciente complejidad del sistema, asociada a la multiplicación 
de deducciones condicionadas, límites de renta y exigencias documentales, 
que puede erosionar la inteligibilidad del tributo y reducir la efectividad real 
de los incentivos.

Desde una perspectiva doctrinal, el problema no radica únicamente en la 
existencia de diferencias territoriales, sino en determinar si el uso intensivo 
de deducciones parciales y fragmentadas continúa siendo la técnica más 
idónea para articular una política familiar fiscalmente coherente, equitativa y 
accesible (Calderón Corredor, 2016; Fuenmayor Fernández & Higón Tamarit, 
2009; Adroher Biosca, 2023).

La utilización intensiva de deducciones autonómicas plantea problemas 
de transparencia, complejidad administrativa y desigualdad territorial que 
obligan a evaluar no solo su cuantía nominal sino también su accesibilidad 
efectiva para los contribuyentes y su impacto verificable sobre los objetivos 
de natalidad, conciliación y cohesión territorial.
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7. BUENAS PRÁCTICAS Y RECOMENDACIONES PARA UNA 
POLÍTICA FISCAL AUTONÓMICA FAMILIAR MÁS EFICIENTE

Concluimos nuestro análisis con una propuesta de buenas prácticas y 
recomendaciones que contribuyan a una política fiscal autonómica más 
eficiente en términos de impacto para las familias:

a) Combinar incentivos fiscales con servicios públicos: deducciones de-
ben complementarse con expansión de plazas públicas de 0–3 años 
y programas de vivienda asequible.

b) Focalizar por renta y necesidad: para evitar regresividad, las deduc-
ciones más altas deberían dirigirse a tramos bajos/medios de renta 
(o mediante créditos fiscales reembolsables).

c) Medidas territoriales coordinadas: unir incentivos a residir en zonas 
despobladas con medidas de empleo local y vivienda.

d) Evaluación y transparencia: crear indicadores (tasa de empleo 
femenino, uso de guarderías, retención poblacional) y evaluar la 
efectividad anual.

e) Coordinación entre CCAA y Estado: armonizar determinados requisi-
tos para evitar competencia fiscal que no atiende a objetivos sociales 
reales (p. ej. incentivos al alquiler que no conducen a más vivienda 
disponible).

f) Las políticas sobre estas cuestiones deben ser de amplio consenso y 
de proyección.
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1. INTRODUCCIÓN

Los informes que abordan el impacto y la evaluación de los programas 
de renta mínima y de las políticas de inclusión tienden a analizar, a partir 
de fuentes estadísticas, su capacidad para reducir la pobreza económica y 
la exclusión social, así como mejorar la empleabilidad a partir de las trayec-
torias laborales de las personas beneficiarias. No obstante, son escasos los 
análisis que abordan esta cuestión desde la posición de las propias personas 
participantes, considerando sus vivencias y percepciones. La incorporación 
de esta mirada clarifica y amplía la comprensión del impacto real que estos 
programas tienen sobre las trayectorias vitales, las condiciones económicas 
y los procesos de inclusión de las familias perceptoras.

Este capítulo tiene como objetivo profundizar en el programa de Renta 
Garantizada (en adelante, RG) de Navarra a partir de las experiencias subjeti-
vas de las familias beneficiarias. Para ello se han llevado a cabo 18 entrevistas 
en profundidad con personas titulares de la prestación. A lo largo de estos 
encuentros se consultó a estas personas sobre sus percepciones con relación 
al diseño del programa, los trámites administrativos y las condiciones de 
vida del conjunto de miembros de la unidad familiar durante el periodo de 
percepción. El análisis de estos testimonios permite identificar en qué medida 
la prestación se ajusta a las necesidades de las familias, cómo influye en sus 
procesos de inclusión y qué significado conceden a su participación.
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La Comunidad Foral de Navarra cuenta, según el Informe de Rentas Mí-
nimas del Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030 (2024) 
con 16.758 personas titulares de la prestación de RG. De ellas, el 46,67% 
pertenece a unidades de convivencia unipersonales, el 28,25% a hogares 
monoparentales, el 18,20% a unidades biparentales, el 3,75% a otro tipo de 
hogares y el 3,12% restante a hogares compuestos por parejas sin hijos. Cabe 
destacar, además, que el 8,10% de las personas titulares de esta prestación 
se encuentra en situación de sinhogarismo.

Por último, las personas entrevistadas, a partir de sus vivencias y sus 
experiencias de participación, plantean una serie de propuestas orientadas 
a mejorar la adecuación del programa a las necesidades de las familias be-
neficiarias, con el fin de garantizar una protección más efectiva, y reforzar 
su capacidad para impulsar procesos de inclusión social.

2. PLANTEAMIENTO METODOLÓGICO

El diseño metodológico empleado para analizar las experiencias de parti-
cipación de quienes forman parte del programa de RG ha supuesto un desafío 
en esta investigación. La literatura disponible en este ámbito sigue siendo 
todavía limitada y la dificultad para acceder a las personas perceptoras ha 
condicionado el desarrollo del estudio. No obstante, el valor de sus testimo-
nios ha justificado la pertinencia y el esfuerzo de adoptar un enfoque cuali-
tativo en la investigación que lograra recoger los testimonios de las personas 
beneficiarias. En este marco, se realizaron 18 entrevistas semiestructuradas 
y en profundidad con unidades familiares perceptoras de RG.

En el ámbito de la investigación social, la entrevista se emplea con notable 
frecuencia gracias a la capacidad que presenta para obtener información 
relevante y de calidad (Enrique y Barrio, 2018). Esta técnica permite ahon-
dar en las opiniones y percepciones sobre un tema, con el fin de identificar 
elementos relevantes y sentimientos (Simons, 2009). En esta investigación, 
se ha examinado de manera específica el impacto que la prestación de RG 
tiene sobre las trayectorias vitales de las unidades familiares. Para ello, se ha 
profundizado en aspectos tales como el derecho a la prestación económica, el 
derecho a la inclusión social, la adecuación del programa a las necesidades 
sociales y las propuestas de mejora. 

Aunque hubiera sido deseable contar con un número más amplio de per-
sonas entrevistadas, el acceso a este colectivo resulta especialmente complejo 
debido al fuerte estigma social que le acompaña. Si bien en la sección de ane-
xos se presenta una tabla que describe de manera general la composición de 
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la muestra de esta investigación según distintas variables, conviene destacar 
en este punto cómo se configura en función de la tipología de unidad familiar. 
La mayoría, un 66,66%, corresponde a hogares unipersonales, mientras que 
el 33,33% restante se distribuye de forma equitativa (un 11,11% para cada 
grupo) entre parejas sin menores a cargo, hogares monomarentales y familias 
nucleares, una distribución de la muestra que es similar a la distribución de 
hogares por tipología que muestra el Informe de Rentas Mínimas (2024). 

El análisis de los datos se ha realizado desde la fenomenología descriptiva 
(Martínez y Álvarez, 2021), un enfoque que examina cómo las personas viven 
y experimentan una determinada situación, profundizando en su percepción 
subjetiva y en el significado que estas últimas otorgan a dicha vivencia (Ru-
bio y Arias, 2013). En líneas generales, su objetivo es describir e interpretar 
las estructuras fundamentales de la experiencia vivida, sin la pretensión de 
elaborar teorías.

En este marco analítico, la ‘epoché-reduccion’ cobra especial relevancia, 
al requerir la suspensión de juicios y conocimientos previos con el propósito 
de que la experiencia estudiada se manifieste en su propia esencia y pueda 
ser retomada mediante la reducción (Castillo, 2020). Desde esta perspectiva, 
los resultados –que se exponen a continuación– se organizan con la inten-
ción de ofrecer una comprensión práctica del significado que se confiere a 
la experiencia vivida.

3. RESULTADOS

La información se ha analizado a partir de dos bloques temáticos que 
mantienen cierta coherencia con el enfoque metodológico empleado: por 
un lado, la experiencia vivida en el marco del programa de RG y, por otro, 
el significado que las familias atribuyen a dicho proceso de participación.

3.1. Percibir la Renta Garantizada: testimonios que relatan su 
experiencia

Este apartado explora cómo las familias perceptoras viven su paso por 
el programa, desde los trámites de solicitud hasta la propia dinámica de 
participación. Su propósito es comprender cómo afrontan las unidades fami-
liares el proceso de gestión prestacional y qué capacidad protectora brinda 
el programa analizado.

El proceso de solicitud presenta un elevado nivel de complejidad, tanto 
por los cambios derivados de la implementación a nivel estatal del IMV como 
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por el impulso a la digitalización que esta medida ha generado. En esta línea, 
el proyecto piloto AUNA ha desarrollado las Unidades Administrativas de 
Tramitación (UATs), creadas para gestionar en un mismo espacio y de forma 
integrada las dos prestaciones de renta mínima –RG e IMV– en el territorio 
foral, tal y como se recoge en el siguiente verbatim:

[…] y siento que ahí es difícil, digamos, que si fuera todo telemático y no 
estuviera por medio de la trabajadora social, iba a ser complicado. Porque ya 
de por sí, ya directamente, con la trabajadora social no se hace, sino que hay 
una entidad que se llama AUNA, AUNA, ¿sí?, que es como una organización. 
Entonces ya las trabajadoras sociales te derivan a esta oficina donde te ayudan 
un poco a hacer el proceso (E5).

La experiencia de participación en el programa está profundamente 
condicionada por la capacidad protectora de la prestación. En este sentido, 
la RG proporciona una cuantía económica elevada en comparación a otros 
programas de renta mínima –entre 810,83 € y 1.621,66 € en el año 2026– 
que permite superar el umbral de pobreza y cubrir las necesidades básicas 
(Gobierno de Navarra, 2026). Asimismo, presenta un bajo nivel de condicio-
nalidad, derivado del reconocimiento del doble derecho, que permite a las 
unidades familiares avanzar, en la medida de sus posibilidades, en el proceso 
de inclusión social. El fragmento que se presenta a continuación pretende 
ilustrar esta idea:

[…] O sea, eh, las necesidades básicas sí las cubre perfectamente, pero la 
persona no puede únicamente sobrevivir cubriendo sus necesidades básicas, 
¿sabes? Tienes una necesidad de socializar, una necesidad de hacer cosas de 
ocio, de autorrealización y todo eso, ¿sabes? Entonces esas dimensiones sí que 
no las cubre de manera adecuada, diría yo… (E12).

En definitiva, el modelo de diseño del programa de RG ha contribuido 
de forma significativa al fortalecimiento y a la consolidación de un enfoque 
basado en derechos en este contexto. Esto se evidencia tanto en el ámbito 
de la gestión –donde en los últimos años se han puesto en marcha distintos 
mecanismos destinados a facilitar el acceso a la prestación– como en el de 
la participación, en el cual se establece una clara distinción entre la parte 
económica y los itinerarios de inclusión social. Esta perspectiva, cada vez 
más alejada de la discrecionalidad, repercute claramente en la forma en que 
las familias perciben, interpretan y valoran el programa de renta mínima de 
Navarra.
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3.2. El significado que las familias atribuyen al programa de Renta 
Garantizada

En este segundo bloque se analizan las estructuras esenciales del fenó-
meno, es decir, el sentido que emerge de la experiencia vivida. En concreto, 
se ahonda en el significado que las unidades familiares perceptoras otorgan 
al programa de RG a partir de dos dimensiones clave: su valor simbólico y 
el impacto emocional que genera. La articulación entre estos dos aspectos 
permite identificar el papel que el programa cumple en la experiencia vital 
de las familias.

Si bien en determinados momentos del proceso de participación pueden 
surgir emociones como la incertidumbre, el miedo o la angustia (Dettano 
y Cena, 2021; Dettano et al., 2024), también aparecen otras experiencias 
emocionales más agradables como la tranquilidad, el agradecimiento o la 
esperanza. La siguiente tabla busca reflejar el vínculo entre el valor simbólico 
y el impacto emocional del programa de RG, y servir de guía para el análisis.

Tabla 1. Relación entre la representación y las respuestas emocionales derivadas 
del programa de RG

Representación Impacto emocional
Seguridad Tranquilidad, confianza, agradecimiento

Oportunidades de inclusión Alegría, motivación, esperanza

Fuente: Elaboración propia.

Por un lado, participar de este programa ofrece una fuerte sensación de 
seguridad, especialmente en términos económicos, que pretende reducir la 
incertidumbre que caracteriza al proceso multidimensional de la exclusión 
(Huerta, 2026). En este contexto, afloran emociones como la tranquilidad, la 
confianza y, especialmente, el agradecimiento, tal y como se pretende mostrar 
en las siguientes citas textuales:

«[…] Hay años que digo, bueno, pues este año prefiero estar libre y no hacer 
nada, porque tengo como esta seguridad, ¿no? de estar con la Renta Garanti-
zada…» (E11).

«Yo ahora mismo me siento agradecida. Hay que decirlo, que me siento muy 
agradecida porque me está llevando por un buen camino y creo que ya no solo 
por lo que me están dando, no, tanto perdón, sino porque lo estoy aprovechando 
bien, diría, que lo estoy aprovechando bastante bien» (E8).
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La seguridad que proporciona el programa de RG, basada en su alto nivel 
de protección y su escaso grado de condicionalidad, permite que las familias 
beneficiarias puedan dedicar y orientar su proceso de participación hacia la 
búsqueda de oportunidades reales de inclusión social, mientras sitúan en un 
segundo plano su preocupación por la garantía de ingresos. En este sentido, 
emergen la alegría, la motivación y la esperanza de que, en un futuro cerca-
no, los mecanismos previstos en el marco de sus itinerarios de inclusión les 
permitan abandonar el programa y superar la situación de exclusión social. 
A continuación, se presenta un fragmento de una cita textual que pone de 
manifiesto, de alguna manera, el deseo y la esperanza que tienen las personas 
perceptoras por acceder en el corto plazo a una oportunidad de la inclusión, 
pese al estigma que recae sobre ellas con relación a la supuesta pasividad y 
dependencia de las prestaciones sociales (Lasheras et al., 2017):

«A ver, yo no, yo no lo veo imposible [alcanzar la inclusión social], porque 
yo sé de gente que están en la Fundación ONCE, que ganan mil y pico euros 
al mes y tienen una buena vida. O sea, es que hay gente que lo ha conseguido, 
entonces, ¿Por qué no lo voy a conseguir yo?» (E17).

En términos generales, este análisis ha permitido profundizar en algu-
nas de las representaciones y las respuestas emocionales más distinguidas 
del programa de RG. Aunque todavía quedan ciertos matices por explorar, 
permite comprender su impacto en las trayectorias vitales, contribuyendo 
en gran medida a la estabilidad, la seguridad y el bienestar de las unidades 
familiares. Esto responde, sin duda, a la elevada capacidad de protección que 
ofrece la prestación. En esta línea, las familias han comenzado a entender el 
programa como un derecho social exigible, orientado a garantizar una vida 
digna y a promover la inclusión social.

4. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE REVISIÓN BASADAS EN LA 
EXPERIENCIA DE LAS PERSONAS PERCEPTORAS

Como se ha señalado, este análisis ha permitido profundizar en el impacto 
del programa de RG en la vida de las personas perceptoras, conociendo sus 
trayectorias de percepción e identificando también el significado que este 
adquiere para ellas. A lo largo de estos testimonios, se han señalado asimismo 
algunas propuestas de mejora. Diagnosticar y profundizar en el programa, así 
como proponer cambios desde la voz de aquellas personas participantes, son 
cuestiones de interés cardinal para cualquier proceso de revisión y reflexión 
sobre este tipo de programas.
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La primera de las propuestas extraídas se relaciona con el proceso de 
incorporación social y la salida del programa. Si bien las familias ponen en 
valor el acceso al empleo y manifiestan su deseo de abandonar el programa 
de RG, también verbalizan importantes obstáculos de acceso, permanencia y 
oportunidad en el marco del mercado de trabajo. En este sentido, algunas de 
ellas defienden el valor de su trabajo en el cuidado a otros familiares. Otras, 
por ejemplo, señalan que es clave mejorar los salarios y los mecanismos de 
estímulos para que trabajar, aunque sea de manera temporal, no suponga un 
riesgo para la estabilidad económica de las unidades familiares perceptoras 
de RG. En este sentido, los testimonios permiten evidenciar la necesidad de 
reivindicar el papel inclusivo de la prestación y la estabilidad que aporta en 
aquellos hogares con menores oportunidades de acceso al empleo ordinario.

Otra línea de revisión se vincula con la mejora de la coordinación y la 
gobernanza del programa de renta mínima. A este respecto, destacan la 
importancia de reforzar la intervención y ampliar el mapa de recursos y ser-
vicios orientados a la incorporación social, apostando por un mayor grado 
de comunicación entre los distintos sistemas de protección social. 

Por otro lado, los testimonios subrayan la necesidad de simplificar el 
proceso de gestión prestacional, con el objetivo de reducir la carga burocrá-
tica que actualmente le acompaña. En este sentido, se propone mejorar la 
claridad de la información y de los requisitos para acceder y participar en el 
programa de RG, así como facilitar la actualización de datos personales, agi-
lizar las respuestas administrativas y simplificar los procesos de renovación 
de la prestación. A este respecto, ponen en valor el papel de la profesional de 
referencia, que no solo favorece la relación de ayuda, sino que también evita 
que tengan que explicar una y otra vez sus trayectorias vitales y familiares.

En definitiva, este análisis ha permitido ahondar en las experiencias de 
participación de las unidades familiares en el programa de RG de Navarra, 
comprender el significado que otorgan a su trayectoria y formular propuestas 
de mejora basadas en la voz de las propias personas perceptoras. En con-
junto, estos elementos –centrales en los procesos de revisión de las políticas 
públicas y sociales–, ponen de manifiesto la pertinencia y la necesidad de 
promover evaluaciones de políticas y programas que incorporen la voz y los 
testimonios de las personas destinatarias. 
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ANEXO

Tabla 2. Diseño muestral de las familias perceptoras de RG entrevistadas

Codifica-
ción

Tipo de Fami-
lia/Hogar

Periodo 
de parti-
cipación 
(meses)

Área de 
Servicios 
Sociales

Sexo per-
sona entre-

vistada

Nacionali-
dad persona 
entrevistada

Edad per-
sona en-

trevistada 
(años)

E1 Pareja sin me-
nores a cargo 3 Tudela Mujer Española 53

E2 Unipersonal 24 Pamplona Hombre Nigeriana 45

E3 Unipersonal 72 Pamplona Hombre Francogua-
yanesa 24

E4 Unipersonal 96 Tudela Hombre Española 30
E5 Unipersonal 15 Tafalla Mujer Colombiana 38
E6 Monomarental 96 Tudela Hombre Española 37
E7 Unipersonal 6 Pamplona Mujer Boliviana 19
E8 Unipersonal 1 Pamplona Mujer Española 20
E9 Unipersonal 6 Pamplona Hombre Española 20

E10 Pareja sin me-
nores a cargo 18 Tafalla Mujer Marroquí 32

E11 Unipersonal 37 Pamplona Mujer Española 23
E12 Unipersonal 46 Pamplona Hombre Marroquí 28
E13 Nuclear 120 Pamplona Mujer Española 38
E14 Nuclear 48 Tudela Mujer Marroquí 27
E15 Unipersonal 48 Tudela Hombre Colombiana 26
E16 Unipersonal 36 Tudela Hombre Española 60
E17 Unipersonal 34 Tudela Mujer Española 56
E18 Monomarental 72 Tudela Mujer Española 45

Fuente: elaboración propia.
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Los veinticuatro capítulos que componen esta obra abordan realidades 
muy distintas: desde la cobertura informativa de las políticas familiares hasta 
la fiscalidad autonómica, desde la atención perinatal hasta la exclusión re-
sidencial, desde la alimentación adolescente hasta la transición energética. 
Leídos en conjunto, sin embargo, ofrecen un diagnóstico bastante coherente. 
Las familias siguen siendo en España un pilar fundamental del bienestar, 
pero desempeñan sus funciones en un marco institucional que ha avanzado 
mucho en el reconocimiento de derechos y bastante menos en su garantía 
efectiva, que está fragmentado entre niveles de gobierno y sectores de la 
acción pública, y que continúa descansando en buena medida en el traba-
jo no remunerado de las mujeres. Estas conclusiones recogen primero las 
principales aportaciones de cada bloque, después las ideas que atraviesan el 
volumen y, por último, sus implicaciones para las políticas públicas, para la 
práctica profesional y para la investigación.

El primer bloque muestra que el estudio de las políticas familiares exige 
miradas interdisciplinares y atentas a la forma en que se construyen los 
problemas públicos. Los conceptos que circulan entre países y organismos 
se transforman al traducirse a contextos institucionales distintos. La escasa 
visibilidad mediática de las políticas familiares contribuye a su débil posición 
en la agenda. Y en el ámbito local, la eficacia de las respuestas depende menos 
del volumen de recursos que de la capacidad de articular transversalmente 
vivienda, cuidados, movilidad, educación y servicios sociales.

El segundo bloque pone de relieve que las primeras etapas de la vida con-
centran necesidades que los sistemas públicos atienden de forma parcial y 
discontinua. La atención perinatal garantiza la seguridad clínica, pero deja 
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sin un marco estable el acompañamiento de una transición vital que no ter-
mina con el parto. La educación y la atención a la primera infancia aparecen 
como un derecho todavía no universalizado en el tramo de cero a tres años. Y 
la influencia de la familia en hábitos como la alimentación adolescente está 
condicionada por el nivel socioeconómico y por la disponibilidad de tiempo 
de las personas adultas.

El tercer bloque sitúa los cuidados en el núcleo del análisis. Los avances 
en permisos y conciliación no han bastado para transformar el reparto de 
los cuidados en los hogares. El sistema de atención a la dependencia sigue 
apoyándose en cuidados informales, mayoritariamente femeninos, con un 
reconocimiento limitado de los derechos de quienes cuidan. Y la estrategia 
de desinstitucionalización, necesaria para respetar la autonomía y las pre-
ferencias de las personas, corre el riesgo de traducirse en refamiliarización 
si no se acompaña de un refuerzo decidido de la responsabilidad pública.

El cuarto bloque evidencia que la diversidad familiar sigue encontrando 
respuestas institucionales desiguales. Los hogares con personas con disca-
pacidad presentan mayores tasas de pobreza, privación y baja intensidad 
laboral, y un sistema de protección que se apoya más en prestaciones econó-
micas que en servicios. Y el reconocimiento jurídico de la diversidad sexual 
y familiar avanza a distinto ritmo según el territorio, mientras el rechazo 
familiar sigue siendo un factor de riesgo para adolescentes y jóvenes.

El quinto bloque recuerda que la familia no siempre es un espacio de 
protección. La respuesta institucional a las violencias machistas sigue condi-
cionada, en ocasiones, por una idealización de la familia que puede despro-
teger a madres e hijos. La violencia de género es una causa estructural de la 
exclusión residencial femenina, que permanece oculta en las estadísticas. Y 
el acceso a la vivienda, cada vez más difícil para amplios sectores de la pobla-
ción, afecta con especial intensidad a los grupos que acumulan desventajas, 
como el pueblo gitano.

El sexto bloque muestra el potencial y los límites de la intervención pro-
fesional. El acompañamiento sostenido del vínculo familiar, la atención a las 
transiciones del ciclo vital, la objetivación de las desigualdades económicas 
en los procesos de ruptura o la alfabetización energética son formas concre-
tas de hacer política social desde la práctica. Todas ellas requieren tiempo, 
estabilidad y reconocimiento institucional, y una tensión mejor resuelta entre 
las funciones de control y de apoyo.

El séptimo bloque analiza los instrumentos económicos. El gasto público 
con enfoque de familia es una exigencia constitucional de equidad, pero los 
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instrumentos para hacerlo visible, como el informe de impacto presupues-
tario, tienen todavía un carácter más explicativo que orientador. El tramo 
autonómico del IRPF se ha convertido en un subsistema de política familiar 
territorializada, diverso y complejo, cuya eficacia y progresividad dependen 
de su diseño y de su complementariedad con servicios públicos. Y la expe-
riencia de la Renta Garantizada de Navarra muestra que una garantía de 
ingresos suficiente y con baja condicionalidad aporta seguridad y permite a 
las familias orientarse hacia procesos de inclusión.

La obra está atravesada por varias ideas, que sintetizamos a continuación:

a) Un familismo persistente, pero cambiante. Varios capítulos coinciden 
en caracterizar el modelo español como familista. Ya no es, sin embargo, el 
familismo tradicional: las políticas públicas han incorporado principios de 
igualdad y de corresponsabilidad, pero las prácticas cotidianas y la organiza-
ción de los servicios siguen presuponiendo la disponibilidad de la familia —y 
de las mujeres— para cubrir lo que el sistema no cubre. Esta ambivalencia 
aparece en los cuidados de larga duración, en la atención a la discapacidad, 
en la conciliación y en el acompañamiento de la maternidad. 

b) La distancia entre derechos reconocidos y derechos efectivos. La obra 
documenta avances normativos importantes: permisos iguales e intransferi-
bles, leyes de protección de la infancia y de igualdad de las personas LGTBI, 
estrategias de cuidados y de desinstitucionalización, reconocimiento del de-
recho a la vivienda. Pero la brecha entre ese reconocimiento y su realización 
es una constante. Se manifiesta en las listas de espera y la baja intensidad 
de los servicios de dependencia, en las plazas públicas insuficientes para la 
primera infancia, en la persistencia de estereotipos en la práctica judicial y 
en la dificultad de acceso a la vivienda.

c) La fragmentación institucional y la necesidad de transversalidad. Las 
familias viven sus necesidades de forma integrada, pero las administraciones 
responden de forma sectorial y dispersa entre niveles de gobierno. Esta frag-
mentación traslada a los hogares la carga de coordinar recursos, alarga los 
itinerarios de atención y produce situaciones de desprotección. Así lo señalan 
los capítulos dedicados a la gobernanza local, al sinhogarismo, a la violencia 
de género y a la protección de la infancia. La transversalidad aparece así no 
como una mejora técnica, sino como una condición de eficacia y de equidad.

d) La feminización de los cuidados y sus consecuencias socioeconómicas. 
El reparto desigual de los cuidados es probablemente el hilo más visible del 
volumen. Condiciona las trayectorias laborales y los ingresos de las mujeres, 
su salud y su bienestar, su situación tras una ruptura de pareja y su riesgo 
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de pobreza y de exclusión residencial. Las políticas de tiempo han reducido 
algunas brechas, pero no han alterado la responsabilidad principal de las 
mujeres en la gestión y organización de los cuidados. 

e) Desigualdades territoriales en el acceso a derechos. La descentralización 
ha permitido adaptar las políticas a realidades diversas e impulsar innova-
ciones relevantes, pero también ha generado una importante desigualdad 
territorial. El acceso a servicios para personas LGTBI y sus familias, la pro-
tección frente a la exclusión residencial, la atención a la dependencia o el 
tratamiento fiscal de las familias dependen, en buena medida, del lugar de 
residencia. Esta «lotería territorial» plantea interrogantes sobre la igualdad 
en el ejercicio de los derechos.

f) La invisibilidad como problema de política pública. Muchas de las rea-
lidades analizadas comparten un rasgo: su escasa visibilidad. Es el caso de 
las políticas familiares en los medios, del sinhogarismo femenino y familiar 
en las estadísticas, del daño relacional en los indicadores de los servicios 
sociales, de la carga de las personas cuidadoras en el diseño normativo o de 
la dimensión familiar en la evaluación del gasto público. Lo que no se mide 
ni se nombra difícilmente llega a la agenda. Por eso la mejora de los sistemas 
de información es, en sí misma, una línea de política familiar.

g) Del asistencialismo a los derechos y al acompañamiento. Por último, 
numerosos capítulos reclaman desplazar el enfoque de las políticas desde 
la respuesta asistencial y puntual hacia un enfoque de derechos, preventivo 
y de acompañamiento sostenido. Este enfoque reconoce a las familias y a 
cada uno de sus miembros –niñas y niños, personas mayores, personas con 
discapacidad, mujeres víctimas de violencia– como sujetos de derechos y no 
solo como destinatarios de ayudas.

De las contribuciones se desprenden algunas orientaciones compartidas 
para el diseño de las políticas públicas:

a) Incorporar la perspectiva de familia de forma transversal en la planifi-
cación, el presupuesto y la evaluación de las políticas, con instrumentos que 
no se limiten a describir el gasto, sino que orienten las decisiones y permitan 
evaluar su impacto.

b) Combinar las transferencias monetarias y los beneficios fiscales con 
servicios públicos suficientes y accesibles –educación de cero a tres años, 
atención a la dependencia, vivienda asequible–, ya que las ayudas económicas 
por sí solas tienen efectos limitados cuando la oferta de servicios es escasa.
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c) Reconocer derechos propios a las personas cuidadoras y reforzar la 
responsabilidad pública en los cuidados, de modo que la desinstitucionali-
zación no se traduzca en una mayor carga para las familias.

d) Integrar la dimensión residencial en las políticas contra la violencia 
de género y la dimensión de género en las políticas frente al sinhogarismo, 
y garantizar la aplicación efectiva de las garantías ya reconocidas para la 
infancia.

e) Evaluar el diseño distributivo de los incentivos fiscales y reforzar la 
coordinación entre territorios, con el fin de evitar efectos regresivos y reducir 
desigualdades en el acceso efectivo a los apoyos familiares.

f) Mejorar los sistemas de información y los indicadores para hacer visi-
bles realidades hoy ocultas y permitir la evaluación de las políticas. 

Para la práctica profesional en los distintos sistemas vinculados al bien-
estar familiar, y de forma particular para el Trabajo Social, la obra subra-
ya el valor del acompañamiento sostenido, basado en la confianza y en la 
continuidad, frente a intervenciones fragmentadas y orientadas al control. 
Señala también la necesidad de formación específica en ámbitos emergentes, 
como la diversidad sexual y familiar, la discapacidad desde un enfoque de 
derechos, la valoración económica en contextos judiciales o las competencias 
verdes. Además, advierte de la responsabilidad de los profesionales en la 
reproducción o superación de estereotipos, como ocurre con el uso del falso 
síndrome de alienación parental en informes psicosociales o con los enfoques 
que tratan a las familias como parachoques de un sistema insuficiente. La 
coordinación entre servicios sociales, sanitarios, educativos, de vivienda y 
de justicia aparece, de nuevo, como condición para que la intervención sea 
eficaz.

La amplitud temática y metodológica de esta obra ofrece posibilidades 
analíticas, pero también establece algunos límites que deben hacerse explí-
citos. La diversidad de enfoques y metodologías enriquece el análisis, pero 
dificulta la comparación directa de resultados. Varios estudios empíricos se 
basan en muestras pequeñas o en contextos territoriales concretos, como La 
Rioja, Navarra, Andalucía, Madrid, Bilbao o Huelva, cuyos resultados no son 
directamente generalizables. Algunos instrumentos y propuestas requieren 
todavía validación y evaluación sistemáticas. Y la rapidez de los cambios 
normativos y fiscales obliga a leer determinados datos a la luz de la fecha de 
cierre de la información.

Estas limitaciones apuntan a líneas de trabajo futuras. Serían necesarios 
estudios comparados entre territorios con diseños comunes; evaluaciones de 
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impacto de las políticas familiares, fiscales y de cuidados que vayan más allá 
de la cobertura y el gasto; investigación longitudinal sobre las trayectorias 
familiares y residenciales; y el desarrollo de indicadores que capten dimen-
siones hoy invisibles, como el daño relacional, la carga de coordinación que 
soportan los hogares o el sinhogarismo oculto. También sería conveniente 
profundizar en la voz de las propias familias, cuya experiencia —como 
muestran varios capítulos— aporta claves imprescindibles para el diseño de 
políticas más ajustadas a la realidad.

Situar a la familia en el centro no significa cargar sobre ella la responsa-
bilidad del bienestar, sino reconocer su papel y, precisamente por ello, ase-
gurar las condiciones públicas que le permitan desempeñarlo con equidad. 
Implica, en definitiva, reconocer a las familias en su diversidad, apoyar sus 
capacidades y garantizar los derechos y la autonomía de todas las personas 
que las integran. Esa es la invitación que recorre las páginas de este libro.
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Las familias  
en el centro
Políticas públicas, bienestar  
y sostenibilidad de la vida

Este libro parte de la consideración de la familia como uno 
de los pilares fundamentales del bienestar, situándola en el 
centro del análisis para reconocer su relevancia social y su 

contribución al sostenimiento de la vida cotidiana.

La obra reúne 24 capítulos y más de 40 autores procedentes de 
disciplinas diversas, entre ellas la ciencia política, la sociología, el 
trabajo social, la economía, el derecho, la educación y la traduc-
tología. Todos ellos convergen en una misma preocupación: com-
prender qué necesitan hoy las familias para afrontar los desafíos 
de contextos sociales cada vez más complejos.

El campo de las políticas familiares cuenta con una literatura con-
solidada, tanto en el ámbito internacional como en el español. 
En este contexto, el libro constituye una aportación que reúne a 
investigadores noveles y consolidados en torno al estudio de la 
familia como eje transversal para comprender la realidad social 
contemporánea.

Desde una concepción plural y relacional, se reconoce que no 
existe un único modelo familiar, sino una diversidad de formas de 
convivencia y de vínculos que comparten su condición de espa-
cios de interdependencia, cuidado y responsabilidad mutua.

Asimismo, la obra aborda las políticas familiares desde una pers-
pectiva transversal que permite analizar el conjunto del Estado del 
bienestar. El bienestar de las personas está estrechamente vincu-
lado al bienestar de las familias; de ahí la importancia de diseñar 
y adecuar políticas públicas capaces de responder a los desafíos 
cambiantes del siglo XXI y de reforzar su capacidad para cuidar, 
proteger y generar bienestar.
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